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EXCMO. SR.: 

Nuevamente me cabe el honor de elevar al Gobierno 
la Memoria anual sobre el funcionamiento de los órganos 
de la Administración de Justicia y sobre los problemas 
que ésta tiene planteados en orden al mejor ejercicio de 
su función Al formular este informe, como representante 
del Ministerio Fiscal, "Organo de comunicación entre el 
Gobierno y los Tribunales de Justicia", he de tener pre- 
sente el contenido de nuestras nonnas fundamentales, 
que atribuyen al Jefe 'del Estado la garantía y el asegura- 
miento del "regular funcionamiento de los altos órganos 
dei Estado y la debida coordinación eritre los mismos", 
uno de le6 cuales es, indudablemente, la Administración 
de la Justicia, que también se aidminist . . ra en su nombre. 
Al dirigir el Jefe del Estado la gobernación del Reino por 
medio del Consejo de'Ministros, que "es el árgano que 
determina la política nacional" y "asegura Ia aplicación 
de las Leyes", resulta conveniente que el Gobierno co- 
n m a  la situación general del país en orcten a la apli- 
cación concreta de la Justicia, par las Tribunales, en 
todos sus órdenes: en el! dvii, que dirime a l a s  cuestiones 
litigiosas surgidas entre partes en el campo ffmcimental 
del derecho privado; en el social, en que imparte la jw 
ticia proclamada por la legislación reguladora de las re- 
laciones de trabajo y en general de la compbta estmc- 
tura jurídica a través de la cual se hace rtmliüad .el prin- 
cipio de justicia social; en el contencioso-administrativo, 
jurisdicción revisora a la que se somete la propia Admi- 
?rIstraición deF F&ado para hacer realidad el principio 
de sometimiento del Estado al Derecho; y*en el penal, 



en el que al perseguir el delito y castigar al cuwble, 
se realiza una función ffundarnentail de defensa de los 
valores éticos y jurídicos en que se basa la sociedad, se 
defiende la convivencia pacífica de la comunidad y se 
mantiene el orden, presupuesto bjsico para el desarrollo 
espiritual y material del pueblo. 

Muy difícil, prhcticamente inalc-ble, -resulta el 
empeño de incluir en un informe anual todos estos pr* 
fundos objetivos de la Administración de Justicia en sus 
cuatro &denes principales. Al intentarlo, hemos de pr* 
curar reflejar sinceramente la realidad, tal como se pre- 
senta a través de las actuaciones judiciales y de la fun -  
ción del Ministerio Fiscal, tomando como base la verda- 
dera situación de Cada parcda del territorio nacional, 
a través de las Memorias rendidas por los Fiscales Terri- 
toriales y Provinciales y de las actuaciones de los órga- 
nos judiciales en sus distintos niveles. Elio no puede 
dar una visión completa de la realidad aspañola en estos 
aspectos, pero sí contribuye en gran m e r a  a propor- 
cionar, a quienes necesitan esta visión de conjunto, ele- 
mentos de juicio muy importantes para obtenerla, uni- 
dos a los que indudablemente han de llegarles por otros 
co~lductos, referidosla otros aspectos de la integridad de 
la vida nacional. 

&que el infm~ne arranca de una consideración es- 
tadística, tenderá siempre a valorar, con un anáW de 
sus causas y una exposición de posibles medidas a adop- 
tar, los fenómenos que se ponen de manifiesto a través 
de la actuación judicial y muy especiaimente su proyec- 
ción sociológica, el impacto o incidencia que estas fenó- 
menos puedan tener en el seno de la sociedad española. 
En un mundo desquiciado por la confusión de los valores 
clásicos, la función de las instituciones básicas, entre 
ellas la Justicia, ha de ser esencialmente conformadora. 
Por eilo, no podemos limitarnos a exponer la entidad de 
,los fenómenos sociológicos l d s  im,@antes en nuestro 
campo, como puede ser el de la delinouenda y su ev+ 



lución, sino que parece n.e<:mo ahondar en su signifi- 
cación y en su etiología. 

El informe no alcanza toda su significación si se va- 
lora separadamente. En reaJidad, es una conthUación 
de los informes anuales anteriores, de los cuales parte 
para señalar las líneas de evolución apreciadas en el cli- 
ma general en que se desenvuelve-la sociedad española. 
Para observarlos y exponerlos, 'la aportación de los Fis- 
cales de cada provincia es, como siempre, fundamental: 
son ellos los que dan el dato real, los que analizan la 
situación en el lugar donde se produce, los que &precian 
los cambios más nimios observados en cada territorio. 
Partir de ahí para sacar cons8cuencias generales y ex- 
poner ;una visión de conjunto, constituye simplemente 
una labor de síntesis. 

VARIACIONES EN EL MINISTERIO FISCAL 

El año 1972 ha significado para el Mbkkrio Mscal 
la ampliación de 16 piazas, nueve de Fiseales y siete de 
Abogados Fiscales; 15 de ellos, por razón del Dea&o 
de 10 de octubre de 1972, en cumplimiento de la Ley de 
19 de junio de 1971 y otra, para el Tribunal de Orden 
Público, por Decreto de 13 de abril de 1972, en virtud 
de la autorización contenida m la Ley de 2 de diciembre 
de 1963. 

A pesar %de .este considerable refuerzo en los efectivos 
humanos del Ivíinisterio Fi.,cal, existen muchas F'bmlías 
necesitadas de mayor dotación de Abogados Fiscales, 
por razón del considerable aumento de trabajo y, espe 
cialmente, porque la reforma procesal de 8 de abril 
-de 1967 obliga a los Fir,cales de las Audiencias a atender 
de manera directa no sólo las Secciones de lo Penal de 
cada Audiencia, sino también los Juzgados de la Capital, 
al tiempo que se vigilan y muchas veces se atienden di- 
rectamente también los procesos por el trámite de U- 



gmcias prepara- en Juzgados de imtmcción de 
las cabezas de partido. Posiblemente sea necesarSo, de 
cara, al 5utuo, iuia reestructuración m k  completa y pro- 
funda del Ministerio Fkcai que afecta también, en su 
mvel, a los %cales Municipales y Comamales con una 
redistribución de las Agru,pmimes actuales y la posi- 
bíiidad de concentrar a estos funcionarios en la capital 
de provincia para agilizar su actuación y sustituir, con 
mayor facilidad, las ausencias o vacantes en algunas 
Agrupaciones. 

Es costumbre dejar constancia, en esta Memoria, de 
las más importantes variaciones experimentadas en el 
Ministerio Fiscal durante el año al que se refiere. 

En el Tribunal Supremo, la vacante por juhiiacih 
de don Antonio Oarcía de Vinuesa fue cubierta, como 
Abogado Fiscal, por don José Latour Brotons, procedente 
de la Fiscalía de Madrid. Fue nombrado Fiscal de la 
Audiencia Temmtorial de Palma de Mallorca don Mejan- 
dro Sanvicente Sama, que durante muchos &os había 
venido dmemppeílando la Jefatura de la Fiscalía de Ta- 
rragcma, a cubrir la cual pasó el Abogado FScal de la 
Audiencia de Barcelona, don Eliseo Ga~cí8 Martinez, que 
habia viendo prestando continuados y muy destacados 
servicios en esta Fiscaiía. Y a  en febrero de 1973 se 
nombra Fiscal de la Audiencia de Hmwa a don José 
María Riera Larios, que desempeñaba la FScalía del Tri- 
bunal de Orden PUblico, para cuyo puesto es nombrado 
don Eugenio Antonio de Herrera, Mmtín, hasta mtcnices 
Fiscal de Cuenca y a cuyo puesto paa don Edu- de 
Mendizhbai Liandete, que cmtinúa en comisión como 
Asesor en el Tribunal S u p m o  de Rabat. Don E0tgmi.o 
Casimiro LÓpez y LópQ, que se enwntraba en situad& 
de excedencia especial por ostentar el cargo de Director 
General de Formación Profesional y EMemi6n Educativa, 
se reincorporó al servicio activo como Abogado F'iscal 
de la Audiencia Territorial de Madrid. También se pro- 
duce la reincorporación de don Martín Rodrígaez Este 



van, Fiscal de la Audiencia Provincial de Lérida, al cesar 
en su cargo de Gobernador Civil de Logroño. En cambio, 
El Fiscal de Almería, don Juan Oña Iribarne, quedó en 
situación de excedencia especial al ser designado Presi- 
dente de la Diputación de aquella provincia y elegido 
Procurador en Cortes en representación de la misma. 

En el capítulo de las jubilaciones, además de la de 
don Antonio García de Vinuesa, de que hemos dado cuen- 
ta más arriba, como Abogado Fiscal del Tribunal Su- 
premo, se produjo también la de don Luis Fores Ferrer, 
Abogado Fiscal de la Audiencia de Ba~celona. En ambos 
casos, el estado de salud aconsejó a los interesaidos no 
prolongar su vi& profesional en activo, optando por la 
jubihi6n y dejando con ello un hueco que llenará siem- 
pre d recuerdo de cuantos mvivieron con ellos en ta- 
reas profesionales. 

Por último, hay que dejar constancia del fallecimien- 
to de don Castr, Granados Aguirre, Fiscal $e la Audien- 
cia Territorial de Palma de Mallorca, y don Antonio 
Pérez Garcia-Margailo, Abogado Fiscal de la Audiencia 
Territorial de Madrid. 

La trayectoria de Casto Granados, a lo largo de una 
dilatada vida profesional, fue siempre una Limpia his- 
toria de hombre dedicado de manera entusiasta al ser- 
vico de la Justicia, su muerte, recibida inopinadamente, 
dejó una estela de dolor entre sus compañeros y entre 
quienes le conocimos y convivimos con él sus afanes y 
desvelos en la función del Ministerio Fiscal, pero dejó 
también honda huella en quienes habían sabido apreciar 
su profundo sentido de la Justicia, su honradez profe- 
sional y su sinceridad y así, el Colegio de Abogados de 
Palma de Mallorca, por boca de su Dec'mo, expresó niuy 
sentida condolencia que en la clase jurídica profesional 
había producido la muerte de tan destacado funcionario 
del Ministerio Fiscal. 

Don Antonio Pérez García-Margallo, con veintiocho 
años de antigüedad en la Carrera Fiscal, encontró la 



muerte después de rápida enfermedad y en plena ma- 
durez. No se limitó al trabajo, ya de ~ p r  sí intenso, de 
una Fiscalía como la de Madrid, ayudando en activida- 
des jurídicas de gran valía en el Gabinete de Estudios 
del Ministerio de Justicia y en otras actividades de ca- 
rácter docente. Buen procesalista, contribuyó con sus 
aportaciones a no pocos estudios realizados por el Mi- 
nisterio Fiscal en la línea de una mejora de las Leyes 
procesales vigentes. 

La pérdida de dos compañeros tan destaca;dos, no 
sólo queda señalada en estas páginas, s i .  en el cor- 
de cuantos fueron compañeros suyos. 

Como en años anteriores, consignamos a continuación 
a quienes han sido los autores de las Memorias que han 
servido de base para la redacción de la presente: 

FISCALES JEFES DE AUDIENCIAS TERRITORIALES 
Y PROVINCIALES EN EL ARO 1972 

Albacete: Excmo. Sr. D. Fernando Alamillo Canillas. 
Alicante: Ilmo. Sr. D. Francisco García Romu. 
Aimería: Iimo. Sr. D. Juan Oña Iribarne. 
Avila: Ilmo. Sr. D. Emilio Vez Pazos. 
Badajoz: Ilmo. Sr. D. Federico García de Pruneda 

y Ledesma. 
Barcelona: Excmo. Sr. D. Joaquín Ruiz de Luna y 

Díez. 
Bilbao: Iimo. Sr. D. Fernando Barrilero Turel. 
Burgos: Excmo. Sr. Mariano Gómez de Liaño Co- 

baleda. 
Cácerea: Wmo. Sr. D. Eraneisco Panchuelo Alvarez. 
Cádiz: Ilmo. Sr. D. Hipólito Hernández García. 
Castellón: Ilmo. Sr. D. Manuel Lucas Escamilla. 
Ciudad Real: Ilmo. Sr. D. Rafael Rojo Urrutia. 
Córdoba. Iimo. Sr. D. Rafael Contreras de la Paz. 
Cuenca: 111110.: Sr. D. Miguel Falomir Sorio. 



Gerona: Ihm. Sr. Alfonso Carro Crespo. 
Granada: Excmo. Sr. D. Rafael Moreno González- 

Anleo. 
Guadalajara: Iimo. Sr. D. Abelardo Moreiras Neira. 
Huelva: ilmo. Sr. D. Ricardo Querol Giner. 
Huaca: Ilmo. Sr. D. José Llorca Ortega. 
Jaén: Tlmo. Sr. D. Mariano M o d n  de Aragón. 
La Coruña: Excmo. Sr. D. Eduardo Monzón de 

Aragón. 
Las Palmas: Excmo. Sr. D. Tomás Alfredo Muííoz 

Serrano del Castiiio. 
León: nimo. Sr. D. OdÓn Colmenero González. 
Lérida: Ilmo. Sr. D. Martín Rodríguez Esteban. 
Logroño: Ilmo. Sr. D. Maturino Rodríguez Meilado. 
Lugo: Ilmo. Sr. D. Cándido Rodríguw-Magalianes 

Sánchez. 
Madrid: Excmo. Sr. D. Rafael A h s o  Pérez-Hickman. 
Málaga: Ilmo. Sr. D. José Eguilaz Ariza. 
Murcia: Ilmo. Sr. D. Bernardino Ros de OLiver. 
Orense: Ilmo. Sr. D. Jaime Poch Gutiérrez de Ca- 

viedes. 
Oviedo: Excmo. Sr. D. Rafael Fernández Martínez. 
Palencia: Ilmo. Sr. D. Santiago A. Martín Andrés. 
Paima de Mallorca: Excmo. Sr. D. Alejandro Sanvi- 

cente Sama. 
Pamplona: Excmo. Sr. D. Luis Crespo Rubio. 
Pontevedra: Ilmo. Sr. D. Cánddido Conde-Puanpido 

Ferreiro. 
Salamanca: Ilmo. Sr. D. -nardo Almendral Lucas. 
San Sebastián: Ilmo. Sr. D. Vicente Mora Piñan. 
Santa Cruz de Tenerife: Ilmo. Sr. D. Temístocles 

Díaz-Llanos Oramas. 
Santander: Ilmo. Sr. D. Antonio Fernández Divar 

Yagüez. 
Segovia: Ilmo. Sr. D. Juan Antonio Martinez Casa- 

nueva. 
Sevilla: Excmo. Sr. D. Guillermo Blanco Vargas. 



Soria: Ilmo. Sr. Gaspar Molina Rodriguez. 
Tarragona: ilmo. Sr. D. ELiseo García Martíni%. 
Teniel: Ilmo. Sr. D. Fermín Hernández Villarmya. 
Toledo: Ilmo. Sr. D. José González Chacón 
V a l d a :  Excmo. Sr. D. José Elorza Aristarena. 
Vaiiadoiid: Ekmo. Sr. D. Antonio Ubillas Echevarria. 
Vitoria: Ilmo. Sr. D. José Angel Salinas Quijada. 
Zamora: Ilmo. Sr. D. Fernando Santamana Delgado. 
Zaragoza: Excmo. Sr. D. Luis Martín-Ballesteros y 

Costea. 

Destacamas, como en otras ocasimes, que las Me- 
morias de las Fiscalías de Cuenca, Huasca y Teruel fue- 
ron redactadas por sus respectivos Tenientes Fiscales, 
que se encuentran eventualmente al frente de las Fi& 
oaiías citadas: 

LES Fiscalías de Avila, Cuenca, Guadalajara, Huesca, 
Segovia y Teruel, se encontraron servidas por un solo 
funcionario durante el tiempo a que se contrae esta Me- 
moria y a esta situación ha pasado también la de Toledo 
recienter 



LA CRIMINALIDAD EN ESPARA 

1. Consideraciones sobre su evolución 

El análisis de las cifras sobre delincuencia, que ve- 
nirnos haciendo en las Memorias, se basa, como es sa- 
bido, en las actuaciones judioiales producidas durante 
el año. Por ello, tiene s6lo un valor relativo, ya que no 
todos los delitos que se cometen son descubiertos y dan 
lugar a una actuación judicial, ni todas las actuaciones 
judiciales implican, por si salas, la existencia de un de- 
lito, sino que, en mucha ocasiones, terminan -según 
cuál sea el tipo de procedimiento que se siga- con un 
archivo por no ser delictjvo el hecho, o con un auto de 
sobreseimiento por idéndica razón, cuando no con una 
absolución si la causa llegó al trámite de sentencia. 

Sin embargo, como estas limitaciones son también 
siempre las mismas, la comparación de las cifras sobre 
actuaciones judiciales en materia penal puede damos, y 
de hecho nos da, una idea muy aproximada de la evo- 
lución de la criminalidad, aunque no pueda 'dárnosla 
con exactitud de sus cifras absolutas. 

Es necesario, por consecuencia, centrar el análisis en 
sus términos adecuados para que pueda proporcionarnos 
una base de comparación homogénea con los años an- 
teriores, y de ella podamos sacar consecuencias y aven- 
turar conjeturas sobre la evolución que sufre el país en 
materia tan inportante como la delincuencia, que inci- 
de, sin duda alguna, en la normalidad de la convivencia 



y señala el grado de ciudadanía de una sociedad dada. 
La coexistencia de varios procedimienths penales y 

el hecho de que algunos de ellos se "solapen", o al menos 
pasen de uno a otro sistema, obliga a realizar, antes que 
nada, una previa labor de clarificación para no confun 
dir el número aproximado de hechos delictivos 4 que 
dieron lugar a un proceso penal, aunque no lo fueran- 
con el número total de procesos incoados durante el año. 

En efecto, las diligencias previas constituyen en un 
altísimo porcentaje, la forma de comenzar los procesos 
penales, convirtiéndose paulatinamente, si el hecho se 
considera de entidad delictiva, en un verdadero proceso 
penal del tipo que corresponda. Por eso, las cifras de 
diligencias previas incoadas son muy elevadas, pero no 
puede constatarse, ni mucho menos, la existencia de un 
hecho delictivo por cada una de las diligencias iniciadas. 
A efectos de estudiar cuál fue la actividad de los Tribu- 
nales, en el Capítulo siguiente, estas cifras sí pueden 
tener valor; pero a los efectos que ahora anaJizamos 
-consideración de las infracciones penales cometidas 
en E s p a ñ a  no lo tienen. 

Mientras el procedimiento permanece en la fase ini- 
cial de diligencias previas, no puede afirmarse que re- 
fleje todavía la existencia de un delito a efectos de con- 
tabilizai'lo en nuestro cómputo. Los indicios firmes de 
que tal infracción penal existe comienzan a ponerse de 
manifiesto cuando las diligencias previas se convierten 
en diligencias preparatorias o en sumarios de urgencia 
o, en su caso, en sumarios ordinarios. Sin embargo, no 
podemos dejar fuera de cómputo todas las diligencias 
previas, porque se dan casos que pueden suponer -aun- 
que todavía sin certeza- la existencia de actividad delic- 
tiva: cuando se archivan las previas por no ser conocido 
el autor de la infraocibn o cuando se encuentran en trá- 
mite de instrucción y todavía no ha recaído en ellas una 
resolución judicial suficientemente indicativa. Pero éstos 
son supuestos "de posibilidad", en tanto que, cuando 



pasan a convertirse en preparatorias o en sumarios, esta 
posibilidad adquiere una cierta presunción de delin- 
cuencia. 

Para advertir del juego de este sistema procesal a 
los no versados, bastará decir que en España, cuando se 
conoce o se denuncia un hecho que puede ser delictivo, 
se inicia una actuación judicial generalmente (aunque 
no siempre, pero si en un grandísimo número de casos) 
como "diligencias previas". Son éstas una especie de 
pre-proceso que puede desembocar en vías muy diver- 
sas: a~chivarse porque el hecho no es delictivo; conside- 
rar falta el hecho; entender que el hecho si es, en prin- 
cipio, delictivo, en cuyo caso, si el autor es desconocido, 
se sobreseen, y si no se da esta circunstancia, pasan a 
convertirse en un verdadero proceso penal: de urgencia, 
a través de sus dos modalidades, ''diligencias preparato- 
rias" o sumario; u ordinario mediante la incoación del 
sumario correspondiente. Este Último supuesto no debe 
lógicamente darse, a través de las "diligencias previas7', 
pero, de hecho, en la práctica, se da con frecuencia. 

Parece lógico, por consiguiente, que comencemos por 
considerar las cifras de los verdaderos procesos, que pre- 
sumen normalmente la existencia de actividades delic- 
tivas, dejando para una consideración ulterior laa dili- 
gencias previas de contenido todavía dudoso. 

En este campo -hechos delictivos que dan lugar a 
un proceso penal- continúa la línea general de nivel 
constante de que hablábamos en Memorias anteriores. 
Veamos, a este fin, las cifras comparativas de cinco años, 
clasificadas por delitos de conformidad con la sistemá- 
tica del Código Penal: 



1 . Contra da 8eguvidad exterior del &Dedo ......... 13 
......... 2 . Coni%a l. a seguridad imtmior del Wado 2.342 

.................................... 3 . 'd@sd~aides 1.242 
............ 4 . Cmtna 1. a Addmimisbmción de Jilstncia 217 

5 . Título N del Libro iI ........................ 283 
6 . Juegos iilíoi. tos .............................. 12 
7 . Fuaoim~au5os p8hli1oos ........................... 346 

........................... 8 . Cmtria pensoruas 4.963 
9 . Suicidios .................................... 1.551 

1.0. Contra Oa horues6d'ad ........................ 3.1.13 
11 . Cmba eil hmor .............................. 355 
12 . Omtm el estdo oivid ........................ 271 
13 . Oanicna. la libentaid y seguridad .................. 3.035 
14 . Conibra liai propiededaid ........................... 34.487 
15 . 'Gmpmdenniai (no imáfico) ........................ 1.451 
1.6. Inafvecwim de Tráfico (vehíodos) ............... 25.853 
17 . Leyes espmides .............................. 426 
1.8. Hechos oasu. alw .............................. 8.676 

TOTALES .................................... 8 8.63 6 



Los ligeros aumentos que vienen experimentándose en 
este cuadro en los últimos años y que no han llegado aún 
a rebasar las cifras de 1968, como puede comprobarse, dan 
esta idea de estabilidad a que nos referimos antes, d 
menos en 10 que respecta a las actividades delictivas con 
autor conocido, que dieron lugar a un verdadero proceso 
penal. Sin embargo, no debemos aventurar conclwio 
nes hasta conocer los restantes datos, porque, aunque 
estos que acabamos de transcribir sean los más segu- 
ros, no reflejan toda la actividad judicial en materia 
penal y no dan una imagen completa de la situación. 

Para avanzar m& en el camino de obtener esta idea 
aproximada de la situación de la delincuencia, será bueno 
que consideremos ahora los datos referentes a las dili- 
gencias previas tramitadas. En este campo sólo debemos 
considerar una parte de las diligencias que se incoaron: 
precisamente aquéllas que indican una posibilidad de 
actividad delictiva, aunque sea remota, es decir, las ac- 
tuaciones que se archivaron por no ser conocidos los 
autores de los hechos delictivos (que, por tanto, se su- 
pone que lo fueron); las que se remitieron, por inhibi- 
ción, a otra jurisdicción (considerando que los hechos, 
por tanto, podían ser delictivos) ; y las que se encuentran 
aún en trámite y, por tanto, no se reconoce cuál ha de 
ser su destino y puede, por consecuencia, referirse a 
hechos deElctivos. 

Como en 1972 se incoaron 320.437 diligencias pre- 
vias y de ellas han de restarse 170.028, que no pueden 
computarse por las causas que en seguida menciona- 
remos, quedan, .en resumen, 150.409 diligencias previas 
que, sin seguridad completa desde luego, pueden referir- 
se a hechos indiciariamente delictivos. 

Las 170.028 diligencias previas a deducir, lo son por 
les siguientes razones: 62.923 que se archivaron ya ini- 
cialmente por no considerarse delictivos los hechos a 
que se referían; 45.700 que fueron declaradas falta y re- 
mitidas a los Juzgados Municipales o Comarcales corres- 



pondientes; 14.008 que se convirtieron en sumario por 
razón de la gravedad del delito que contemplaban, y 
47.397 que pasaron a preparatorias, porque la pena que 
correspondía al delito investigado, éste es el tipo de 
proceso que corresponde. 

Con las advertencias que hemos hecho, el cuadro que 
corresponde a esta segunda parte de actividad judicial, 
es el siguiente: 

19m 

1. Conm ia ss@&d extmior del 
Jwidcl ..................... - 

2. Com-a. le seguridad i,nte&~ dkl 
BMo ..................... 889 

3. FJsed,aidw ..................... 552 
4. Contra liai Admón. de Juiticka ... 158 
5. l7tutio V del Libro II ......... 460 
6. Juegos &ií&,oc .................. 25 
7. F I I I L ~ ~ O S  públicos ............ 187 

............ 8. C?on@ai 185 qpemmas 6.5510 
9. Suioidiw ..................... 1.912 
10. Chba 1% honestidsad' ............ 935 
11. Crinihrai d h o m  ............... 90 
1.2. OoaCe d estado oiviil ............ 125 

... 13. Cmtm uis iE,be~tad y wguridlad 2.695 
14. Can- l a  propiedad ............ 65.2'00 
13. hpmdwicia (no tráfico) ......... 1.461 
16. In€@ad&~ vehícudos motor ...... 35.750 
17. Leyes espeaides ............... 260 

TOTALES. .................. 117.249 

La diferencia, en este capítulo de diiigencias previas, 
entre 1970 y 1971 fue de 18.703 más en este Último año, 
mientras que la que podemos consignar entre 1971 y 1972 
fue ligeramente inferior: 15.261. Si la primera significó, 
como dijimoc en la Memoria anterior, un 16 por 100 
más, esta segunda sólo supone un 10,2 por 100, aproxi- 
madamente. 



Como es lógico, las diferencias más acusdas se p r e  
ducen en los capítulos de delitos contra la propiedad y 
delitos cometidos con vehiculos de motor. No obstante, 
ya hemos dicho que el cómputo de diligencias previas 
no puede, por su provisionalidad y falta de fijeza, ser- 
virnos para un estudio sobre la evolución de la crirnina- 
iidad. Aunque con estas deficiencias que señalamos tan 
reiteradamente, este análisis puede obtenerse, más com- 
pleto, de una comparación de los dos cuadros anteriores, 
esto es, de la suma de todos los procedimientos penales 
iniciados can ciertos visos de referime a hechos delic- 
tivos. Las cifras, en tal caso, son las siguientes: 

1. Con& k wgmidad exte- 
rior del FMado ......... 

2. Coma: la seguridad ímte- 
nor del Estado ......... 

............ 3. Pa!I&drn 
4. Conha L A&&aafiah 

de Justioia ............ 
5. Títu40 V del GLm ii ... 
6. Juegos ilícitos ......... 
7. Fdoncuios p6bIicos .... 
8. C h b a  las pem~nias ....... 
9. Suicidi os... ............. 

1'0. Oon@a !la. h d & d  ... 
11. cmtra hcmor .......... 
1.2. Con'tra! el eYtado &vil ... 
13. conga: ta: aMa1 y m- 

W d ' d  ................ 
14. Conkm mica propiedad .... 
15. hpsudench (m tráfico).. 
16. hCrar(3iones de ~&f ico ... 
17. Lew especim1e-s ......... 
18. Hecho9 oamiaues ......... 

- 
TOTALES ............ 



Como siempre, las cifras dadas nos sirven más en 
su valor relativo que en el absoluto. Una comparación 
con los años anteriores es lo que nos proporcina una idea 
más clara de la evolución de las actividades delictivas. 
En este campo podemos comprobar, por ejemplo, que la 
diferencia total entre 1970 y 1971 fue de 19.031 prme- 
sm más, en tanto que la existente entre 1971 y 1972 es 
de 20.463, lo que indica una cierta similitud en la tasa 
de crecimiento de la actividad judicial en lo penal. 

El porcentaje global de aumento fue, aproximada- 
mente, de un 8,3 por 100, Ligeramente inferior a los dos 
años anteriores, que fueron de un 9,8 en 1970 y de 9,6 
en 1971. 

Pero resulta significativo constatar que en todos los 
capítulos de la clasificación de delitos se aprecia aumen- 
to, más o menos importante. Este dato viene a poner de 
manifiesto una tendencia general que debe ser deteni- 
damente observada, sobre todo en los años sucesivos. 
Hasta aquí hemos venido comentando la existencia de 
una línea de cierta estabilidad, que no se rompe tam- 
poco en este a50, porque los aumentos observados no 
son especialmente significativos cuantitativ~trnmte ha- 
blando. Pero se observan ya ciertos síntomas que hacen 
prever ciertos cambios en la línea de la delincuencia: 
en Memorias anteriores venimos llamando la atención 
sobre las conductas crimrnógenas, la situación general 
de atonía en orden a la observancia de una conducta 
colectiva moralmente adecuada, el ambiente en cierto 
grado lerosionado por costumbres y prácticas muchas 
veces próximas al delito y .en otras muchas fuera del 
ámbito de una conducta social aceptable. Todo esto, a 
cuyas manifestaciones concretas, como hecho en años 
anteriores, nos referimos después con mayor detalle, 
ha de producir lógicamente un aumento de las conduc- 
tas típicamente delictivas si no se ataja a tiempo. Se 
observa ya esta tendencia al aumento en todas las 
líneas, aunque afortunadamente no haya llegado a plas- 



mame todavía en índices apreciables y se observa tam- 
bién una manifestación creciente de delitos graves, no 
todavía muy numerosos, pero sí peligrosos en su propia 
entidad. La Fiscalía del Tribunal Supremo ha querido 
llamar la atención sobre este fenómeno con su Circular 
de 6 de febrero de 1973, y aquí corresponde reflejar este 
hecho, en lo que puede tener de sintomático para ulte- 
riores evoluciones del delito. 

NatWalmente, el fenómeno no es nuestro, sino que 
está en forma. alarmante produciendo notorios aumentos 
de actividades criminales en otros países, y desde luego 
a escala mundial. Ya hemos hecho notar en otras oca- 
siones que se trata de una consecuencia de algo más 
profundo y desde luego muy serio, como es k pérdida 
del sentido moral, de la idea y del respeto de los valores 
sociales en que ha de basarse toda convivencia. Que esta 
oleada creciente de conductas socialmente nocivas Ile- 
gue hasta nosotros es inevitable y, aunque nos duela, 
hemos de tomarlas en consideración para evitar en lo 
posible su desarrollo y sus efectos. 

Afortunadamente, estamos a niveles bajos -compa- 
rativamente hablando- y no tenemos todavía motivo 
de alarma, pero sí de prevención y de preocupación por 
los síntomas que venimos apreciando. Los datos que 
consignaremos en esbe Capítulo pretenden ,dar una vi- 
sión hasta cierto punb  completa de la situacibn de la 
criminalidad en sus facetas más destacadas. 

Cierto es que los aumentos se aprecian, sobre todo, 
en los delitos de menor entidad o gravedad. Veamos, 
por ejemplo, los datos que se refieren, separadamente, 
a cada clase de procerBmiento iniciado y saquemos de 
ellos las consecuencias precisas. 

Como es sabido, los delitos menos graves, es decir, 
aquellos que están castigados con pena que no exceda 
de arresto mayor -un mes y un día a seis meses o mul- 
ta hasta 508.000 pesetas-, se tramitan por el procedi- 
miento de urgencia ante los Juzgados de Instrucción, 



que dictan también la sentencia en el tipo de proceso 
que llamamos "diligencias preparatorias". Los restantes 
delitos -dejando a salvo, claro está, los casos de fuero, 
reincidencia, etc., que produzcan una atribución proce- 
sal distinta o un aumento de la penalidad- pueden tra- 
mitarse por el procedimiento de urgencia ante las Au- 
diencias (sumarios de urgencia) o por el procedimiento 
ordinario (que ha pasado a ser ya el menos frecuente), 
también ante las Audiencias Provinciales. Por consi- 
guiente, los delitos de cierta entidad son aqu6llos que 
exigen la formacián de sumario y la sentencia dictada 
por la Audiencia Provincial. Pues bien, ciñéndonos a 
éstos, los datos comparativos de las dos Últimos años, 
son los siguientes. 

Para los sumarios de urgencia, es decir, para aquellos 
deiitos castigados con pena de presidio o prisión menor, 
o multa (superior a 50.0001 pesetas) o, si fueren flagran- 
tes, con pena no superior a presidio o prisión mayor, la 
tabla de diferencias entre 1971 y 1972 fue: 

1 .  Canh b segurid.ad extmior 
d d  FMado ............... 

2. C o n h  la segmidlad in,terior 
d d  Estado ............... 

3. Fd&cades ............... 
4. Conh  h Adminisbaci6n. de 

JlL9tioiíli .................. 
5. Titulo V d d  Libro II ...... 
6. Juegos ilíciitos ............ 
7. Funcim~arics públ~icos ...... 
8 .  ConBr;a la* personas: 

- Homicidio ............ 
- In6amQcidto ......... 
- Aborto ............... 
- Lesiones ............ 

9. Suioidios ......... 
10. Qs hmesti~dl 
11. Comim el honor ............ 



12. Contra el M 0  dvil ...... 
13. O o n ~  tht libertad, y sea- 

tidad .................. 
14. Contm 3.a propiedad: 

- Robo ............... 
- Hunto ............... 
- Estafa! ............... 
- Robo y hmto de 1.160. 
- Cheque en descubierto. 
- w m  ............... 

15. imprudencia (no táñco) ... 
16. Tráfico de vehídos: 

- Imlpmd&a; ......... 
- *os ............... 

17. Leyes especides ............ 
18. Hechos casuales ............ 

Como vemos, los signos cambian muy profundamen- 
te, en comparación con los cuadros, más generales, de 
las páginas anteriores. Todavía podemos ver con mayor 
claridad este efecto si comprobamos a continuación los 
Últimos datos referidos .a los sumarios ordinarios, es 
decir, ,por delitos castigados con penas superiores a pre- 
sidio o prisión menor, esto es, los que llevan aparejada 
pena de más de seis años de privación de libertad. 

1. Cbmai la seguridad' exterior 
dwl -0 (19 ......... - - - 

2. Cbnfm ha seguridadi iM&m 
dR1 tt?bta!h ............... 56 46 - 10 

3.  Falsedades ............... 204 178 - 26 

(1) LBI r e f m ~ a  1@1&vai (de 14 & t e ~ ~  de 1971 ea la que 
dio luw a un uannbio iriadical & w m p t e n a i m ,  por d f i ~ 6 n ~  dd 
amtíclulo 563 bie dal M g o  P d .  



1971 

4. C m b  b AdminRsWaciÓióni dk 
Jzrst!ici,a! .................. 6 

...... 5. TCdo W did Libro 11 278 
6. Juegos i1,ítitoc ............ - 
7. Fmamarios públicos ...... 92 
8. Contra &as p e r s o n a s :  

............ - Homioidgio 384 
- hfanQoidio ......... 19 
- Aboto ............... 45 

9. Suicidios .................. 1.256 
10. Conba 1s honesiidad ...... 681 
11. <3&a el honor ............ 231 
12. Contra el estado civil ...... 25 
13. C o n b  La ii-d y segu- 

ddsad .................. 189 
14. Contra i,a prcpisd'ack 

- Robo ............... 1.486 
- Hurto ............... 337 
- ............... 7'04 
- Roba y busto de uso. 42 
- Cheque en d,mcubigorto. 93 
- otros ............... 435 

15. hpmdmoi~a! (no )tráfico) ... 228 
16. Tráñco de vehículos: 

- hpnidenlcia ......... 138 
. - C ~ O S  ............... 61 

17. Leyes espesiides ............ 40 
18. Hechos ............ 2.459 

TOTALES ............... 9.489 

Considerando conjuntamente ambos cuadros, desta- 
can los aumentos observados en los procedimientos por 
delito de robo, contra la seguridad interior del Estado, 
tráfico (de drogas, hurto de uso e imprudencia (fuera 
de las infracciones de tráfico). Y se aprecian bajas de 
cierta consideración, en cifras relativas, en delitos contra 
la libertad y seguridad y en infracciones de tráfico. 

Como puede observarse examinando los dos Últimos 
cuadros, la realidad deiietiva de cierta entidad en Es- 
paña (considerando los delitos a partir de  presidio o 



prisión menores) no es A m a n t e .  Cierto que no pue  
den considerarse cometidos solamente los delitos refle- 
jados en estas cifras, porque no se computan en ellas, 
por ejemplo, las diligencias previas que se archivaron 
por no conocerse el autor de los hechos y que por ello 
no pasaron, de momento, a transformarse en un verda- 
dero proceso penal. Esta cifra fue de 130.065, frente a 
las 120.164 de las mismas características en el año an- 
berior. 

Para completar el horizonte de datos estadísticos y 
poder hacer las co~paraiciones necesarias a f in  de ob- 
tener el valor relativo de las cifras, debemos contemplar 
ahora las que se refieren a las diligencias preparatorias 
tramitadas, es decir, de aquellos procesos por delitos me- 
nos graves, castigados con pena que no exceda de arres- 
to mayor y multa hasta 50.000 pesetas. 

El número total de preparatorias incoadas fue de 
48.003, frente a las 43.067 del año 1971, lo que arroja 
una diferencia, en más, de 4.935, que supone, aproxi- 
madamente, un 10,4 por 100 de aumento. En esta clase 
de procesos destaca el aumento de las imprudencias en 
materia de tráfico de automóvil, en relación con las que 
se tramitaron 2.264 procesos más que el año preceden- 
te. Hay que tener en cuenta también le1 aumento de 
delitos de cheque en descubierto, por lo que se trami- 
taron 1.514 procesos más que en 1971, pero sobre este 
tipo de infracciones hay que señalar que la reforma 
penal de 15 de noviembre de 1971, que lógicamente pro- 
dujo sus primeros efectos en 1972, llevó a un cambio 
de calificación que se refleja en la sensible baja de esta 
clase de infracciones apreciada en el cuadro de los su- 
marios de urgencia (véase nota a pie de la pág. 27) que 
asciende a 2.535, que en buena parte qparecen en el 
m e n t o  de diligencias preparatorias a que nos estamos 
refiriendo. Hay que convenir, por tanto, que la reforma 
ha tproduddo una baja sensible en la represión de esta 
clase de ck-litos. 



En definitiva, examinados todos los aspectos de la 
evolución de la delincuencia a través de los distintos 
tipos de proceso existentes en nuestro derecho punitivo, 
los valores relativos hay que extraerlos del primero de 
los cuadxos apartados, el que engloba los procesos por 
delitos menos graves (diligencias preparatorias) y los 
que se refieren a delitos de pena media (sumarios de 
urgencia) y a penas altas (sumarios ordinarios). De este 
cuadro, que aparece en la pág. 20 pueden obtenerse las 
consecuencias siguientes. 

Si descartamos las cifras de 1968, en que comenzó a 
aplicarse la reforma procesal de 8 ,de abril de 1967 y pudo 
por ello sufrir la estadística algún defecto de clasificación 
o apreciación, podemos constatar: 

1." El aumento de la delincuencia entre 1969 y 1970 
fue aproximadamente de un 7,l por 100; en el &o si- 
guiente, el aumento fue casi inapreciable, cifrándose en 
un 0,4 par 100, y en el último año, ha si~do de un 3,3 
por 100. 

2.O Los aumentcxs más acusados, entre 1971 y 1972, 
se aprecian en las infracciones de tráfico, que suben 
un 7,8 por 100; falsedades, que aumentaron un 41,s por 
ciento; tráfico de drogas, que subió un 33,4 por 100, y 
delitos contra la seguridad interior del Estado, que au- 
mentaron en un 14 por 100. 

3." Se experimentaron bajas apreciables en los de- 
litos contra la Administración de Justicia; delitos de 
los funcionarios públicos, y delitos contra la libertad y 
seguridad. 

4 . O  Aunque se refleja una baja en el número de 
procesos por delitos contra la propidedad -que pasa- 
ron de 29.076 en 1971 a un total de 28.705 en el 
año 1972- hay que tener en cuenta que la mayor parte 
de las diligencias previas archivadas por no conocerse al 
autor de los hechos delictivos, lo fueron en delitos c o t r a  
la propiedad. Por consiguiente, en este punto hay que 
estar más al cuadro que resume las cifras globales de 



procesos y diligencias previas que al que s610 trata de 
los primeros. 

5 .O  La línea general, en los restantes delitos, fue 
de estabilidad, con bajas o altas ligeras que no significan 
variación apreciable. 

Siguiendo la pauta ya trazada en anteriores Mem- 
rias, seguimos ahora el análisis de las cifras con unas 
consideraciones sobre las diligencias previas, aictuacio- 
nes judiciales que no permiten obtener sobre ellas con- 
secuencias suficientemente determinantes, pero en las 
que también la comparación de un año a otro puede 
darnos idea sobre su evolución. 

Para ello, vamos a considerar, al igual que en años 
anteriores, no sólo las que se incoaron en el año, que, 
como ya hemos dicho, fueron 3208.497, sino el total de las 
que se tramitaron, resultante de sumar a esta cantidad 
las que se encontraban en tramitación al comenzar el 
año 1972. La clasificación, conparando los tres últimos 
años, es la siguiente: 

1970 1971 1972 

Archivadas por no ser delito ... 60.871 61.299 62.923 
Dedairada& fahh ............... 38.896 40.852 45.700 
Conver,tida en prepamtmias ...... 43.022 42.784 47.397 
Comentidas en sumario ......... 14.887 185.191 14.008 
Inbbida.; ..................... 8.859 10.148 11.297 
Acchivd'as por autor desconocido. 107.277 120.164 130.065 
Bn trámite ail finallizar el año ... 38.592 42.193 51.256 

Considerando como 100 la cantidad total de previas 
tramitadas en el año, esto es, la suma de las incoadas y 
las que se encontraban en trámite al comienzo del año, 
podemos anotar los porcentajes que estas cantidades 
reseñadas arriba suponen, ya que tomar en cuenta so- 
lamente las cifras absolutas, sin pensar en el total de 
diligencias tramitadas, daría un resultado poco adecua- 
do. En efecto, observamos que, aunque la cantidad ab- 
soluta sea mayor que en 1971 (lo son todas, menos las 
previas convertidas en sumario), el porcentaje de las que 



se archivaron por no ser constitutivos de dedelito los he- 
chos, fue más bajo que en 1971: Resultó 'el 18,42 por 100 
e n  dicho año, mientras que fue de un 17,30 por 100 
en 1972; también fue inferior el porcentaje de las ar- 
chivadas por no conocerse el autor de los hechos, aun- 
que su cifra total aumentó en cerca de diez mil: 
en 1971 el tanto por ciento fue de un 36,12, y en 1972 re- 
sultó de un 35,80, cantidactes ambas que pareeen exce- 
sivamente altas, ya que suponen que más de la ter- 
cera parte de los delitos que se cometen quedan sin 
esclarecer. 

En cuanto a la forma de culpabilidad apreciada en 
los delitos, dolosos o culposos, reproduciendo aquí las 
cautelas que mencionamos en las anteriores Memorias 
respecto de la clasificación, podemos observar la proxi- 
midad de las cifras: 

Dk3PitC.s d-: 
...... - Im,pnibci& punible (no tráfico) 2.618 

............... - Cm vehím1m a motor 80.848 
83.466 

Deiitm b10oos ....................................... 145.122 
Hedias oasuailes y suicidios ........................... 6.305 

Cifras que, traducidas a porcentajes y comparadas 
con las del año anterior, nos proporcionan el siguiente 
cuadro comparativo: 

1969 19710 - - 
Porten- Pcm0n~ 

taje baje 

69,8 68,s 
27,s 28,s 

1971 1972 - - 
Porten- Porcen- 

taje taje 

61,7 61,7 
35,4 35,s 

que pone de manifiesto una identidad casi absoluta con 
las cifras inmediatamente antecedentes. 



Queda, por último, establecer los porcentajes en ra- 
zón &e la distinta naturaleza de los delitos cometidos, 
también de forma similiar a como lo hicimos en las Me- 
morias anteriores y con el fin de comparar unos con 
otros. Estos son los datos de esta Última parte de este 
apartado sobre cifras de delincuencia. 

1971 - 
Porcentaje 

h B ~ a  iI,a 8pqieded ............ 47,3 
Trifiw ~euEomóviJ ............... 34,2 

h~ .pei~01ia6 ............ 4,9 
Casudes y 6wi~ci~d1ios ............ 2,9 
Cont%a! 1a L<.ibentad: y segurid~ad ... 3,1 
Con~lieai 1s hmlec.ti&d, ............ 1,9 
Contm 1.a seymdad interior da1 
m 8 0  ..................... 1 6  

h p ~ d C ~ c i a i  (m0 ~ á f i c 0 )  ......... 1,1 
Otros defi~tas .................. 3;O 

Diferencie - 
Porcentaje 

- 0,s 
+ .0,1 
- - 
- 4 3  
+ 091 
-0,l 

La más destacada conclusión que puede extraerse 
es la similitud de porcentajes que denota una &tribu- 
ción de líneas delictivas idéntica de un año a otro. La 
mayor diferencia no alcanza nunca una centésima y, 
como puede apreciarse, se cifra en 0,8 par 100 en los 
delitos de imprudencia punible, distintos de los come- 
tidos con vehículos de motor. 

2. La situación genieral de la delincuencia 

Al margen de las cifras y de las comparaciones que 
acabamos de reflejar, parece conveniente establecer una 
serie #de consideraciones generales sobre la situación de 
la delincuencia en nuestro país, sobre la base de exami- 
nar algunas manifiestaciones más o menos generaliza- 
das de la criminalidad, que puedan damas una idea 
global del problema. 



Si quisiéramos buscar un denominador común para 
calificar el significado genérico de las acciones crimino- 
sas, creo que podríamos sintetizarlo en una sola pala 
bra: violencia. En efecto, ha sido la violencia la carac- 
terística general de las manifestaciones más graves o 
acusadas de la deiincuencia en el período que estamos 
examinando. Naturalmente, no toda la violencia es d e  
lictiva por sí, aunque provoque situaciones que estén 
siempre muy cerca del delito. Pero lo que queremos 
decir es que, dentro del ámbito de lo delictivo, la violen- 
cia ha tenido y sigue teniendo una significación carac- 
terística y generalizada. 

No se trata sólo de una consideración personal, ni 
siquiera de las .consecuencias extraídas de la observación 
de la realidad y del conocimiento de una serie de hechos 
concretos. Los Fiscales de las Audiencias reflejan tam- 
bién este fenómeno en sus memorias. El de Pontevedra, 
POT ejemplo, dice en la suya: 

"Desmintiendo a Nicéforo, la actual sociedad evolu- 
cionada se caracteriza por un recrudecimiento de la 
violencia. Violencia utilizada, unas veces, como instru- 
mento más eficaz, pero desalmado, para el logro del 
fin delictivo, y videncia que es, otras, puramente gra- 
tuita, innecesaria y fruto de una actitud vital de saüis- 
mo y auto-satisfacción de los instintos más primitivos. 
En uno y otro caso, signo preocupante de una sociedad 
que deja escapar sus tensiones por la vía de la fuerza y 
el menosprecio de los demás. 

Generalmente esa violencia se da con una frecuencia 
entre los jóvenes delincuentes que, por naturaleza, ex- 
teriorizan así dos características propias de la inma- 
durez y la adolescencia: la inconsciencia e imprevisión 
que les hace menospreciar las consecuencias de sus ac- 
tos (es la misma nota que en este caso de signo poei- 
tivo hace que ese período de la vida del hmbre sea el 
seleccionado para elegir los mejores soldados) y el uso 
de una fuerza que acaban de adquirir con su desarrollo 



físico, como medio de autoafirmación y hacer ver a los 
demás que deben ser tomados en cmnta como "machos 
adultos". Sociológicamente el tema está tratado y el 
enraizamiento de esa violencia en las condiciones psico- 
liagicas del desarrollo vital del hombre, es evidente. 

Como sociol6gicamente está estudiada también la 
fuente de esa violencia en las grandes ciudades: de un 
lado, la aglomeracibn, que obliga a una promiscuidad 
irritante, pues lesiona ancestzales sentimientos de res- 
peto al propio "habitat" y al espacio vital, arraigados 
en el subconsciente colectivo de la especie; de otro, la 
masificadón, que, al diluir las posibilidades de conoci- 
miento de los demás, impide nos identifiquemos con 
ellos, rompiendo los lanos de solidaridad que, desde la 
tribu a las ciudades de tipo medio, se han venido fun- 
dando en ese sentido de pertenencia a una misma co- 
munidad. En definitiva, y semánticamente, el prójimo 
es el que está cerca, el que conocemos, y hoy se ha roto 
esa cercanía, que, aunque subsista como inmediatez fí- 
sica, no existe como contacto vital, afectivo y de cono- 
cimiento. Para identificar como prójimo al que pasa a 
nuestro lado .par la calle de una gran ciudad, al que 
nunca vimos y es muy probable ya no volvamos a ver, 
es precisa una labor de abstracción intelectual y ética, 
que no todos están preparados para hacer. 

Por eiio, una de las bases de las actitudes despectivas 
y menospreciantes de los mínimos derechos vimes del 
otro, que se observa en ciertos delincuentes propi'cios a 
la violencia, surge de aquella rotura del sentido de soli- 
daridad con el grupo. Y por ello también no puede sor- 
prendernos que sea precisamente en las grandes ciuda- 
des donde este tipo de delincuencia violenta, se prodigue. 
La violencia 'de las zonas rurales es de otro tipo: primi- 
tiva, pero comprensible, con movil; nunca gratuita e 
inmotivada. 

Uno de lus aspectos donde se exterioriza esa violen- 
cia ciudadana es en los ataques personales con móvil 



sexual o de lucro. Ya  hemos señalado, en otras Memo- 
rias, como en las zonas subu~banas de la capital de 
Vigo se prodigan ciertos atentados (que en algún caso 
han llegado a violaciones, con daños físicos graves) a 
jóvenes, mujeres y hasta niñas, que, por razones de tra- 
bajo o estudio, se ven obligadas a transitar al oscurecer 
por zonas mal urbanizadas y con trechos desiertos. Tam- 
bién son de notar los ~obos con violencia, sobre todo a 
taxistas o personas que por alguna razón inconfesable 
buscan parajes solitarios para su eropansión (parejas, 
homosexuales, prostitutas). En la zona íntima de esta 
delincuencia de fuerza, está el ratero "al tirón" (a veces 
desde vehículos en marcha), que ha venido a sustituir 
al antiguo descuidero, que hacía, uso de la habilidad, en 
vez de la violencia. 

En algún caso las consecuencias fueron graves o es- 
tuvieron a punto de serlo: un taxista muerto en Vigo, 
por un disparo de pistola, al resistirse al atraco (entre 
las heridas presentaba una en la mano que indicaba 
había intentado \desarmar al asaltante). Para mayor de- 
solación el hecho está por ahora impune, pues la Policía 
no logró identificar al autor. 

Otro taxista también herido por arma de fuego, h e  
ridas ocasionadas por dos menores que lo habían atra- 
cado y al resistirse aquél al hecho. La pistola la había 
obtenido, además, uno de aquellos de su padre, gitano, 
que la poseía sin licencia. Y otros muchos casos sin con- 
secuencias lesivas para las personas -aunque sí para 
su p a t r i m o n i ~  y que han causado general alarma. 

Por nuestra parte, y aún antes de Ia reciente Circu- 
lar del Excmo. Sr. Fiscal del Tribunal Supremo sobre 
el tema, venimos manteniendo una política de rigor y 
ejemplaridad en estos casos en la que, por fortuna, he- 
mos sido secundados por las Salas. A finales de año, acu- 
samos a dos jóvenes menores de dieciocho años y sin 
antecedentes (aunque uno ya había estado sujeto a la 
Jurisdicción del T. T. M.) como coautores de dos robos 



con intimidación utilizando navajas, a un taxista y un 
vendedor ambulante de lotería. Solicitamos y se i m p -  
sieron sendas penas de presidio menor (aplicando la 
agravación del Último párrafo del artículo 501, y ba- 
jando la pena sólo al grado inferior al máximo de la 
de presidio menor). Quienes conozcan los hábitos nor- 
males de nuestros Juzgadores en los m o s  de enjuicia- 
miento de menores sin antecedentes, comprenderán la 
importancia de que en este caso prosperase nuestra pe- 
tición." 

A su vez el Fiscal de Salamanca se hace eco de un 
informe del Secretario General de las Naciones Unidas 
y lo comenta en sus siguentes párrafos: 

"Tenemos a la vista una referencia de prensa, del in- 
forme que el Secretario General de las Naciones Unidas, 
Kurt Waldheim, envió a los ciento treinta y dos países 
miembros de la misma, en el que hace un llamamiento 
para, la efectiva cooperación internacional encaminada 
a la prevención del delito. De él son estos párrafos. 
"Pese al progreso material jamás ha habido en la vida 
humana una sentimiento de inseguridad como el que 
existe en la actualidad. El delito es la causa de gran 
parte de lo que es perjudicial en la actualidad y que 
deteriora la calidad de la vida y las ventajas del pro- 
greso". Efectivamente, en el plano internacional, el de- 
lito está perturbando gravemente la convivencia entre 
los hombres, la atemoriza, la acobarda, altera por mo- 
tivos totalmente ajenos a la vida de las personas que 
hace sus víctimas, no repara en medios para lograr sus 
fines, existen muchos fines que, aunque en el fondo 
pueda obedecer a sentimientos nobles, los medios que 
se emplean para lograrlos repugnan a cualquier perso- 
na. Los secuestros aéreos, los secuestros de personas 
por motivas que sólo tangencialmente les afectan (Olim- 
piada de Munich) o movidos por las fines más execra- 
bles (para obtener dinero de rescate), la violencia en for- 
ma de bombas o petardos, siempre repudiados, pero mu- 



cho más cuando se busca para su colocación lugares con- 
curridos con el fin que puedan causar muchas vícti- 
mas, para que al aumentar el número prodmcan myor  
alarma, ocasionen mayor terror, mayor perturbación, son 
medios empleados como Útiles en la lucha política, en 
las reivindicaciones sociales, y si el llamado delincuen- 
te político ha tenido cierto trato favorable, si se le ha 
considerado como un reformador movido por nobles pro- 
pósitos, como un altruista que busca un mejor porvenir 
para su pueblo, o aliviar los sufrimientos o la penuria 
de un grupo social, sin pretender polemkar sobre esa 
consideración y lo que ella tenga de real, cuando se em- 
plean medios de perturbación como bombas, atentados, 
secuestros, etc., cuando no se busca para lograrlo un 
medio lícito, cuando desde el principio y de modo in- 
discriminado y como único se emplea la violencia, todo 
sentido altruista y noble que pueda tener "la causa" 
desaparece y entra como primer objetivo el terrorismo. 
Con lo cual él o los protagonistas pasan a ser delincuen- 
tes simples y b s  más peligrosos. 

Otra faceta la presentan los delitos de corrupción, 
drogas, sexo, los primeros en su acción solapada bus- 
cando adictos y los segundos con una actuación bastan- 
te descarada, uno y otro directa o indirectamente son 
foco de una gran semilla de delincuencia, no solamente 
la que ocultamente se deriva de ella, sino que $la que in- 
directamente producen en la busca de medios para al- 
canzar el fin perseguido. Uno y otro, aunque no teno- 
mos datos suficientes para ello, dan la impresión de 
estar en manos de poderasas organizaciones internacio- 
nales en las cuales no sería extraño que primara en el 
fondo determinados fines políticos, buscando, como va- 
rias veces se ha dicho, la corrupción del mundo occiden- 
tal, pero lo cierto es que, se@ nuestras noticias en re- 
gímenes fuertes, está muy perseguida esta ciase de in- 
fracciones. 

La sociedad en el mundo actual en d cual no es aje- 



no nuestro país, está harto materializada, prima el goce, 
el poseer y hacer obstentacián de que se posee, son de- 
masiados lm ejemplos que vemos de alaiide de vida fácil, 
de buena vida. Son frecuentes los casos que vemos de 
dinero adquirido con demasiada facilidad y con medios 
no lícitos y quien lo tiene presume de ello, no se recata, 
el ejemplo es desmoralizador y al, mismo tiem-m, a mu- 
chos sugestiona y lo toman como )modelo, lo que inte- 
resa es tenerlo, no importa el medio, consecuencias: fxau- 
des, estafas, negocios sucios y el que no tiene estas posi- 
bilidades roba, atraca, etc. 

La sociedad actual se ha saltado las normas que 
tenía, que constituían su anclaje en el mundo, está des- 
centrada, rota, no ha encontrado aún su sitio, está des- 
orientada. 

Por contraste cada día es mayor en muchos grupos 
un sentimiento de amar a los demás, de mayor justicia, 
que se hagan menores las diferencias entre los hombres, 
que se ayuden los unos a los otros, en fin, de una ma- 
yor espiritualidad. Confiemos que ese sentimiento vaya 
alcanzando cada día más logros, más metas, que puedan 
mediatizar la vida social y que esas perspectivas que nos 
hablan -informe citado de Kurt Waldheim, de que 
en el año 2000 el número de delitos se habrá multiplica- 
do por seis, den paso a otras previsiones más optimistas." 

El Fiscal de Bilbao, una de las zonas más afectadas 
por ciertos aspectos de la delincuencia violenta a que 
más adelante nos referiremos, analiza la situación de 
su provincia en este aspecto, incluyendo en su Memoria 
los párrafos siguientes: 

"Ahora bien, parece advertirse cierta "crisis" en las 
formas más benignas de criminalidad, de lo que es in- 
dicio la disminución de los hurtos de uso, y, en cambio, 
como decía en la iniciación de esta Memoria, que ciertas 
vertientes de la criminalidad actual acusan mayor pe- 
ligrosidad y endurecimiento. Esto ocurre en las tipici- 



dades relativas a los delitos más torpes y primitivos: 
ataques a las personas, a la propiedad y a la honestidad. 

Las causas criminológicas que expliquen ei fenómeno 
serán complejas y opinables, como ocurre siempre en 
el mundo del espíritu, pero se nos ocurre que no son 
despreciables la de esa absurda "comprensión", a la que 
antes aludí, que algún sector de la sociedad nuestra, a 
pretexto de ciertas afinidades sociales, pailíticas o racia- 
les, hacía las más crueles actuaciones del terrorismo, 
como si fuese posible la homogeneidad entre tan dispa- 
res sumandos, y la de la brutalidad respirable en lite- 
ratura y cinematografía que es tolerada y hasta aplau- 
dida como demuestra el hecho de permanecer meses y 
meses en pantalla cintas como "El Padrino" u otras 
análogas que sólo asco y repulsa sin cuento debieran 
producir. Luego resulta que nacen estúpidos "padrini- 
tos" que dan la lata, como nos ha ocurrido en Bilbao 
con dos bandas de jovenzuelos, una ya desarticulada y 
detenidos y procesados sus miembros, que regia "El Zur- 
do" y actuaba en el barrio de Santuchu con el pánico 
de sus habitantes, y otra todavía no absolutamente iden- 
tificada que ha empezado a "trabajar" en el Casco Viejo. 

Un periodista dice a este respecto en un resumen de 
año en "La Gaceta del Norte'' del dfa 10 de diciembre, 
al referirse a la criminalidad en Bilbao durante este 
período: "Los robos y las agresiones perpetrados así por 
esos jóvenes en pandilla parecen responder comúnmente 
a un confuso intento de demostrar una superioridad 
mental y física, mediante acciones irreflexivas y violen- 
tas, conducentes a satisfacer pasiones inmediatas e ins- 
tintivas. Desechados viejos modos operatorios: los del 
timador, el carterista, el descuidero.. . , la actitud de estos 
grupos está hoy basada en la violencia indiscriminada y 
gratuita, lo que la hace tanto más peligrosa. 

Cuando una de estas bandas sale a la luz pública, 
como a menudo sucede merced al celo policiaco, aparece 
descubierta su pequeña organización, su nombre pinto- 



resco o con visos un tanto sanguinarios, los "alias" de 
sus compañeros, empezando por el del jefe del grupo (los 
grotescos uniformes, las porras, las cadenas, los colla- 
res, las navajas), su alijo, las sórdidas hazañas, de no- 
table gravedad penal en la mayoría de las ocasiones, 
de inhumana crueldad en tantas otras. 

La especialización casi inmutable del "modus ope- 
randi", que mostraban hasta hace pocos años los delin- 
cuentes habituales, ha sido modificada hoy. 

El hurto de los bolsos, por ejemplo, verificado tradi- 
cionalmente por la destreza manual de los autores, con 
ausencia de fuerza e ignorancia por parte de la víctima, 
se ha transformado en la previa agresión en lugar soli- 
tario, a una mujer inerme, con empleo de un automóvil 
o una motocicleta sustraídos y actuando los malhecho- 
res en grupo. 

Los asaltos con finaiidad deshonesta, cometidos igual- 
mente en grupo y utilizando también vehículos roba- 
dos, contra mujeres solas y muchachas jóvenes, ampa- 
rados sus ejecutores en la superioridad numérica y en 
la indefensión de la víctima del ultraje, han barrido 
prácticamente ,en el orden penal el estupro para susti- 
tuirlo por la violación, en constante y lamentable au- 
mento. 

Es verdad que aparecen nuevas formas de crimina- 
lidad más sutil que nos lleva tiempo y requiere atención 
y estudio, pero ésta de siempre, la "clásica", en su for- 
ma actual más brutal, debe soportar el paso de la Ley 
como mazo que la destroce, las contemplaciones en este 
terreno podrían llevar a España a ese mundo criminal 
arraigado, duro y resistente a los anticuerpos que existe 
en otros países. Hay que potenciar nuestra justicia pe- 
nal, la policía que la sirve y cuantos medios sea preciso 
utilizar para el alto fin que se persigue, ya que, lo dire- 
mos con dicho bien popular, "sólo se sabe el valor de 
lo que se tiene cuando se pierde". 



Antes de cerrar estas referencias a la~l Memorias de 
los Fiscales, consignaremos un phrrafo de la de Bar- 
celona, dedicado a analizar, en térrninm generales, las 
causas prin~i~pa1.e~ de esta delincuencia de tan graves 
características: 

"¿La causa de todo? Evidentemente la grandísima 
crisis que estamos videndo y sufriendo que de no re- 
mediarse desembocará en un período de manifiesta de- 
cadencia. La quiebra de costumbres basadas en el res- 
peto a los mayores, el relajamiento de los vínculos fa- 
miliares, la falta de la propia estimación y de la de 
nuestros semejantes, el deseo de independencia que es 
libertinaje, el público conocimiento de temas sexuales, 
pero en formas sucias y abyectas que preside espect8cu- 
los y publicaciones, la influencia del modo de hacer de 
otros países que se nos mete en nuestro suelo a través 
de la puerta ancha del turismo malo, las desviaciones en 
el campo religioso y los ataques a dogmas fundamen- 
tales, el ocio y la vida fácil que se pregona ... Todo ello 
es corrupción y podredumbre, que quiérase o no, corroe 
virtudes y rompe con violencia formas y maneras de de- 
cadencia, de respeto mutuo y de tolerancia. Glaro es, que 
también en la sociedad actual, empuja una jeventud 
fuerte, moralmente sana, virtuosa, responsable, bien for- 
mada y preparada, pero la carroña de cuanto hemos di- 
cho compone un cuadro nefasto y torpe que sin duda es 
buen caldo de cultivo para esas "nuevas" maneras de 
delinquir." 

Las manifiestaciones más o menos concretas de estas 
formas violentas de delinquir son muy variadas. Un re- 
paso a las manifestaciones de este tipo que han tenido 
lugar en el mundo que nos circunda y a veces también 
en nuestro propio suelo nos lleva a recordar hechos muy 
repetidos por los medios de información: secuestros de 
aeronaves, secuestros de personas "inocentes", "cartas" 
con explosivos, pandillas que desvalijan con. pistolas, con 
navajas, con escopetas de cañón recortado, o que atacan 



en gxupos a jóvenes mujeres en zonas poco vigiladas; 
atracos a mano armada, homicidios, etc. Pero por en- 
cima de estas manifestaciones concretas, de las que po- 
demos traer a colación ejemplos bien variados, preocupa 
a todos el clima mundial de violencia que está impo- 
niéndose y alcanzando a las niveles más jóvenes. El 14 de 
enero de este año, Pablo VI, en su habitual discurso do- 
minical a los fieles reunidos en la Plaza de San Pedro, 
dijo: "Lo que señala el público reloj acerca de la vida 
moral de nuestro tiempo es, al menos en estos días, muy 
poco alentador y reclama la atención sobre una hora 
triste, acerca del aumento de la criminalidad, acerca 
de la inohervancia creciente de las nonnas que resguar- 
dan al orden cívico, acerca de la exaltación del espíritu 
de protesta organizada como fenómeno de pública opi- 
nión o como método de reivindicación social, acerca de 
la dolorosa difusión de la delincuencia juvenil, acerca de 
la apología del descrédito a la legítima autoridad, acer- 
ca de la artificiosa confianza en la subversión de las 
instituciones establecindas, sean eclesiásticas o civiles y 
muchas más. Situaciones todas ellas que quitan de 10s 
ánimos la tranquilidad y la seguridad de la convivencia 
comunitaria, la alegría ideal de una común fraternidad, 
la fundada esperanza de una paz libre y justa". 

En nuestro país hemos de constatar el aumento de 
la delincuencia ruda del asalto personal, de los "nava- 
jero~" o de las "escopetas recortadas"; pero hemos de 
constatar también la aparición de la delincuencia orga- 
nizada, tecnificada, dirigida y realizada por grupos o 
bandas capaces de mover importantes intereses econó- 
micos puestos al servicio de sus actividades deiictivas: 
esta clase, más grave y peligrosa de delincuencia se pone 
más de manifiesto en el tráfico de drogas fuertes, en la 
trata de blancas o en al comercio del homosexualismo, 
como veremos más adelante, pero no deja por ello de 
ser delincuencia violenta, en la que muchas veces es 
la amenaza contra la vida o la integridad corporat la 



que pone en juego los resortes de la voluntad de los par- 
ticipantes en las bandas. 

Ha sido frecuente, en el período que comentamos, el 
que algunos medios informativos hayan pubiicado las 
informaciones de sucesos resumiendo en "calendarios 
delictivos" los hechos criminales detectados a lo largo 
del Último mes o de la última semana. Cifras policiales 
señalaban que durante el año 1972 cerca de un cente- 
nar de bandas de delincuentes habían sido descubiertas 
y desarticuladas en el territorio nacional, con más de 
500 detenidos, muchos de ellos menores de dieciocho años 
y algunos, incluso, menores de trece. Vastas operacio- 
nes policiales se efectuaron con éxito en los bajos fondos 
de las principales ciudades españolas, especialmente Ma- 
drid y Barcelona. Una amplia operación llevada a cabo 
en esta última capital descubrió una extensa red de de- 
lincuentes con mezicla abundante de traficantes interna- 
cionales de drogas, proxenetas, homosexuales, trafican- 
tes de mujeres, dueños de "meubles" con sociedades or- 
ganizadas para facilitar la prostitución clandestina a 
través de supuestos institutos de belieza y de masajes, 
gimnasios, etc. 

Una de las manifestaciones más frecuentes de la de- 
lincuencia violenta han sido los atracos a mano ar- 
mada. Entidades bancarias, empresas, pagadores, ofi- 
cinas y entidades diversas, han sido sujetos pasivos de 
308 otracos perpetrados durante el año 1972, entre los 
que destacan 146 en Madrid y 59 en Barcelona. Seis 
muertos y cerca de cien lesionados fue el resultado, en 
el orden de los ataques a la integridad personal, de estos 
hechos. 

Otra de las manifestaciones específicas y graves de 
este género de delincuencia puede englobarse en el con- 
cepto genérico de terrorismo. 

Son varios también los Fiscales que comentan este 
aspecto de la delincuencia violenta, generalmente, como 
es natural, los que residen en las provincias más afec- 



tadas por el fenómeno, aunque no siempre. Sirva de 
muestra, por ejemplo, cuanto dice sobre este género de- 
lictivo el Fiscal de Baleares: 

"El sorprendente paralelismo existinte entre el au- 
mento, por una parte, de la delincuencia político-social 
en sus modalidades más violentas y, por otra, el de la 
delincuencia común en sus manifestaciones más graves 
y agresivas para la vida, la seguridad, la libertad y la 
propiedad de los ciudadanos unida al desprecio del prin- 
cipio de autoridad, nos lleva a meditar sobre la posible 
relación entre ambas clases de delincuencias y en qué 
medida la primera puede influir sobre la segunda, in- 
fluencia que a nuestro modesto entender es una reali- 
dad perfectamente constatable y muy digna de tenerse 
en cuenta. 

La subversión, generadora de la delincuencia político- 
social, no es, en términos generales, más que la acción 
encaminada a la anulación de los valores morales, de 
los principios sociales básicos. Es un espíritu de divi- 
sión, de discordia y de enfrentamiento con el sistema 
político-social vigente que recurre a la acción violenta 
perfectamente planeada y muchas veces al terrorismo 
para lograr sus propósitos. 

Pero, como factor crirninógeno nb sólo actúa sobre 
los componentes de los grupos políticos y terroristas, 
donde normalmente se alienta, sino también en otros 
sectores sociales ajenos a tales grupos. El acto terroris- 
ta, la agitación política violenta, repercuten sutilmente 
en la mentalidad de aquellos cuya tendencia al delito 
está tan sólo frenada por el temor a las medidas repre- 
sivas y creyendo erróneamente, que la sociedad está en 
crisis y los resortes del poder debilitados consideran lle- 
gado el momento de poder enfrentarse con la sociedad 
en condiciones mas favorables, incidiendo curiosamen- 
te en delitos semejantes a los que caracterizan la de- 
lincuencia terrorista con un afán de imitación verdaide- 
ramente digno de estudio. 



La proliferación alarmante de los atracos a mano ar- 
mada, de los robos violentos y espectaculares, de los ata- 
ques a las personas sin mo'tivación alg~uia o a la pro- 
piedad, los atentados graves a agentes de la Autoridad, 
cuya causa primera se encuentra en el desprecio al prin- 
cipio de autoridad, cometidos por delincuentes sin nin- 
guna implicación política, son un buen exponente de 
esa tendencia imitadora a la que antes nos referíamos 
-imitación que se extiende también al "modus cpe- 
randiW-, pues como en ia política-social es muy raro el 
acto individual en esta delincuencia que se caracteriza 
por la actuación en grupo o pandilla de sus autores- 
y establece un claro paralelismo entre una y otra clase 
de delincuencia con evidente influencia de la política- 
social sobre la común convirtiéndose la primera en un 
factor de indudable importancia en el aumento de la 
segunda." 

Como directamente afectados, los Fiscales de San 
Sebastián y Bilbao reflejan en sus respectivas Memorias 
el fenómeno y le dedican comentarios adecuados. Ambos 
se refieren a casos concretos y a su correspondiente va- 
loración delictiva. Veamos, en primer lugar, lo que dice 
el Fiscal de GuipÚzcoa: 

"A lo largo del año, examinando las diligencias que 
luego pasaban al Juzgado de Orden Público, pudimos 
comprobar cómo aparecía ese sentimiento nacionalista 
vasco en las actividades de asociación ilícita y propagan- 
da ilegal de organizaciones clandestinas marxistas ilo 
vascas, como el Partico Comunista Español, la Liga Co- 
munista Revolucionaria -al parecer de origen cata- 
lán- y el Movimiento Comunista. Pero donde se apro- 
vechan al máximo tales sentimientos es en la organiza- 
ci6n clandestina E. T. A. , cuya bandera es precisamente 
el nacionalismo vasco, en su forma. más extremista. Nada 
podemos decir que V. E. no conozca sobre eiia; pero sí 
nos interesa destacar, una vez más que es la única or- 
ganización que utiliza el terrorismo en la lucha politica, 



y que seria lamentable que esas violencias, precisamen- 
te por lo que la E. T. A. representa, no provocaron la 
repulsa unánime de todos los sectores de la población 
vascongada. 

Durante 1972 continuó la escalada terrorista de la 
E. T. A. en la región, iniciada en los primeros días del 
año con el secuestro en Vizcaya del industrial señor Za- 
bala, que tuvo algunas repercusiones en esta provincia. 
Después una serie de hechos violentos, como la voladura 
de monumentos, incendios de establecimientos, etc. etc.; 
para culminar en los Últimos días del año con la colo- 
cación de artefactos que hicieron explosión simultánea- 
mente en las Casas Sindicales de irún, Rentería Herna- 
ni y Tolosa. Está demostrado que en el Último caso ac- 
tuaron al mismo tiempo cuatro comandos terroristas, 
que desaparecieron sin dejar rastro, no obstante sier 
controladas rápidamente por la fuerza pública todas las 
carreteras. Lo único claro es que por lo menos uno de 
los comandos, el que actuó en Irún, no fue en direc- 
ción a la frontera francesa, sino hacia San SebQstián 
por la carretera general de Madrid. Parece que 1973 no 
se inicia con mejores auspicios, porque ya en enero un 
grupo numeroso de militantes de la E. T. A. se llevaron 
de un almacén situado en las proximidades de Hernani 
nada menos que 2.850' kilogramos de dinamita. Lo hi- 
cieron con toda tranquilidad, durante casi una hora, re- 
duciendo a los guardias y a las personas que llegaron du- 
rante la operación y realizando varios viajes con vehícu- 
los, caso afortunadamente resuelto precisamente estos 
días. Como se esperaba, a los pocos días saltó por los 
aires una casa de campo, situada en las proximidades 
de Eibar, propiedad de un industrid que días antes ha- 
bía tenido conflictos laborales en su empresa. 

Como V. E. conoce perfectamente la situación, es in- 
necesario explicarle la alarma y preocupación que está 
causando en esta región una acción terrorista tan cons- 
tante y prolongada, especialmente porque la gente ve 



que la mayoría de los hechos graves quedan impunes. 
No ignoramos que en estos casos las investigaciones tro- 
piezan con enormes dificultades y que la fuerza pública 
está realizando un esfuerzo extraordinario para reprimir 
la subversión. Pero no es ningún secreto que no fueron 
detenidos hasta ahora los autores principales de los tres 
secuestros y de otros muchos atentados cometidos por 
la E. T. A. en los Últimos años." 

El Fiscal de Bilbao incluye en su informe una rela- 
ción de hechos terroristas, para dar idea de la extensión 
y magnitud del problema. Aunque los hechos se refieren 
solamente a la provincia de Vizcaya, pueden completar- 
se con las referencias que acabamos de leer en el informe 
de su vecina provincia de Guipúzcoa. 

" No podemos desconocer a la hora de hacer balance 
de la criminalidad en esta provincia la intensa actividad 
que durante el año 1972 ha desarrollado la organización 
Terrorista-Separatista E. T. A., que ha implicado un abru- 
mador trabajo a la Policía, cuya Jefatura Superior ha 
proporcionado el siguiente inventario de hechos delic- 
tivos atribuidos a la misma. 

41-72: Aparición de un artefacto explosivo e incen- 
diario en unos importantes almacenes. Fue retirado sin 
que ilegara a explotar. 

19-1-72: A las ocho de la mañana, y cuando se dirigía 
a su trabajo, fue secuestrado el industrial don Lorenzo 
Zabala Suinaga, paaticipando en este acto terrorista 
cuatro militantes de la Organización. 

7-11-72: Lanzarmiento de un cocktail Molotow contra 
la luna de la Caja de Ahorros Municipal de Bilbao, en 
la localidad de Sestao, ocasionando daños. 

28-1-72: Smtración de siete kilos y medio de dinamita 
goma y quinientos detonadores de una cantera de la lo- 
calidad de Gallarta (Vizcaya). El producto del robo apa- 
reció al día siguiente. 

2941-72: Atraco a mano armada al Banco de San 
Sebastián de la localidad de Bérriz (Vizcaya), perpetra- 



do por cuatro individuos a las nueve horas veinte mi- 
nutos, logrando apoderarse de novecientas mil pesetas. 

1-111-72: intento de atraco a una cantera de la lo- 
calidad de Abadiano, participando cuatro individuos ar- 
mados con pistolas, que, a pesar de atar y amordazar al 
vigilante, no consiguieron sus propósitos, por no encon- 
trarse material explosivo en la citada cantera. 

2-IV-72: Asalto a mano armada a la Iglesia de Santa 
María de Galdácano cuando se celebraba la Santa Misa 
dominical, participando ocho individuos, y uno de ellos, 
subido al púlpito, leyó a los asistentes un panfleto! en 
vascuence. 

5-ZV-72: Explosión de un artefacto de gran potencia 
en la Cruz de los Caídos en Peña Lemona, de Lemona. 

21-ZV-72: Sustracción de una máquina multicopista, 
marca Gestter, modelo 410, de la Parroquia de Santa Te- 
resa, en Baracaldo. 

31-V-72: Atraco a mano armada a la Sucursal del 
Banco de Vizcaya en Galdácano, realizado a las 10,30 ho- 
ras por cinco individuos, que lograron apoderarse de 
dos ;millones y medio de pesetas. 

16-VI-72: Sustracción en la cantera Mina Rosario de 
Gorocica de veinte kilos de dinamita, de baja potencia, 
ciento treinta detonadores y unos ciento cincuenta me- 
tros de mecha. 

13-VII-72: Sustracción de la cantera Carnaval en Za- 
rátamo, de 50 metros de mecha detonante, forzando la 
puerta donde estaba guardada. 

13-VZZ-72: Sustracción ,de 50 kilos de dinamita de una 
cantera de Ereño, hecho cometido por el "comando legal" 
de la localidad de Guernica. 

13-VII-72: Intenta de robo de dinamita en la cantera 
de mármoles Santa Eufemia del término municipal de 
Murélaga. 

13-VII-72: Sustracción de cuatro cartuchos de dina- 
mita, 180 detonadores eléctricos, 'una máquina explo- 
sionadora a distancia y un comprobador de líneas en la 



13-VII-72: Sustracción de 10 metros de mecha deto- 
nante en la Cantera Zarandona, de Yurre. 

13-VII-72: Sustracción de 250 a 300 metros de mecha 
detonante, 70 a 80 metros de mecha de agua y 16 d e  
tonadores, de una cantera de Bilbao. 

28-VII-72: Sustracción de 70 kilos de dinamita de la 
cantera de Alperdo, de Mañaria. 

8-VIII-72: Explosión de un potente artefacto en el 
Club de Pesca de Lequeitio, hecho cometido a las cinco 
horas. 

9-VIII-72: Aparición de tres pistolas marca Firebird, 
calibre 9 mm. largo, en un caserío abandonado en el 
barrio de Uriondo, de Ceberio. 

18-VIII-72: Explosión de un potente artefacto en un 
chalet que destruyó el edificio, el cual iba a ser inaugu- 
rado al día siguiente. 

19-VIII-72: Explosión de tres artefactos en cadena, 
en las instalaciones del Campamento de la O. J. E., en la 
playa Laga de Ibarrenguelua. 

22-VIII-72: Explosión de un potente artefacto en la 
parte trasera del Cuartel de la Guardia Civil de Urbi- 
Basauri. Fue colocado a las cero horas por el "Comando 
Legal Militar" de Basauri, abandonando en la huida, 
uno de los terroristas, su pistola, marca Firebird. 

29-VIII-72: Sobre las once horas de dicho día, fueron 
detenidos por Fuerzas de la Guardia Civil y Policía Mu- 
nicipal de Galdácano, cuatro individuos sospechosos, que 
al ser conducidos a las depedencias poiiciales, para su 
debida identificación, sorprendieron a dichos agentes, 
disparando sobre ellos, causando la muerte de un Po- 
licía Municipal y heridas graves al Sargento de la. Guar- 
dia Civil, logrando darse a la fuga. 

2-IX-72: En registro efectuado en un piso de Lequei- 
tio (en el que antes tuvo lugar un tiroteo entre terroris- 
tas y fuerzas de la Guardia Civil y murieron dos de aqué- 
llos) se encontró gran cantidad de propaganda clandes- 



tina, armas, explosivos y otros efectos para realizar 
actos terroristas. 

11-XZZ-72: Aparición de 173 cartuchos de dinamita, 
158 detonadores, dos cartuchos especiales, 24 cartuchos 
retardados, 100 metros de mecha, todo ello en perfecto 
estado, en un caserío abandonado del barrio de Uriondo, 
de Ceberio (en este mismo caserío aparecieron, el 6 de 
agosto, tres pistolas Firebird). 

La especialidad de este tipo de actividad, que algu- 
nos llegan a calificar de "política", hace que, en ocasio- 
nes, algún sector de la sociedad no muestre frente a ella 
la misma reacción que ante otros tipos criminosos y ello 
dificulta su investigación y tratamiento." 

El fenómeno es mundial, con caracteres mucho más 
graves que en nuestro país, se pone de manifiesto el 
problema en otros lugares. Sucesos como el que ensan- 
grentó la Olimpiada de Munich o la matanza del aero- 
puerto de Lydia y tantos otros de los que los medios in- 
formativos han ido dando cuenta, han creado en la opi- 
nión pública mundial un acusado temor hacia lo que ha 
dado en llamarse "violencia civil" y el problema ha pa- 
sado al campo de los organismos internacionales. La se 
sión ordinaria anual de la Organización de Naciones 
Unidas incluyó el tema del terrorismo en su agenda, ya 
que, según su propio Secretario General, Kurt Wald- 
heim, "la O. N. U. no puede permanecer como espectador 
mudo frente a esta plaga". A su vez, un proyecto de rwo- 
mendación de la Unión de Europa Ocidental (U. E. O.), 
incluyó "la adopción de medidas urgentes y eficaces con- 
tra la violencia y el terrorismo político a escala interna- 
cional", en los primeros días de diciembre pasado. Esta 
misma organizacián se ha dirigido a la O. N. U. solici- 
tando la elaboración de un "derecho internacional que 
asegure la protección de los ciudadanos contra toda for- 
ma de violencia". 

No queremos cerrar esta parte dedicada a la delin- 
cuencia violenta sin citar las palabras del Papa Pablo VI 



en su discurso anual al Cuerpo Diplomático en los pri- 
meros días de este año. "El mundo entero -dijo Su 
Santidad- comienza a preocupase del recrudecimien- 
to de da violencia: nos referimos al terrorismo interna- 
cional. Es un problema grave y urgente que corresponde 
resolver juntos a todos los miembros de la familia in- 
ternacional". 

3. Aspectos específicos de la deZincuencZa en España 

a) Delitos contra la propiedad. 
Como en años anteriores, en números absolutos y 

relativos, esta clase de infracciones es la que ocupa el 
primer lugar en el cuadro estadístico de los delitos co- 
metidos en España. Aunque dentro de la genérica deno- 
minación de los "delitos contra la propiedad" caben de 
hecho manifestaciones muy diferentes de la delincuen- 
cia, lo cierto es que el bien jurídico "propiedad" resulta 
en todo caso el más atacado, el más conculcado de cuan- 
tos protege la ley penal. 

Ya hemos visto anteriormente cómo esta clase de de- 
litos supone muy cerca de la mitad de cuantos se come- 
ten en el país: un 46,8 por 100, con ligerísima disminu- 
ción en cifras relativas frente al 47,3 por 100 del año 
anterior. En cifras absolutas, los procedimientos pena- 
les incoados por esta clase de delitos fueron 110.160, con 
notable aumento de 7.500 sobre el año precedente. Los 
datos policiales se refieren a un total 116.365 hechos 
presuntamente delictivos contra la propiedad, que, como 
puede apreciarse, no difiere en gran medida del número 
de procesos incoados. 

En esta clase de delitos es, además, donde la investi- 
gación y el esclarecimiento de los hechos resulta más 
dificil. Las fuerzas policiales encargadas de la persecu- 
ción de los delitos, dan como esclarecidos solamente 
31.265 de los cometidos, esto es, un 26 por 100 aproxi- 



madamente. Buena parte de las diligencias previas que 
se archivan por autor desconocido (130.065 según vimos 
anteriormente) corresponden a esta clase de delitos. 

Un capítulo especialmente grave de esta clase de de- 
litos lo constituyen los atracos a mano armada, a que 
nos hemos referido en el apartado anterior. Un &tal 
de 312 se contabilizaron en el año 1972, de los cuales 
podemos además consignar resultados lesivos para la 
vida o la integridad de las personas: seis muertos y se- 
tenta y cinw lesionados, a los que hay que agregar otros 
341 heridos ocasionados por los 976 robos con violencia 
detectados. 

Otro aspecto de esta clase de delitos es el de robos y 
hurtos de uso, generalmente de vehículos a motor. Un 
total de 38.981 vehículos fueron sustraídos en 1972, de 
los cuales corresponde el mayor numero -24.021- a 
los automóviles de tipo turismo. Por razón del lugar, el 
mayor número de sustracciones correspondió a Madrid, 
con 12.31 1 vehículos sustraídos, seguido por Barcelona, 
con un total de 7.880 sustracciones; Sevilla, con 3.204; 
Valencia, con 3.187; Vizcaya, con 1.820, y Zaragoza, 
con 1.110. 

Por el contrario, es en esta clase de infracciones donde 
la recuperación alcanza índices más altos. Se recupera- 
ron 31.153 vehículos, lo que supone alrededor del 79 
por 100. 

Sobre esta clase de delitos dice el Fiscal de Pontevedra 
en su Memoria: 

"Otro capítulo de la delincuencia -y también, ge- 
neralmente, protagonizado por menores o delincuentes 
juveniles- es el de hurto de uso de vehículos de motor. 
Este año la cifra de esos delitos ha alcanzado el 176 por 
ciento de la del pasado año. Y casi ha cuadruplicado la 
de 1968 -época en que ,comienza a contar la figura en 
las estadísticas como delito autónomo, El aumento 
es notorio y grave. Y no sólo fruto de la facilitación so- 
cid del delito, sino también del fracaso de su enfoque 



incriminador. En otras Memorias nos hemos ocupado 
con mayor detalle del tema, de sus causas sociológicas y 
hasta de los defectos estructurales del tipo que provocan 
la proliferación de esos delitos, por lo que para evitar 
~eiteraciones, damos aquí por reproducido lo que enton- 
ces dijimos." 

Y aunque en referencia a otro tipo de infracciones, 
pero siempre dentro de las que atentan contra la pro- 
piedad, continúa diciendo el mismo Fiscal: 

"Pero estimamos que en estos momentos, más que 
esa proliferaciCIn de los delitos de fraude, propios de toda 
sociedad en desarrollo, lo preocupante es la subida en 
flecha de los atentados contra la propiedad de carácter 
violento: los robos con fractura; los atracos; el asalto a 
la mujer o la joven que regresa a casa para arrebatarle 
el bolso por el procedimiento "del tirón". . . Cada día más 
son esos hechos objeto de una causa penal. Y desgra- 
ciadamente, por la forma de cometerse, por la rapidez 
de la actuación, por las facilidades que para perderse en 
ella ofrece la gran ciudad, las impunidades proliferan. 

Las pruebas, a falta de confesión, que no siempre se 
produce, no son fáciles. En algún caso hemos podido acu- 
sar por la identificación de un testigo del hecho. Pero 
llegado el juicio a su postura fue tan dubitativa que, 
ante la negativa del procesado y pese a otros indicios 
concurrentes -ausencia del trabajo a la hora de come- 
terse el hecho- la Sala llegó a una solución absolutoria. 

La actual cultura visual, la proliferación en la prensa 
y la pequeña pantalla de noticias e imágenes sobre ese 
tipo de hechos; la oferta y publicidad de bienes de con- 
sumo que "parecen estar ahí", pero que no acaban de 
de llegar a nuestro alcance, es un motor muy poderoso 
de esa delincuencia lucrativa y violenta, que encuentra 
sus mejores ejecutores entre los jóvenes. El atraco, el 
asalto, es el medio fácil de obtener el dinero que permi- 
ta el acceso a aquellos bienes. La violencia y la crueldad 
son características de la infancia y la adolescencia. Son 



medios de auteafirmación. Y si antes la sociedad, con 
el sistema de educación tradicional y el acceso al trabajo 
en edad temprana, disponía de unos mecanismos de fre- 
no de esas tendencia, hoy precisamente la cultura y el 
desarrollo son agentes importantes de esa delincuencia 
en el ámbito juvenil. La prolongación de la edad esco- 
lar; el retraso en acceder a un puesto de trabajo; el au- 
mento del ocio; la facilidad para la vida fuera del hogar; 
el conocimiento de las técnicas de delincuencia que pro- 
porcionan los medios de comunicación o de distracción 
(cine, televisión, novela negra), todo contribuye a crear 
y favorecer un clima propicio. Y la sociedad, rebasada, 
no dispone de medios disuasorios, ni de elementos edu- 
cadores o regeneradores suficientes y eficaces. Pero so- 
bre este tema volveremos, con mejor conocimiento de 
causa, al hablar de la delincuencia juvenil" 

b) Infracciones con vehículos a motor. 
La otra cifra de mayor consideración en el campo 

de la infracción penal, después de los delitos contra la 
propiedad, la constituyen los delitos -generalmente de 
imprudencia- cometidos con vehículos de motor mecá- 
nico. El 34,3 por 100, casi idéntico al 34,2 del año 1971. 
Y en cifras absolutas, un total de 80.848 procesos se ini- 
ciaron por esta clase de hechos. Por su parte, la Jefatura 
Central de Tráfico contabilizó un total de 93.027 hechos, 
cifra próxima a la de procesas incoados y, lógicamente, 
superior. 

En Memorias anteriores hemos consignado las cifras 
de accidentes, por provincias, aun haciendo constar que 
se trata de hechos que no presentan, todos ellos, carac- 
teres delictivos, ya que en las cifras se engloban los ac- 
cidentes fortuitos y los hechos sin responsabilidad penal. 
También en esta ocasión reflejaremos las cifras, obteni- 
das según datos de la Jefatura Central de Tráfico. En 
ellas se aprecia un aumento de accidentes totales, con 
aumento de su gravedad, como veremos, y un aumento 



también de procesos penales. esto es. de hechos que die- 
ron lugar a actuaciones judiciales por considerarse al 
menos inicialmente como posiblemente delictivm . 

Los datos generales de número total de accidentes. 
comparándolos con años anteriores. son los que siguen: 

. 
&va ..................... 
Mbxete .................. 
Alicante .................. 
Almería .................. 
Av& ..................... 
Badajoz .................. 
Bdeaues .................. 
Barcelona ............... 
Busgos .................. 
CáCere‘S .................. 
Cádiz ..................... 
Castellóir .................. 
Ciudad Red ............... 
Córdoba .................. 
cwuiía (La) .......t....... 
Cuenca .................. 
G m a  .................. 
Gran'ad~a .................. 
Guaddajam ............... 

............... GuCpúzcm 
Huelva .................. 
Huesa .................. 
Jaén ..................... 
León ..................... 
Lénide .................. 
Logroiío .................. 
Lugo ..................... 
Ma&d .................. 
Málaga .................. 
Muroiai .................. 
Navam .................. 
om6e .................. 
Oviedo .................. 
Pailencia .................. 
Las P h a s  ............... 



Pmtevedoia ............... 
SaIimanoai ............... 
Santa Oniz de merife ... 
Smtaaider ............... 
Segoviia .................. 
Sevilla .................. 
SoúSai ..................... 
Tmagm'a ............... 
Tmel .................. 
Toldo .................. 
Vdmoia .................. 
Va1l;adolid ............... 
Vizcaiya .................. 
Zamorai .................. 
am. agozGu .................. 
Ceu%ai ..................... 
M~iiUa .................. 

Como puede verse. el aumento es esta vez más con- 
siderable que el registrado de año en año anteriormente . 
También ha subido la gravedad de los accidentes . El 
cuadro estadístico de muertes producidas por accidente 
de automóvil. lo registra así: 

aunque en relación con el número de accidentes. puede 
afirmarse que el índice de mortalidad ha descendido li- 
geramente . La distribución de estos resultados indica 
3.588 muertos en carretera y 865 en zona urbana . A ellos 
hay que agregar 99.249 lesionados: 59.597 en carretera 
y otros 39.652 en zona urbana . 



El Fiscal de Almería dedica una parte de su Memo- 
ria a analizar algunas de las causas de estos accidentes, 
destacando en su análisis las que se derivan de la in- 
gestión excesiva de alcohol por parte de los conductores. 
Su estudio presenta indudable interés y por ello lo re- 
producimos, en parte, en este capítulo. Dice así en la 
parte que ahora nos interesa: 

"Las estadísticas realizadas en paises europeos, han 
puesto de relieve que del 12 al 15 por 100 de los conduc- 
tores de vehículos de motor, presentaban sintomatología 
de intoxicación etilica en grado más o menos grave y 
que dicha proporción aumentaba en términos verdade 
ramente alarmantes en los conductores examinados los 
sábados por la noche. Y que por lo que afectaba a los 
accidentes de tráfico, la proporción de los que se en- 
contraba en dichas circunstancias, era la del 10 por 100 
en Francia, del 6,8 por 100 en Alemania y del 6,31 por 
ciento en España. 

De los estudios realizados sobre esta materia, aparece 
que la tolerancia del organismo humano en relación con 
la cantidad de bebidas alcohólicas ingeridas varía en 
función de la riqueza alcohólica del liquido, de la cons- 
titución somática del sujeto y de las circunstancias en 
que se realiza la ingestión. 

Por lo que se refiere a la graduación o riqueza en 
alhocol etílico de las bebidas, aquella es distinta, según 
que la obtención sintética o natural de las mismas se 
origine por fermentación de sustancias que previamente 
tengan alcohol o que no lo tengan, y así, mientras que 
el coñac y el whisky contienen un 45,50 par 100, y los 
licores y el aguardiente el 30,40 por 100, loc vinos comu- 
nes sólo tienen un 7,15 por 100 y la cerveza el 2,5. 

Y por la que afecta a la constitución del sujeto y 
circunstancias de la ingestión, hay que destacw la in- 
fIuencia de diversos factores: unos de carácter endóge- 
nos, como la edad, el sexo, estados de lactancia y cli- 
materio, trastornos hepáticos y renales, habituación y 



constitución somática-psíquica predispuestas, y otros de 
carácter exógenm o ambientales, derivados de ciertas 
costumbres regionales e incluso de usos sociales. 

Ahora bien, la embriaguez no siempre es de fácil diag- 
nóstico, pues junto al caso claro e indudable que puede 
determinarse por cualquier profano, se dan supuestos, 
que pueden denominarse de subembriaguez, que no se 
descubren si no se hace un estudio o examen detenido. 
Y la importancia de esta subembriaguez, como causa de 
accidentes de tráfico, se viene subrayando en los Últimos 
tiempos por los autores que se han ocupado de estas 
cuestiones, llegándose a la conclusión de que las dosis 
pequeñas de ingestión de dichas bebidas son muy nefas- 
tas, no porque las mismas disminuyan el dominio del 
volante, sino por la disminución de la capacidad de racio- 
cinio respecto a las soluciones, ya que lo que más rápida- 
mente varía es el enjuiciamiento global de la situación. 

Así, Laves ha señalado la importancia de cifras bajas 
de alcoholemia en lo que respecta a su influencia sobre 
el aparato vesticular, siendo afectados durante la acele- 
ración los órganos vesticulares y, en primer término, 
los conductos semicirculares del oído interno. A conse- 
cuencia de la viscosidad de la endolinfa, no puede ésta 
seguir el movimiento circular de un modo tan rápido 
como sería necesario y ello origina unos campos de ten- 
sión diferenciados entre derecha e izquierda y una conse- 
cución asirnétrica del impuLso que a veces origina una 
inhibición total de la capacidad de conducir con los con- 
siguientes efectos de disminución de la capacidad de 
calcular las curvas, aminoración de la atención y alte- 
ración de la coordinación. 

Y entre los españoles, Royo Villanova afirma que el 
alcohol, aun consumido moderadamente y en pequeña 
dosis e incluso sin presentar sintomatología ciínica al- 
guna, ya produce algún aminoramiento de las inhibicio- 
nes fisiológicas corrientes, aflojamiento de los frenos psí- 
quicos normales, relajación de la precisión y merma en 



el estado y condiciones para conducir, que pueden ser 
fatales y de hecho lo son no pocas veces, pues este período 
de impregnación suprafisiológica es tanto más peligroso 
cuanto que es desconocido, pues no sólo escapa a los 
ojos del público y a la conciencia del conductor respon- 
sable, sino también al Médico y consecuentemente a los 
Tribunales, cuando éstos tienen que decidir sobre las 
causas por accidentes producidos por sujetos en tales 
condiciones. 

El diagnóstico de la embriaguez en su aspecto mé- 
dico legal ,exige, no sólo que se determine la existencia o 
no de un estado de embriaguez, sino también si, como 
consecuencia de dicho estado, se pone en peligro la circu- 
lación en un caso ,dado. Precisión que está justificada 
por el hecho de que, como antes queda consignado, una 
misma alcoholemia puede originar en ciertos sujetos una 
incapacidad manifiesta para conducir vehículos, mien- 
tras que en otros puede implicar escaso o nulo riesgo. 
De aquí que la determinación cuantitativa del alcohol 
en sangre no resuelve de forma terminante el problema, 
debiendo completarse con un examen clínico, detenido y 
ordenado, en el que se recojan todos los datos de inte- 
rés que el propio accidente suministre y cuantos sean 
posibles de un estudio subjetivo, objetivo y bioquímico 
lo más amplio posible. 

La recogida de dichos datos debe comenzar lo an- 
tes posible en el mismo lugar del suceso, a ser posible, 
ya que ellos son determinante del modo de reaccionar 
cada persona frente a la impregnación alcohólica, y de 
ahí, que en aquellos países que prestan gran atención 
a este problema, se suelen tener instruidos a los agen- 
tes de la Policía de Tráfico para recoger las reacciones 
y circunstancias más llamativas, valiéndose para ello 
de fichas de comportamiento que facilitan notablemente 
su posterior interpretación. 

No obstante lo expuesto, la determinación cuantita- 
tiva del alcohol en sangre es dato fundamental y de in- 



apreciable valor en la peritación, aunque no pueda consi- 
derarse, como erróneamente ha llegado a creerse, el tanto 
único y exclusivo a la hora de realizar una apreciación 
del problema. 

De todas formas, el análisis del grado de alcohol en 
sangre no es el único medio para el diagnóstico bioquí- 
mico de etilismo, y así vemos que se han propuesto otros 
procedimientos, cuales son la orina, la saliva y el aire 
espirado, siendo este último, en relación de 1/2.000, es 
decir, de un centímetro cúbico de sangre contiene tanto 
alcohol como 2.000 centímetros cúbicos de aire alveolar, 
constituye un procedimiento bastante exacto, de gran 
rapidez y sencillez, que ha sido adoptado en la mayor 
parte de los Estados de Norteamérica. 

Otro de los aspectos interesantes del problema de 
que nos ocupamos es la fijación de la concentraci6n de 
alcohol en sangre determinante de deterioro material, 
esto es, ¿bajo qué conceiitración de alcohol puede afir- 
marse rotundamente que ninguna persona estaría ma- 
terialmente alterada en los factores esenciales para una 
segura conduccián de vehículos de motor? 

De las observaciones realizadas por distintos autores, 
se han obtenido las siguientes tasas de alcoholemia: 
de 0,37 a 1,12 gramos por 1.000, sin intoxicación apa- 
rente; de 1,12 a 1,50 gramos por 1.0'00; primer período 
de embriaguez; de 1,50 a 3 gramos por 1.000, franca 
borrachera de 2 . O  período; de 3 a 3,75 por 1.000, estado 
de coma, y de 3,76 a 4 gramos por 1.000, dosis mortal. 

De ahí que la Oficina Internacional contra el Alcoho- 
Lismo, considera que un automovilista que alcanza o 
sobrepasa un gramo de alcohol por mil centímetros cú- 
bicos, representa un serio peligro para la seguridad de 
la circulación, y en algunos países, como en Inglaterra, 
se ha rebajado la cifra límite tolerada y así considera 
como constitutivo de infracción criminal el conducir ve- 
hículos de $motor con un nivel de alcohol en sangre por 
encima ,de 0,80 gramos por 1.000 centímetros cúbicos, y 



en otros países, como en Francia, se considera como 
contravención el hecho de conducir con alcoholemia 
de 0,80 a 1,20, siendo asimilado a delito cuando la cifra 
es superior a este Último grado. 

Nuestro ordenamiento punitivo no toma en con- 
sideración la cantidad de alcohol o grado de alcoho- 
lamia del sujeto, sino la influencia producida en relación 
con la capacidad y seguridad para conducir. El artícu- 
lo 340 bis a) núm. l.", establece que será castigado con 
pena de multa y privación del permiso de conducir "el 
que condujere un vehículo de motor bajo la influencia de 
bebidas alcohólicas.. .", siendo, pues, necesario, no sólo 
haber ingerido estas bebidas, sino que, como consecuen- 
cia de ello, se produzca una conducción anormal, peli- 
grosa o con riesgos para el tráfico, como can mayor pre- 
cisiírn se determinaba en el artículo 1 . O  de la Ley de 
9 de mayo de 1950, al incriminar por vez primera estos 
hechos. 

La tasa del alcohol en sangre, no es pues, más que 
uno de los elementos de juicio en el que el juzgador 
puede asentar su estado de conciencia de la existencia 
de intoxicación en el encartado. Administrativamente, 
su determinación está reglamentada por órdenes dirna- 
nantes de la Dirección General de Sanidad de 28 de 
julio y 29 de septiembre de 1961, que confiere dicho co- 
metido a los Institutos Provinciales de Sanidad, dispo- 
niendo que las determinaciones analíticas se limitarán 
a los casos que el servicio sea requerido por las Autori- 
dades correspondientes. 

Así, cuando el conductor de un vehículo de motor 
interviene en un accidente de tráfico, se presta en los pri- 
meros momentos del suceso voluntariamente a que se 
le practique extracción de sangre para su análisis, no 
habrá problema para la determinación de la tasa de 
alcoholemia, pero, ¿y cuando oponga resistencia a que 
se le tomen muestras orgánicas para la realización de 
dicho análisis? Es evidente aue no podrá ser constreñido 



a ello en tanto en cuanto no se recabe del Juez de Instruc- 
ción competente o del más cercano al lugar donde se en- 
cuentren, la necesaria orden para proceder a llevarlo a 
efecto, toda vez que la facultad para ordenar la extrac- 
ción de muestras de sangre está expresamente atribuida 
a la autoridad judicial en el apartado e) de la regla 
octava del artículo 785 de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, al que se incorporó en la reforma de 8 de abril 
de 1967, transcribiendo literalmente lo preceptuado en 
el artículo 20 de la Ley de 24 de diciembre de 1962. 

De ahí la conveniencia de una disposición legal que 
faculte expresamente a los agentes de la Policía Judicial 
intervinientes en las primeras diligencias motivadas por 
accidentes con vehículo de motor, para poder interesar 
del personal facultativo competente, la extracción de 
sangre, con las mínimas y rigurosas medidas de control 
sanitario exigibles, a aquellos conductores que manifies- 
ten signos de haber ingerido bebidas alcohólicas, o se 
suponga en el mismo influencia alcohólica, complemen- 
tada por un cuestionario psicosomático en el que se haga 
constar el olor del aire espirado, estado de las pupilas, 
estabilidad y bipesestación, excitación nerviosa, coordi- 
nación de los movimientos combinados, etc., etc., extre- 
mos que podrán dar luz sobre las condiciones del sujeto 
en la ocasión de los hechos, sirviendo de medios a las 
autoridades judiciales para la interpretación de los 
mismos. " 

c) Delitos contra las personas. 

En cuanto hace referencia a datos cuantitativos, los 
delitos contra las personas han mantenido en 1972 una 
línea de estabilidad en relación con el año anterior. En 
efecto, en lo que hace referencia a diligencias prepara- 
torias y sumarios, esto es, los verdaderos procesos pe- 
nales, las cifras de 1972 arrojan un total de 3.637 pro- 
cesos por delitos contra las personas, frente a 3.613 del 



a.ño anterior. Ligeramente superior es la diferencia en los 
datos relativos a las diligencias previas, que pasaron 
de 7.166 a 8.086. Sin embargo, la especial naturaleza de 
estas diligencias no aconseja tomar estos datos como re- 
flejo de verdaderas actividades delictivas. 

Por razón de su importancia, podemos señalar ci- 
fras parciales: 55 parricidios, 57 asesinatos y 141 homi- 
cidios. Naturalmente, en este tipo de delitos son las le- 
siones las que producen un número más elevado de ac- 
tuaciones. 

Ocurre, sin embargo, que en este campo delictivo apa- 
recen a veces manifestaciones muy virulentas, extraor- 
dinariamente graves, que producen alarma e inquietud, 
aunque cuantitativamente no alcancen tanta importan- 
cia. Por eso algunos Fiscales se hacen eco de ello seíía- 
lando en su Memorias hechos que han producido cierta 
preocupación, como Murcia, que señala la incoación de 
ocho sumarios por homicidio en 1972; Pontevedra, que 
habla de un recrudecimiento de los delitos graves de 
sangre y da cuenta de la constatación de triple número 
de homicidios que en años anteriores, o La Coruña, que 
señala también este fenómeno. 

La existencia, además, de hechos esporridicos de ex- 
traordinaria gravedad, como los perpetrados contra ni- 
ños o los parricidios múltiples, seguidos del suicidio del 
autor, crea, en ocasiones, una impresión muy acusada 
sobre este tipo de delitos, cuyo conocimiento se extiende 
a través de los medios informativos, que encuentran en 
ellos materia muy apta para atraer la atención de nu- 
merosos lectores. 

Aunque no se trate de delitos contra las personas, 
incluimos en este capítulo los datos referentes a los sui- 
cidios. El Instituto Nacional de Estadística ha publi- 
cado, a fines de 1972, los datos quinquenales del perío- 
do 1966-1970. Si examinamos los datos estadísticos de 
fuente directa de que disponen las Fiscalías, la cifra de 
suicidios para 1972 arroja un total de 1.383 procesos ini- 



ciados (preparatorias y sumarios), mientras que los datos 
policiales se refieren a 2.116 casos. La diferencia es expli- 
cable porque en los datos policiales se incluyen hechos 
indiciariamente calificables como de tentativa o consu- 
mación de suicidio y muerte que se supone producida 
por idéntico sistema, mientras que los datos procesales 
se refieren específicamente a suicidios consumados y en 
los que esta calificación ha sido depurada a través de la 
investigación sumarial. 

Los datos del Instituto Nacional de Estadistica so- 
bre 1970, Últimos publicados, no coinciden con exacti- 
tud con los judiciales (aunque su procedencia sea la 
misma), porque para dicho año señalan 1.629 suicidios, 
mientras que en nuestros datos (véase cuadro correspon- 
diente a preparatorias y sumarios en páginas anteriores) 
aparecen en el mismo año 1.327. Cierto que los suicidios 
consumados, según el 1. N. E. fueron 1.424, cifra ya muy 
próxima a la nuestra para dicho año. La diferencia 
restante puede ser debida a diversidad de calificación 
jurídica en los datos recogidos en los Juzgados. 

ki realidad, estas pequeñas diferencias, nacidas siem- 
pre de la imperfección de las estadísticas judiciales, to- 
davía no depuradas ni sometidas a control perfecto, no 
influyen en las consideraciones que pueden hacerse sobre 
el fenómeno de que estamos tratando. Aun partiendo de 
los datos del 1. N. E., ligeramente superiores, como se 
ve, a los que manejamos aquí, podemos reflejar la reali- 
dad española, cuyo coeficiente por 100.000 habitantes 
es del 4,3 por 100, solamente mejorado por los de Grecia 
(3,5) e Irlanda (3,4) dentro de Europa, mientras que está 
lejano de los correspondientes a los diez países europeos 
con mayor tasa por 100.000 habitantes, que son: 



República Fede~a!l Alemana ......... 21,3 
Dimarca ........................ 20,5 
Suiza .............................. 17,O 

...... Francia ..................... 6.. 15,6 
Bélgica1 .............................. 1,5,5 

El 70 por 100 de los suicidas son varones y el 32 por 
ciento del total son mayores de sesenta años. La sus- 
pensión, por último, es la forma más frecuente y alcanza 
a muy cerca de la mitad de los casos, concretamente el 
46 por 100. 

d) Drogas y alcoholismo. 

Hasta aquí hemos tratado las tres manifestaciones 
delictivas cuantitativamente más importantes, hasta el 
punto de que entre las tres -delitos contra la propiedad, 
infracciones de tráfico y delitos contra las personas- 
significan un 86,4 por 100 del total. Pero corresponde 
ahora referirnos a manifestaciones delictivas que, si 
bien en cantidad no significan cifras importantes, en su 
calificación y en la gravedad que entrañan, así como 
en las perspectivas de extensión que presentan, tienen 
un significado muy específico e importante. La primera 
de ellas es la que se refiere al tráfico de estupefacientes. 

El número de procesos incoados por tráfico ilegal de 
drogas, aún siendo corto en cifras abolutas, significó 
en 1972 un aumento de un 33,4 por 100 sobre el año an- 
terior. Los datos sobre detenciones en materia de tráfico 
ilícito, siguen mostrando esta progresión. Veamos el cua- 
dro que muestra la evolución: 



La cantidad de "cannabis" decomisada creció tam- 
bién, pasando de 717,48 kilogramos en 1971 a 895,42 ki- 
logramos en 1972. También se decomisaron 1.525 dosis 
de L. S. D. En cuanto a la heroína y cocaína, importan- 
tes servicios todavía no ultimados hacen muy importan- 
tes las cantidades aprehendidas y de inusitada gravedad 
los hechos descubiertos. 

Los detenidos pertenecen a 46 nacionalidades dife- 
rentes, frente a las 38 que constatábamos en la Memoria 
anterior. De entre ellas, 822 fueron españoles (781 el año 
anterior); 142 norteamericanos, 85 marroquíes, 57 ingle- 
ses, 51 franceses, etc. El elevado número de norteame- 
ricanos, casi todos ellos relacionados con drogas fuer- 
tes, indica uno de los aspectos más importantes de este 
problema: el tráfico de droga hacia el mercado ilegal de 
los Estados Unidos de Norteamérica. 

Por profesiones, teniendo en cuenta que casi 300 de- 
tenidos no tenían profesión conocida, destacan los obre- 
ros (280), los empleados (259) y los estudiantes (239). 

Y por zonas geográficas donde la detención se pro- 
dujo, corresponde a Madrid el mayor número, con 233; 
seguido de Algeciras, con 184; Barcelona, con 142; Má- 
laga, 90; Las Palmas, 85; Sevilla, 76; Melilla, 63; Ceu- 
ta, 61, y Rota, 54. 

En cuanto a los consumidores de drogas, una esti- 
mación hecha sobre 250 casos por el Grupo de Orienta- 
ción de Toxicómanos y Familias, de la Brigada de Estu- 
pefacientes, señala que la mayor parte, u n  73,6 por 10'0, 
son jóvenes de diecisiete a veinticinco años, pero hay 
una tendencia al aumento en la iniciación al consumo 
en menores de dieciséis años, que alcanzan ya un 6 por 
ciento de los estudiados. Entre los consumidores, de los 
250 casos analizados, 106 resultaron ser estudiantes, aun- 
que sólo 19 de elios seguían con cierta normalidad los 
estudios. 

Los Fiscales de los lugares más afectados, comentan 
el fenomeno en su Memorias. Por ello, siguiendo el mé- 



todo usual en este informe, de reflejar, con sus propias 
palabras, la opinión de quienes se enfrentan directa- 
mente con los problemas, transcribimos los siguientes 
párrafos. 

El Fiscal de Cádiz da cuenta del aumento de procesos 
por tráfico ilícito y sus causas, en aquella provincia, prin- 
cipalmente en Algeciras: 

"Como ya pronosticaba en la Memoria del año ante- 
rior, el número de incoaciones por tráfico y comercio de 
drogas, así como por su cultivo, fabricación, tenencia y 
donación, han aumentado muchísimo en esta provincia. 
La razón es evidente: la ampliación efectuada por este 
artículo 344, en el campo a que se extiende la aplicación 
de tal precepto, ha incriminado conductas o hechos, 
antes no delictivos, así, antes, el artículo 341 en relación 
con el 344, sancionaba la elaboración ... el despachar, 
vender o comerciar.. ., pero no la tenencia para el pro- 
pio consumo; ahora, el 344, amplía su espectro y com- 
prende ... actos de cultivo, fabricación, elaboración, 
transporte, tenencia, venta, donación o tráfico en g e  
neral; antes, al no estar considerada delictiva la simple 
tenencia, sin ánimo probado o presunto de comerciar, 
o no se incoaban diligencias -pues w enviaban los an- 
tecedentes al desaparecido en su denominación, Juzgado 
de Vagos y Maleantes-, o Men, incoadas, cuando se 
probaba o se presumía que la droga era para el propio 
consumo, tales actuaciones eran sobreseídas. 

Tengo la certeza de que el número de incoaciones 
por hechos definidos y sancionados en el Libro 11, Tí- 
tulo V, Capítulo 11, Sección 2." del Código Penal "de los 
delitos contra la salud publica", específicamente los com- 
prendidos en el artículo 344, aumentará en el presente 
año y forma nuestro convencimiento: 1.O, el que cada 
día aumenta más el consumo de griffa o hachis en nues- 
tra provincia; 2.O, el que la actividad de los agentes en- 
cargados de la persecución de estos delitos, es más efi- 
ciente y se agudiza ante el estimulo de la influencia de 





por los barcos, sino por otras vías: Ceuta-Algeciras, Se 
villa, Madrid y alguna vez de más allá de los Pirineos, 
y que introduciéndolos en lugares de reunión y, lo que es 
peor, en centros docentes, amenazan causar un daño gra- 
vísimo. De ello trataremos al hablar de la delincuencia 
juvenil." 

Barcelona ha sido, en 1972, donde se han producido 
hechos que motivaron la incoación de un sumario espe- 
cial por tráfico de drogas, prostitución, tráfico de mo- 
neda falsa, etc. En él se ha demostrado la intervención 
de bandas internacionales, dedicadas a introducir en 
Norteamérica, vía España, grandes cantidades de droga 
fuerte. Hasta el momento son cerca de 200 las personas 
procesadas en este sumario por hechos complejos y en- 
lazados que muestran la existencia de una extensa red 
de traficantes y deiincuentes comunes. Por eso no es 
extraño que el Fiscal de Barcelona refleje en su Memo- 
ria inquietudes en torno al problema. Más interesado 
con las medidas a adoptar, sugiere en varios párrafos 
algunas de eilas: 

"En nuestro país, como en todos, resulta urgente dis- 
poner, ante todo, de una central de información, con pa- 
cíficos escalones jerárquicos, que absorba las noticias-de 
manera ordenada, que sitúe la valoración de las confi- 
dencias y que pueda, urgentemente, mantener relación 
directa e inmediata no sólo con los funcionarios norte- 
americanos destacados en España y Europa, sino con las 
Policías extranjeras. Esta central de información, a sus 
distintos niveles, nacional y regional, podría, en princi- 
pio, inspirarse en la recomendación de la O. N. U., 
para grandes bandas internacionales (Plan SEPAT, CES 
E/5082, páginas 42 y siguientes). 

Las fuerzas de seguridad encargadas de la represión 
deben, de otro lado, conocer al día los esquemas de pro- 
ducción farmacéutica, las limitaciones legales y reales 
de los laboratorios para la preparación de opiáceus, an- 



fetaminas, LSD, etc., sin que basten, para ello, las pre- 
visiones generales de la O. N. U. 

Es imprescindible la auténtica selección de funcio- 
narios policiales, mejorando continuamente su instruc- 
ción, y no tan sólo con la asistencia esporádica a cursi- 
llos nacionales de conferencias valiosas, pero abstrac- 
tas, y alejadas de una práctica peculiarmente áspera y 
variable. Estimular económicamente a tales funcionarios, 
evitando que su vocación les lleve a dispendiar sus par- 
ticulares recursos, como sucede con frecuencia, dotándo- 
les de vehículos apropiados, armamento de confianza, 
medios de transmisión y de oficinas aceptables, evitando 
suspicacias dentro de los propios cuerpos y, sobre todo, 
enriqueciendo su moral de servicio de manera constante, 
habida cuenta que, en la represión de la droga, el error 
y el consiguiente desaliento pueden ser cuestión diaria. 

Deben, con la máxima urgencia, situarse en las zonas 
más conflictivas auténticos laboratorios de análisis quí- 
mico a cargo de prácticos verdaderamente expertos que 
conozcan, al menos, la rutina de las marchas analíticas 
imprescindibles y el manejo de aparatos de espectrofo- 
tometria y cromatografía gaseosa. Estos no deben ser 
patrimonio de doctores eminentes, las más de las veces 
grandes teóricos profesorales, o motivos de museo, sino 
elementos de diario trabajo y, de tal suerte, se hallarían 
al alcance de los funcionarios policiales a cualquier hora 
y en todo día. 

Es imprescindible contar, también permanentemen- 
te, con psiquiatras y asistentes sociales que solucionen 
con urgencia las variadas y constantes cuestiones sur- 
gidas, evitando que las fuerzas de seguridad hagan ago- 
tantes gestiones, ajenas a su servicio y profesión, pero 
casi siempre indispensables y humanamente precisas, 
adecuando además los centros clínicos generales, ya que 
los especiales, si existen, no se conocen bien para la in- 
mediata colaboración con esta clase de servicios. 

Se necesitan enlaces expertos y preparados en aeró- 



dromos, aduanas, puertos, etc. Tantas previsiones serían, 
quizá, inefectivas si se olvidara una cuidadosa mentali- 
zación de la Prensa y de la publicidad, aspecto éste muy 
destacado por las Naciones Unidas, evitando crear inú- 
tiles y exageradas alarmas, pero tampoco favoreciendo 
escépticos conformismos de la sociedad." 

Pero en esta materia, creemos que, además de los 
datos de mayor relieve sobre la entidad del problema, 
debemos reflejar también aquí cuáles han sido las prin- 
cipales preocupaciones y actividades, a nivel nacional e 
internacional, para enfrentarse decididamente con la 
gravedad de un fen6meno que amenaza cada vez más 
con extenderse rápidamente y por ello está moviendo 
a los Gobiernos y a los organismos internacionales a una 
necesaria acción conjunta y eficaz. 

El hecho de que este informe vaya dirigido al Go- 
bierno, no impide que sea detenidamente considerado 
por los miembros del Ministerio Fiscal, ya que estatu- 
tariamente está también calculado para promover la 
unidad de criterio que es básica en nuestra institución. 
Por ello, conviene exponer, aunque sea sucintamente y 
con cierta superficialidad, ya que no se trata de un do- 
cumento dedicado al tema, cuáles han sido las medidas 
adoptadas y las  preocupaciones reflejadas en los orga- 
nismos afectados por el problema que el tráfico ilegal 
de estupefacientes está planteando. 

En primer lugar, hay que dejar constancia de la 
actividad de las Naciones Unidas, cuya Asamblea Gene- 
ral, Tercera Comisión, votó el 29 de noviembre de 1972 
tres proyectos de resolución, por 93 votos a favor, nin- 
guno en contra y ocho abstenciones (los países socialis- 
tas, que se consideran "fuera del problema" y no creen 
en la necesidad de la colaboración internacional). Las 
tres proyectos fueron patrocinados con gran interés por 
los países de la cuenca norte del Mediterráneo, espe- 
cialmente España, Francia, Italia, Grecia y Turquía, 
conscientes del trafico ilícito que se está produciendo 



desde el Medio Oriente hacia Centroeuropa y Norteamé- 
rica. La línea general es la de contribuir intensamente 
en el programa general de las Naciones Unidas, tanto 
a través de la División de Narcóticos de la O. N. U., como 
del Consejo Económico y Social y la Comisión de Estu- 
pef acientes. 

El primero de estos proyectos -N. L. 1976, de 24 de 
noviembre- apoya el buen resultado de la Conferencia 
de Plenipotenciarios para enmendar la Convención úni- 
ca de 1961 sobre estupefacientes y en especial sobre asis- 
tencia técnica y financiera para promover una aplica- 
ción más eficaz de lo dispuesto en dicha Convención; 
patrocina la coordinación y cooperación de las medidas 
a nivel universal y declara que el cumplimiento por los 
países en desarrollo de las obligaciones que tienen en 
virtud de la Convención exige una adecuada asistencia 
técnica y financiera de la comunidad internacional. 

El segundo de los proyectos -L. 1977, de 24 de no- 
viembre del mismo año- pide a todos los países que aún 
no lo hayan hecho se adhieran a la Convención única 
de 1961, al Protocolo que la modifica y al Convenio sobre 
Sustancias Sicotrópicas. El tercero de los proyectos 
-L. 1978, de 27 de noviembre de 1972- expresa su 
satisfacción por la expansión de las operaciones del Pro- 
grama de las Naciones Unidas para la fiscalización del 
uso indebido de drogas y los esfuerzos de la División de 
Estupefacientes; reconoce la importancia del programa 
de acción de las Naciones Unidas, basado en una política 
a corto y a largo plazo, aprobado por la Asamblea Ge- 
neral en resolución 2.719 (XXV) y afirma la necesidad 
de que las organizaciones del sistema de la Naciones 
Unídas realicen esfuerzos más amplios y eficaces, y por 
Último, exhorta a los Gobiernos a que brinden su apoyo 
sostenido y aporten contribuciones voluntarias al Fondo 
de las Naciones Unidas para la fiscalización del uso in- 
debido de drogas. Establece también la necesidad de una 
coopeMción plena de la División de Estupefacientes, los 



organismos especializados y otras organizaciones inter- 
gubernamentales en el programa de acción de las Na- 
ciones Unidas, invitándoles a que, al formular sus pro- 
pios programas relacionados con las consecuencias so- 
cioeconómicas del uso indebido de drogas, presten es- 
pecial atención a los medios adecuados para combatirlo. 

A su vez, la Unesco, organismo de las Naciones Uni- 
das para "la educación, la ciencia y la cultura", promo- 
vió la reunión a finales de diciembre, de un grupo de 
expertos que preparen un informe dirigido a la confe- 
rencia mundial que la propia Unesco va a convocar sobre 
la droga, con asistencia de los Ministros de Educación, 
de la Juventud y de la Información, que podría cele- 
brarse en 1976. Se trata de definir, partiendo de los da- 
tos comprobados en distintos países, una política de 
educación sobre la droga, ya que se parte del hecho de 
que mostrar únicamente los peligros de la droga no es 
hábil, porque la prohibición incita a los jóvenes al desafío, 
por lo que se busca una exposición objetiva de los hecha 
y un estudio de los complejos factores que lo producen. 

Por su parte, la LX conferencia de la Unión Inter- 
parlamentaria incluyó en su temario el problema del 
tráfico de drogas, en cuya materia se produjo una apor- 
tación española de la que daremos cuenta más adelante. 

Si enfocamos ahora nuestra atención sobre la acti- 
vidad de los organismos europeos, tendremos que seña- 
lar, tanto a nivel internacional como al de cada uno 
de los paises datos de interés. 

Los países de la CEE e Inglaterra, reunidos en Roma 
los días 3 y 4 de octubre de 1972, formularon una De- 
claración en la línea de la lucha contra el abuso de 
drogas y estupefacientes. Formaron la comisión de repre- 
sentantes de sus respectivos países el Ministro italiano de 
Sanidad como presidente de la Conferencia, los minis- 
tros del Interior de Francia, Gran Bretaña y Alemania 
Federal; los ministros de Justicia de Bélica y Luxem- 
burgo y los ministros de Sanidad de Bélgica y Holanda. 



Esta reunión había sido precedida por la de una co- 
misión de expertos que mantuvieron contactos en Lon- 
dres, en febrero de 1972, y en París, en septiembre del 
mismo año, y por la formación de cuatro comités téc- 
nicos: Sanidad, Instrucción e Información, Represión 
y Armonización legislativa. 

El antecedente remoto de la reunión fue, sin duda, 
el ya conocido llamamiento del presidente Nixon, prin- 
cipalmente diri@do a los Gobiernos francés e italiano, 
pero su precedente más próximo y directo lo constituye 
la carta que el presidente Pompidou dirigió el 6 de agos- 
to de 1971 a los Jefes de Estado de los seis países de la 
Comunidad Europea y la Gran Bretaña. La Declaración 
acepta el trabajo de las comisiones de expertos, así como 
el realizado por los cuatro comités antes aludidos en 
una previa reunión celebrada en Bonn. Se acordó tam- 
bién en ella el comienzo de los trabajos efectivos desde 
principio de 1973. 

Es curioso constatar que la delegación de los Paises 
Bajos expresó una reserva "ad referendum" hasta la 
decisión final del propio Gobierno de Holanda, la razón 

- 

de la cual se encuentra en la grave división que en este 
país existe en cuanto a la admisión o no de las drogas 
ligeras, sobre cuyo tema tendrá que pronunciarse el 
Parlamento; esta división se puso de manifiesto en la 
conferencia de la Unión Interparlamentaria en Roma, 
a que antes nos hemos referido, en la que cinco parla- 
mentarios holandeses votaron a favor de la admisión 
de las drogas ligeras y otros cinco votaron en contra. 

En el campo de la actividad nacional ha de señalarse 
el proyecto de ley italiana conteniendo "nuevas normas 
para prevenir y reprimir el comercio y el uso ilegítimo 
de los estupefacientes". Fue anunciada en Milán el 14 re  
octubre de 1972 por el Ministro de Sanidad, Gaspari, y 
presentada a la Cámara el 28 de septiembre del mismo 
año y contiene prácticamente una reforma agravatoria 
de la vigente ley de 22 de octubre de 1954. Según la pro- 



puesta, las penas en determinadas circunstancias pue- 
den llegar hasta veinte años de reclusión y cincuenta 
millones de liras. 

La propuesta contiene, por fin, la distinción a efec- 
tos punitivos, entre traficantes y consumidores, consi- 
derando a éstos más como enfermos que como delin- 
cuentes, aunque establece sanciones de hasta un año 
de prisión y un millón de liras de multa para los consu- 
midores. Según los defensores del proyecto, se trata de 
una defensa para la juventud, e incluye, entre otras 
medidas, una coordinación a nivel nacional de la lucha 
contra la droga (medida de gran interés que ya hemos 
propuesto para España en Memorias anteriores). Los 
opositores o detractores del proyecto aducen la falta 
de personal especializado y la de establecimientos ade- 
cuados -problema que como puede apreciarse, no es 
sólo de España- lo que obliga a recurrir a las clínicas 
privadas para la desintoxicación. El tema, por su inte- 
rés, ha despertado una viva polémica entre juristas, mé- 
dicos y psicólogos, sin contar, naturalmente, con los 
políticos. 

En diciembre de 1972 tuvo también lugar en Frascati 
una reunión internacional, promovida por el Instituto 
de Defensa Social de las Naciones Unidas, con asisten- 
cia de representantes de cincuenta países, para confron- 
tar las respectivas técnicas preventivas y represivas en 
materia de tráfico ilegal de estupefacientes, 

Para centrar ya nuestra atención en la actividad de 
este género realizada en España, señalaremos la cele- 
bración del XVIII Congreso Internacional de Alcoholis- 
mo y Toxicomanías en Sevilla, en junio de 1972, donde 
se expusieron trabajos de gran interés y entre ellos los 
que relizan los doctores Pozuelo y Kerr en orden a per- 
feccionar un tratamiento químico y neuroquiriirgico 
para combatir la adición. 

Ea Programa Nacional de Asistencia y Prevención del 
Alcoholismo y otras Toxicomanías ha  realizado también 



una intensa labor, limitada, como puede imaginarse, por 
la escasez de medios con que trabaja. 

En el campo de la cooperación internacional, tuvie- 
ron lugar en noviembre unos seminarios de entrena- 
miento sob~re estupefacientes, organizados en cola&- 
ración por la Dirección General de Seguridad y la Ofi- 
cina de Narcóticos y Drogas Peligrosas de los Estados 
Unidos de Norteamérica. 

Como ya anunciamos anteriormente, España estu- 
vo presente en la LX Conferencia de la Unión Interpar- 
lamentaria, celebrada en Roma en los Últimos días de 
septiembre de 1972. En el tema correspondiente al pro- 
blema del tráfico ilegal de drogas, la delegación espa- 
ñola presentó una comunicaci6n comprensiva de un 
plan general, a escala mundial, del que entresacamos 
los párrafos siguientes : 

"Para que la Unión Interparlamentaria pudiera ju- 
gar un papel más importante todavía en el orden de la 
cooperación internacional, quizá fuera conveniente que 
incluyese en su actividad el estudio de im plan comple- 
to de acción a proponer a los organismos interesados 
sobre los diferentes aspectos siguientes. : 

1. Un programa educativo que contenga una serie 
de puntos básicos, de validez internacional pero que 
se formule, para cada país, de acuerdo con las circuns- 
tancias locales que influyen en el problema del tráfico 
y consumo de drogas. Los puntos básicos, de validez ge- 
neral, debieran comprender: 

a) Información suficiente sobre los posibles efectos 
del consumo de cada tipo de drogas, sin control médico 
adecuado. 

b) Estudio sobre el daño colectivo que la difusión 
incontrolada de la droga es capaz de producir, a fin 
de suscitar el reproche social adecuado. 

c) Medidas de prevención y eventualmente de cu- 
ración que pueden ser adoptadas según los casos, in- 
cluyendo la cita de organismos o establecimientos de- 



dicados a la curación y rehabilitación, que pueden ser 
consultados en cada país o a nivel internacional. 

d) Un esquema de las medidas represivas adopta- 
das por cada país respecto de los traficantes y consu- 
midores y p incluya los actos que se castigan en 
todos o la mayor parte de países, a fin de evitar que el 
desconocimiento de estas medidas induzca a algunas 
personas a intervenir y facilitar el tráfico. 

2. Un programa básico de medidas sanitarias ten- 
dentes a la curación, tratamiento y rehabilitación de los 
adictos, que incluya las medidas mínimas que deben 
ser adoptadas por las autoridades sanitarias de cada 
país en orden a la información médica sobre adictos, 
métodos de tratamiento, establecimientos sanitarios es- 
pecializados, nuevos descubrimientos científicos en or- 
den al tratamiento desintoxicador, etc. 

3. Un programa general de medidas necesarias para 
la fiscalización internacional de estupefacientes, que 
incluya : 

a) La necesidad de que cada Estado ratifique los 
acuerdos internacionales adoptados hasta la fecha o que 
se adopten en lo sucesivo sobre esta materia. 

b) El control de la producción de materias primas 
y de la obtención de sustancias adecuadas a la fabrica- 
ción de drogas; la prohibición de obtenerlas sin control 
sanitario y la destrucción de los laboratorios clandes- 
tinos. 

c) La posible simplificación de los organismos e 
instrumentos que a nivel internacional se ocupan de 
esta fiscalización, y la posibilidad de que sus resolucio- 
nes sean aceptadas y ejecutadas a su nivel por los Es- 
tados interesados. 

d) Lo coordinación de las medidas aduaneras. 
4. Planificación adecuada de las medidas policiales 

de prevención y represión del trkfico ilícito. Esta pla- 
nificación pudiera, a su vez, comprender: 



a) La creación de una sección especial de la Inter- 
pol dedicada exclusivamente a este cometido y que -se 
lamente para el cumplimiento de su función- recibiera 
de cada Estado las posibles máximas facilidades de ac- 
tuación en cada territorio. Ello implicaría, al mismo 
tiempo, la unificación a nivel de las Naciones Unidas 
de la dirección internacional de las medidas policiales. 

b) La puesta al día, mediante la organización ade- 
cuada y la atribución de medios suficientes, de los me- 
canismos previstos par la Convención de Ginebra de 
26 de junio de 1936 para la supresión del tráfico ilícito 
de drogas nocivas, que fue enmendada por el Protocolo 
de Lake Succes de 11 de diciembre de 1946 y mantenida 
por la Convención Unica de Nueva York de 1961 y que 
estableció la creación de Oficinas Centrales a nivel na- 
cional. 

5. Unificación, dentro de los límites posibles, de 
las legislaciones nacionales sobre producción, tráfico y 
consumo nocivo de drogas y especialmente de la legisla- 
ción penal sobre la materia, procurando unificar los 
tipos de infracción y las penas y medidas a aplicar, en 
evitación de las grandes diferencias hoy existentes entre 
los distintos países para el tratamiento legal del tráfico 
y consumo abusivo de drogas. Aparte del contenido bá- 
sico de la Convención Unica de las Naciones Unidas, 
acordada en Nueva York el 30 de marzo de 1961, hay 
que tener en cuenta la Resolución 2.720 de la Asamblea 
Plenaria de las Naciones Unidas de 15 de diciembre 
de 1970, que "Insta a los Estados miembros y exhorta a 
los Estados no miembros a considerar seriamente la po- 
sibilidad de sancionar leyes adecuadas que dispongan 
penas severas para las personas que practiquen el co- 
mercio y el tráfico ilícito de drogas estupefacientes". 

6. Estudio de la legislación preventiva, sobre peli- 
grosidad social, de carácter no penal, que establece la 
posibilidad de aplicar determinadas medidas de segu- 
ridad a los toxicómanos, en la línea de la Ley francesa 



de 31 de diciembre de 1970, que completa el Código de 
Sanidad Pública y de la Ley española de peligrosidad 
y rehabilitación social, de 4 de agosto de 1970 y difusión 
de estas medidas para la toma en consideración por los 
Estados interesados y a nivel internacional." 

La característica fundamental del problema, sin con- 
siderar la cual no es posible hacerse cargo de su magni- 
tud, es su universalidad. No existen fronteras para la 
droga y los medios utilizados para facilitar su tráfico 
muestran cada vez más la despierta imaginación de los 
traficantes. De poco valen las medildas adoptadas a ni- 
vel nacional si no existe una unificación no sólo legis- 
lativa, sino de métodos y hasta de intensidad en la ac- 
ción de todo tipo: preventiva, curativa, educativa y re- 
presiva. 

Una muestra de cómo se realiza esta acción la dan, 
por razón de su potencial económico y hasta político, 
los Estados Unidos. Más de cien agentes norteamerica- 
nos, desplazados a otros países, colaboran con la Po- 
licía nacional y con la Interpol para contribuir a descu- 
brir el tráfico ilegal de estupefacientes. Más de 7.000 
detenciones se realizaron por este sistema en un  año 
-segundo semestre de 1971 y primero de 1972-, con un 
aumento de un 60 por 100, aproximadamente, sobre el 
año anterior. Han tenido que enfrentarse con graves 
problemas de toda índole, entre los que no dejan de 
destacar los procedimientos empleados para la introduc- 
ción de la droga en territorio norteamericano: no hace 
mucho se descubrió el método de enviarla en los cadá- 
veres de soldados muertos en Vietnam. 

Por eso es tan importante unificar la legislación a 
nivel mundial, en lo posible. Un repaso de las legis- 
laciones de distintos países nos da idea de las variables 
existentes, a veces excesivamente grandes: 

Desde países que distinguen el tipo de  droga, corno 
el proyecto italiano de que hemos hablado, que distin- 
gue entre las anfetaminas y los opiáeeos, o Inglaterra 



y Canadá, que distinguen las drogas ligeras de las fuer- 
tes, o el caso de Holanda, que no castiga el tráfico de 
droga ligera, aunque está incluido en la ley penal. Hasta 
otros que establecen tipos de penas bien distintos: diez 
años de prisión en Inglaterra; ocho en Italia, que se 
pretende pasen a veinte; veinte años en Norteamérica 
(con posibilidad de imponer pena de muerte cuando se 
proporcione heroína a un menor de dieciocho años) o 
entre seis meses y un día y veinte años, en España. 

Hemos dejado para el final de este capítulo cuanto 
se refiere al alcoholismo, que no deja de ser una toxico- 
manía, aunque tenga características bien distintas de 
los estupefacientes. Venimos llamando la atención sobre 
este tema en anteriores Memorias, porque es en España 
un problema grave, de extensión cuantitativa infinita- 
mente superior a la del consumo de drogas, aunque sus 
efectos no sean tan nocivos, lo que no quita para que 
constatemos el aumento constante de casos de "delirium 
tremens". 

El Alemania Federal tuvo lugar en marzo de este 
año un Seminario Internacional para el Tratamiento y 
Previsión de la Medicina Social, en el que se llegó a la 
conclusión de que el alcohol constituye, en cuanto a 
su consumo incontrolado, un problema muy grave, con 
el que la humanidad se enfrenta, que llega a ser, en 
ocasiones, peor que el consumo de drogas y produce en 
la actualidad la mayor parte de los casos de trastorno 
mental. 

En Madrid, el Patronato Nacional de Asistencia Psi- 
quiátrica, organizó en enero de este año un cursillo sobre 
"marginaidos sociales" en que se trató, entre otros casos, 
el tema de los alcohólicos. Se llegó a calcular que son 
necesarias, sobre las actuales, unas mil camas más, en 
España, para alcohólicos. 

Ell Fiscal de Avila señala en esta ocasión el peligro y, 
aunque en referencia inicial a su provincia, cuya de- 
mografía no permite conclusiones muy generales, hace 



un análisis de interés. A él se refieren lus párrafos si- 
siguientes : 

"En esta faceta del derecho penal, en esta provincia, 
alcanzan mayoría -la mitad del total- los expedientes 
incoados por embriaguez habitual; ello nos lleva a de- 
tenernos a hacer unas sugerencias sobre el alcoholismo, 
y una pequeña labor crítica del tratamiento que a estos 
"enfermos peligrosos" se les ha dado en la práctica, en 
los .establecimientos en que fueron trataidos, durante el 
corto espacio de tiempo que en ellos han permanecido. 

La primera pregunta que surge es la de, ¿qué hay 
que entender por alcohólicos? Desde el "beber de tipo 
social" hasta el "alcoholismo crónico" con grave deterio- 
ro orgánico y psíquico, que puede dar lugar al "delirium 
tremens", existen diversos estadios, cuya valoración, a 
efectos de peligrosidad, depende de circunstancias de tipo 
objetivo y subjetivo; la ingestión de cantidades de al- 
cohol, superiores a la normal, produce destrozos fisioló- 
gicos y merma las faculhdes anímicas de modo distinto 
en los diversos sujetos. Esta es la razón por la que la 
prueba ae alcoholemia no sea, salvo casos extremos, 
decisiva, aunque sí un elemento probatorio importante, 
por ejemplo, en los delitos de tráfico. Por otro lado, ha- 
bría que precisar, a estos efectos, cuál es el sujeto nor- 
mal, ya que, aparte de que el abstemio total es una "rara 
avis", su concepto y reprobación es un  fenómeno socio- 
cultural y geográfico relativo. 

La mayor parte de los tratadistas coinciden en afir- 
mar que lo característico del alcoholismo está en la pér- 
dida delibertad o control, en su doble faceta, de parar de 
beber y de abstenerse habitualmente de ingerir bebidas 
alcohólicas; esta incapacidad no se produce de una ma- 
nera súbita o repentina, sino de forma gradual. Según 
esta tesis, la diferencia con los seres normales sería me- 
ramente cuantitativa. Desde el primer aspecto llega un  
momento en que el bebedor se autosugestiona y bajo 
la disculpa de ir a "echar dos tragos" transforma ins- 



tantes 'después el "no querer cesar" por "no poder cesar". 
Lo mismo sucede en la segunda de las facetas, sin que 
suponga curación ni incluso mejoría, el autocontrol du- 
rante algunos espacios de tiempo en la, a veces larga, 
etapa de desintoxicación. Todos conocemos a sujetos que 
se resisten y que alternan días de abstinencia o de con- 
sumo prudente, con verdaderas explosiones de ingestión 
de grandes cantidades de bebidas de cualquier tipo, y 
esta paulatina pérdida de libertad es tan fuerte, que no 
la vencen los trastornos físicos que van notando en su 
organismo en este dilatado período y que, en muchos 
casos, preceden a aquella tara psíquica. 

De las diferencias de grados y de individuos se llega a 
a la conclusión que más que de "alcoholismo" hay que 
hablar de "alcoholismos", y así, Jellineck, que tanto se 
ha ocupado de esta materia, delimita cuatro especies, a 
las que distingue con las primeras letras del alfabeto 
griego. El alfa representa una dependencia psicológica 
continua para el efecto del alcohol con objeto de neutra- 
lizar el dolor corporal o emocional producido por una 
enfermedad subyacente: epilepsia, esquizofrenia, para- 
noia, histeria, neurosis, etc., y que, conculcando las 
normas sociales, no está privado de control ni de inca- 
pacidad de abstención. El beta, caracterizado por las 
complicaciones orgánicas, tales como la cirrosis hepá- 
tica, gastritis, edema, avitaminosis, etc., sin que existan 
dependencias físicas o psicológicas para el alcohol, y 
más bien impuesto por razones económicas, para com- 
pensar incluso una dieta pobre en calorías. En algunos 
pueblos atrasados de Galicia aún hoy es corriente dar 
aguardiente a los recién nacidos, que presentan un 
aspecto de falsa salud del que los padres se muestran 
orgullosos. El alcoholismo gamma, para JeUneck, se 
caracteriza por estos cuatro signos: adquisición de una 
tolerancia Bural progresiva, adaptación del metabolismo 
celular, dependencia física y falta de control. Y, por últi- 
mo, el alcoholismo delta, que comparte las tres primeras 



características del anterior y que, en vez de falta de con- 
trol, hay más bien incapacidad de abstenerse, es decir, 
les resulta dificil pasar un solo día sin ingerir alcohol, 
pero en dosis regulares y sin que pierdan la capacidad 
de controlar la cantidad. Como se puede observar, es 
difícil establecer separaciones nítidas entre una y otra 
clase y, además, el paso a las más graves de la escala es 
la mayor parte de las veces cuestión de tiempo. 

En esta génesis del abuso alcohólico interviene, pues, 
muy a menudo la vida afectiva, y así, mientras en el 
bebedor excesivo regular constituye una droga que pro- 
porciona bienestar, placer y, en sus comienzos, una pro- 
moción de relaciones sociales, en los otros casos su em- 
pleo viene determinado para corregir u ocultarse a sí 
mismo vivencias desagradables; todos hemos pasado en 
el período en que de niños nos convertimos en jóvenes 
por la experiencia de vencer el complejo de timidez que 
nos embargaba en los momentos de acercarnos a tratar 
al sexo opuesto, a base de ingerir precipitadamente y 
como una verdadera purga, dosis de alcohol que nos 
daban una sensación de seguridad, similar a la que ad- 
mirábamos en los adultos. La mayor parte se adapta- 
ban, poco a poco, a la nueva etapa, prescindiendo del 
estimulante, pero otros continuaban en la costumbre 
que degeneraba más tarde en vicio. Otro factor que in- 
terviene, muy similar al anterior, es la imitación, sobre 
todo en aquellos sujetos con una valencia gregaria muy 
elevada. La moda (actualmente concretada en el whis- 
ky), ayudada por el cine y los poderosos medios de pro- 
paganda, encuentran terreno abonado en este tipo de 
personas. 

Pero sea una u otra la causa, el alcoholismo es hoy 
una plaga social a escala mundial, agravada por facto- 
res tales como el enorme aumento de los medios de co- 
municación y propaganda, la elevación del nivel de vida, 
insatisfacción de orden espiritual, materialización de la 
sociedad, crisis de una célula tan primaria y natural 



como la familia, etc., y con consecuencias que, cada vez 
más, traspasan la esfera individual; diariamente se tie- 
nen noticias de catástrofes producidas por ebrios con- 
duciendo vehículos de motor. 

La lucha contra el alcoholismo se puede entablar 
desde dos campos: el de profilaxis y el de la terapéuti- 
ca, uniendo en ambos los esfuerzos de pedagogos, soció- 
logos, médicos y juristas. Desde el punto de vista pro- 
filáctico y con el fin de reducir la morbilidad, disminuir 
la producción de bebidas alcohólicas, sin tratar, na- 
turalmente, de abolir de un modo total su consumo, em- 
plear los medios de información y difusión para dar a 
conocer de una manera real el problema, en vez de re- 
petir machaconamente las virtudes que adornan y el 
bienestar que producen las distintas marcas de bebidas, 
campaña en los centros escolares, estimular los contac- 
tos afectivos y familiares, dedicar una atención prefe- 
rente a aquellos sectores laborales en que normalmente 
alcanza cifras más altas y, sobre todo, coordinar los es- 
fuerzos de los distintos organismos que hoy existen y 
los que en el futuro se puedan crear. Con el fin de dis- 
minuir el número de enfermos y acortar la duración de 
la enfermedad, es indudable la importancia que tiene 
el diagnóstico y el tratamiento precoz, mediante campa- 
ñas de divulgación, búsqueda de casos sospechosos, crea- 
ción de centros y servicios, y perfeccionamiento de los 
existentes, para un tratamiento eficaz psicoterápico 
adaptado a la idiosincrasia de cada individuo en el que 
se obtenga su curación médica y social. Y en tercer 
aspecto hay que tratar de evitar y reducir las secuelas 
y desajustes ambientales que podrían persistir una vez 
remitido el proceso morboso fundamental y que supon- 
dría un obstáculo para el desempeño y ejercicio de su 
profesión. Es aquí donde tiene gran importancia la pre- 
paración y afecto de la familia, los organismos que pro- 
porcionen oportunidades de trabajo, una vez que cese el 
régimen de reclusión en el centro hospitalario, que creo 



mos que nunca debe ser demasiado prolongado, ya que 
es creencia común, que la mayor parte de los enfermos 
alcohólicos se dejan convencer y se someten voluntaria- 
mente a una cura ambulante. 

En el aspecto legislativo es indudable el avance que 
supone la entrada en vigor de la Ley de Peligrosidad y 
Rehabilitación Social. En el número 7.O del artículo 2.O 
se dice lacónicamente "los ebrios habituales y toxicó- 
manos", enunciado explícitamente tratado en la com- 
pletísima Circular número 2 de 1972, en la que, con el' 
precedente histórico y doctrina jurisprudencia1 nos fija 
el alcance de este estado peligroso, que cabía dividir en 
tres grupos: 1) Capacidad criminal intensa y adaptabi- 
lidad elevada, que comporta alteraciones intelectuales 
y de conciencia; 2) Capacidad criminal elevada y adap- 
tabilidad débil, que es la fórmula más normal de pre- 
disposición de actividad criminógena, y 3) Capacidad 
criminógena débil y adaptabilidad elevada, cuyos repre- 
sentantes más caracterizados son los delincuentes oca- 
sionales y pasionales. 

Una vez diagnosticados y declarada su peligrosidad, 
entra en juego el número 5.O del artículo 6.O de la Ley 
de Peligrosidad y Rehabilitación Social y es aquí donde, 
por el momento, no se ha alcanzado el nivel que sería 
de desear. Tuvimos ocasión de hablar con expedientados 
y familiares de éstos, a los que se había impuesto el "ais- 
lamiento curativo en casa de templanza", en algún caso, 
con anuencia del interesado, por el deseo de curarse, 
una vez finalizado el internamiento, y nos han mani- 
festado que el tratamiento había consistido en unos me- 
ses de reclusión y en una inyección diaria de vitamina B. 
Es claro que se ha transformado una medida rehabili- 
tadora en una pena de arresto mayor, sin posibilidad de 
aplicar los beneficios de condena condicional. Aún es 
poco el tiempo transcurrido y sabemos que se ha pro- 
gresaüo bastante en este aspecto, convendría aclarar en 
lo posible la creación de centros especializados y dotar a 



los ya existentes de medios que aseguren el éxito de 
una Ley adaptada al pensamiento moderno y que está, 
indudablemente, llamada a cumplir grandes fines." 

e) Delincuencia juvenil. 

Es muy difícil aventurar conclusiones en esta ma- 
teria, donde la impresión general es de "escalada" de la 
delincuencia juvenil y de mentalización cada vez más 
, acusada de la sociedad sobre este fenómeno. 

Si analizamos simplemente las cifras de que dispo- 
nemos, los datos no resultan alarmantes, pero hay que 
advertir que las conclusiones que se obtienen de las ci- 
fras no resultan suficientes, como veremos en seguida. 

Disponemos de tres fuentes distintas de datos nu- 
méricos sobre delincuencia juvenil y las tres coinciden 
en un mismo sentido: la estabilización de las cifras. Una 
de ellas es el número de condenados por las Audiencias 
y Juzgados, menores de veintiún años; otra, se refiere 
al número de detenidos por la Policía por infracciones 
penales, aunque sólo comprende los menores de veinte 
años; el tercero es el de las actuaciones de los Tribuna- 
les de Menores, que, como es natural, sólo se refiere a 
los menores de edad penal, esto es, los menores de die- 
ciséis años. De la comparación de estas cifras y datos 
con los de años anteriores puede obtenerse esta conse- 
cuencia de que hablamos. 

El número de condenados por los Tribunales ordina- 
rios, en 1972, entre los dieciséis y los veintiún años, fue: 

por su parte, el ntímero de detenidos, según los datos 
poiiciales de que disponemos y habida cuenta de que 



se refieren sólo a menores de veinte años, fue el si- 
guiente : 

Falta, por Último, consignar el número de menores 
sometidos a la facultad reformadora de los Tribunales 
de Menores, esto es, de aquellos que cometieron infrac- 
ciones sin haber alcanzado la edad penal de dieciséis 
años. Estas son las cifras: 

1969 1970 1.97 1 1972 

Contnia t propiedad ...... 9.21'0 9.743 10.263 10.392 
Cont~a km psmes ...... 2.547 2.678 3.630 2.900 
Fugas de domioiiio ......... 472 466 703 588 
Otma6 imframiones ......... 2.428 2.115 3.709 2.332 

TOTALES ............... 14.657 15.002 t8.305 16.212 

Pero frente a estos datos se alzan otros aspectos de 
la realidad que no resultan tan positivos. La caracterís- 
tica principal de la delincuencia juvenil en los últimos 
años reside precisamente en un aumento muy señalado 
de su precocidad y de su violencia. En 1972, este carác- 
ter se ha puesto también de manifiesto señalando la in- 
tervención en hechos graves -atracos con escopetas re- 
cortadas, asaltos de "navajeros"- de menores hasta de 
trece y catorce años. Un dato muy sintomático, al que 
venimos refiriéndonos hace algún tiempo, es el de la 
aparición de bandas de jóvenes delincuentes. Es más 
frecuente ya la actuación conjunta, organizada, en gru- 
po o cuadrilla, que la actuación solitaria, incluso para 
los típicos delitos contra la propiedad, de robo o hurto 
y también para el hurto de vehículos. 

Para hacer un exámen, con cierto orden, del pan* 
rama que nos ofrecib el año 1972 en esta materia, pa- 



rece conveniente comenzar por mostrar, después de la 
global consideración de las cifras que acabamos de ex- 
poner, cuáles son las las líneas más frecuentes de inci- 
dencia delictiva de los menores y reflejar también algu- 
nas opiniones, sobre hechos y situaciones reales, de los 
Fiscales de algunas Audiencias. 

Quizá lo más destacado sea la actitud de violencia. 
A la peligrosidad propia de actitudes delincuentes vio- 
lentas, hay que sumar en este caso la inconsciencia pro- 
pia de los adolescentes que manejan armas de fuego o 
armas blancas. Sus facultades de inhibición no existen, 
no pesan ni miden la trascendencia $de sus actos, no 
tienen clara conciencia de la gravedad de los posibles re- 
sultados y son por ello mucho más peligrosos que los 
delincuentes "duros" que atracan o asaltan con armas. 
La facilidad audaz y gratuita con que un mozalbete de 
quince o dieciséis años puede apretar el cañón de una 
escopeta recortada o asestar un golpe de navaja no son 
comparables con la más meditada actitud del delincuen- 
te "hecho" que prefiere evitar riesgos innecesarios. 

En cantidad, sigue siendo el hurto de vehículos el 
delito más frecuente de los que se insertan en el campo 
de la delincuencia juvenil. En el TV curso-coloquio sobre 
delincuencia juvenil, organizado por la Escuela Gene- 
ral de Policía, se calculó que un 77 por 100 de las sus- 
tracciones de vehículos estaban perpetradas por me- 
nores. 

La actuación en banda es otro carácter diferencial. 
Las bandas de mozalbetes tienen distintos niveles: hay 
incipientes "navajeros" que se contentan con asaltar a 
muchachos de quince o dieciséis años para quitarles el 
reloj y el poco dinero que puedan llevar encima; en 
otras ocasiones atacan a muchachas con fines desho- 
nestos. Un segundo nivel, más peligroso, actúa en des- 
campado o por la noche, para atracar: la navaja sigue 
siendo aquí el arma preferida, aunque la escopeta de 
cafión recortado no es infrecuente y a veces se usa la 



pistola previamente sustraída a serenos o vigilantes 
asaltados. 

La participación en atracos organizados a entidades 
bancarias, Cajas de Ahorros o empresas industriales, re- 
gistra también, en un nivel más alto, la presencia de 
algunas bandas de jóvenes. 

El erotismo, la homosexualidad, las drogas, comple- 
tan el cuadro de líneas de frecuencia. En la parte co- 
rrespondiente al tráfico y uso indebida de estupefacien- 
tes, dimos las cifras que corresponden a los drogadictos, 
la mayoría de los cuales son jóvenes. En cuanto a la mu- 
jer, la prostitución clandestina recluta cada vez mujeres 
más jóvenes, a veces en el filo de los dieciséis años. 

Como siempre, el fenómeno se nos presenta como 
una extensión de lo que está ocurriendo en el mundo o 
al menos en áreas muy extensas del mundo occidental. 
Los datos de la policía londinense sobre delincuencia ju- 
venil reflejan tambi6n este fenómeno, con caracteres 
más acusados y alarmantes. Un 12,3 por 100 de los de- 
lincuentes contra la propiedad de edad juvenil, no pasa 
de los trece años y no es infrecuente encontrar a esa 
edad un número apreciable de reincidentes. Se aprecia 
un notable incremento de la violencia, con armas de 
ataque, contra la policía, y el uso de armas en atracos 
y asaltos callejeros. 

La aparición de bandas, en nuestro país, es consta- 
tada por los Fiscales en sus Memorias. El de Castellón 
señala en la suya la aparición de "navajeros" menores 
de dieciocho años en partes no alejadas de la zona cén- 
trica de la ciudad. El de La Coruña refleja también este 
fenómeno, en el siguiente phrrafo: 

"Existen dos bandas de mozalbetes, todavía meno- 
res de dieciséis años. que se titulan "palaveanos del nor- 
te y del sur" en atención al llamado barrio de Palavea, 
que por la tarde bajan a la ciudad y, acercándose a los 
niños y niñas que salen de los colegios y centros de en- 
señanza, valiéndose de unas cadenas preparadas al efec- 



to o de navajillas, abordan a los niños para quitarles el 
poco dinero que puedan llevar, hasta el punto de que 
son muchos los que, para burlarlos, esconden lo que 
lleven entre los calcetines, corriendo el grave peligro de 
ser maltratados si el atraco resulta infructuoso para el 
atracador." 

Y el de Valencia es todavía más explícito, reseñando 
los nombres y el número de las que actúan en aquella 
ciudad : 

"Las bandas conocidas en Valencia se elevan a doce, 
y sus componentes, según datos proporcionados por la 
Policía Municipal, exceden los 150. 

Puede decirse que a ellas pertenecen la mayoría de 
los autores de los delitos contra la propiedad y también 
en gran parte de los que van contra la integridad cor- 
poral y que se perpetran en horas nocturnas. Especial- 
mente la inmensa mayoría de los robos de vehículos de 
motor u objetos depositados en el interior de los mismos. 

Todas las bandas disponen de un jefe y un subjefe, 
según investigaciones practicadas, y su importancia es 
tan grande que, neutralizados éstos, la banda cesa auto- 
máticamente de actuar. Por ello, en algunas procura 
ocultarse cuidadosamente a los extraños, quienes ocupan 
'los puestos, así, por ejemplo, sucede con "Los Che- 
yennes" . 

El número de miembros es variable, pero todos gi- 
ran alrededor de un número de componentes que viven 
relativamente próximos e incluso en el mismo hogar, 
como ocurre en la banda de los "Choperas". 

Algunas de ellas disponen de su propio equipo de re- 
ceptadores, como sucede con la banda "Camino del 
Grao", aunque quizá en este caso fuera más propio 
hablar de un equipo de receptadores, que tiene organi- 
zada su propia banda. 

Como decíamos antes, la actividad m& corriente es 
el robo de objetos existentes en el interior de los vehícu- 
los; lo llevan a cabo en dos formas distintas: bien en 



el propio lugar donde el vehículo se encuentra aparta- 
do o desplazándolo a otro más tranquilo. Este último 
caso es la técnica preferentemente empleada cuando se 
trata de sutraer accesorios de valor, tales como radios, 
magnetófonos, o simplemente piezas caras del motor. 

Sigue en importancia el robo de motos que practican 
con objeto de obtener un medio para sus desplazamien- 
tos y comisión de ulteriores delitos o faltas. La falta de 
identificación de los velomotores, hace que sea prácti- 
camente imposible reconocer un vehículo de s t a  clase 
cuando ha sido robado. 

Hay bandas que por motivos desconocidos se especia- 
lizan en determinados robos o sustracciones, por ejem- 
plo, vehículos marca "Morris" o "Farmacias" (Mini Mo- 
rris) . 

La más peligrosa de sus actividades la constituyen 
los delitos contra las personas con o sin ánimo de robo. 

La agresividad se manifiesta en dos formas: ordina- 
riamente contra transeúntes pacíficos y, en ocasiones 
excepcionales, contra miembros de bandas rivales. 

Sin embargo, no parece que estas pandillas tengan 
relación con drogas -según estima la Policía Munici- 
pal-, al menos con carácter habitual. Débese ello, según 
parece, al hecho del escaso dinero de que disponen y a la 
poca confianza que merecen a los inductores de este 
tipo de delincuencia. 

En algunas bandas, por ejemplo, la de "Los Aiema- 
nes" no usan armas, en absoluto, pero lo normal sí es 
que las empleen. 

Las a m a s  principalmente utilizadas son navajas y 
cadenas; menos usadas, destornilladores con la punta 
afilada y llaves inglesas del tamaño "12" en adelante. 

En algunas ocasiones se han empleado cuchillos de 
partir pan convenientemente afilados, y en muy pocas, 
armas de fuego." 

Otro aspecto importante a considerar es el del aná- 
lisis de las causas o ambientes que acentúan el fenóme- 



no de la delincuencia juvenil. Nos hemos referido a él 
en varias ocasiones, tratando las razones genéricas, 
esenciales, que son, naturalmente, las mismas que in- 
fluyen en la situación general, mundial, de criminali- 
dad e inmoralidad creciente. Pero en materia específica- 
mente juvenil, no está de más repasar algunas cuestio- 
nes que han venido poniéndose de manifiesto. 

La crisis ed,ucacional, puesta de manifiesto, no sólo, 
por supuesto, en la Universidad, sino también en los cole- 
gios de enseñanza básica, constituye uno de los factores 
principales. Si el joven, por su propia naturaleza, es ins- 
tintivo, audaz, curioso y muestra su constante sed de 
saber, de probar, de aventurarse en experiencias no co- 
nocidas, ¿qué ha de sucederle si de pronto le privamos 
de toda la carga de sensatez, de reflexión, que ha de 
producirle una educación adecuada, una formación, una 
enseñanza de los valores morales? La dimisión de los 
intelectuales, de los educadores, de quienes tienen fun- 
ción de magisterio; la crisis religiosa, no sólo de fe, sino 
de enseñanza y difusión de la doctrina principalmente, 
no pueden producir otro efecto que el de dejar a la ju- 
ventud inerme, sola ante sus propios impulsos, privada 
del bagage de ideas que pudiera poner en juego las in- 
natas facultades de inhibición del hombre, la formación 
de la voluntad y de carácter. Si éste se produce en am- 
bientes cada vez más propensos al hedonismo, a la bús- 
queda del bienestar materia! y físico, a la ruptura de las 
trabas morales y éticas de una sociedad clásica, ¿de qué 
podemos extrañarnos? 

Un ilustre psiquiatra español decía no hace mucho 
en un artículo: "La dimisión de los padres es la expre- 
sión de que asientan los jóvenes, está fallando. La an- 
gustia del hombre contemporáneo no es la del pecado 
-si Dios ha muerto como dijo Nietzsche y repiten bo- 
baliconamente algunos, tampoco hay pecado-. La an- 
gustia del hombre actual es la del que está solo, espan- 
tosamente solo ante la nada. La soledad fue lo primero 



que Dios calificó de malo en el ParaísoJ'. La crisis de la 
familia y la crisis total del principio de autoridad influ- 
yen también poderosamente, no cabe duda. Pero tarn- 
poco carguemos toda la culpa a la familia, aunque ten- 
ga buena parte en ella. Si en los colegios no sólo no se 
educa, sino que a veces se deforma la mente del mu- 
chacho, si el ambiente social muestra una considerable 
erosión, si falta una constante y persistente formación 
religiosa -y por consiguiente moral- la familia no es 
suficiente por sí sola para taponar la enorme brecha 
por donde se escapan las mejores virtudes humanas de 
la juventud. 

La propia familia está atacada por una constante 
propaganda que exhibe con profusión todo lo que la 
corroe y debilita: la impúdica exhibición pública de hi- 
jos naturales o de relaciones extramatrimoniales, en re- 
vistas y publicaciones que son "pasto de peluquería de 
señoras" y mezcla de crónica social y "crónica de barrio 
perfumado", acaba por poner de manifiesto ante los 
ojos de las gentes y especialmente de los jóvenes, que las 
instituciones básicas del orden de la sociedad, como el 
matrimonio, la familia, la relación paterno-filial, son 
manifestaciones decadentes de una sociedad periclita- 
da. Me impresionó vivamente la respuesta de un ado- 
lescente estudiante de arquitectura, de diecinueve años, 
que en una encuesta publicada en una revista exponía 
su profunda "experiencia" opinando sobre el matrimo- 
nio, del que decía que es "una institución que ha cum- 
plido ya su cometido, pero que aún tardará unos años 
en desaparecer por razón de la enorme inercia social en 
que nos movemos". 

Ya otras veces hemos señalado que la razón de la 
delincuencia juvenil no está en los jóvenes, sino en los 
adultos. No cabe duda que existen factores sociológicos 
que la facilitan: el desarrollo y la masificación, que po- 
nen al alcance del joven bienes de consumo en propor- 
ciones cada vez mayores y le proporcionan el anonima- 



to conveniente para utilizarlos o adquirirlos como sea; 
el papel muchas veces corrosivo de los medios de comu- 
nicación y del cine; la proliferación de la pornografía; 
la facilidad en la experiencia de la droga; las múltiples 
y frecuentes posibilidades de mantener relaciones sexua- 
les prematrimoniales; etc., etc. Y que a ellos se unen 
causas endógenas, también producto de la fonna de vivir 
en que muchos jóvenes están inmersos: la soledad, la an- 
gustia, la frecuencia de neurosis y ticopatías, el egoís- 
mo, la crueldad.. . 

Pero no dejemos de lado que junto a todo ello hay 
dos factores importantísirnos: de un lado, la dimisión 
de los educadores, entendiendo el concepto muy am- 
pliamente, como aquellos a quienes corresponde una ac- 
ción conformadora sobre la juventud: padres, maestros, 
religiosos, escritores.. . ; de otro, una explotación de la 
juventud y sus instintos por los "comerciantes del cri- 
men": los traficantes de pornografía, los tratantes de 
mujeres, los traficantes de drogas.. . 

También en este aspecto de las causas, los Fiscales 
opinan y escriben en sus informes párrafos de gran in- 
teres. Veamos, por ejemplo, lo que dice el de Málaga: 

"Sin ánimo, por supuesto, de hacer un análisis 
exhaustivo de cuestión tan compleja, creemos que el cre- 
cimiento de la delincuencia juvenil puede examinarse 
en dos niveles de distinto alcance y profundidad. El uno 
apunta al desequilibrio entre incitaciones al delito y 
mecanismos de prevención. El otro se sitúa en el plano, 
subjetivo pero exteriormente condicionado, de la desilu- 
sión. Existe, ante todo, un evidente desfase entre la mul- 
tiplicación de las incitaciones a delinquir y el estanca- 
miento - e n  ocasiones, la disminución- de los meca- 
nismos capaces de evitar el delito. Apenas es preciso in- 
sistir en lo primero. Nuestras ciudades son auténticos 
palacios de exposic~ones, en los que, de la forma más 
atractiva, se ofrecen al posible consumidor los objetos 
que la publicidad ha elevado a la categoría de instrumen- 



tos imprescindibles para el éxito social. El más sugesti- 
vo de esos objetos -el automóvil- está ahí, en plena 
calle, sin más protección que una débil cerradura, al 
alcance de cuantos, dóciles a la agresión psíquica de la 
propaganda e imposibilitados todavía de obedecerla, lo 
estiman como el máximo símbolo de prestigio. Con fre- 
cuencia se ha puesto de manifiesto que lo que intimida 
y retiene al potencial delincuente no es la índole y gra- 
vedad de la pena, sino la certeza de que ésta, cualquiera 
que sea, se le impondrá, es decir, la seguridad de que su 
acción no quedará impune. Pues bien, el delincuente 
contra la propiedad en nuestras ciudades, especialmente 
el sustractor de vehículos, puede confiar, con bastante 
fundamento, que nadie entorpecerá su actividad crimi- 
nal, que no será sorprendido ni aprehendido. Y si este 
sentimiento -insistimos, objetivamente fundado- se 
superpone, en una conciencia aún inmadura, fácilmente 
sugestionable, a los deseos despertados en el subcons- 
ciente por las mil sugerencias de los mecanismos publi- 
citarios, el resultado será previsible: las incitaciones 
wrán más fuertes que los frenos, objetivos y subjetivos, 
de inhibición. 

Relación intima con lo anterior guarda ese otro nivel 
en que puede ser analizado el problema de la delincuen- 
cia juvenil: el de la desilusión ante un mundo que esti- 
mula incansablemente a la adquisición de bienes, ele 
vados a la categoría de talismanes para el éxito perso- 
nal, y lwgo bloquea los caminos que llevan a su conse- 
cución. Esta contradicción, típica de nuestra sociedad, 
conduce al desánimo y con 61 a la ruptura con las pau- 
tas socialmente aceptadas de conducta, en la misma 
medida en que las gentes la sufren en su propia vida. 
En el caso de los jóvenes, aquella ruptura puede llegar 
a cuajar en actividades delictivas precisamente porque 
tienden más apasionadamente que los adultos a las 
metas propuestas como deseables. Con frecuencia, la de- 
lincuencia de los menores, con indepedencia de otras 



causas menos importantes, tiene en su origen la amar- 
gura de un ser automarginado por la desilusión. Piénsese 
que, incluso una práctica tan fácilmente explicable por 
razones puramente individuales como el homosexualis- 
mo, puede ser explicaba -y lo es hoy por psicólogos muy 
atentos al mundo de los jóvenes- como una reacción 
de "suicidio biológico", como un torpe esfuerzo por ce- 
gar la fuente de la vida, realizado por quienes han per- 
dido, en una sociedad que no reconocen como suya, la 
ilusión de vivir. 

Remediar aquellas contradicciones, abrir caminos en 
los que todos recuperen la esperanza, crear un ámbito 
social en el que nadie -joven o adulto- pueda sentir- 
se perdido, no es, como decíamos antes, nuestra misión. 
Pero sí lo es señalar -y esto es lo que aquí se h a c e  
causas y condicionamientos que, una vez desaparecidos. 
pueden arrastrar consigo sectores muy importantes de 
la vida criminal como éste de la delincuencia juvenil." 

Y el de Ciudad Real, sintetiza los distintos órdenes 
de causas de la siguiente forma: 

"Pensemos que el campo de la delincuencia juvenil, 
en una síntesis de causas, se nutre: 

l.* Pérdida del sentido de los valores. 
2.O Frustración personal. 
3 . O  Aburrimiento. 

Y estas tres causas sólo pueden ser superadas con 
una formación armónica de la persona. La atención in- 
cluso singularizada a quienes provienen de ambientes 
culturales deficientes se hace precisa para evitar las 
frustraciones de los estudiantes que con un índice nor- 
mal de inteligencia y un esfuerzo máximo se desilusie 
nan al alcanzar cotas muy bajas de estimación acadé- 
mica, que les iieva al abandono, quizá en los últimos cur- 
sos de bachiller o primero de carrera, como evidencia la 
pirámide de alumnos que se hace ya muy puntiaguda. 
Y esta instrucción, corriendo pareja con una formación 



que transmita oral y vitalmente valores y que al crear 
un gusto por el saber, al mantener intacta la capacidad 
de asombro y la ilusión, permita al hombre superar la 
monotonía de la especialización y llenar horas de tiempo 
libre de quien no sabe qué hacer con él. 

El hombre del siglo XXI tendrá que aprender a gastar 
el tiempo, la libertad y el dinero, que ha ganado con el 
avance tecnológico del siglo xx." 

El de Huelva, a su vez, analiza de esta forma la si- 
tuación : 

"El trauma que se produce en mentes aún no maduras 
está a la vista de quien observe la realidad. Esa sobre- 
estimación del placer, al que acabamos de decir se iden- 
tifica con el bien, la minusvaloración del sacrificio, Ile- 
van a un egoísmo que, en tiempos en que tanto se habla 
de comunidad, debe llamarnos la atención y llevarnos a 
admitir que hay algo que no ofrece duda: que la comu- 
nidad sólo podrá alcanzar un grado de perfección si 
son perfectos cada uno de los elementos primarios -los 
hombres que la integran-, si la familia -jcuánto se ha 
olvidado que es "principium urbis et quasi seminarium 
rei publicaeV!-, goza de salud moral. Sí, si la comuni- 
dad está enferma es porque lo están las células prima- 
rias, a las que se ha descuidado ... so pretexto de hablar 
de la comunidad. 

La vaciedad del espíritu produce consecuencias que 
no podemos desconocer. Siempre ha existido el suicidio 
que, no cabe duda que, como se ha dicho, "con gran 
frecuencia.. . constituye la primera revelación de un es- 
tado anormal subyacente". Pero no es menos verdad que 
el suicidio se daba, hasta hace poco, en personas de 
cierta edad -generalmente pasados los veinte-veintiún 
años-. Pues bien, recientemente hemos tenido noticia, 
a través de nuestra actuación profesional, de la priva- 
ción voluntaria de la vida, efectiva e intentada, en jó- 
venes de menos edad y hasta de una niña de trece años. 
Por fortuna, esta última no logró su objetivo, y cuando 



fue preguntada por los motivos, la contestación que 
dio no puede menos que impresionar; "que estaba can- 
sada de vivir, que estaba harta de todo ..." y probable- 
mente era cierto que lo había experimentado ya todo 
¡Qué asco la habría producido pasar por todas las "ex- 
periencias"! ¡Cuántas decepciones habría tenido en su 
inmadurez! Y ante la infelicidad producida por lo que 
creía el culrnen de la felicidad, consciente, por aquellas 
enseñanzas, de que "el Cielo y el Infierno están aquí'' y 
de que "no hay castigo ni recompensa para nuestros 
actos", vaciada su alma, carente de todo asidero, no 
dudó en intentar ponerse "fuera de aquí". ¿Para qué 
sufrir?, debió preguntarse. Quienes con frases que de- 
berían meditar antes, "que hay que dejar en libertad 
a los niños", "que los niños deben realizar libremente 
su personalidad", son culpables en buena parte de todo 
eso, tienen profundos motivos de reflexión." 

Por último, es necesario referirnos aquí a las me- 
didas que aparecen como indicadas para atajar el ca- 
mino de la "escalada7', para impedir el aumento de la 
delincuencia juvenil, para influir en las causas que la 
producen. No pretendemos, tampoco, como no lo hemos 
hecho con la exposición antecedente, mostrar todo un 
plan sistemático, ordenado, meditado y reflexivo. No es 
este el lugar ni estamos ahora dedicados a ello, que, por 
otra parte, exige colaboraciones y aportaciones muy va- 
riadas y más valiosas. Como hemos hecho hasta aquí, 
nos vamos a limitar a entresacar algunos puntos, poner 
de manifiesto algunas opiniones, traer a colación algu- 
nas sugerencias para cerrar con todo ello el cuadro de 
este aspecto tan doloroso y grave de la delincuencia de 
los jóvenes. 

Dedicamos un capítulo de esta Memoria a llamar la 
atención sobre las actividades que podemos englobar 
dentro de la "prevención del delito". Cuanto en él se 
diga es válido también para este aspecto de la delin- 
cuencia, porque las medidas preventivas de carácter ge- 



neral inciden directamente en ella. Pero quizá existan 
aspectos más específicos, más dirigidos a este fin con- 
creto. 

La Asociación Internacional de Magistrados de la 
Juventud, tuvo en París su asamblea anual en febrero 
pasado. En ella se puso de manifiesto, .como aspiración 
unánime, .el estudio y la planificación de medidas edu- 
cativas, rehabilitadoras, para los jóvenes delincuentes. 
La sustitución del sistema punitivo por el rehabilitador 
fue una constante en esta reunión. E110 indica ya un 
camino de tratamiento, aunque esté aún sin despejar la 
forma los métodos para llevarlo a cabo. No es un cami- 
no fácil: junto a estos métodos de que hablamos, hace 
falta especializar muy intensamente a quienes hayan de 
ponerlo en práctica, porque es esta materia en la que 
no caben las improvisaciones. Establecimientos adecua- 
dos y suficientes, equipos especializados de dedicación 
constante al tema; grupos de visitadores y vigilantes, 
adecuadamente formados; educadores, sicólogos.. . La 
sustitución de la pena por medidas de seguridad bien 
estudiadas, bien aplicadas y con medios suficientes para 
su ejecución sería un capítulo de extraordinaria impor- 
tancia. 

La reestructuración -inodernizacián, agilizaciqn 
para dotarles de eficacia p l e n a  de los organismos 
tutelares, tanto de la juventud como de la mujer, son in- 
dispensables. La Obra de Protección de M,enores y la de 
Protección de la Mujer, precisan de una reestructuración 
a fondo, no limitado a "parches" o retoques, sino que 
afecte a su filosofía, a su estructura, a sus medios.. . 

La incidencia en las causas de que antes hemos ha- 
blado, sería un buen procedimiento de actuación. Pero 
bien se muestra lo difícil que resulta articular estas ac- 
ciones frente a las costumbres, el ambiente, el clima so- 
cial. Sin embargo, mucho es posible hacer a través de 
obras sociales bien orientadas y con espíritu moderno y 
eficaz, exento de ñoñerías y procedimientos arcaicos. La 



sociedad ha de organizarse, asociando las familias, los 
padres de alumnos, los cabezas de familia, los educado- 
res, con miras a una acción conjunta, colectiva, de ma- 
yor influencia. No quiero aquí citar ninguna institución 
concreta por no dejar de citar otras. Pero es necesario 
intensificar la ayuda y el estímulo para la asociación y 
la actuación social en este campo. 

La acción de las instituciones públicas es indispensa- 
ble: hay que pensar que los medios que se dediquen a 
fomentar entre la juventud aficiones deportivas -en 
términos muy extensos, no competitivos-, métodos sa- 
nos de emplear el tiempo libre, labores educativas y for- 
mativas, etc., es dinero que se siembra para evitar pér- 
didas en un futuro próximo. Estoy empleando razones 
de tipo económico y material porque es el lenguaje que 
muchos entienden o prefieren. Hay que calcular lo que 
le cuesta al país la delincuencia para evitar una sangría 
económica de esta naturaleza. La moral materialista de 
los países socialistas está basada, sobre todo, en la defensa 
de la productividad y en facilitar y hacer posible el des- 
arrollo económico colectivo. Que nosotros apliquemos 
estas conceptos, por debajo de la defensa de un orden 
moral espiritual y ético, no creo que sea mala cosa. 

Los Fiscales también indican en este campo cuáles 
son sus inquietudes. El de Baleares, dice en su Memoria: 

"La crisis es grave. Se ha alcanzado un nivel medio 
de vida como jamás pudo soñarse, pero la familia se di- 
suelve en esta carrera sin meta hacia la consecución de 
las siempre mayores satisfacciones materiales que carac- 
teriza a la sociedad de consumo, ahogando los valores 
tradicionales que la caracterizaba y entre los que quizá 
puede destacarse la unidad de creencias religiosas, de 
moral y de ideales, ahora en trance de disolución. Ha 
desaparecido en buena parte la intimidad familiar y el 
hogar ha pasado a ser el espacio físico donde comen y 
descansan un conjunto de personas que muchas veces 
nada tiene en coman. 



Este panorama ciertamente pesimista, pero desgra- 
ciadamente real, priva al joven de las defensas naturales 
que hasta ahora le había proporcionado la familia, en- 
frenthdose inerme a una sociedad donde todo se comer- 
cializa y que acaba por envolverle, sin fuerzas para re- 
sistir el tremendo impacto de lo que tentadoramente le 
ofrece la misma: costumbres relajadas, pornografía, más 
o menos encubierta a través de los medios de comunica- 
ción, violencia, rebeldía, vicio, desocupación, concepción 
puramente materialista de la vida, y confusión, una 
tremenda confusión religiosa e ideológica. 

No es, pues, de extrañar que falto de calor del hogar, 
del amparo que en el mismo debería encontrar, se aleje 
de sus padres y se refugie en la compañia de otros j 6  
venes como él desorientados buscando lugares que le sir- 
van de punto de reunión donde satisfacer sus deseos de 
comunicación, pero en los que ordinariamente sólo en- 
cuentra sutilmente enmascarado el vicio y la tentación. 
De ahí al hurto de vehículos para satisfacer su vanidad, 
a las pequeñas sustracciones que poco a poco se convier- 
ten en importantes, acabando por ser el medio normal 
de satisfacer sus necesidades, no hay más que u n  paso. 
Luego vendrán los hechos más graves, la actuación ya 
en pandillas, el desprecio a la vida y hacienda 'de los 
demás, el robo o el atraco si se tercia, La promiscuidad 
sexual, la prostitución, el homosexualismo y la droga. 

La necesidad de robustecer a la familia, es, pues, evi- 
dente y urgente la adopción de medidas encaminadas 
a tal fin. Se hace preciso resucitar los valores morales 
que tradicionalmente le han inspirado, despertando en 
su miembros el ansia de la intimidad perdida, de una 
vinculación estrecha y eficaz entre sus componentes, 
el retorno en suma a la unidad de pensamiento de forma 
que recobre su alta misión de célula "mater" de la so- 
ciedad, de forja de hombres y ciudadanos ejemplares. 

Para ello, debería, a nuestro entender, utilizarse el 
cauce de las Asociaciones Familiares potenciándolas al 



máximo y aprovecharse como levadura el ejemplo y la 
autoridad de esas familias, especialmente de la clase 
media, donde todavía se conservan vivos y actuales los 
valores morales tradicionales de la familia española por- 
que de la misma manera que el factor familiar si es de 
signo negativo puede desviar la personalidad del joven, 
si es positivo puede encauzarla y regenerarla, en su caso. 
El delincuente -como tantas veces se ha dich- no 
nace. Son los factores familiares y sociales los que lo 
van configurando, y en este aspecto el familiar puede 
ser el clave. 

Precisamente la importancia de los factores familia- 
res y sociales se destacan con acierto en las conclu- 
siones presentadas en el acto de clausura del Curso de 
Inadaptación y Delincuencia Juvenil celebrados en San- 
tander en el mes de agosto pasado, y que por su induda- 
ble relación con lo que estamos exponiendo reprodu- 
cimos : 

"a) En el menor ejercen fuerza decisiva sus ele- 
mentos hereditarios. 

b) El medio ambiente tiene una importancia capital 
en las desviaciones de los menores; el niño se halla ex- 
puesto más fácilmente que el adulto al contacto psíqui- 
co y moral y, por lo tanto, las influencias ambientales 
perniciosas pueden traducirse en trastornos psico-m@ 
rales. 

C) Teniendo en cuenta que en nuestro país la to- 
xicomanía no es un problema de volumen, sino de cre- 
cimiento, es preciso acometer un plan de prevención a 
corto plazo en todos los niveles; para salvar a la gran 
ciudad, va a ser necesario restaurar o inventar una nue- 
va convivencia. 

d)  En las condiciones actuales, de aglomeración de 
ciertas urbes, el hombre vive en una situación de hiper- 
tensión, cuyos más graves resultados los pagan el niño 
y el adolescente; la tarea en el campo familiar es corre- 
gir a.la persona para sir propio bien. La orientación fa- 



miliar constituye una unidad valiosa de signo preven- 
tivo. 

e) No es lo mismo delega y confiar en los hijos 
que abdicar de otras coyunturas, nada más que se ve 
más influido por un medio problemático". 

Y también el de Huelva dedica una parte de la suya 
a enfrentarse con las medidas, con algunas de d a s  al 
menos, que debieran adoptarse para atacar decidida- 
mente las causas de la delincuencia juvenil: 

"La rebeldía toma derroteros que no pueden ser más 
peligrosos, y como no surge así como así, hay que ir a 
buscar sus causas y eliminarlas o, al menos, reducirlas, 
porque de lo contrario cada vez serán más los jóvenes 
que formen en sus filas. Una eficaz vigilancia en los 
locales donde se arremolinan jóvenes hastiados o perezo- 
sos -o ambas cosas-; una persecución y castigo más 
enérgicos del tráfico de estupefacientes; actuar con dis- 
creción y energía sobre los jóvenes carentes de oficio o 
profesión conocidas. Pero también un ejercicio, no duro, 
ni mucho menos tiránico, pero si enérgico, de la autori- 
dad paterna, que deje de existir esa atonía que notamos 
en conversaciones de padres que, tras dolerse de la vida 
que llevan sus hijos, se limitan a decir, en tono de la- 
mentable autojustificación: "Bueno, pero como eso lo 
hacen todos, ¿qué vamos a hacer nosotros?". No, al- 
guien tiene que comenzar por decir basta, porque los 
jóvenes delincuentes o quienes aún no lo son, pero llevan 
camino de serlo, confían en esa tolerancia, esa "com- 
prensión" que indebidamente se tiene con ellos." 

El de Logroño también muestra esta preocupación 
al decir que "mejor que reprimir será formar, conducir 
rectamente a los jóvenes y fortalecerlos, prevenirles. Será 
labor más difícil, pero más eficaz que regenerar y reedu- 
cm, que puede ser un tardío remedio, ineficaz para mu- 
chos". 

Y, por tütimo, el de Alicante, expresa su punto de 



vista con los siguientes párrafos, con que cerramos ya 
este capítulo : 

'<La incursión de la adolescencia, y en casos hasta 
la casi infancia, al campo de la infracción penal o diga- 
mos antisocial, es progresivamente mayor. 

Si bien las razones apuntadas pueden ser válidas para 
explicar este brote de delincuencia que podríamos lla- 
mar casi infantil no lo harían totalmente si no apuntá- 
ramos otra en convivencia con ellas: el superior y más 
rápido desarrollo psico-físico del niño actual que incluso 
en familias de aceptable nivel cultural y moral cogen 
un tanto por sorpresa a sus padres y educadores que 
quedan en su labor educativa en Iínea inferior a las ne- 
cesidades del educando. 

Si visto lo anterior no preguntamos por soluciones 
adecuadas para atajar el mal se nos aparece como in- 
mediata la reducción de la edad penal, pero esta solución 
no creemos sea la mejor a tales males. En efecto, redu- 
cir la edad penal con lo que supone de aplicación de todo 
el aparato punitivo sobre el menor y la marca impresa 
sobre el mismo y de modo indeleble de un antecedente 
penal, si bien podría servir, de momento, a la defensa 
social, podría con el tiempo volverse contra esa misma 
sociedad al producir miembros con una tara de origen 
y consiguiente resentimiento que los invalidara en ma- 
yor o menor manera para colaborar en la común tarea 
constructiva. Por el contrario, veríamos con mayor opti- 
mismo que la labor tuitiva y educativa pudiese ser efi- 
cazmente desempeñada de forma suficiente por las ins- 
tituciones que ya poseemos, las innovaciones totales son 
siempre temibles, en cambio la recapitulación sobre lo 
existente, el estudio de sus razones negativas y su correc- 
ción podrían dar fruto más satisfactorio. 

De entre las cosas perfectibles nos atreveríamos a 
considerar como verdadera laguna, la total ausencia del 
Ministerio Fiscal, tanto en los Tribunales de Menores 
como en las Juntas de protección de Menores. Vemos en 



su ausencia un total olvido de cu&l es la verdadera y 
amplia función del F'kal, tal como con comprensivo 
espíritu supo concebirla nuestro ordenamiento jurídi- 
co: como figura eminentemente tuitiva y amparadora 
de la sociedad y el individuo siendo sólo uno de sus c e  
metidos, no el único, el asumir la función de titular 
postulador del "jus puniendi". ¿Puede, pues, descalifi- 
cársele para intervenir de modo siquiera asesor en ins- 
tituciones eminentemente tuitivas? $3 siquiera admi- 
sible estimar que en las mismas pudiese actuar falto 
de la necesaria comprensión en aras de ese peyorativo 
concepto de la deformación profesional?" 

f)  Otras manifestaciones delictivas. 

En esta parte sólo pretendemos exponer algunas ma- 
nifestaciones en cierto modo nuevas, de las actividades 
delictivas, junto con alguna referencia a otros tipos de 
delito distintos de los tratados hasta aquí. 

El Fiscal de Valencia se refirió en su Memoria a los 
delitos sociales, nuevos tipos introducidos, como es sabi- 
do por la reforma del Código Penal de 15 de noviem- 
bre de 1971. E'n aquella Audiencia se iníciaron varias 
causas por este tipo de delitos: da cuenta de cuatro de 
ellas, contra diversas empresas, todas ellas todavía en 
tramitación y que de prosperar afectarían a notable 
número de productores. 

Ha hecho aparición en el horizonte penal una nueva 
clase de infracciones, lindante entre el campo adminis- 
trativo y el penal: los fraudes alimenticios. Algunos su- 
marios se han iniciado, por denuncia del Ministerio de 
Comercio, por adulteración de leche. A este tipo de in- 
fracciones se refieren los Fiscales de Valencia y Ponte- 
vedra. El primero de ellos se refiere a una causa iniciada 
por el descubrimiento de ciertas botellas de agua mine- 
ral en condiciones impotables por no ser quimica ni bac. 
teriológicamente puras. 



El de Pontevedra enfoca el problema desde el punto 
de vista legislativo en los siguientes párrafos: 

"El otro aspecto de la delincuencia actual, que pa- 
rece tender a desarrollarse en la provincia (como en 
toda España) es la de fraudes comerciales y alimenticios. 

Al margen de las grandes estafas financieras y de 
las defraudaciones que utilizan como medio la aparien- 
cia jurídica (sociedades fantasmas, negocios imaginarios, 
abuso del crédito, contratación fraudulenta, etc.) y que 
tan necesitado está de tratamiento jurídico-penal, y 
también de concienciación judicial para evitar se burle 
la Ley Penal por la vía fácil de la imaginaria y preor- 
denada al delito "cuestión civil", preocupan hoy a la 
sociedad las defraudaciones comerciales, por la doble vía 
de la adulteración y la falsificación de la calidad o can- 
tidad de los objetos o alimentos, comercializados y ven- 
didos a incautos consumidores. 

Ciertamente, en parte, existe una laguna legislativa 
para ciertas fuentes de ese fraude: etiquetas confusas, 
publicidad engañosa, utilización de materias primas de 
la formulación química indicada, pero de calidad infe- 
rior, etc. El Código alimentarío y la reglamentación de la 
actividad y ética publicitaria, son dos grandes empeños 
que los juristas españoles tenemos pendientes. 

Pero al margen de esto, y aún de la actuación adrni- 
nistrativa correctora (a través del iNDIME y entidades 
análogas), es lo cierto que en gran parte todas esas ac- 
tividades defraudatorias son tema penal: los delitos con- 
tra la salud pública y las estafas en "la sustancia, can- 
tidad o calidad de la cosa", abarcan la mayar parte de 
esos fraudes. 

Sobre todo, en orden a la estafa del artículo 528, no 
se comprende bien cómo los FiscaIes no utilizamos con 
mayor frecuencia esa figura, para sancionar ese tipo 
de fraudes, desde el contenido de cantidades inferiores 
a lo señalado en el envase continente, hasta la sustitu- 
ción de la calidad de la cosa por otra inferior o la adul- 



teración de la sustancia con la incorporación de ingre- 
dientes tendentes a engaiiar en su aspecto O calidad: 
leches con grasas animales, quesos con margarina (de- 
fraudación ésta confesada públicamente por un grupo 
que se autodenominaba de "defraudadores honestos" 
(!), como si la margarina no fuese de peor calidad y 
menor precio que la mantequilla) ; carne congelada ven- 
dida como ternera de primera, aceites con estearificados, 
chocolates con algarroba, etc.., etc. 

Puede objetarse que, en principio, la defraudación 
que sufre cada consumidor o adquirente del producto es 
mínima, por lo que en el ámbito penal nos encontraría- 
mos ante simples faltas cuya sanción seria inoperante a 
los fines de prevención general y efecto disuasorio. Pero 
olvidaríase, con ello, que el viejo mito romano del "unum 
factum, unum delictum" se ha roto hace tiempo y que 
hoy se admite la figura del delito masa, muy bien cons- 
truida por la Jurisprudencia, y que se da en todos aque- 
iios supuestos en los que la finalidad delincuente y la 
actividad planificada se encamina a defraudar a un gru- 
po indiscriminado de personas, tomadas en cuenta, no 
por su aportación individual, sino por su conjunto. El 
fabricante o comerciante defraudador monta su nego- 
cio sin pensar en estafar a Juan o a Pedro, sino al con- 
junto o masa de los consumidores de su producto, cada 
uno de los que, al aportar la pequeña cuantía de su per- 
juicio concreto, eleva el volumen del "negocio" a las 
cifras estimadas como "interesantes", por el negociante 
artero y desaprensivo. Por lo que su acción es única, úni- 
co su delito y única debe ser su sanción, que en la ma- 
yoría de los casos caería en los extremos del número 1.O 
del artículo 528. Y esa pena de presidio mayor, más la 
condena penal infamante y la tacha pública de esta- 
fador, sí que disuadirían a los más de insistir en ese 
camino del lucro excesivo e ilícito por el fraude a su 
clientela. 

Claro está que esa actividad persecutoria del Fiscal 



que propugnamos, y que es deber inexcusable y nos atre- 
vemos a decir tendría efectos saludables, precisa de algo 
de que no disponemos fácilmente en el aislamiento de 
nuestros despachos: o un cuerpo de investigadores del 
mercado, o una mayor cooperación de los servicios ad- 
ministrativos correspondientes. Quienes además están 
delinquiendo cada vez que omiten pasar a los Tríbuna- 
les el tanto de culpa correspondiente, pues el artícu- 
lo 359 del Código Penal considera tal actitud omisiva 
como prevaricación punible. Y es que hay preceptos del 
Código Penal que se olvidan en exceso. 

Como está muy olvidado que el Código Penal no es 
sólo, como en cierta oportunidad se le tachó, el "Códi- 
go de los pobres", y no porque alcance elevadas cuantías 
o tenga su actividad una apariencia comercial, debe 
quedar impune una estafa. ¡Que ya el legislador de 1848 
se acordó de los traficantes cuando introdujo la fórmula 
defraudatoria de los "pesos o medidas faltos", que per- 
siste en el vigente! Y que, por cierto, es otro tipo penal 
aplicable a un buen grupo de esos fraudes comercia- 
les de que venimos ocupándonos, y a los que la Ley, en 
una estimación específica del hondo disvalor jurídico 
de tales conductas, le señala la pena en su grado má- 
ximo." 

Eh otro orden de cosas, fue descubierta en Londres 
una banda de falsificadores de billetes del Banco de Es- 
paña, de 1.000 pesetas, emisión 29 de noviembre de 1957, 
ocupando imprenta, planchas y deteniendo a los cuatro 
autores, todos ellos de nacionalidad inglesa. Como con- 
secuencia de este servicio se detuvo en la frontera de La 
Junquera, en noviembre de 1972, a otro súbdito inglés 
portador de 2.555 billetes falsos, procedentes de la im- 
prenta descubierta, y todavía se llevó a cabo otra de- 
tención de otro súbdito inglés, en Ibiza, en cuyo poder 
se encontraron algunos billetes más, procedentes de la 
misma actividad. 



4. La moralidad publica 

Aunque ya el capítulo sobre evolución de la crimina- 
lidad en España está resultando extenso en exceso, qui- 
zá sea conveniente-ultimarlo incluyendo datos que afec- 
tan también a determinados aspectos delictivos, pero 
se insertan más bien en la rúbrica general de la morali- 
dad pública, sobre la que venimos tratando en Memo- 
rias sucesivas. 

Porque creemos que la situación de la moralidad es 
presupuesto, necesario para entender, en algunos aspec- 
tos, la evolución de la delincuencia, de la que es verda- 
dero "caldo de cultivo", nos vemos en la precisión de 
comentar algunos puntos en este ámbito más genérico, 
pero de indudable influencia social. 

Sobre el tema general de la crisis de la moral social 
escribe el Fiscal de Baleares en su Memoria los siguien- 
aes párrafos: 

"Queramos o no tenemos que reconocer que estamos 
viviendo un acelerado proceso de deterioro, de relajación 
moral de la sociedad que abarca todas sus esferas. Este 
proceso iniciado tímidamente al comienzo de la década 
de los 80 aparece ya lanzado en forma inequívoca hacia 
la destrucción de los valores morales básicos sustitu- 
yendo la ética objetiva y permanente por relativismo 
más audaz que todo lo justifica atendiendo al fin que se 
persigue. La "moral de situación" sutituye a la moral 
tradicional. EEI egoísmo, las propias conveniencias de la 
Ley natural y lo que es confusión, muy aguda por cierto, 
en el campo de las ideas se transforma en poderoso ele- 
mento de destrucción en el campo de la realidad, hacien- 
do tambalear las instituciones en que descansa la socie- 
dad misma y que se ven atacadas por todos los frentes 
sin posibilidad de defensa. Nada queda intacto. Desde 
el matrimonio tan afectado por las corrientes divorcis- 
tas y desacralizadoras en boga, la autoridad paterna tan 



quebrantada, la huida de los hijos del domicilio familiar, 
la sustitución entre la juventud de los lazos familiares 
por otras formas de convivencia, el erotismo que nos 
invaqe comenzando por la pui-nicidad, siguiendo por 
los medios de comunicación especialmente la novela, el 
cine y el teatro, y terminando por la pornografía pura 
clandestina y soez, el materialismo imperante que hace 
que el hombre valga lo que tiene sin importar cómo y 
qu6 ha  convertido la profesión en instrumento para ganar 
dinero sola y exclusivamente, prescindiendo de la fun- 
ción social que constituye su misma esencia, la venali- 
dad de muchos, el hedonismo imperante en las clases 
superiores tanto en el plano mundial como en el nacio- 
nal, que debían ser guía y ejemplo para los demás y se 
convierten en piedra de escándalo por las vidas tan poco 
ejemplares de sus figuras más destacadas, de las que no 
sólo no se avergüenzan, sino que penniten que se aireen 
haciendo ostentación de su impudicia como si estuvie- 
ran por encima de toda norma moral, constituyendo la 
información de sus andanzas y escándalos el Único con- 
tenido de revistas especializadas que ven con satisfac- 
ción cómo sus tiradas tienen que ser aumentadas para 
atender la creciente demanda que de las mismas se hace. 
Son los nuevos ídolos de una sociedad que ve en ellos 
el ejemplo a imitar y cuyo efecto corrosivo no puede tar- 
dar en advertirse desdichadamente. Y hasta la Iglesia 
se siente afectada como demuestra el gran número de 
secularizaciones. 

El relativismo de esta moral (?) nueva se convierte, 
no ya en el factor criminógeno más importante en la 
hora actual, sino en la fuente de todos los demás fac- 
tores. Es aquí donde puede encontrarse la raíz de todo 
delito y la cuna de las nuevas formas delictivas que la 
astucia y habilidad del hombre, por una parte, y el des- 
arrollo técnico y social con su dinámica siempre en ague, 
por otra, hacen posible." 

Y también en términos generales, el Fiscal de Alba- 



=te insiste sobre el tema, con párrafos que no dejan 
lugar a dudas. Suyas son las líneas que siguen: 

"Lo que sí creo merece especial mención en este ca- 
pítulo, por la influencia que tiense sobre la criminalidad, 
es la ola de desvergüenza que invade todos nuestros 
ambientes, de la mano de gran parte de ia prensa, que 
nos viene presentando, con la mayor naturalidad y des- 
enfado, conductas verdaderamente escandalosas de gen- 
tes que ocupan una destacada posición en la sociedad, 
de la que son en algunos aspectos verdaderos ídolos, y 
por ello son capaces de arrastrar tras de sus huellas a 
mucha gente con su ejemplo. 

Han sido varias las ocasiones en que hemos tenido 
que acusar a personas casadas que, abandonando a su  
legítimo cónyuge, han establecido una nueva alianza 
ilegítima, conviviendo adulterinamente en presencia de 
sus hijos legítimos en edad de darse cuenta de la si- 
tuación, con la indudable influencia que ello tenía sobre 
su formación moral. Incluso hemos tenido una causa 
en que se demostró palmariamente esa nefasta influen- 
cia, al comprobarse que una niña de doce o trece años, 
a la vista del ejemplo de su madre, que convivió sucesi- 
vamente con dos amantes (que por cierto eran padre e 
hijo) se había aficionado a entregarse carnalmente a 
los momelos que conocía, sin excluir a su propios her- 
manos. 

mies bien, siempre que hemos presentado ante el 
Tribunal estos casos, indefectiblemente, el máximo ar- 
gumento de la defensa para demostrar la normalidad 
e intrascendencia del hecho consistía en referirse a los 
periódicos que, con todo lujo de medios orales y gráfi- 
cos habían aireado a bombo y platillo la situación de 
cierto famoso personaje que, en su regia finca, mantiene 
a su concubina, tiene un hijo y va a tener otro, y está 
enamoradísimo, pero ni siquiera habla de matrimonio. 
O la situación semejante de quien no duda en confe- 
sar al periodista que le complace satisfacer sus natu- 



rales instintos sexuales, pero que no quiere hacerlo por 
el medio legítimo del matrimonio porque teme que su 
propia inconsciencia o la del elegido harán naufragar 
lo que había de ser permanente y feliz unión. 

'Cómo es posibleque lo que, respecto de estas persa- 
nas "tan destacadas" se considera normal, resulte es- 
candaloso en un pobre hombre o una pobre mujer, exen- 
tos de todo barniz cultural, cuya vida transcurre anodi- 
namente en un pequeño "círculo rural? 

El Fiscal, al oír tal cosa, comparte el argumento de 
la defensa, pero a la inversa. ¿Cómo es posible que lo 
que resulta escandaloso ,en ese pobi-e hombre o esa po- 
bre mujer no lo sea cuando se trata de aquellas perso- 
nas "tan destacadas"? 

Y lamenta no poder pedir la palabra, al final del dis- 
curso del abogado defensor, para puntualizar que si bien 
es cierto que tales hechos ocurren y que cierta prensa 
los ha aireado, también lo es que la conducta de aquel 
personaje y de aquellos periodistas ha sido objeto de la 
misma serena censura que ahora se está aplicando a 
este "pobre hombre" que ha hecho lo mismo, aunque, 
indudablemente, sin tanta repencusión de publicidad." 

En este campo, uno de los fenómenos que inciden 
con mayor fuerza en la vida social y contribuyen a la 
relajación del concepto de la moral, es el de la legali- 
zación del aborto. Este es un tema que interesa a muchas 
Fiscalías y que ha sido objeto de atención, en uno u 
otro sentido, en las revistas especializadas, en los libros 
y, desde luego, en la prensa diaria. 

Desde la ley soviétice de 1920 legalizando al aborto 
-más tarde derogada (7 de junio de 1936) y vuelta a 
poner en vigor (23 de noviembre de 1955)-, Suecia, y 
más tarde Inglaterra, siguieron ,el mismo camino, y ya 
en 1970 el Estado de Nueva York autorizó también el 
aborto a petición de la mujer. Ultimamente, el Tribunal 
Supremo de los Estados Unidos de Norteamérica, des- 
pués de más de dos .años de estudio del tema, aprobó por 



siete votos contra dos, la práctica del aborto voluntario, 
antes del tercer mes de gestación. Esta decisión se adop- 
tó en un recurso legal entablado por un ciudadano del 
Estado de Tejas, contra la legislación prohibitiva vi- 
gente. Por consecuencia de la decisión, la autorización 
del aborto voluntario es aplicable ahora a todos los Es- 
tados de la Unión. Esta decisión ha tenido, además, 
una gran repercusión en la prensa y los medios de difu- 
sión, incluidos los de nuestro propio país, en algunos 
de los cuales hemos podido leer opiniones favorables a la 
medida. 

Parece imprescindible, en un país de inmensa ma- 
yoría católica como el nuestro, traer al recuerdo de todos 
la tesis de la jerarquía eclesiástica. Pablo VI, en un 
discurso a la Unión Nacional de Juristas Católicos de 
Italia, reunidos en Roma para tratar, entre otros temas, 
el del aborto, la recordaba en diciembre pasado con 
estas palabras: "Si el Estado social contemporáneo va 
asumiendo sobre sí, cada vez más, este cometido de pro- 
tección y de promoción de la vida humana en forma dig- 
na del hombre, y esto, en conformidad con las decla- 
raciones universales de los derechos del hombre y del 
niño, no existe ninguna duda de que tal protección debe 
dar comienzo, no desde el nacimiento ni desde la mayo- 
ría de edad de la persona humana, sino desde su con- 
cepción". Más adelante añade que "el problema del abor- 
to no puede ser enfocado Únicamente desde la conside- 
ración individualista de la mujer, sino que debe serlo 
también desde la consideración del bien común, y, sobre 
todo, desde el de la personalidad del niño por nacer". 
A los juristas, a quien hablaba, les recordó que "los ju- 
ristas tienen el cometido, que no es inferior a ningún 
otro, de defender en la sociedad este valor humano uni- 
versal que está en los orígenes mismos de la vida, en las 
raíces de la civilización, no sólo cristiana, sino simple 
y universalmente humana". 

B Episcopado francés, redactó, a su vez, una nota 



clara contra el aborto, en su reunión de marzo de 1973 
y los Obispos y no pocos médicos de Alemania Federal 
se opusieron, en marzo pasado al proyecto de Ley que 
ha de estudiar la Cámara alemana. Ya en el mes de ene- 
ro de este año, los Obispos belgas habían recordado, con 
motivo de un caso judicial, su posición expuesta en 1970, 
contra el principio mismo de las prácticas abortivas. 

Por su parte, muy recientemente, en abril de 1973, la 
Real Acamedia Nacional de Medicina, del Instituto de 
España, aprobó unas terminantes conclusiones sobre los 
aspectos éticos y médicos del aborto. En ellas se recuerda 
que "la condenación de las prácticas abortivas es una 
tradición constante en la doctrina moral católica, desde 
los primitivos tiempos cristianos, hasta el Vaticano 11"; 
añaden que "de ninguna manera puede admitirse como 
licito el aborto directo por motivos sociales, demográfi- 
cos, eugenésicos, médicos" y se extienden en una serie de 
consideraciones médicas sobre los peligros del aborto y 
la individualidad biológica del embrión, del huevo fecun- 
dado. hi una de estas conclusiones se dice también 
"desde el punto de vista jurídico y de la ética médica 
parece monstruoso conceder a la mujer el libre derecho 
a abortar, como se ha hecho recientemente en algunos 
países". 

Por el contrario, la práctica -ilegal y punible en 
nuestro país- del aborto voluntario se extiende. En 1972, 
dos extensas organizaciones, con médicos complicados 
en ellas, fueron descubiertas por la Policía: una, enlaza- 
da entre Madrid y Bilbao, y la otra, con su centro en 
Barcelona. Algunos datos publicados por una revista me- 
dica y reproducidos por algún periódico diario, ponen de 
manifiesto que de cada dieciocho nacimientos se produce 
un aborto provocado; que unos 10.000 abortos son con- 
secuencias de relaciones extramatrimoniales, mas de 
15.080 por causa de Ia prostitución y muy cerca de esta 
cifra, dentro del matrimonio. 



E!m Valencia se vio en junio del pasado año una causa 
por aborto con veintisiete personas procesadas, a las que 
el Fiscal pedía, en total, más de cien años de prisión. 
El Fiscal de Huelva da cuenta de la situación del pro- 
blema en su provincia, y haciéndose eco de los datos 
que hemos comentado, dimce : 

"Dentro de los delitos contra las personas, por lo ge- 
neral mantenidos dentro de los límites de los años pre- 

- 

cedentes, han ofrecido particular relieve, en 1972, los 
de aborto. 

Resulta difícil encontrar coincidencia entre los datos 
oficiales y los reales, pues hay toda una zona de som- 
bra -en este delito más que en ninguno-, que escapa 
por razones obvias a la investigación oficial y las cifras 
reales hay que hallarlas por aproximación. La revista 
"Tribuna Médica" publicaba recientemente un intere- 
sante estudio sobre el tema. Tomando como base las 
cifras máxima-mínima que se dejan consignadas para 
toda España las correspondientes a Huelva, provincia 
de 400.000 habitantes, deberían ser de unos 1.300 a 1.700 
al año y, sin embargo, es infinitamente menor el número 
de casos que llega a conocimiento de los Tribunales, 
prueba evidente de esa zona de sombra a que hemos 
aludido. No creemos que la cifra real difiera en mucho 
de las máxima-mínima fijadas partiendo de las estima- 
ciones realizadas. De cuando en cuando llegan rumores 
-que no podemos comprobar- de hechos acontecidos 
y de actuaciones de personas de las que damos cuenta a 
la Policía Judicial para una discreta vigilancia. Alguna 
ver surte efecto la acción policial y se descubren abórtos 
perpetrados. Pero, ¿cuántos de los realizados por las per- 
sonas detenidas, antes de los motivadores del atestado, 
se descubren? Prácticamente ninguno, y hay que partir 
de la base de que cuando una persona realiza prácticas 
abortivas en una mujer es porque antes lo ha hecho con 
otras muchas. Con todo, el año último ha habido buen 
número de abortos descubiertos -alguno con muerte de 



la abortante- que han motivado actuaciones judiciales. 
Sin embargo, hemos de decir que no todos los casos que 
han aflorado a la luz en esta provincia han tenido su 
reflejo en causas de esta Audiencia, porque ha habido 
una serie, sin duda los más graves por su extensión, de 
los que, por coneddad, conoce la Audiencia de Cádiz. 
Se trataba de una red de personas para practicar la 
interrupción del embarazo, con ramificaciones en Rota, 
Puerto de Santa María, Huelva, Isla Cristina, Ayamonte, 
poblaciones todas en las que hubo casos de aborto, hechos 
de los cuales se hizo eco la prensa nacional y regional." 

Y el de Valiadolid se preocupa también de este im- 
portante tema y se extiende en datos y consideraciones 
que pueden también resultar de interés. Por esta razón 
reproducimos a continuación los párrafos de su Me- 
moria : 

"El aumento de un 40 por 1010 habidos en esta pro- 
vincia es sólo un síntoma de la cantidad enorme que en 
España se producen, según estadísticas citadas en dis- 
tintos Congresos Médicos, el número de abortos en Es- 
paña oscila entre los 70.000 y los 114.000. Estas cifras 
sólo pueden ser aproximadas, ya que la forma de produ- 
cirse éstos se ha tecnificado en forma extraordinaria y 
ya apenas existen aquellos abortos producidos por el pe- 
rejil y procedimientos análogos. Es indudable el derecho 
del no nacido a la vida y es verdaderamente criminal 
privarles de ella en cualquier momento a partir de la 
concepción, ya que desde ese momento el derecho a la 
vida es de todo punto evidente en ellos, y, sin embargo, 
nos encontramos con que las legislaciones varían plena- 
mente de unas naciones a otras, en Norteamérica está 
legalmente admitido éste, a pesar de la opinión contra- 
ria no sólo de la Conferencia Episcopal Católica, que ex- 
presó públicamente su oposición, lo mismo que de la 
Federación de Doctores Católicos, quienes también se 
han opuesto terminantemente a ello, habiendo también 
manifestado repetidas veces su repulsa algunos grupos 



religiosos protestantes y judíos, a pesar de lo cual esta 
libertad existe y desgraciadamente esta libertad se halla 
favorablemente informada por la mayor parte de los mé- 
dicos obstetras y ginecólogos, ya que en un sondeo afec- 
tuado entre ellos hubo un 82,4 por 100' en favor del abor- 
to y un 17,6 por 100 en contra, y la Última decisión del 
Tribunal Supremo recientemente producida es un nuevo 
paso en el área legislativa del aborto. Aproximadamente 
es análoga la legislación candiense en que se autoriza 
la terminación de un embarazo hasta de las veinte se- 
manas de gestación. En Portugal, en cambio, las leyes 
condenan el aborto radicalmente y no está prevista en 
ellas ninguna excepción y de acuerdo con ello los médicos 
en general condenan el aborto y rehúsan practicarlo. 
También en Méjico, lo mismo que en Argentina están pro- 
hibidos, pero, en cambio, en el Japón está regulado por 
la Ley de Protección Eugenésica de 1948, que lo per- 
mite en determinados casos; en cambio, en Alemania, 
el artículo 218 del Código Penal establece que la mujer 
que mata a su fruto o permite que otro lo mate será 
condenada a pena menor, y en casos especialmente 
graves se podrá condenar a pena mayor. En Francia, 
donde las estadísticas hablan de unos 300.000 abortos 
anuales clandestinos y que, según otras estadísticas ofi- 
ciales, dan un número que oscila entre 800.000 y un mi- 
llón de abortos, la legislación de 1939 y modificada por 
Decreto de 1955, prevé penas de uno a cinco años de 
prisión para cualquier persona que haya colaborado con 
cualquier medio en la interrupción del embarazo pudien- 
do llegar a diez años si el culpable es reincidente, penas 
acompañadas con multas que pueden llegar a 72.000 
francos, pero el Decreto de 1955, antes mencionado, es- 
tablece las siguientes excepciones "cuando la salvaguar- 
da de la vida de la madre, gravemente amenazada, exija 
bien el empleo de una terapéutica o intervención quirúr- 
gica que pueda suponer la interrupción del embarazo, 
el médico o cirujano que trate a la madre deberá obli- 



gatoriarnente consultar con dos médicos consejeros, uno 
de ellos que figure en la lista de expertos ante los Tri- 
bunales territoriales, los cuales, después del examen, 
atestiguarán que la vida de la madre sólo puede conser- 
varse mediante tal intervención terapéutica". Sin em- 
bargo, la amplia mayoría de médicos de Francia, en son- 
deos recientes desearían que la ley autorizara la inte- 
rrupción del embarazo en determinados casos concretos. 
En Bélgica también la legislación es opuesta al abor- 
to, sin embargo, en una encuesta realizada por la Uni- 
versidad Católica de Mons, el número de contestaciones 
favorables al aborto llegó a un 44,2 por 100 de los en- 
cuestados. 

Pero lo cierto es que el número de nacidos disminuye 
notablemente en todas las naciones, las estadísticas ú1- 
timas que tenemos de los años 1963 hasta 1970 dan los 
siguientes nacidos vivos: 

es decir, que de estos datos procedentes del Instituto 
Nacional de Estadística el número de nacimientos va 
reduciéndose notablemente de año en año y esto da como 
resultado que el número de mayores de edad vaya au- 
mentando debido a la mejoría de las condiciones sanita- 
rias, pero, en cambio, el número de jóvenes no aumenta 
en la debida proporción y en relación a esto tenemos 
que tener en cuenta el uso de las píldoras anovulatorias 
usadas indiscriminadamente y que pueden adquirirse 
por las personas interesadas a módicos precios de modo 
que las personas que lo deseen pueden evitar con este 



procedimiento el embarazo, y en esto los progresos tam- 
bién aumentan y como quiera que con el uso de estos 
anovulatorios a los tres meses de su uso aumenta la fe- 
cundidad de las mujeres, entonces han encontrado un 
nuevo producto ladepo-progevera, cuyo efecto dura tres 
meses, pero todavía hay nuevos métodos que son la uti- 
lización de las progesteronas por los hombres. 

De todo esto sacamos la consecuencia de una nota- 
ble disminución también en esta provincia del número 
de nacimentos, es más, hemos visitado la Institución 
don Juan de Austria, antigua inclusa, y allí el director 
nos ha informado que también ha disminuido extraordi- 
nariamente el número de hijos nacidos fuera del matri- 
monio y es que en el caso de que los medios anticon- 
ceptivos no produzcan resultado se acude a los abortos 
técnicamente realizados y que no dejan huellas para po- 
der perseguir estos hechos. Hemos cambiado impresiones 
con distintos médicos y nos dicen que efectivamente tie- 
nen conocimento de numerosos abortos que podían ser 
intencionados, pero que no existe el más leve indicio téc- 
nico de que puedan ser realizados en esta forma sin que 
por tanto puedan ser perseguidos legalmente." 

Otro tema que incide en esta materia de la inmora- 
lidad, de manera directa, es el de la prostitución. 

Los Fiscales de San Sebastián y Baleares dan cuen- 
ta del aumento registrado en sus respectivas provincias. 
En primero de ellos incluye en su Memoria los párrafos - 
que siguen: 

"Los delitos relativos a la prostitución experimenta- 
ron el año pasado un aumento sensible y, lo que es 
más importante, los hechos fueron de mayor gravedad y 
trascendencia. La Policía realizó una labor muy eficaz, 
descubriendo varios clubs nocturnos que en realidad eran 
verdaderas casas de prostitución, porque incluso en al- 
guno de eilos había reservados donde se realizaba toda 
clase de actos sexuales. En uno que funcionaba -por 
supuesto, con clientes de toda la provincia  las cama- 



reras eran muchachas de dieciséis a veinte años, a las 
que se dedicaba abiertamente a la prostitución. La 
explotación de estas desgraciadas llegaba al extremo de 
que percibían únicamente el 25 por 100 de las cantida- 
des que entregaban los clientes, mientras el otros 75 por 
ciento quedaba en poder del propietario del local. 

También se siguió otro sumario importante como 
consecuencia de la denuncia de varias súbditas portu- 
guesas, contra los propietarios de cuatro clubs noctur- 
nos, manifestando aquéllas que tenían contrato escrito, 
por mediación de una agencia de Lisboa, para trabajar 
como camareras con un sueldo mensual de 6.00 escu- 
dos, pero los denunciados únicamente les abonaban 
6.000 pesetas. De las diligencias practicadas resultan 
indicios para suponer que estamos ante un caso de 
trata de blancas, que se dedican abiertamente a la pros- 
titución, aunque de forma encubierta porque su tra- 
bajo es el de camareras que alternan con los clientes. 
A San Sebastián llegaron unas quince muchachas que 
se alojaron en un piso propiedad de los denunciados; 
incluso a algunas se les provocó el aborto, delitos que 
son perseguidos en el mismo procedimiento." 

Y el de Baleares, refiriéndose a los expedientes de 
Peligrosidad Social, dice en su informe: 

"Ha habido un aumento muy grande de expedientes 
en esta materia y pretendemos estudiar muy esquemá- 
ticamente los factores de este aumento. 

El fundamental es que la Ley nueva de Peligrosidad y 
Rehabilitación Social ha incluido como conductas sus- 
ceptibles de ser declaradas en estado peligroso el ejer- 
cicio habitual de la prostitución, pero con una redac- 
ción nueva: "Los que habitualmente ejerzan la pros- 
titución" que permite abrir expediente de peligrosidad 
no solamente a las mujeres que ejerzan la prostitución 
habitualmente, sino a los hombres que comercian con su 
cuerpo a cambio de dinero, siempre que la relación sea 
heterosexual. Eh sentencia de la Sala Especial de 15 de 



enero de 1973, y estimando el recurso interpuesto por la 
Fiscalía, ha revocado una sentencia en la que no decla- 
raba peligrosa a una prostituta por haber mantenido la 
sentencia del Juzgado que el ejercicio de la prostitución 
en sí era un acto aislado. 

La Sala dice que si la persona se dedica al ejercicio 
de la prostitución como único medio de vida, es evidente 
la peligrosidad social, en cuanto se da el elemento de la 
habitualidad que es exigido para su ejercicio por la nor- 
mativa y además que todo ello es de una evidente pe- 
ligrosidad social en primer lugar en cuanto significa un 
riesgo permanente de carácter colectivo, por la tendencia 
inexorable al delito en este tipo de personas y la "des- 
moralización" que significa para la persona a la que se 
debe de rescatar de su mal vivir. 

Cosideramos, sin embargo, que existe una uniformi- 
dad en la clase de prostitutas que llegan al Juzgado de 
Peligrosidad, casi todas del llamado "Barrio Chino", que 
no es el Único sitio en donde se ejerce la prostitución. En 
la última semana de guardia ha sido descubierto en un 
Instituto de Belleza un verdadero prostíbulo, lo que hace 
pensar en un aumento todavía mayor en el año que co- 
mienza de esta conducta de peligrosidad." 

En efecto, este nuevo aspecto de los "prostíbulos tec- 
nificados" ha hecho ya aparación en nuestro país - e n  
Barcelona se han practicado no pocos servicios en rela- 
ción con supuestos "Institutos de Belleza'' y "Salas de 
Masajes" -y también fuera de él. Noticias recientemen- 
te publicadas dan cuenta de la iniciación de una "cade- 
na comercial" de prostíbulos en Alemania, Austria y el 
Benelux, para cubrir lo que sus promotores llaman "una 
necesidad social". 

El Fiscal de Baleares señala que las conductas relati- 
vas a la homosexualidad han experimentado un incre- 
mento muy notable en aquella provincia y que, en los 
últimos años se ha detectado un aumento alarmante de 
la homosexualidad de hombres casados, por cuya razón 



analiza los efectos y profundos problemas de la bisexua- 
lidad y sus repercusiones familiares y sociales. Señala 
también la homosexualidad lucrativa masculina, o pros- 
titución masculina, informando de que va tomando cuer- 
po la práctica de estas conductas por gentes que dedi- 
can a ella las etapas veraniegas, ante la afluencia masiva 
del turismo, volviendo en los restantes meses a sus loca- 
lidades de origen. Menciona el Fiscal de Baleares algunos 
párrafos de la Sentencia de la Sala de Apelaciones de 
Peligrosidad, de 21 de diciembre de 1972, en la que se 
mantiene que "si bien por su generalidad a través de 
los tiempos se ha estimado por lo común que el nom- 
bre de prostitución recoge la entrega sexual de la mu- 
jer a cambio de retribución, es decir, a la prostitución 
femenina, no por su escasez deja también de compren- 
derse dentro de este fenómeno patológico y lacra social 
la prostitución masculina, máxime cuando actualmente 
se manifiesta incipientemente en E-paña". 

El Fiscal de Málaga advierte también sobre el incre- 
mento de la homosexualidad, especiaimente entre la ju- 
ventud y sigue diciendo: 

"Pero tenemos que reconocer que todos los esfuerzos, 
que en este orden de problemas, se hagan por parte de 
las autoridades, gubernativa, religiosa y judicial, para 
prevenir esta clase de delitos no surtirán mayores y me- 
jores efectos si la sociedad no es consciente de sus pro- 
pias obligaciones y colabora con la Justicia. Todos sa- 
bemos que la delincuencia sexual cometida por los jó- 
venes, particularmente, se incrementa de dfa en día y 
sería de desear que los propios padres de estos menores 
comprendieran que la mejor arma para combatir este 
tipo de delitos, está en sus manos dando una auténtica 
y sólida formación moral a sus propios hijos." 

La pornografía es el tema que podemos agregar a 
estas notas para terminar el capítulo. Aumenta conside- 
rablemente el tráfico de material pornográfico produ- 
cido fuera de España e introducido clandestinamente 



en nuestro país. Pero también aumentan los repetidos 
intentos de incluir en publicaciones españolas fotogra- 
fías y temas pornográficos o, al menos, muy próximos 
a merecer esta calificación. Precisamente la imprecisión 
de los límites entre lo pornográfico y lo que no pueda 
considerase como tal es lo que se está usando para in- 
sistir, una y otra vez, en publicaciones cada vez más 
"atrevidas", posiblemente en busca de una "normaliza- 
ción" o "aceptación" más o menos tolerada de estas 
publicaciones. 

Ante estas dificultades, no pequeñas desde el punto 
de vista jurídico-penal, sería necesario revisar la legis- 
lación tanto administrativa como punitiva hoy vigente. 
A ello se dedicó también uno de los temas de la reunión 
anual de Fiscales, de que damos cuenta en otro lugar. 

Sobre el tema de la pornografía es curioso señalar 
lo que está sucediendo con algunas películas producidas 
en España, con versión especial y distinta para la ex- 
portación. La inclusión en éstas de escenas pornográ- 
ficas no toleradas por la legislación española, ha hecho 
que se señale el fenómeno en algunas publicaciones y 
hasta dio lugar a la proyección, seguramente por error 
en el manejo de las copias, una de estas cintas "expor- 
tables" en un cine de una ciudad española, por cuyo 
hecho se instruye el correspondiente sumario. 

Todo eilo, indudablemente, es lo que lleva a la opi- 
nión pública española a creer s e g ú n  encuesta realiza- 
da por el Instituto de la Opinión Pública en 1972- que 
ha disminuido sensiblemente la moral sexual en Espa- 
ña, al tiempo que en la misma encuesta se refleja tam- 
bién la creencia de que la religiosidad en el pueblo espa- 
ñol ha disminuido también de forma muy importante. 



EL F'UNCIONAMIENTO DE LOS TRIBUNALES DE 
JUSTICIA 

Es ésta una parte fundamental de este informe, aun- 
que haya de concretarse en análisis necesariamente 
poco profundos, basados en las cifras que arrojan las 
actuaciones judiciales de cada orden jurisdiccional. 

Analizada en el capítulo anterior la evolución de la 
delincuencia y de la criminalidad en general, hay que 
completar ahora ese análisis con un estudio de la forma 
como desarrollaron su función los tribunales de lo penal, 
encargados de resolver la conculcación del orden jurí- 
dico perturbado que el delito supone siempre. Pero no 
se agota con ello, ni mucho menos, la labor de la Ad- 
ministración de Justicia, que funciona dividida en cua- 
tro principales órdenes jurisdiccionales. Cumple ahora 
también examinar la actuación de los tribunales en ma- 
teria civil, para poder sacar de ella conclusiones sobre 
ciertas características del proceso civil y la aceptación 
general que tenga el servicio público que la administm- 
ción de justicia tenga en el campo del derecho privado, 
al dirimir las discordias entre partes, declarar el derecho 
y mantener así el orden jurídico. 

Y hay también que reflejar cuál fuese la actuación 
de la jurisdicción laboral o social, más ampliamente con- 
cebida, en línea de crecimiento acelerado y a la que hay 
que añadir el nuevo recurso contencioso-sindical, del 
que conoce la Sala 6.a del Tribunal Supremo. 

Por Último, la jurisdicción contencioso-administrati- 



va, constituye un índice muy indicativo del funciona- 
miento del sistema de Estado de Derecho, al tratarse 
precisamente de una jurisdicción revisora de los actos 
de la Administración publica. El análisis de las cifras 
que reflejan su actuación nos ha de dar, por ello, idea 
clara del grado de funcionamiento y perfección que al- 
canza. , ,  

Sobre esta pauta, como hemos hecho en anteriores 
ocasiones, expondremos ahora el funcionamiento de los 
distintos órganos de la Administración de Justicia en 
cada uno de los órdenes mencionados. 

1. Tribunales de lo civil. 

Parece lógico que el desarrollo económico del país, 
la movilidad social que ha de producir un aumento del 
tráfico mercantil y comercial, el constante crecimiento 
de relaciones humanas y de transacciones e intercambio 
de bienes, todo ello había de producir necesariamente 
un aumento constante de asuntos civiles, generalmente 
contenciosos. Pero no es así, como podemos comprobar 
en seguida, seguramente porque la justicia civil resulta 
quizás lenta y costosa. No es el momento de analizar a 
fondo el tema, pero sí de dejar constancia de lo arcaico 
que resulta ya el proceso civil, al menos en algunos de 
sus aspectos y las facilidades que dan sus trámites para 
que las partes puedan retrasar, ralentiiar y, por consi- 
guiente, hacer en gran parte ineficaz la acción de la jus- 
ticia. A ello hay que unir su costo, no precisamente por 
razón de las tasas o al menos no sólo por ellas de ma- 
nera principal. A nadie extraña, por tanto, que los li- 
tigantes rehuyan el sometimiento al proceso e intenten 
con mayor frecuencia cada vez, acudir al arbitraje o, 
cuando ello es posible, aunque sea a costa de grandes 
sacrificios, a la transacción con el fin de evitar el pleito. 

Las cifras nos indican una estabilidad, de año en 
a?o, que no se compagina, como decimos, con el desarro- 



110 económico del país y mucho menos con el aumento 
constante del tráfico mercantil y comercial. En la que 
hace referencia a los asuntos tramitados por los Juz- 
gados de 1." Instancia, podemos comprobarlo en el si- 
guiente cuadro: 

Cuesiiones de competen& ...... 
Mayores cuantía ............... 
Menores ougnitia ............... 
Ejem%ivos ..................... 
A , n - e n d a ~ ~  ............... 
Qui@bras y suspensiones ......... 
Otros crmtenciosos ............ 
Jurisdicción valiin6a~a ......... 

Los ejecutivos supusieron, por consiguiente, un 
38 por 100 del total con ligera baja sobre el año anterior, 
que en números abolutos fue de 7.131 procedimientos 
menos y en proporción bajó del 42,3 por 100 al 38 por 100. 

La baja de un año a otro fue de un 3,3 -por 100, que 
indica, como antes decíamos, una estabilidad marcada, 
especiaimente si hacemos la comparación con años an- 
riores. 

También se aprecia el fenómeno de ligera baja de 
los asuntos contenciosos en la comparación porcentual 
que venimos haciendo en Memorias anteriores: 

Examinando ahora los datos de asuntos civiles, cla- 
sificados por territorios jiirisdiccionales, sin salir todavía 



del ámbito de la competenda de los Juzgados de 1.a Ins- 
tancia, resultan las cifras siguentes: 

Juzgados d d  temito- 
rio de Madrid ... 

Juzgadas del bemito- 
NO de Barcelona. 

Juzgados del temiato- 
rio de Vaiencia ... 

J,uzgados del territo- 
no de sevilla. ... 

Juzgados del t e r r ib  
nio de Bwgm ... 

Juzgados del tarcCiito- 
,o de Grancada ... 

Juzgados del temito- 
rio de Albacele ... 

Juzgados del remito- 
rio de La Cmñ,a'. 

Juzgados del ten%+ 
no  de Vdadol'id. 

Juzgados del temito- 
no de Zamgoza. 

Juzgados d d  temito- 
ni0 de Las Pdms. 

1.uzgados del temito- 
n o  de Navatrra ... 

J,uzgadas del bemi* 
rio de ~~ ... 

Jwgadas del temito- 
de Oviedo .. . 

Juzgados del t e m i b  
rn'o de Cácem ... 

Descensos, como puede apreciarse, muy acusados en 
el territorio de Granada, menos en el de Zaragoza y li- 
geros en Albacete, Navarra y Baleares. Por el contrario, 
ningún aumento de consideración. 



Pasando ahora a las Audiencias Territoriales. el cua- 
dro comparativo es el siguiente: 

La línea de descenso que comenzó a romperse en 1971 
ha desaparecido también en éste. con un aumento de 
algo más de seiscientos asuntos. aunque el total no al- 
canza todavía la cota de 1968 . La clasificación por Au- 
diencias fue en este caso la siguiente: 

Mtadri'd .................. 1.1 19 
B.aoelon.a .................. 979 
Sevillra ..................... 463 
LrrCxmk ............... 490 
Bu~gos ..................... 5 13 
Vden6.a .................. 576 
vdladwlid ............... 376 
Granada .................. 3 3 0  
Albai~te .................. 269 
Zamaigm .................. 252 
PalmpI~ona .................. 98 
OvUedo .................. 200 
Baleanm .................. 164 
Las P;Ut;utmmas ............... 82 
Cáoares .................. 92 

Como puede apreciarse. de año en año se produce 
un aumento que fue de 303 asuntos entre 1969 y 1970. 
pasó a ser de 619 entre 1970 y el año siguiente y ha sido 
idéntico -620- en 1972 en relación con su inmediato 
antecedente . 



En lo que respecta a las Audiencias Provinciales, en 
materia civil, la línea sigue muy parecida a las de los 
tres primeros años de vigencia de las normas que les atri- 
buyeran tal competencia. Un ligero aumento apreciado 
en el último año no tiene todavía entidad suficiente 
para extraer de él consecuencias de cierto valor. El cua- 
dro de asuntos tramitados es el siguiente: 

1969 

... Cuestiones de c o r n ~ t m o i @  54 
Ayeldones de osmt~s pro- 
cedentes de Juzgados de 

............ 1." btaaciai 1.089 
Apelaciones procedemtes de la 

......... Jmticia Municipal1 4.490 
Actos jwidicción voluntaria. 163 

Tampoco hubo variación en la distribución geográ- 
fica de los asuntos: Madrid sigue en cabeza, con 1.080 
-que  suponen 125 más que el año anterior- y le sigue 
Barcelona, con 640. La Coruña, Sevilla, Valencia, Bilbao 
y Zaragoza pasaron de 200, y en treinta y tres Audien- 
cias, el número de asuntos no llegó al centenar. 

En el ámbito de la Justicia Municipal, los Juzgados 
Municipales y Comarcales resolvieron un total de 
152.704 asuntos. 

El Ministerio Fiscal, para terminar con este dato la 
parte relativa a cifras, intervino en los siguientes casos: 

......... Audiencias Temitoricales 208 

......... Audsenioiias Provinciales 175 
......... Juzgados de 1." Instancia 39.545 

............... Justicia MuniGpai 2.590 

Los Fiscales se hacen eco de esta situación que pre- 
senta la jurisdicción civil, analizando algunos puntos des- 



de distintas orientaciones críticas. Desde un punto de 
vista general, el de Ponkvedra afronta el problema di- 
ciendo: 

"La atonía de la jurisdicción civil es acusada. Mien- 
tras todas las otras jurisdicciones ven incrementadas 
su labor, con el crecimiento demográfico y el desarrollo 
económico-social, la civil, la antigua reina de las juris- 
dicciones, encuéntrase esclerosada y muestra su incapa- 
cidad para asumir la resolución de los conflictos jurídi- 
cos jus-privatistas de la sociedad moderna. De un lado, 
los conflictos sociales son asumidos por la jurisdicción 
laboral; de otro, muchas cuestiones de orden económico 
(contratas, adjudicaciones, cupos, permisos de "import- 
export", etc.) resuélvense en el terreno del derecho ad- 
ministrativo. Pero sobre todo es el procedimiento y el 
rígido sistema de un derecho civil, anclado aún en con- 
cepciones romanistas y medievales, lo que hace inapta 
a esa jurisdicción para resolver con fluidez, precisión y 
eficacia los conflictos del mundo moderno en los que la 
rapidez es nota esencial. Con frecuencia se renuncia a 
un pleito teóricamente fácil y ganado, sacrificándolo a 
un mal arreglo, porque la necesidad de una pronta so- 
lución del problema, veda el acceder a un retardatario 
mayor cuantía. Otras, se prefiere acceder a un arbitraje 
y hasta renunciar a un derecho cuya defensa va a ser 
cara y tardía. La andadura de la jurisdicción civil es 
de carreta de bueyes, óptima cuando lo que se buscaba 
era la mesura y las garantías procesales máximas, pero 
poco acomodada a este mundo del automóvil y los vuelos 
"jet". Cuando en unos meses puede cambiar todo el pa- 
norama económico y las oportunidades, no es concebi- 
ble un pleito de años, y así se ven reducidos los procesos 
civiles a un mínimo vegetativo." 

En idéntica línea de señalar los defectos estructura- 
les del proceso civil, aunque con aplicación a otro tipo 
más concreto de problemas, el Fiscal de Bilbao incluye 
en su Memoria el siguiente comentario: 



"Creo que en la mente de todos está, y, por supues- 
to, en la de los redactores de los proyectos actuales de 
reforma de las leyes procesales, porque así lo procla- 
man en éstos sin recato alguno, que la Ley de Enjuicia- 
miento Civil es hoy totalmente inidónea para gobernar 
el curso procesal de las pretensiones de este orden, lo 
que hace que en toda esa gran zona confusa de diferen- 
ciación con el penal, se produzca por ósmosis una inva- 
siA7 en esta rama de gran parte de acciones que se vie- 
nen al derecho público en huida de las trabas y difi- 
cultades que habían de encontrar para hacerse valer 
de ser promovidas como derivadas de meras relaciones 
jurídico-privadas, lo que es imposible de evitar si se 
tiene en cuenta el estado de imprecisión que la doctrina 
y la jurisprudencia mantienen en el momento actual, 
y del que no se ve fácil salida entre el ilícito civil y 
penal. 

La diferenciación clara que permita rechazar una 
querella, e incluso una mera denunda, por estimar que 
ya en principio no se da un supuesto de fraude genérico 
tipificable al amparo del artículo 533 del Código Penal, 
sino un supuesto de dolo contractual civil, está todavia 
por encontrarse; de ahí, que ante esa falta de dogmati- 
zación positiva, entre un procedimiento ágil y eficaz, 
como es el penal y otro anquilosado y torpe como lo es 
el civil, no sea difícil la elección y se cargue la actividad 
de los tribunales penales, yo diría que todavía más la 
del Ministerio Fiscal en concreto, con una difícil labor 
de depuración técnica del orden jurídico atribuible a 
aquella serie de reclamaciones de contenido económico 
que han intentado prosperar por el camino penal, inclu- 
so contra la preferencia íntima del resultado apetecido 
por el reclamante, que no desea una pena para su deu- 
dor, sino que éste le pague, pero que pecha con el ries- 
go de gravar su conciencia, incluso forzando la litis, para 
conseguir este fin último y único realmente querido del 
restablecimiento económico de su patrimonio. 



Nuestro Ministerio tiene que establecer una guardia 
muy celosa en esta frontera, de hecho la tiene estable- 
cida, para impedir que llegue a juicio con ocupación de 
la atención del Tribunal penal toda esa serie de asun- 
tos disfrazados o polizones civiles, pero lo que no se 
puede impedir en la mayoría de los casos es el inútil es- 
fuerzo y gasto procesal que supone el período de ins- 
trucción de unas actuaciones dirigidas fatalmente al 
sobreseirniento, al archivo, o a la redacción de unas 
conclusiones absolutorias, e incluso a su mantenimiento 
en el juicio oral, si la insistencia de la acusación par- 
ticular consiguió su apertura. 

Si esta materia, tal como está regulada legalmente, 
siempre es difícil. de ser tratada, no digamos en qué 
medida lo será en una provincia como la de Vizcaya, que 
se caracteriza por su industrialización y en la que por 
poseer sus habitantes tan alto espíritu asociativo, es 
raro el que no está vinculado a otro por complejas re- 
laciones industriales o comerciales. E7i curso imprevisto 
impuesto a éstas por una de tantas causas como pueden 
influir en los designios económicos, hace pensar en irna- 
ginarios engaños y a elevar subjetivamente al rango de 
delictiva cualquier conducta o actuación contra la que 
se estime puede actuarse judicialmente. 

Me he referido exclusivamente al artículo 533 del 
Código Penal y no al 529 número porque en estas 
tipificaciones concretas del fraude, el orden penal se 
ve más defendido de la invasión por la gravedad de su 
punición. Efectivamente, aunque técnicamente la orde 
nación de toda esta materia no se caracterice por su 
acierto, porque distinguir entre "negociaciones imagi- 
narias" o "cualquier otro engaño" (aunque se requiera 
ser "semejante" a otros muy poco menos genéricos), 
que dice al 529, de "cualquier engaño" (aunque se re- 
quiera no estar expresado en las artículos anteriores) 
que dice el 533, es casi materialmente imposible, lo cier- 
to es que las zonas fronterizas no pueden darse entre 



nada y seis años y un día, que es la pena a imponer en 
los tipos del 529 para un perjuicio en cuantía de 100.0,00 
pesetas en adelante; esta penalidad impide, casi siem- 
pre, la osadía de un cambio deliberado de vía jurídica. 

En el campo culposo puede verse algo análogo ante 
la afluencia de toda reclamación procedente de acci- 
dente de circulación por la vía criminal. Ya no se em- 
plea el artículo 1.902 del Código Civil, lo que ocurre es 
que en esta materia el penal ha encontrado en cierto 
modo una defensa con ese orden menor de la falta que 
permiten los artículos 586 y 600. La invasión, así, en 
materia de imprudencia, es menos perturbadora porque 
o se queda en los umbrales del derecho penal o penetra 
tímidamente: en faltas o en preparatorias. En sumario 
es más raro, por la concurrencia que requiere: resulta- 
do (muerte) y culpa (temeraria). 

De todas formas es preciso descongestionar el dere- 
cho penal de todo lo que no es realmente suyo, y esto 
sólo puede lograrse mediante unos cómodos y fáciles 
procesos civiles de los que debe dotar a nuestro ordena- 
miento la Ley de Enjuiciamiento Civil que se prepara." 

El Fiscal de Burgos, por su parte, indica medidas 
prácticas ante la patente crisis del proceso civil: la con- 
veniencia de reducir a tres el número de magistrados 
que formen la Sala, a fin de agilizar las decisiones y sim- 
plificar en la posible el trámite interno, y la de separar 
los Juzgados penales y civiles para dar ocasión a una 
mayor dedicación de los Jueces a la función especifica 
de cada orden y a sus peculiares problemas. 

En cierta parecida línea el Fiscal de La Coruña sugie- 
re revisar las cuantías de los procesos de cognición y 
menor cuantía, dando más competencia a la justicia 
municipal y facilitando la canalización de asuntos hacia 
el tipo de proceso más sencillo. 

En materia civil hay que señalar el aumento, detec- 
tado por no pocos Fiscales, de los expedientes de adop- 
ción como consecuencia de la Última reforma del Código 



civil en esta materia. Sevilla, especialmente, señala este 
fenómeno. Y en el mismo orden el %cal de Toledo plan- 
tea alguna dificultad habida con los expedientes de adop- 
ción. 

Por Último, el Fiscal de Bilbao se refiere también a 
la intervención del Ministerio Fiscal en materia civil, 
apuntando su insuficiencia, con los siguientes párrafos: 

"En realidad, nuestro Ministerio sólo tiene conoci- 
miento suficiente e intervención eficaz en la jurisdic- 
ción voluntaria; cada vez me parece más difícil la inter- 
vención contenciosa en representación y defensa de 
ausentes, etc., si el pleito desaparece por las razones tan- 
tas veces repetidas entre quienes son perfectos conoce- 
dores de la lesión jurídico-privada producida, es dedu- 
cible las dificultades que encontrará nuestro Ministerio 
para litigar sobre hechos prácticamente desconocidos en 
cuanto a su valoración jurídica. Se diga lo que se quiera, 
cada vez va cobrando más importancia el hecho y mayor 
simplicidad o, al menos, mayor remisión al juez, el Dere 
cho. Lo que cuenta para litigar es saber lo que ha pasado 
y en qué medida no hubiera querido el afectado que 
hubiese ocurrido así, por lo que, al no disponer de la 
presencia de quién pueda referirnos la medida de esa 
afectación, se opera en virtud de unas presunciones y 
dificultades probatorias que hacen prácticamente impo- 
sible el éxito. El papel del Fiscal en expropiaciones for- 
zosas, concentraciones parcelarias y otras tantas, a las 
que me he referido en Memorias anteriores, ha de ser 
por fuerza muy gris." 

2. Tribunccles de lo penal. 

A )  Datos sobre la actuación de la jurisdicción penal. 

El constante aumento que experimentan los asuntos 
sometidos a la jurisdicción penal, a diferencia de la civil, 
como acabamos de observar, exige, sin embargo, un aná- 



lisis más detenido de cada tipo de proceso a fin de com- 
probar en qué línea incide en mayor medida dicho 
aumento, cuya constante es, por otra parte, una carac- 
terística muy acusada. 

Ya hemos advertido en las Memorias anteriores que 
no debemos confundir el número de asuntos que se some- 
ten a los Órganos jurisdiccionales de lo penal con la evo- 
lución de la criminalidad, de que tratamos en el Capí- 
tulo 1. Allí nos interesaba matizar los casos en que los 
asuntos sometidos a estudio tenían viso de reflejar hechos 
delictivos y aquí hemos de limitarnos a constatar el con- 
junto de asuntos que llegan a someterse a la decisión 
judicial, ya que, de manera obvia, para decidir que un 
caso no tiene entidad penal hay que estudiar el hecho 
y sus circunstancias, lo que da lugar a una actividad 
judicial a veces tan intensa como si se tratara de un 
verdadero delito. 

Por ello, siguiendo la pauta de los informes anterio- 
res, analizaremos cada uno de los cuatro principales tipos 
de proceso en nuestra ley de enjuiciamiento. 

a) Diligencias previas : 

Aunque en el capítulo anterior analizamos el posible 
contenido delictivo de las 150.409 diligencias previas 
incoadas en 1972, ya advertimos que las verdaderamente 
iniciadas habían sido 320.437, con un aumento ligera- 
mente superior a las 25.000 sobre el año anterior, en que 
se iniciaron 295.274. Advertimos también entonces que 
la reducción a menos de la mitad que teníamos que hacer 
se debía a que en 170.028 casos no debíamos hacer juicio 
sobre el posible contenido delictivo de las diligencias 
iniciadas porque 62.923 se archivaron inicialmente por 
no considerarse delictivos los hechos a que se referían; 
45.700 fueron declaradas falta y, por consiguiente, no 
podían computarse sus hechos como posibles delitos; 
14.008 se convirtieron en sumario y habrían de ser ana- 



lizadas al tratar de este tipo de proceso y 47.397 pasaron 
a diligencias preparatorias y, por consiguiente, también 
había que realizar su análisis a l  tratar de esta específica 
forma de proceso penal. 

Pero ahora tenemos que hacer la comparación con 
años anteriores partiendo de las 320~437 diligencias incoa- 
das y como ya resulta difícil, por la complicación del 
cuadro estadístico resultante, realizar la comparación 
desde 1968 en adelante, por ser éste el año en que 
comenzó a aplicarse la reforma procesal de 8 de abril 
de 1967, consignaremos nada más las cifras comparati- 
vas con los dos Últimos años, 1970 y 1971, advirtiendo a 
quien desee examinar la totalidad de las cifras que en 
la página 66 de la Memoria anterior figura el cuadro 
completo. 

Con esta advertencia, el cuadro comparativo que con- 
signamos en esta ocasión es el siguiente: 

1 9 7 0  1 9 7 1  1 9 7 2  

Número de Por- Número de Por- Número de Por- 
ddigenoia &aje diligencia cenibaje diligenoiw censaje 

Pendientes del &o an- 
terior ............... 38.283 37.357 42.209 

iniciadas m eil ajio ... 274.121 295.274 320.437 

SUMA TOTAL ...... 312.404 100 332.631 100 362.646 100 

Terminadas: 
Archivo por no ser 

delito ............ &O 871 19.5 61.299 18,4 62.923 17,3 
... Aum no O~bido 107.277 344 120.164 36,2 130.065 35,8 
... Deolmmióm falta, 38.896 12.4 40.852 12.3 45.700 12.6 

Convertidas en su- 
mario ............ 14.887 4,8 15.191 4,6 14.008 3 3  

Convmtidm en p- 
......... watorias 43.022 13,8 42.784 12,8 47.397 13,5 

InhiMdaa ......... 8.859 2,8 10.148 3.1 11.297 3 ,O 
Entrámite ......... 38.582 153 42.193 12.6 51.256 14.0 



. La comparación de estas cifras nos permite sacar al- 
gunas consecuencias, la primera de las cuales es la de el 
aumento constante de asuntos que dan lugar a la inicia- 
ción de diligencias previas: Un 8,5 por 100 de aumento 
en relación con el año anterior y si comparamos con el 
año 1968, primero de la aplicación de la reforma proce- 
sal, el aumento se cifra en números absolutos en 90.319, 
que supone un 39,2 por 100 más de las que se iniciaron 
en aquel año. La segunda consecuencia es la de la esta- 
bilidad de los porcentajes en que se distribuyen las for- 
mas de terminar las diligencias previas: como puede 
apreciarse en las columnas correspondientes, las diferen- 
cias porcentuales son mínimas y entre ellas cabe desta- 
car que disminuyó la proporción de archivos por no ser 
delictivos los hechos o por no ser habido su autor; dismi- 
nuyó algo, en cambio, las que se convirtieron en suma- 
rio, pero aumentó en proporción muy parecida las que 
pasaron a diligencias preparatorias; quizá haya que seña- 
lar el aumento del porcentaje de las que quedaron pen- 
dientes, lo que hace suponer que comienza a remansarse, 
por razón de los aumentos que se experimentan las dili- 
gencias previas en los Juzgados de Instrucción. 

Como es patente, es este tipo de proceso -"pre p r e  
ceso" le hemos llamado en alguna ocasión y ésta es su 
naturaleza auténtica, aunque la práctica lo esté convir- 
tiendo en un verdadero proceso, por la facilidad que 
ofrece- el que supone mayor volumen numérico de 
asuntos, pero no debe dejarse de lado la circunstancia de 
que la tramitación de las diligencias previas hasta su 
archivo o su conversión en preparatorias o en sumario, 
es generalmente muy sencilla, sobre todo si se cumple 
el espíritu de la reforma procesal de 8 de abril de 1967. 

b) Diligencias preparatorias: 

También el número de diligencias preparatorias si- 
gue aumentando, cifrándose en 4.692 las que se inicia- 
ron de más en relación con el año anterior, lo que su- 



pone un 10;2 por 100 de aumento. Como 2.389 fueron 
convertidas en sumario, a los efectos del cómputo de h+ 
chos delictivos, en el capitulo anterior, sólo señalamos 
48.002, pero en este lugar tenemos que dar cuenta de 
todas las que se iniciaron, estableciendo la compara- 
ción con los años anteriores por el mismo sistema que 
hemos señalado anteriormente para las diligencias pre  
vias. En la página 68 de la Memoria anterior figura el 
cuadro completo que puede consultar quien desee c e  
nocer la evolución de este tipo de proceso desde que c& 
menzó a aplicarse. 

Tomando como base los dos años anteriores a 1972, 
como hemos hecho con las previas, las cifras resultan- 
tes son las que siguen: 

Númerode Por- Niimerode Por- Númerode Por- 
d8i'ii&a6 me dSigenda6 cmWje d i l i b a s  d j e  

F'encLimki del año an- 
terior ............... 10.832 11.154 10.335 

&n&e en d mío. .. 44.914 45.598 50.290 

S o b í í d a s  por no ser 
W d v o  d heoho o 
m pmbam su rea- 
Emcih~ ............ 6.982 12,6 7.737 13,7 6.689 11,O 

Sobreseídas ipar no co- 
noL%w el m* o 
wtar exem de  ,m- 
poiusabi~lidadi ......... 3.253 5.8 4.887 8.7 4.024 7,O 

Abierto d juicio d. 30.972 55,6 3 1.042 W,8 34.263 56,l 
P a s m  la mmauio ... 2.783 4.9 2.531 4.5 2.389 4,1 
En W á d i t e  ............ 11.756 21.1 10.368 18.3 13.167 21.7 
PmPzadas par xbel- 

día ............... - - - 93 o. 1 



Tres datos favorables a la marcha del proceso y uno 
desfavorable, pueden señalarse: los primeros consisten 
en la disminución de los sobreseimientos de ambos tipos 
y en el aumento de las aperturas de juicio oral; el des- 
favorable consiste en el aumento de las diligencias pre- 
paratorias que seguían en trámite en los Juzgados al 
terminar el año, aunque su número no puede tampoco 
considerarse excesivo si lo repartimos entre todos los 
Juzgados del país. 

El cuadro relacionado con el número de sentencias 
dictadas por los Juzgados en las diligencias preparato- 
rias, presenta alguna variación que parece significar una 
tendencia normalizadora en relación con el año anterior. 

Estas son las cifras: 

.- 7' 

1970 

Por- 
Númem centaje 

S e ~ t B n d ~  &atadas ... 28.506 100 
T&hm,k conformes 

con d F i d  ... ... 19.345 67.8 
R&ailmenite dar- 

mes ............... 5.076 17,7 
Diwdormres ......... 4.085 14,5 

1 9 7 1  1 9 7 2  

Por- Por- 
NUÚnero cencje N h m  m j e  

25.5'50 100 27.256 100 

Aumentó, como puede apreciarse, la proporción de 
sentencias conformes con la tesis fiscal, que sigue sien- 
do mayor, como veremos más adelante, que el porcentaje 
de conformidades de las sentencias dictadas por las 
Audiencias. Al mantenerse prácticamente igual la pro- 
porción de las sentencias parcialmente conformes, se ex- 
plica la disminución lógica de las sentencias disconfor- 
mes con la tesis acusatoria. 

Los recursos de apelación interpuestos por el Fiscal 
y por las partes disminuyeron, en mayor proporción, 
los primeros como consecuencia lógica del aumento de 



conformidades en las sentencias. También aumentó, 
como vamos a ver en seguida, la proporción de senten- 
cias confirmatorias de las de instancia dictadas por las 
Audiencias. 

El cuadro que refleja las cifras de que hablamos es el 
siguente : 

Par- 
R s c m  oenitaje 

Inl.enpuwtm por el Fis- 
4 ............... 970 

Inaerpuwhn por hs 
PaXteS ............ 2,477 

R e d l o s  por Ba Audid;ieri- 
&a: 
Confinmando ...... 2.039 67,8 2.552 58,5 2.446 60,4 
Revocando ......... 966 3 2 2  1.334 30,6 1.177 29,O 

Pendientes de resolu- 
ción ............... 8 1 1 785 903 

c) Sumarios de urgencia: 

Por el contrario de lo que sucede con las diligencias 
preparatorias, los sumarios de urgencia no señalan línea 
ascendente. Un ligero descenso sobre el año anterior no 
llega, sin embargo, a tener significación clara todavía, 
y es necesario esperar algún tiempo antes de considerar 
si supone una línea constante o no. Precisamente una 
comparación porcentual indica que el aumento de pre- 
paratorias ha sido prácticamente a costa de los suma- 
rios de urgencia, porque de un año a otro, las diferencias 
fueron : 

1971 1972 

............ Prepammrias 52,8 57,8 
... Sumarios de wgencl'a 35,4 3'0.8 

...... Sumafios ordinarios 11,8 11,4 



La comparación de los datos generales sobre tramita- 
ción de los sumarios de urgencia la consignamos a con- 
tinuación, indicando los que corresponden a los dos años 
que anteceden a 1972. En la Memoria anterior, pági- 
na 71, figuran los que venimos obteniendo desde la apli- 
cación de la reforma procesal. 

Número Por- 
de SUMOS centtuje 

Trámife de i~rrrrucción. 

Pendientes del &o 
......... an~terim 6.353 

hwady>s en eil año. 28.711 

TOTAL ............ 35.064 1100 

1 9 7 1  1 9 7 2  

Níunero Pm- Número Por- 
de sumarios mioaje de summh cen@a.je 

Sobreseimiento provi- 
i ~ n s i l l . ~  ......... 5.311 15.3 6.153 17,6 5.312 16,l 

S o M i d e n t o  provi- 
......... si& 2.' 4.681 13.4 3.868 11,O 4.242 12,9 

... Declaradw falta 366 1 .O 353 1 ,O 391 1,6 
......... Inhibidos 578 1.6 495 1.4 556 2.2 

Eleva& a h Audien- 
cia . . . . . . . . . . . .  17.852 50,9 17.921 51.3 16.758 51.0 

Fh trámite en el luz- 
gado ............ 6.274 17.8 6.152 17.6 5.332 16.2 

Trdrnife en la Audien- 
cia. 

Totd trramitados ... 22.812 100 24.144 100 22.775 100 
Sobreseimiento por 

no ser delito ...... 2.01 1 8,7 21095 8.7 1.497 6,5 
SoLmmimiento por 
no conocerse d 
autor ............ 1.206 5.2 1.628 6.7 1.642 7,1 

... Abimbpiroiod 13.614 59,6 13.472 55,8 13.897 61,O 
Extincjon de respon- 

sabitidad ......... 696 3.4 1.519 6 2  625 3,1 
......... Pendientes :.?RS 13,l 5.430 22,6 5.094 22,3 



Desaparecidas, al menos en cierto grado y paulatina- 
mente, las consecuencias de la aplicación del indulto 
de 23 de septiembre de 1971, se normalizaron las cifras 
de extinción de responsabilidad y de aperturas de juicio 
oral, que alcanzó un nivel muy aceptable. 

En cambio disminuyó en grado de cierta consideración 
el número de sentencias dictadas por las Audiencias en 
esta clase de sumarios, como comprobaremos al exami- 
nar las cifras que se consignan en el cuadro siguiente: 

197 '0  

Por- 
Número centaje 

Sentencias dictahiy ... 14.854 100 
Tom~lmmte confoinw 
con la acusacib ... 8.196 55,l 

Parcidmente confor- 
mes .. . ... . .. . . . . .. 3.506 23,6 

Disconforme5 ... .. . . . . 3.152 21.3 

Por- Por- 
Número centaje Número centaje 

La comparación indica la ya mencionada disminución 
del número de sentencias dictadas, extraña por razón 
del aumento de aperturas de juicio oral; el aumento del 
porcentaje de sentencias conformes con la acusación y 
la consiguiente disminución de las disconfomes. Por lo 
demás, las cifras, considerando su distribución por todo 
el territorio nacional, no señalan datos que presenten 
ningún significado fuera de lo normal. 

d) Sumarios ordinarios : 

EL tipo clásico del sumario de la Ley de Enjuiciamien- 
to criminal, ha ido dejando paso, a partir de la reforma 
del proceso de urgencia de 1957 y sucesivas, pero más 
acusadamente a partir de la de 1967, a los tipos más 
abreviados, en las dos modalidades que acabamos de 



examinar. Por ello, a pesar de conservar el nombre de 
"sumarios ordinarios", sólo se tramitaron en toda Espa- 
ña 9.777, esto es, el 11,4 por 100 de los procesos penales, 
sin incluir, claro está, las diligencias previas. 

La escasez de número hace que los detalles de su 
tramitación no alcancen ya la importancia que podrían 
tener hace doce años, no obstante lo cual, y para poder 
establecer comparaciones no sólo con los años preceden- 
tes, sino también con los otros tipos de proceso, consig- 
namos en el cuadro siguiente las cifras representativas 
que corresponden: 

1 9 7 0  1 9 7 1  1 9 7 2  

Número Por- Número Por- Número pw- 
de mimatios centaje de munan-kw mitaje de -as centaje 

Trámite de instrrccción. 

Pendientes del! a60 
......... anterior 2.758 2.669 2.424 

I n ~ ~ ~ a d a s  en d afio. 1,0.441 9.646 9.777 

Decl~arad~16 fdb ... 81 4 6  60 0 4  79 D. 6 
Iahibidas ......... 199 1S 21 1 1.7 145 1,1 
Elevadas 8i L Audien- 

u* ............... 10.177 77.1 9.695 78,7 9.300 76,l 
Pendieniies ......... 2.742 20.8 2.349 198 2.624 21,5 

Tránzite en la Audien- 
cia. 

Totd ,trmia&s ... 10.494 100 10.617 100 10.611 100 
Sobresimiento por 
no  se^ delito ...... 4.854 46,2 4.864 453 4.641 43.7 

Sobr~imiento par 
no con- d 
,autor ............ 1.858 17.7 1.521 14,3 1.634 15,4 

Abierto juicio mal ... 2.193 20.8 2.341 22,O 2.603 24.5 
Extincion de res pon^ 

sabilidad ......... 7 66 2.5 279 2,8 224 3,3 
Pendientes ......... 1.323 12.8 1.616 15.1 1.509 14.1 



En cuanto a las sentencias dictadas por las Audien- 
cias en las causas relativas al proceso ordinario, tam- 
poco las diferencias con los años anteriores son muy 
apreciables, como podemos comprobar: 

Por- 
Número wntta~je 

Sentencias dictadas ... 2.542 100 
Totalmento conformes 1 .O88 42,s 

con lai acusación ... 
Parcidmenite C ~ ~ O T -  962 37,8 

mes ............... 
Wsconfomes ......... 492 19,4 

Por- 
Número cenfiaje 

2.31'0 100 
1.048 45,3 

1 9 7 2  

Por- 
Número centaje 

2.191 1~00 
1.132 51,b 

El aumento del porcentaje de sentencias conformes, 
con ser importante, no llega todavía al nivel apreciado 
en las sentencias dictadas por los Juzgados de Instruc- 
ción, como vimos anteriormente. 

e) La distribución del trabajo entre Juzgados y 
Audiencias : 

Este es un punto que nos preocupa y que por tal 
razón comenzamos a estudiar, con análisis de las cifras, 
en las Memorias anteriores. Hoy queremos continuar este 
análisis para comprobar la evolución de las líneas indi- 
cativas, a fin de proporcionar datos que contribuyan a 
los necesarios reajustes en la dotación de los respectivos 
Órganos de la jurisdicción penal. 

Como ya hemos explicado en otras ocasiones anterio- 
res, consideramos como asuntos resueltos por los Juz- 
gados las diligencias preparatorias y las previas termi- 
nadas en el Juzgado, sin computar, como es natural, 
las que se convirtieron en preparatorias o en sumario. 
Y entendemos como asuntos resueltos por las Audiencias 



los sumarios de urgencia y los ordinarios, además de las 
sentencias dictadas en apelación de las de los Juzgados 
de instrucción en diligencias preparatorias. 

Sobre esta base, seguimos añadiendo a los datos de 
años anteriores los que corresponden a 1972, según el 
siguiente cuadro: 

El trabajo de los Juzgados, en 1972, se desglosa de 
la siguiente forma: De las 320.437 diligencias previas 
incoadas s e g ú n  dimos ya cuenta en su momento- 
hay que descontar las 14.008 convertidas en sumarios y 
las 47.397 que pasaron a preparatorias y, por consiguien- 
te, quedan 259.032, que, unidas a las 50.290 diligen- 
cias preparatorias tramitadas, hacen el total indicado 
de 309.322. 

Como puede observarse, la línea constante es muy 
indicativa: el trabajo de las Audiencias disminuye, in- 
cluso en números absolutos, al tiempo que aumenta el 
de los Juzgados, y por ello el porcentaje se desnivela 
cada vez más, hasta aproximarse a la diferencia de 10 
y 90 que casi expresan las cifras de 1.972. Cierto es que 
las diligencias previas, como ya advertimos en su mo- 
mento, proporcionan un trabajo muy relativo y de es- 
casa complicación por regla general, pero no lo es me- 
nos, que al trabajo del Juzgado, tal como lo hemos veni- 
do entendiendo en el cómputo que hacemos, hay que 
añadir la instrucción de los sumarios de urgencia y or- 
dinarios, más trabajosa, desde luego, que el trámite de 
estas causas en l a  Audiencia. 



Este desnivel se pone de manifiesto, como es lógico, 
en el número de sentencias dictadas, cuya evolución se 
aprecia muy claramente siguiendo el cuadro ya consig- 
nado en Memorias anteriores y que arranca desde antes 
de la reforma procesal de 1967, por lo que permite apre- 
ciar no sólo el reparto de trabajo, sino también la evo- 
lución en el número total de sentencias penales dictadas 
por todos los órganos jurisdiccionales de lo penal (ex- 
ceptuando los juicios de faltas, que se consignan más 
adelante). El cuadro resultante es el siguiente: 

La disminución constante del número de sentencias 
en las Audiencias va acompañada de un aumento, aun- 
que no en la misma proporción, de las sentencias de los 
Juzgados. Quizá esta detención en las resoluciones de 
los Juzgados es lo que cause la tendencia a la baja del 
número total de sentencias penales, que está debajo de 
las que se dictaban hace cuatro años, a pesar del cons- 
tante aumento en el número de asuntos. 

Resulta también de interés comprobar el número de 
sentencias dictadas por cada Audiencia, incluso consi- 
derando la media que corresponda por cada Sección de 
lo penal donde existan varias. Ello ha de contribuir tam- 
bién a proporcionar elementos de juicio para realizar los 



necesarios retoques en la estructura de los órganos ju- 
risdiccionales . Para obtener este número. distinguimos. 
en cada Audiencia. las sentencias dictada8 en procesos 
de urgencia. procesos ordinarios y apelaciones de las 
sentencias dictadas por los Jueces en las diligencias pre- 
paratorias . 

El cuadro que refleja estas cifras es el que sigue: 

Proc€m 
ordinario 

Aava .................. 4 
Aibawie ............... 3 1 
M.imte ............... 104 
h e r í a  ............... 14 
&muuOas ............... 274 
Av& .................. 6 
Badafa ............... 14 
Baleares ............... 90 
Bacelonai ............ 226 
Bwgos ............... 20 
Cáceres ............... 13 
Cádiz .................. 74 
Castellh~ ............... 37 
Ciudad Red ............ 23 
Cárdoba ............... 58 
Coruña (La;) ............ 40 
Cuenca: ............... 5 
Gerone ............... 22 
Gvaaada ............... 17 
Guaidalajaw ............ 4 
Gui.púzcoa ............ 26 
Huelv. a ............... 24 
Hueca ............... 39 
Jiaén .................. 29 
Las Pailmas ............ 85 
León .................. 1'0 
unda ............... 21 
Logroño ............... 9 
Lugo .................. 11 
Madrid ............... 174 
Má1a.g a. ............... 69 

Media 
'Por 

Sección 



Prcxeso 
oldinialio 

Mumiuia: ............... 32 
N,avmr~: ............... 16 
Orense ............... 7 
Patlmoia. ............... 16 
Ponkvedra ............ 35 
Sdamma ............ 18 
Smth uniz de Tenmife. 81 
Sa~taadier ............... 64 
Segoviai ............... 5 
Sevilla! ............... 92 
So& .................. 3 
Tmagonw ............ 36 
Teniel .................. 1 
Toledo ............... 17 
Va!i.encia ............... 113 
Vd1,adaid ............ 28 
Vizcaya ............... 33 
Zmma ............... 2 
Ijairagma ............... 49 
Wb. de Oidm Público. - 

Número 
do 

Secciones 

Los números son suficientemente expresivos para que 
tengamos que detenernos demasiado en el comentario. 
El hecho de que existan algunos Magistrados -afortu- 
nadamente no muchosi que tengan como todo traljajo 
poner una sentencia o dos al mes, descontando, por su- 
puesto, los dos meses de inactividad de los Tribunales 
u otros que no pasen de cuatro al mes, una por semana; 
por no decir del número ya mayor, que tiene ocho po- 
nencias mensuales, dos por semana, indica bien a las 
claras que el sistema de enjuiciamiento penal, mejor di- 
cho, la distribución de la competencia, está fallando gra- 
vemente. 

Si continuamos con nuestro análisis, corresponde 
ahora estudiar la proporción de conformidades o discon- 
formidades de las sentencias dictadas por los Juzgados 
o por las Audiencias. Ya hemos venido indicando antes 



que el porcentaje de conformidades es mayor en los Juz- 
gados, seguramente porque el Juez que ha instruido las 
diligencias conoce la prueba más directamente y puede 
enjuiciarla en su completa significación. La compara- 
ción puede verse en las cifras que siguen: 

Sm(tencia6 d,iotaQas ............ 14.672 1,OO 
TataiZmenste cmfomes con 1Iw 

y~jwaoióia .................. 8.494 57,8 
PanUidmente confmes ......... 3.835 26,l 
Ihisconformies .................. 2.343 16,l 

En el año anterior, el porcentaje de conformidades 
había sido del 54,7 en las Audiencias y del 64,8 en lm 
Juzgados y el disconformidades totales del 19,9 y el 14,9, 
respectivamente. 

En cuanto a la proporción entre el niimero de asun- 
tos y el de sentencias dictadas, ya apuntamos en la Me- 
moria última que la publicación del Decreto de indulto 
de 23 de septiembre de 1971 iba a enmascarar esta rela- 
ción, por razón del número de autos de sobreseimiento 
libre que se dictasen, lo que impedía que un cierto nú- 
mero de asuntos llegaran a sentencia. Recordando aquí 
esta circunstancia, establecemos la comparación: 

A ~ & ~ a s  Juzgados 

Urgen& Ckdhwio T d  % Tcrtail % - 
Número de amntos ... 32.780 12.201 44.981 100 60.624 100 
Número de stmtmQ~6. 12.481 2.191 14.672 32,s 27.256 449 

La interpretación de estas cifras indica que el por- 
centaje de sentencias dictadas por las Audiencias bajó 
con relación al año anterior, en que había sido del 
47,8 por 100, en tanto que el de las dictadas por las Jvz- 



gados se mantuvo idéntico, ya que en el año anterior 
había sido del 45 por 1.00. No nos sirve, para explicar 
esta diferencia, el problema de los indultos, porque es 
lógico que debieron afectar en mayor número a los Juz- 
gados, puesto que les afectaba la mayor parte de los in- 
dultos totales en que debieron dictarse autos de sobxe- 
seimiento. 

B) Problemas que surgen en la ejecución de las 
sentencias. 

EX movimiento de las ejecutorias, aunque sea en ci- 
fras muy generales, puede observarse en el cuadro si- 
guiente: 

AudBew Juzgadm 

Airc~vos d&ni&ivos ........................ 21.903 22.268 
%OS acuerdos (trámite) ..................... 52.826 37.333 
Ejecutorias a~pendientes ..................... 18.556 16.485 

La comparación con el año anterior indica que el 
número de ejecutorias pendientes bajó en las Audiencias, 
pasando de 39.948 a las 18.556 que consignamos, rnien- 
tras que subió ligeramente en los Juzgados -de 15.950 a 
las 16.485 que figuran en el cuadro-. La razón de eilo 
es clara, si recordamos el menor número de de sentencias 
que van dictando las Audiencias y d menor trabajo que 
pesa sobre ellas. 

En materia de ejecución de sentencias es necesario 
hablar de la condena condicional. Las cifras sobre apli- 
cación de la misma sufrieron un retroceso importante en 
el pasado año, seguramente porque la aplicación del in- 
dulto dejó sin efecto la posibildad de aplicarla. Con esta 
salvedad, señalamos las cifras siguientes: 

Número de pendas IU quim se 
concedió .................. 10.476 11.843 9.656 6.511 

Oasas m que se dejó sin sinit~. 553 943 1.594 885 



Resulta interesante comprobar los porcentajes en que 
dejó sin efecto el beneficio concedido: mientras en 1970 
fue sólo de un 7,9 por 1010, pasó a ser de un 16,5 por 100 
en 1971, y se mantuvo en un aceptable 13,5 por 100 en 
el año que ahora examinamos. 

La aplicación de la condena condicional siempre ha 
suscitado reservas de importancia por parte de los Fis- 
cales, no por razón de que el principio, la filosofía en 
que se basa la institución no sea buena, sino porque la 
forma como se aplica, como se vigila su eficacia y como 
se administran sus efectos deja mucho que desear. En 
esta ocasión consignamos también dos juicios que abun- 
dan en esta línea, los de los Fiscales de Bilbao y Tarra- 
gona. Más radical el primero, propone su supresión por 
dos razones, la primera técnica y la segunda de orden 
práctico. En cuanto a la primera, dice que el riguroso 
tratamiento de la reincidencia aconseja no hacer cumplir 
la primera condena si fue de pena corta de prisión. Res- 
pecto de la segunda, dice que la complicación de man- 
tener viva la ejecutoria hasta que transcurre el plazo 
de suspensión, sin vigilancia adecuada, entorpece sin 
ventaja el trabajo de los órganos judiciales. 

El de Tarragona se 'extiende en consideraciones más 
amplias que transcribimos en los párrafos siguientes: 

"Es lo cierto que, no obstante las precisas normas de 
la Ley de 17 de marzo de 1908 y del Real Decreto de 23 de 
los mismos mes y año dictado para su aplicación, apenas 
tienen realizaci6n efectiva sus previsiones, por lo menos 
en las grandes Audiencias. Por regla general, una vez 
pronunciado el auto de suspensión de la condena y 
notificado al interesado, ni se comunica la resolución 
al Registro Central de Penados para su anotación en la 
sección especial de "condena condicional", ni se lleva 
en los tribunales el libro correspondiente, ni se parti- 
cipa al Juzgado instructor la concesión del beneficio, ni 
en los Juzgados se anotan en los registros preceptivos 
las condenas condicionales y los domicilios de los reos, 



ni se fiscalizan los cambios de residencia de éstos, ni, 
sobre todo, llega a conocimiento de los tribunales sen- 
tenciadores cualquier circunstancia que implique la posi- 
bilidad de cancelar la gracia otorgada. 

Se da con mucha frecuencia el caso de reos conde- 
nados en un corto lapso de tiempo en sentencias dicta- 
das por distintos órganos judiciales, los cuales, por des- 
conocer las sanciones paralelas impuestas en las diver- 
sas causas, cuya anotación no consta todavía en el Re- 
gistro Central de Penados, aplican cada uno de ellos 
el beneficio al mismo delincuente, cual si hubiera in- 
fringido la ley penal por primera vez. 

Como, por otra parte, sobre todo en Audiencias de 
gran volumen de trabajo, la revisión de las ejecutorias 
archivadas provisionalmente por estar en suspenso la 
ejecución de la pena constituye una actividad práctica- 
mente olvidada, es lo cierto que sólo de forma muy in- 
cidental y esporádica se llega en alguna ocasión a recon- 
siderar las decisiones primitivas. Y así ocurre con alar- 
mante reiteración que aprovecha la condena condicional 
a individuos habituales del delito, cuya conducta mere- 
cedora de la revocación del beneficio no llega nunca a 
conocerse en la causa respectiva. 

De todos modos, y aunque se cumplieran estricta- 
mente las previsiones legales, existiría siempre la difi- 
cultad de encontrar un sistema de coordinación que per- 
mitiera a los Tribunales, y hoy también a los Juzgados, 
llegar a conocer los hechos que implicaran la cancela- 
ción automática del beneficio concedido, o por lo menos 
les permitiera demorar el otorgamiento de la remisión 
definitiva en los supuestos en que procediera. 

Cuatro son 10s casos en que la Ley de 1908 prevé 
la posibiiidad de dejarse sin efecto la suspensión de la 
condena: 

El primero (artículo S), cuando el sentenciado no 
compareciere al segundo llamamiento para la diligencia 
de notificación del auto de otorgamiento de la condena 



condicional, cuyo supuesto no afecta a los problemas que 
estamos estudiando. 

El segundo (artículo 1@), cuando el reo cambie de 
residencia sin ponerlo en conocimiento del Juez de b- 
trucción, o Municipal respectivo, o mudare su domicilio 
sin presentarse ante el Juez dentro de los tres días de 
su llegada al nuevo. 

El tercero (articulo 14), si antes de transcurrir el 
plazo de duración de la condena condicional el sometido 
a ella fuese de nuevo sentenciado por otro delito. 

Y el cuarto (artículo 14), si cumplido el plazo de 
suspensión sin ser condenado el reo lo fuese después 
por hecho cometido dentro de aquel plazo, salvo el caso 
de prescripción. 

Incidentalmente, no deja de causar extrañeza la cir- 
cunstancia de que en el último supuesto se exija que el 
nuevo delito haya sido cometido dentro del plazo de sus- 
pensión, en tanto en el anterior no se precisa tal dato, 
por lo que la cancelación se producirá en éste lo mismo 
si la segunda sentencia se refiere a delito cometido antes 
que después de empezar el plazo, con lo cual la extin- 
ción del beneficio puede depender de la mayor o menor 
diligencia con que el Órgano judicial haya tramitado la 
causa en que se pronuncie la segunda sentencia. 

Pero, dejando aparte la antinomia, y siguiendo el hilo 
de nuestras consideraciones, vemos, en primer lugar, que 
aun en los Juzgados en que se llevan los libros respec- 
tivos (no todos, porque hemos observado que el alfabé- 
tico apenas existe en ninguno), no se ejerce control al- 
guno sobre la residencia de los condenados, ni se cono- 
cen, por tanto, sus cambios de domicilio, ni se vigila 
la presentación ante el Juzgado del nuevo. Si se exigie- 
ran en la Ley, por lo menos, unas presentaciones perió- 
dicas de los sometidos a la prueba de conducta, podrían 
acaso conocerse las infracciones de dichas obligaciones 
para resolver en consecuencia, poniendo al órgano que 
concedió el beneficio en antecedentes de la situación. 



En definitiva, es lo cierto que la norma legal ha caído 
en completo desuso. 

Por otra lado, no parece suficiente el cumpiimiento 
de unos requisitos formales por parte del sometido a 
prueba de conducta para el mantenimiento a ultranza 
del beneficio si el sentenciado, por su comportamiento 
inmoral o antisocial, aunque no sea constitutivo de de- 
lito, demuestre que no continúa haciéndose acredor a la 
confianza en 61 depositada, de forma que, al igual que en 
los casos de liberados condicionales, la mala conducta 
posterior al otorgamiento de la gracia, dentro del plazo 
de la misma, debiera ser causa de interrupción de la sus- 
pensión de la pena. 

Ahora bien, ante la imposibilidad de que los Juzga- 
dos, sobre todo en las grandes aglomeraciones urbanas, 
puedan ejercer una vigilancia efectiva de los condenados 
condicionalmente con residencia en sus respectivas de- 
marcaciones territoriales, pudiera buscarse la forma de 
encomendar la inspección de conducta a otros órganos 
más especializados, que además, en caso necesario, po- 
drían ejercer misiones de protección y patronato. Por 
eso, si no se considera oportuno encargar la misión de 
observación del comportamiento moral y social a las 
Comisarías de Policia, Puestos de la Guardia Civil o 
Jefaturas de Policía Municipales, pudiera pensarse en 
atribuir la carga a los antiguos Servicios de Libertad 
Vigilada, encomendados desde el Decreto de 15 de julio 
de 1968, que aprobó el Reglamento Orgánico del Minis- 
terio de Justicia, al Patronato de Nuestra Senora de la 
Merced, a través de su Comisión Permanente y de las 
Comisiones Provinciales de Libertad Condicional, que 
tienen a su cargo, entre otras funciones, "observar y 
calificar la conducta de los penados en régimen de li- 
bertad condicional, informando en su caso de la proce- 
dencia de revocación del beneficio". 

hi cuanto a los supuestos tercero y cuarto antes 
contemplados, podrían conseguirse resultados óptimos 



si el Registro Central de Penados, al remitir las hojas 
de antecedentes penales (en la actualidad, por cierto, 
muchas de ellas ininteligibles o equívocas), incluyera un 
apartado expresivo de si en las causas a que se refieren 
las notas de condena se aplicó la condena condicional, 
en qué fecha, y por qué periodo, lo que serviría para 
que el Juez o Tribunal que la reciba pudiera comunicar 
al que concedió el beneficio la existencia del nuevo proce- 
dimiento y la sentencia que se dicte en el mismo. O tam- 
bién, que al recibir el Registro Central una nota de con- 
dena tuviera obligación de notificar la misma a todos 
los Tribunales que hubieran otorgado el beneficio al 
mismo sentenciado en cualquier causa. Así se tendría 
noticia fidedigna que influiría en la revisión de la con- 
cesión o en su revocación, si procediera. Pero para ello 
sería condición indispensable el cumplimiento de todos 
los organismos judiciales de la obligación de notificar 
al Registro Central las suspensiones concedidas, pre- 
supuesto que falla en la actualidad en muchísimos casos. 

Cuando los problemas son tan generales y extensos, 
poco puede hacerse para resolverlos desde un rincón pro- 
vincial, y más bien parece que deberían adaptarse deci- 
siones a nivel nacional por los estamentos que corres- 
ponda para imponer a todos los organismos implicados el 
cumplimiento riguroso de las disposiciones vigentes en 
la materia o estudiar su reforma y actualización con el 
fin de hacer la institución que es objeto de estas medita- 
ciones algo vivo y operante, sin dejarla reducida a unos 
preceptos formales y rutinarios." 

También dentro de la problemática de la ejecución 
de sentencias, aunque cambiemos de tema, es de seña- 
lar la referencia que el Fiscal de Jaén hace a las difi- 
cultades que presentan las tasaciones de costas, espe- 
cialmente por su falta de uniformidad: "Falta de uni- 
formidad -dice- radical y absoluta porque existen va- 
riaciones en todo: en lo que paga y en lo que no paga; 
cuando paga, hay diferencias entre dos Juzgados sobre 



la cuantía de la exacción, y todo ello sobre puntos tan 
delicados como son las tasas o las pólizas. La nota más 
saliente para el que exaWina actuaciones de diferentes 
Juzgados de la provincia, es la absoluta disparidad; en 
conceptos y procedimientos idénticos, mientras en unos 
Juzgados aparecían 350 pesetas en pólizas, en otros se 
ponían 1.200 6 1.800 pesetas, pues sólo se atendía al 
particular criterio interpretativo de Secretarios que ha- 
bían de cumplir disposiciones de la más heterogénea na- 
turaleza y origen". 

En íntima relación con la ejecución de sentencias 
están los problemas penitenciarios. Sometidos a la juris- 
dicción ordinaria, había en 31 de diciembre de 1972 un 
total de 9.301 reclusos, de los cuales 3.906 se encontra- 
ban en prisión provisional, y otros 5.395 en cumplirnien- 
to de condena. Naturalmente, hay que agregar a ellos los 
dependientes de la jurisdicción militar o los sometidos a 
medidas de seguridad y al cumplimiento de responsabi- 
lidades subsidiarias por impago de sanciones pecuniarias. 
De todas formas, el número total de presos no suele 
pasar de 12.000, si se hace referencia a un día determi- 
nado, aunque a lo largo de cada año pasen por los es- 
tablecimentos penitenciarios, por más o menos tiempo, 
unas 50.000 personas. 

Preocupa a los Fiscales el tema de los establecimien- 
tos penitenciarios, y de manera particular la especial 
cuestión de los establecimientos psiquiátricos para delin- 
cuentes sometidos a medidas de seguridad sustitutivas de 
la pena. El Fiscal de Córdoba, dice en su Memoria: 

"Creemos necesario, y ya lo expresamos en nuestra 
Memoria anterior, que el iii Plan de Desarrollo dote al 
Ministerio de Justicia de los recursos necesarios para que 
puedan crearse nuevos establecimientos psiquiátricos- 
penitenciarios donde puedan ser internados los delin- 
cuentes inimputablw por enajenación mental, en nú- 
mero suficiente que elimine totalmente la necesidad de 
tener que recluir a estos enfermos en los establecimientos 



de la Beneficencia, que costean Diputaciones y Ayun- 
tamientos, y de esa forma se evitaría que, por necesi- 
dades económicas, de escasez de camas o ingresos, se 
dieran esos informes médicos en los que se dice que no 
es recomendable en ese centro la permanencia de esos 
enfermos." 

Y el de Baleares afronta externamente el problema 
del tratamiento de los enfermos mentales que han sido 
objeto de resolución judicial en el área penal y plantea 
también el tema de los establecimientos adecuadaos. 
Estos son sus párrafos: 

"Los establecimientos psiquiátricos actuales, en don- 
de judicialmente se interna a los enfermos mentales o 
resultan insuficientes o carecen de los medios materiales 
que este tipo de enfermos mentales requiere. 

Como acertadamente ha declarado algún tratadista, 
sin un número suficiente de sanatorios idóneos, quedan 
frustradas en gran parte las esperanzas legítimamente 
nacidas de Llevar a buen término una justicia penal más 
adecuada a la personalidad del delincuente y todo ixa- 
bajo encaminado a la defensa social en su doble ver- 
tiente de protección a la sociedad y a las personas de 
tendencia antisocial que pueden recuperarse o que haya 
necesidad de apartar definitivamente de la convivencia 
nonnal, sin que, por otra parte, la resocialización de los 
delincuentes mentalmente anormales, con técnica mo- 
derna inspirada en criterios tan distintos a los hasta 
ahora imperantes, puede llevarse a cabo con el actual 
sistema. 

Por otra parte, la legislación penal resulta insuficien- 
te y anticuada, pues la distinción entre delincuentes 
locos y locos delincuentes, debe realmente sustituirse 
por la de peligrosos y no peligrosos, como con mayor 
precisión técnica viene a recogerse en la vigente Ley de 
Peligrosidad y Rehabilitación Social. 

Los actuales manicomios provinciales no están pre- 
parados para recibir esta clase de enfermos mentales, 



pues ordinariamente no tienen una sección o pabellón 
destinado exclusivamente a los mismos, que, por una 
parte, haga más fácil su vigilancia y, por otra, su trata- 
miento con arreglo a las más modernas técnicas psiquiá- 
tricas, dirigido tanto a su curación como a su rehabili- 
tación social. Podrá decirse que la solución está en in- 
ternar estos enfermos en el Hospital Psiquiátrico Peni- 
tenciario, pero la experiencia nos demuestra que esto no 
es siempre posible, bien por vedarlo el artículo 23 del 
Reglamento de Servicio de Prisiones, en los casos que 
éste excluye, o bien por falta de plazas suficientes para 
acoger a todos estos enfermos. Las consideraciones ex- 
puestas nos llevan a sugerir la modificación del artícu- 
lo 23 citado del Reglamento de Prisiones en el sentido 
de disponerse que tendrán acceso al Hospital Psiquiá- 
triw Penitenciario las procesados que presenten sínto- 
mas de enfermedad mental, los declarados exentos total 
o parcialmente por enajenación mental, salvo aquellos 
cuya no peligrosidad social se acredite pericialmente 
y los penados que presenten síntomas de trastorno psí- 
quico en cualquiera de sus formas o grados, ampliándose 
la capacidad de dicho establecimiento o creándose los 
Hospitales Psiquiátricos Penitenciarios que sean preci- 
sos; internándose a los procesados y a los declarados 
exentos de responsabilidad no peligrosos, en los mani- 
comios provinciales, en los que deberán habilitarse sec- 
ciones especiales paxa los enfermos judiciales con cargo 
a las entidades locales o al Estado. 

Con la solución expuesta, que no puede considerarse 
ni mucho menos definitiva, pues el problema es de gran 
complejidad entrando en juego muchos factores, cree- 
mos que no sólo se conseguiría la finalidad fundarnen- 
tal que debe presidir el internamiento de tales enfer- 
mos, singularmente de los denominados locos-delincuen- 
tes, su curación y reinserción social, sino que los 
dictámenes periciales psiquiátricos tendrían una mayor 
garantía, científica en el campo judicial." 



El Fiscal de Ciudad Real, a su vez, se preocupa por 
los problemas que surgen para el recluso en el momen- 
to de su excarcelación. Es éste un aspecto del máximo 
interés, que, aunque no parece tener nada que ver con 
la ejecución de sentencias, está íntimamente ligado a sus 
problemas, si verdaderamente queremos que la pena 
tenga un efecto rehabilitador y de reinserción social. Es 
necesario para ello afrontar lo que ocurre en el momen- 
to en que la ejecutoria se archiva definitivamente, 
porque el penado ha cumplido ya su sanción penal. El 
Fiscal de Ciudad Real plantea en estos términos la 
cuestión: 

"Al salir de la prisión, a veces con buenos propósi- 
tos, son sometidos a vigilancia constante y se les requie- 
re para frecuentes interrogatorios cada vez que se pro- 
ducen en el lugar de residencia infracciones que se su- 
pone realizadas por personas a quienes pueden conocer. 
Se intenta, asustándoles, que sirvan de confidentes, lo 
que produce el efecto psicológico de que ya no se con- 
sideren ciudadanos que pueden llevar una vida normal, 
y, desanimados, reinciden. 

Problemas del post-carcelario que se aumentan ante 
las dificultades para encontrar trabajo. Y es curioso 
constatar cómo el Estado, que exige un patrocinador 
para conceder la libertad condicional y que se presente 
un contrato de trabajo, sin embargo, no da por su parte 
facilidades, al exigir en sus empresas, al menos en los 
casos que conocemos, mayores requisitos que en las pri- 
vadas y concretamente la ausencia de antecedentes pe- 
nales. 

La tardanza en encontrar una ocupación laboral im- 
pide la reinserción de estos individuos en la sociedad, 
ya que ante las necesidades familiares y propias vuelven 
a delinquir. Arbitrar un modo de colocarlos en las em- 
presas estatales dentro de unas proporciones, contribui- 
ría a la prevención del delito." 



C) Juzgado y Tribunal de Orden Público: 

Continuando con los datos ya expuestos en años pre- 
cedentes, podemos señalar la actividad general del Tri- 
bunal, especialmente las que se refieren a causas incoa- 
das y sentencias dictadas. Estas son las cifras: 

Y por lo que hace referencia a los recursos de casa- 
ción interpuestos y resueltos por la Sala 2." del Tribunal 
Supremo, los datos correspondientes son los que siguen: 

Y corresponde, por Úitirno, consignar ahora los datos 
que se refieren a los sumarios incoados por los Juzgados 
de Orden Público. Al comenzar a funcionar el Juzgado 
número 2, en 15 de septiembre de 1972, hemos de dejar 
constancia de este hecho y señalar que, considerando glo- 
balmente los sumarios tramitados por ambos, los datos 
comparativos son éstos: 

Oon~m la seguridad extenios: 
Que cmmprorneten' la pm o 

hdepndienoia del EstaJdo ... - 3 1 
TWoióni ..................... - 1 
ü b a j e s  ai h Nad6m ......... 7 3 7 
U@rajes ~ai  b bandera ......... 3 1 10 

Omtm l a  w&&d diinterior: 
hjuxias a l  Jefe del Estado ... 56 55 58 



Cooitrai Ley- Fundamtdes ... 
Contra ejencicio de los derechos 

reronoados ............... 
cmltm A.l,bus Ckgmm ......... 

,aos ......... impresos olaadesti 
.......... ManifeBtaiciáIl ilegal 

............. Asm5acióni ilícita. 
Cediaión ..................... 
Aemtad.0 ..................... 
Desacato ..................... 
I)ies&des púbiicm ......... 

......... Propgandas iiegailes 
Tenenciar il'íta die armas ...... 
Temorirno .................. 
Tenencia de explosivos ...... 

(1) Hay que hacer notar que la &ikm@ia de un a60 a otro, que ea 
de 334 sumanios, responde en medida ai (los ddlikm de tmmcia de 
m a s ,  ~ ~ N w i o  y t e a  du explivoc -245. m-, que pasarcm 
a la competencia del Tnbunal de Orden PúbKm por lai reforma de la 
Ley de 1 S de novimbiie de 197 1. Por umsiguiemte, da dif&aaa en seh- 
ción con b& ~ i t % ~ w ~ Ó n i  d d  año amtmcrr fue s o l m a e  de 89 sumanos. 

Dejando aparte los 245 sumarios por tenencia de ar- 
mas, terrorismo y tenencia de explosivos, por razón de 
que se trata de nueva competencia, la diferencia es resul- 
tante de una serie de variaciones que podemos clasificar, 
tomando sólo las más indicativas, en los aumentos expe- 
rimentados par los sumarios por impresos clandesti- 
nos (41), manifestación ilegal (37) y propagandas ilega- 
les (123) y las disminuciones experimentadas por los 
sumarios por asociación iiícita (10) y desórdenes públi- 
cos (90). 



D) La Justicia Municipal en el orden penal: 

Los juicios de faltas tramitados en los Juzgados Mu- 
nicipales, Comarcales y de Paz fueron algunos más que 
en el año anterior, según se expresa en el cuadro que 
consignamos a continuación : 

1970 1971 1972 

Pendlwntes del ,anterior ...... 35.450 40.52 1 35.081 
Ingma~meni el a60 ............ 279.184 275.338 288.343 

Como consecuencia de los juicios de faltas tramita- 
dos se dictaron por los órganos de la Justicia Municipal 
197.163 sentencias, 13.712 más que en el año precedente, 
algo más de los 13.005 juicios más que se incoaron. Por 
ello disminuyó el número de juicios pendientes de tra- 
mitación. La clasificación de las sentencias y su compa- 
ración con los años anteriores resulta de las cifras si- 
guientes : 

1970 

Por- 
Número centaje 

Senmoias dictadas ... 202.562 100 
Cmden~atanias ......... 1 29.234 63.7 
Abdutcmias ......... 73.328 36,3 

1971 1972 

Por- Por- 
Número cen'taje Nhmo m m j e  

183.451 100 197.163 1.00 
107.164 58,3 1,14.952 58,3 
76.287 41.7 82.21 1 41.7 

Manteniéndose el mismo porcentaje de sentencias 
absolutorias que el año anterior, los Fiscales Municipales 
y Comarcales apelaron sólo en 437 casos, 84 más que el 
año anterior, y, desde luego, insuficiente para compen- 
sar las 82.21 1 sentencias absolutorias. 

E) La actuación penal de la jurisdicción militar: 

En esta ocasión la posibilidad de conocer Ias datos de 
la jurisdicción militar, por haber dispuesto de la Memo- 



ría de la Fiscalía Togada, nos permite establecer algu- 
nos datos, siquiera esquemáticos, para conocer con cier- 
to detalle la actuación de esta jurisdicción. 

En el año a que la Memoria aludida se contrae se 
tramitaron en total 2.468 causas, de las que terminaron 
por sentencia condenatoria 1.008. En estas sentencias 
resuitaron condenadas 1.439 personas, de las cuales cabe 
hacer la siguiente distribución: 

MItmes Paisanos 

Juri6did6n del Ejército de Tier~a ............ 951) 150 
Jurisdicción de la Manioa .................. 102 143 
Ju1iisdi&ón Aérea ........................... 73 21 

Ya en 1973 la jurisdicción contencioso-administrativa 
ha sido objeto de una modificación en lo que afecta a la 
distribución de competencias que indudablemente habrá 
de producir alteraciones importantes, tanto en el reajus- 
te de algunos de sus Órganos jurisdiccionales como en 
el número de asuntos despachados por cada uno. Sin 
embargo, esta reforma no afecta a los datos relativos al 
año 1972, cuya distribuci6n fue la que figura en el cua- 
dro siguiente: 

Caducados, 
Renorsos dwistidos, 

in~tquestos inadmiiidm 

Albawte ............ 253 4 
M e d o  ............... 220 35 
Baleares ............ 72 15 
Barcelona ............ 785 65 
Burgas ............... 306 16 
Cáceres ............ 68 8 

......... &niña 703 32 



Recursos deUí*tidos,  as R.33lrsos 
imtenpucsta &admitidas dictadas estimados - 

a ............ 
Las P.ahn2.E ......... 
MadGid ............... 
Naivama ............ 
Santa Cruz de Tmerife. 
Sevilla ............... 
Walunoia ............ 
Vall~adoiid ............ 
Vizcaya ............... 
zmgm ............ 

La primera observación que salta a la vista es la dis- 
minución del número de recursos interpuestos, que fue- 
ron 7.999 en el año anterior. El porcentaje de recursos 
estimados, como vamos a ver enseguida, se mantuvo en 
una línea de cierta estabilidad. El cuadro de años ante- 
riores arroja los datos siguientes: 

Descendió considerablemente el número de recursos 
interpuestos en Madrid y en menor proporción en Bilbao 
y Zaragoza, en tanto que subió el número en Barcelona, 
La Coruña, Granada y Sevilla. 

La Ley 10/1973, de 17 de marzo, modifica la de la 
Jurisdicción contencioso-administrativa de 27 de diciem- 
bre de 1956, con ánimo de recortar en lo posible la com- 
petencia de las Salas del Tribunal Supremo, excesiva- 



mente sobrecargadas, para atribuir mayor competencia 
a las Salas de lo contencioso de las Audiencias Territo- 
riales, lo que habrá de llevar consigo un aumento de las 
Salas, o de sus Secciones, de la Audiencia de Madrid, que 
resultará indudablemente más afectada por razón de 
que en su territorio se encuentran numerosos órganos 
de la Administración Central del Estado, cuyas resolu- 
ciones serán revisables ante las Audiencias Territoriales. 
El período de transición que se abre con la vigencia de 
esta Ley citada no permitirá tampoco obtener datos muy 
concluyentes en la Memoria del año próximo y habre- 
mos de esperar que rija por años completos para conocer 
con exactitud su trascendencia. 

4. La jurisdicción Laboral. 

Los datos relativos a las Magistraturas del Trabajo 
experimentaron en 1972 una cierta estabilización, des- 
pués del aumento que se reflejó en el año anterior. Puede 
comprobarse examinando las cifras globales de deman- 
das interpuestas a b largo de los años sucesivos: 

La distribución de las cifras que se refieren a cada 
una de las Magistraturas arrojan el conjunto de datos 
que sigue: 



� das 

hvae ............... 219 
Badajoz ............ 1.137 
Baleara ............ 2.146 
B a r d o n e  ............ 13.044 

............... Biurgcs 1.495 
Cáceres ............... 986 
Cá&z ............... 1.448 

Jwez ............... 97 1 
Ca&llón ............ 828 
Ceurúa ............... 300 
Ciudad Real ......... 716 
Córdoba ............ 2.755 
Comñai (La) ......... 1.553 
Cuenca ............... 232 
Gerono ............... 910 
Chanada ............ 1.429 
G1ld.&1ajara ......... 346 
Guipúzcoa ............ 4.529 
Huelvai ............... 1.021 
Huesca ............... 3 4  
J&n ............... 1.349 
Las Palmas .......... 2.396 
León ............... 3.1 10 
Léliids ............... 510 
Logroño ............ 643 
Lugo ............... 68.3 
M d d  ............... 27.782 
Málaga ............... 2.2'02 

Melilla ............ 197 
............... Mumio 2.88'5 

Navama ............ 2.777 
Oren* ............... 1.511 

............... W v  2.753 
.............. Gijón 2.349 

Mieres ............ 1.321 
Palen~is ............ 485 

............ Pontevedm 953 
............... Vigo 2.453 

Caibamamca, ............ 564 
Santa Omiz áe Tenese  . 1.206 

............ h t m d e r  1.172 
Segovii ............... 3 14 



Oondi5 Total 
Demaada~ e611 Sentauim hesue1tce 

SeviUai ............... 7.009 2.141 4.529 8.857 
Soria ............... 253 74 145 285 
Tammgonia ............ 937 323 429 977 
Tenid ............... 286 58 223 296 
Toledo ............... 1.155 356 657 1.175 
VdeiUcia ............ 7.764 2.739 3.388 7.856 
Valladolid ............ 4.417 604 3.373 4.512 
Vizoayai ............... 3.991 1.066 2.3 18 4.650 
Zaun0lr;a ............... 736 223 401 747 
Za~agmai ............ 6.480 2.1'00 3.011 6.705 

TOTALES ......... 133.528 35.758 66.797 139.333 

Bajó - e n  relación con el número de demandas pre- 
sentadas- el porcentaje de conciliaciones, que descen- 
dió del 27,3 por 100 del año anterior al 26,7 en éste. El 
de sentencias dictadas, por el contrario, subió del 42 por 
100, del año precedente, al  50 por 1010, en el que comen- 
tamos. 

El Tribunal Central de Trabajo resolvió 5.853 recur- 
sos, mientras que en el año anterior el total ascendió 
a 5.199. 

La proporción de sentencias dictadas por las Magis- 
traturas puede establecerse de la siguiente forma: 

. . Porcentaje 

Estimando totahmte k denanda. ......................... 53,2 
Dw&imandw tothente [,a de& ..................... 38,t 
M m ~ a d o  en parte da demanb ........................... 8,7 

Por lo que se refiere a las resoluciones del Tribunal 
Central, los recursos estimados supusieron un 13,9 de 
los .interpuestos y los desestimados un 66,3, mientras 
que los terminados por otras resoluciones alcanzaron el 
19,8 por 100. 



5. La jurisdicción de peligrosidad &al. 

Los expedientes de peligrosidad incoados en 1972 fue- 
ron en total 5.483, con un aumento de un 8,5 por 100 
sobre el año anterior. 

Figuró en cabeza Barcelona, con 1.097 expedientes 
incoados, seguida de Madrid, con 905. Muy lejos de estas 
cifras se encuentran ya los restantes Juzgados, el primero 
de los cuales fue el de Baleares, con 299 expedientes, y 
después de él Cádiz, con 287; Málaga, con 244; Tenerife, 
con 200, y Las Palmas, con 187. Como puede apreciarse, 
responde este orden a las observaciones que hemos hecho 
al tratar de ciertas conductas, proclives al delito, y de 
las zonas en que se manifiestan por razones de concen- 
tración de personas, puntos de llegada y arranque de 
comunicaciones, etc. 

Se impusieron medidas de seguridad en 2.498 expe- 
dientes, mientras que no se hizo declaración de peligro- 
sidad en 994 casos. 

6. La actividad del Tribunal Supremo. 

La actividad de las Salas del Tribunal Supremo está 
afectada por notables variaciones, que obligan a recon- 
siderar seriamente la distribución de asuntos. El aurnen- 
to constante experimentado por las tres Salas de lo 
contencioso-administrativo motivó, como ya hemos co- 
mentado en otro lugar, la promulgación de la Ley 10/ 
1973, ,de 17 de marzo, que altera de manera importante 
la competencia en esta materia con la idea de no some- 
ter a la decisión del Tribunal Supremo asuntos cuya 
importancia o cuantía no justifican la dedicación a su 
resolución de una Sala del más alto Tribunal de la Na- 
ción. No pocas dificultades presenta el problema porque 
la competencia de los distintos tribunales de esta juris- 
dicción no viene, normalmente, distribuida en razón de 



la importancia del asunto, sino del órgano de la Admi- 
nistración que dictó el acto recurrido, y por ello resulta 
sumamente difícil a veces realizar una distribución más 
ajustada, sin dejar a importantes órganos de la Admi- 
nistración central fuera de la revisión del Tribunal Su- 
premo. En realidad, la reforma básica ideal consistiría 
en una estructuración diferente de las competencias 
administrativas, en la línea de una mayor desconcen- 
tración. Pero esta reforma es más lenta, más difícil y 
más polémica y no podía, por ello, dejar el problema 
sin resolver hasta que los criterios descentralizadores y 
desconcentradores, repetidas veces anunciados en suce- 
sivos Planes de Desarrollo, tuvieran efectividad. 

Por ello se afrontó con el proyecto de Ley, que se con- 
virtió más tarde en la Ley que hemos mencionado an- 
tes, la posible solución del problema en dos líneas nece- 
sariamente distintas: de una parte, establecer lo más 
racionalmente posible las competencias, evitando a las 
Salas del Tribunal Supremo el conocimiento de asuntos 
desproporcionadamente livianos y atribuyéndolos, en lo 
posible, a las Salas de las Audiencias Territoriales; de 
otra parte, estableciendo, como derecho transitorio, las 
normas aplicables a la resolucibn de los numerosos asun- 
tos pendientes de tramitación, especialmente en las Sa- 
las 4." y 5.= del alto Tribunal. Si el primer objetivo se 
logró de manera aceptable con la Ley citada -a reserva 
de lo que su aplicación nos d e p a r e ,  no puede decirse 
lo mismo del segundo, ya que las modificaciones intro- 
ducidas en el proyecto aminoraron en gran medida el 
objetivo propuesto. Sin embargo, se han sentado las 
bases para que las Salas 4.a y 5.a y también, en su me- 
dida, la 3." queden descargadas de no pocos asuntos p n -  
dientes que pasarán a las Audiencias Territoriales, cuyas 
dotaciones de Salas o Secciones de las mismas hay que 
revisar y en ello se está. Se pretende ahora también, al 
amparo de las Disposiciones transitorias y de la disposi- 
ción final de la Ley citada, resolver con modificaciones 



temporales dentro del propio Tribunal el retraso exis- 
tente en el despacho de asuntos. 

En efecto, el cúmulo de recursos interpuestos ante 
las dos Salas más afectadas -la 4." y la 5.", como deci- 
mos- había hecho que no pudieran resolverse al aiío 
tantos como entraban, con lo que la acumulación de re- 
cursos pendientes se fue haciendo cada vez mayor. Si 
se examinan las cifras de trabajo que hemos venido con- 
signando en las Memorias anteriores podrá apreciarse 
fácilmente este fenómeno. 

De otra parte, la Sala 6.", de lo Social, refleja ya en 
1972 un espectacular aumento, que los meses transcu- 
rridos de 1973 acentúan, al menos por ahora. Esta cir- 
cunstancia obligará también a revisar las posibilidades 
de que la Sala 6." pueda resolver con prontitud sus asun- 
tos, porque si la justicia, en cualquier caso, ha de ser 
necesariamente rápida, en materia social no cabe ima- 
ginar una justicia siquiera medianamente tardía. 

El cuadro de asuntos relativo al año 1972 dará una 
idea aproximada de cuanto estamos apuntando: 

Sala Sda Sail8i Sda 9da: 
1.' 2.' 3.' 4." 5.' 6.. ------ 

Ingredos en d &o ... 1.122 2.262 - - - 3.115 
Unica illsh&la ......... - - 7% 1.981 2.620 - 
Apelación ............ - - 177 504 388 - 

------ 
TOTAL ............ 1.122 2.262 883 2.485 3.008 3.115 

Teiminadm por semen- 
cia u dra resolución 
diekitiva ............ 1.112 2.741 765 1.843 1.748 1.869 

. Si estos datos se comparan con los del año precedente 
observamos que la Sala 2." ha experimentado un ligero 
descenso (de 2.638 a 2.262) y que despacha y resuelve 
mayor número de los que se le plantean anualmente, 
con lo que acorta las distancias en el tiempo de tramita- 
ción, prácticamente normalizado. 



Siguieron aumentando los asuntos de las Salas 4.a 
y 5.", en mayor proporción los de esta última, porque las 
cifras de 1971 fueron de 2.438 para la Sala 4.a y 2.153 
para la 5.a AdemáS, como puede observarse y ya sucedía 
en años anteriores, los recursos resueltos por resolución 
definitiva no alcanzan con mucho el Cota1 de los que se 
plantean, con lo que el retraso seguiría produciéndose si 
no se hubiera acudido, con las medidas más arriba cita- 
das, a paliarlo. 

La Sala 3." refleja un retroceso en el número de asun- 
tos, pero sigue aún despachando definitivamente menor 
número de los que ingresaron. 

Por último, la Sala 6.a pone de manifiesto una explo- 
sión de recursos, que pasaron de 1.693 en 1971 a 3.115 
en 1972. Por el contrario de lo que venía sucediendo 
hasta ahora - e n  que esta Sala despachaba práctica- 
mente dentro del año-, ha comenzado a embalsarse el 
número de asuntos pendientes, como puede apreciarse 
en el cuadro, por lo que será necesario acudir a remediar 
esta situación. 

Dentro de los asuntos planteados a la Sala 6.a, comen- 
zaron en 1972 los recursos contencioso-sindicales, nove 
dad introducida por la Ley Sindical, que sólo fueron 36 
en este primer año, en tanto que sólo en el primer cua- 
trimestre de 1973 iban planteados 58, lo que hace supo- 
ner que el número seguirá subiendo a ritmo que exami- 
naremos en ulteriores informes. 

E h  cuanto a los asuntos en que intervino el Minis- 
terio Fiscal, dentro de la competencia del Tribunal Su- 
premo, se distribuye de la forma siguiente: 

1 l .  W a  2.' Sala 6.' 

Recursos de casación preparados p m  el 
Fiscal e intenpuestos .................. 2 201 35 

Iatervenoión en mursos intqnmtos por 
las partes ........................... 451 1.624 1.415 

Recursos de casación en favor M m ... - 3 - 



Por otra parte, la Fiscalía infonnó 493 expedientes 
de Sala de Gobierno y Consejo Judicial; se recibieron 
y tramitaron 40 denuncias directamente en esta Fisca- 
lía, se evacuaron 11 consultas generales, fueron dicta- 
das cinco circulares, cuyos textos aparecen en otro lugar 
de esta Memoria, y se celebraron en el año 181 juntas 
de Fiscalía, 55 de pleno y 126 de Sección. 



. - .  

CAPÍTULO iii 

EL MINISTERIO FISCAL 

1. El ejercicio de la mes del Ministerio Fiscal. 

Cuando en 1926 se constituye la Carrera Fiscal con 
carácter independiente y separada de la judicial se fija 
también la plantilla del Ministerio Fiscal. Es curioso 
hacer una comparación entre aquélla y la hoy vigente: 
en 1926 el número total de funcionarios fiscales en ac- 
tivo era de 200, mientras que hoy es de 275, contando, 
naturalmente, con que sólo en los Últimos cuatro años 
la plantilla aumentó en 33 plazas. 

La evolución del número de asuntos criminales enjui- 
ciados en España entre 1926 y 1972 puede considerarse 
en la relación de uno a cinco. Si sumarnos a ello las fun- 
ciones añadidas al Ministerio Fiscal desde entonces: d.es- 
haucios en caso de necesidad social, concentración par- 
celaria, asesoría de los Gobernadores civiles en materia 
de orden público, etc. y el aumento de los asuntos civi- 
les en que el Ministerio Fiscal interviene, así como su 
intervención en materia laboral, especialmente ante la 
Sala 6." del Tribunal Supremo, habremos de convenir en 
que la función del Ministerio público, tal como fue pre- 
vista por el legislador en 1926 al constituir autónoma- 
mente la Carrera Fiscal, no puede hoy desempeñarse a 
satisfacción. 

Si añadirnos que en estos momentos existen en la 
Carrera Fiscal 22 vacantes efectivas -cuatro adminis- 
trativas y 18 por excedencias especiales y comisiones- 



y no podemos esperar cubrirlas en menos de casi dos 
años, puesto que está empezando ahora la oposición de 
la que pueden salir, después de su curso en la Escuela 
Judicial, los futuros abogados fiscales (por otra parte, 
solamente 15) y suponemos que en este lapso habrán de 
seguir aumentando las vacantes, llegaremos a la conclu- 
sión de que la labor del Ministerio Fiscal no puede de* 
envolverse con la necesaria normalidad y meticulosidad. 
Las Fiscalías de Toledo, Avila, Segovia, Guadalajara, 
Cuenca y Teruel están servidas por un solo funcionario. 
Si recordamos que la reforma procesal de 1967 da inter- 
vención directa al Fiscal en los procedimientos que ins- 
truyen y fallan los Jueces de Instrucción tendremos que 
aceptar que para el Ministerio Fiscal esta reforma ha 
supuesto un considerable aumento de trabajo, ya que le 
obliga a atender a los señalamientos de multitud de órgai 
nos jurisdiccionales, cuando antes sólo atendía a los de 
cada Audiencia provincial. 

Todo esto viene a poner de manifiesto que si real- 
mente se busca que el Fiscal sea un órgano activo, pro- 
motor, dinámico, vigilante y eficaz, que atienda suficien- 
temente a sus altas misiones constitucionalmente defi- 
nidas: ser órganos de comunicación entre el Gobierno y 
los Tribunales de Justicia, promover la acción de la Jus- 
ticia en defensa de los intereses públicos tutelados por 
la Ley y procurar ante los Tribunales el mantenimiento 
del orden jurídico y la satisfacción del interés social 
(art. 35, Ley Orgánica del Estado), habrá de dotársele 
de medíos humanos suficientes, personal auxiliar ade- 
cuado, medios materiales bastantes y ágiles sistemas de 
desplazamiento e intervención. Hasta que esto tenga 
realidad, con una estructuración profunda que parta de 
considerar la realidad actual en toda su hondura, sin 
buscar retoques parciales, será difícil alcanzar el exigible 
grado de eficacia, que ahora se consigue sólo en parte 
gracias a la entrega, la dedicación constante, el sacri- 
ficio y el desvelo de cuantos se dedican a la noble tarea 



de pedir justicia desde la función y cometido del Minis- 
terio Fiscal. 

E h  los dos capítulos anteriores hemos estudiado las 
cifras de criminalidad y las relativas a la actuación de 
los Tribunales de los distintos órdenes jurisdiccionales. 
La intervención del Ministerio Fiscal es casi plena en lo 
penal, restringida en lo civil, concreta en lo laboral y 
prácticamente nula en lo contencioso-administrativo. En 
lo que hace referencia a las Audiencias y Juzgados 
-puesto que las cifras correspondientes al Tribunal Su- 
premo las dimos en el Chp'ítulo precedente- el Minis- 
terio Fiscal evacuó, en conjunto, 643.483 dictámenes, la 
mayoría de ellos, como es natural, en asuntos penales. 
Intervino en 46.619 juicios orales en Audiencias y Juz- 
gados y en otras 3.209 vistas en recursos de apelación. 
A ello hay que sumar otros 8.013 informes en asuntos 
gubernativos y 303 intervenciones en inspección directa 
de sumarios. En 678 ocasiones asistieron los funcionarios 
fiscales a Juntas de Protección a la Mujer, de Benefi- 
cencia o de Autoridades. 

Este cúmulo de más de 700.000 intervenciones, mu- 
chas de ellas de carácter complejo, hubo de ser atendido 
en su inmensa mayoría por los funcionarios en activo 
de la Carrera Fiscal en las Audiencias, puesto que en 
estas cifras no se incluyen los dictámenes e interven- 
ciones del Tribunal Supremo, que quedaron ya expues- 
tas antes. Habida cuenta de que los Fiscales Municipales 
y Comarcales intervinieron, en los asuntos a que nos 
estamos refiriendo, en cerca de 26.000 ocasiones quedan 
675.000 intervenciones para unos 230 funcionarios en 
activo (descontando las vacantes y la plantilla del Tri- 
bunal Supremo), lo que supone -como cifra media- 
cerca de 3.000, intervenciones por funcionario. 

Naturalmente, este recuento, puramente matemático, 
no da idea clara de la función desempeñada. Hemos 
expuesto estas cifras con el propósito de dar una visión 
global, aproximada y muy general del peso que cae habi: 



tualmente a lo largo de un año sobre las menguadas 
plantillas existentes, pero sirve, en general, para expo- 
ner la gravedad de la situación. 

No es el momento de adentrarnos en cuestiones de 
carácter muy concreto, aunque ,existen algunas que de- 
bieran ser consideradas con mayor detenimiento. Por 
ejemplo, la utilización adecuada de los Fiscales Munici- 
pales y Comarcales, que ya en Memorias anteriores 
hemos venido planteando. Si estos funcionarios dispu- 
sieran de los medios mínimamente indispensables -10- 
cal, personal auxiliar, material de oficina- y pudieran 
ser desplazados con cierta agilidad, la labor a desarro- 
llar, concentrándolos en la capital de la Provincia para 
realizar una distribución equitativa y práctica del tra- 
bajo, podrían rendir un trabajo mucho más eficaz, bajo 
la inmediata dirección del Fiscal de cada Audiencia. 

2. Reunión anual de Fiscales Territoriales y Prmin- 
ciales. 

Como ya es costumbre y ha venido celebrándose en 
años anteriores y reflejándose en las sucesivas Memorias, 
ya dentro de 1973 tuvo lugar la reunión anual de Fisca- 
les Jefes de las Audiencias Territoriales y Provinciales y 
de Orden Público, en esta ocasión en Viella, para el estu- 
dio de algunos temas de interés general y para el man- 
tenimiento de un cambio de impresiones sobre algunos 
aspectos legislativos que hiciera posible la propuesta en 
su día al Gobierno de las modificaciones oportunas, cono- 
ciendo el parecer de los representantes del Ministerio 
Fiscal. 

Aparte de otros temas de valor diferente y más di- 
rectamente encaminados a perfeccionar la organización 
interna y los medios de trabajo, fueron tratados tres 
especialmente interesantes, sobre los que queremos dejar 
aquí una sucinta reseña. 



a) Seleción y formación de los funcionarios de la 
Carrera Fiscal: 

Este es un tema que interesó extraordinariamente a 
todos los asistentes y sobre el que habían sido formula- 
das numerosas observaciones y sugerencias, tendentes 
todas ellas a perfeccionar el actual sistema de selección 
y formación de los futuros miembros del Ministerio Fis- 
cal, habida cuenta de la complejidad que hoy presentan 
los problemas que afectan a la vida entera de la sociedad 
de nuestro tiempo, lo que exige una formación meticu- 
losa y profunda y un conocimiento muy acabado de la 
realidad social. 

Es curioso observar la evolución sufrida en los ú1- 
timos años por el sistema de selección. Se trata de un 
antecedente que conviene tener en cuenta antes de pa- 
sar a examinar las aictuales tendencias y sistemas exi- 
gentes en nuestro mundo más próximo sobre esta ma- 
teria. Por eso se analizó también en la Ponencia, redac- 
tada por don Eleuterio González Zapatero y don José 
Raya Mario, este antecedente. 

Dejando atrás los tiempos de señoríos, oficios ena- 
jenados, cargos arrendados y oficios concejiles de justicia, 
los reyes, desde que pudieron hacerlo, se reservaron el 
nombramiento para todos los cargos importantes entre 
los que, naturaimente, figuraban los judiciales. Es un 
antecedente demasiado remoto para ocuparnos de él, 
pero son curiosas las instrucciones que en 6 de enero 
de 1588 daba Felipe 11 a su Real Cámara, y tan vivas 
y actuales sus preocupaciones, que nos parece oportuno 
transcribir algunos de sus párrafos, del tenor siguiente: 

"Para la provisión de los oficios de justicia se 
ha de hacer diligencia con los presidentes de los 
otros Consejos, Chancillerías y Audiencias y otras 
personas que, por más antiguas, presidieren los 
Tribunales y con las Universidades y catedráti- 
cos de ellas. .. y también os informaréis por medio 



de otras personas calificadas secretas de quien 
tengáis mucha satisfacción que sabrán informar- 
se bien de la verdad y la avisarán, porque, de 
esta manera, haya entera y cierta noticia de las 
personas más suficientes que se me hubieren de 
proponer." 

"Los memoriales de los que pretendieren ofi- 
cios de justicia, habiéndose visto por el Presidente 
y los de la Cámara, y tratado y acordado lo que 
convendrá consultarme en cada caso, me los en- 
viará el Presidente en manos de Mateo Vázquez 
de Leca para que escriba en ellos lo que ya le 
mandaré y, después, los vuelva al dicho Presi- 
dente y él avise a los proveídos y advierta que, 
no aceptando, guarden el secreto siempre y, acep- 
tando, hasta que se les avise que lo podrán pu- 
blicar". 

"Porque he sido informado que hay muchos 
pretensores de oficios que no han sido gradua- 
dos en las Universidades aprobadas, ni estudiado, 
y que, con pocas letras y menos entendimiento, 
pretenden con mucha importunidad cualquier 
oficio de justicia por calificado que sea, os 
encarezco mucho que tengáis cuenta con esto 
y de satisfaceros, particularmente, de las partes 
de los pretensores -de manera que en las elec- 
ciones que se hicieren no se pueda recibir enga- 
ño y, habiendo dado sus memoriales o enviándo- 
los -que les será mejor- vos, el Presidente, les 
ordenaréis con resolución que se vuelvan a sus 
casas, sin detenerse en la Corte, diciéndoles que, 
estándose en ellas, se tendrá más memoria de 
los que merecieren y apercibiéndoles de que, si 
lo dejaren de cumplir, no serán proveídos." 

El régimen constitucional no alteró fundamental- 
mente el sistema, salvo que la "provisión real" de los 



cargos de justicia se transformó, de hecho, en nombra- 
miento gubernativo y que cada gobierno pretendió re- 
gular la cuestión o retocar el sistema con miras que, 
principalmente, tendían a satisfacer a su clientela po- 
lítica. 

E ~ I  treinta años se dictaron seis Decretos y se for- 
mularon muchos más proyectos. 

Los Decretos fueron de las siguientes fechas: 

- 29-XII-1838, de la Reina Gobernadora a propues- 
t a  del ministro Arrazola. 

- 16-X-1840, de la Regencia de Espartero, ministro 
Gómez Becerra. 

- 7-111-1851, Gobierno Narvaez, ministro González 
Romero. 

- 9-N-1858, Gobierno Istúriz, ministro Fernández 
de la Hoz. 

- 9-X-1865, Gobierno O'Donnell, ministro Calderbn 
Collantes. 

- 13-XII-1867, Gobierno Narvaez, ministro Roncali. 

Todas estas disposiciones tienen el trasfondo de las 
agitaciones políticas del período. La caída, más o menos 
violenta, de cada gobierno acarrea la destitución de sus 
afectos y el nombramiento o rehabilitación de los ami- 
gos de la nueva situación, especialmente de los que su- 
frieron persecución por esta causa y fueron "cesantes". 
La inamovilidad se suspende o se restablece, según las 
oportunidades. Las escalas y plantillas se desbordan y 
las situaciones de jueces y fiscales adquieren una varie- 
dad pintoresca: activos y cesantes; de planta, intere- 
rinos y suplentes; efectivos y honorarios; en destino o 
en comisión; en servicios de la categoría personal o en 
otros superiores o inferiores. Hubo magistrados del Tri- 
bunal Supremo en cargos de magistrados de Audiencia 
o de juez de partido. 

Las categorías y condiciones para los nombramientos 
se establecen con hipócrita minuciosidad, pues algunas 



son tan amplias y generales que no suponen la menor 
barrera al arbitrio. 

Así, el Decreto del 38, de más general vigencia du- 
rante el período, establece: 

Para promotor Fiscal: 

- Ejercicio de la abogacía por dos años. 
- Ejercicio de relatoría, agencia o "cargo semejan- 

te", por dos años. 
- Enseñanza en cátedra de Derecho por igual 

tiempo. 

Para Juez de entrada: 

- Ser promotor Fiscal. 
- Las mismas que para promotor, pero con cuatro 

años de ejercicio. 

Para Magistrado o Fiscal de Audiencia: 

- Promotor con más de siete años de antigüedad. 
- Juez con más de seis años de antigüedad. 
- Realización de trabajos jurídicos estimables. 
- Publicación de obra de Derecho importante. 
- Ejercicio de la abogacía por diez años. 
- Enseñanza universitaria por diez años. 

Otro procedimiento es el de las "asimilaciones" que su- 
ponen una enorme ampliación de plantillas y la legali- 
zación del trasiego de cargos administrativos a judicia- 
les. En esto se llegó a extremos inverosímiles, como el 
que resulta del Decreto de Roncali con las siguientes 
categorías judiciales y "asimiladas": 

1." Presidente del Tribunal Supremo. 
2.a Presidente de Sala del Tribunal Supremo y 

Fiscal. 
3.a Magistrados del Tribunal Supremo, Presidente 



de la Audiencia de Madrid y Decano del Tribu- 
nal de las Ordenes Militaras. 

4." Presidentes de Audiencia y de Sala, Tenientes 
Fiscales del Tribunal Supremo y de Madrid, 
Magistrados del Tribunal de las Ordenes y 
Fiscal, "Subsecretario del Ministerio de Gracia 
y Justicia". 

5." Magistrados de Madrid, Presidentes de Sala 
y Fiscales de las demás Audiencias, Secretario 
del Tribunal Supremo, "Jefes de Sección y Ofi- 
ciales primeros del Ministerio7'. 

6." Magistrados de Audiencia, Jueces de Madrid, 
Abogados-Fiscales del Tribunal Supremo, Se- 
cretario de la Audiencia de Madrid, "Oficiales 
segundos y terceros del Ministerid'. 
Jueces de término, Tenientes y Abogados Fis- 
cales de las Audiencias, promotores Fiscales de 
Madrid, "amiJiares primeros y segunch del 
Ministerio", Secretarios y Relatores del Tribu- 
nal Supremo y Audiencias, "registradores de la 
propiedad de primera y segunda clase". 

8." Jueces de ascenso, promotores de término, Vi- 
cesecretarios de Madrid, "awiliures terceros del 
Ministerio y registradores de tercera". 

9." Jueces de entrada, promotores de ascenso "ami- 
liares cuartos, quintos y sextos del Ministerio 
y registradores de cuarta". 

10. Promotores de entrada y "ASPIRANTES A 
AUXILIAR del Ministerio". 

Con envidiable aplomo, dice la exposición de motivos 
que de tales asimilaciones se sacará "notorio provecho 
para el servicio público'' porque los asimilados "conoce- 
dores todos de las prácticas de los negocios respectivos, 
pasen de unas funciones a otras, con gran utilidad pú- 
blica". 

La Constitución de 1869 estableció, por de pronto, 



que "el ingreso en la carrera judicial será por oposición", 
Creo que es la primera y Única vez que una regla sobre 
acceso a determinada carrera haya tenido rango cons- 
titucional y en ese caso lo merecía (artículo 94). 

No la hicieron limpia, tampoco, porque implantaron 
el "cuarto turno", al exceptuar del régimen de oposición 
la cuarta parte de las vacantes de Magistrados de las 
Audiencias y del Tribunal Supremo que serían de nom- 
bramiento real, dentro de las categorías que establecie- 
ra la Ley Orgánica que anunciaba y se dictó. 

La idea no era mala. Una parte de los nombramien- 
tos reservada a la libre designación es, objetivamente, 
buena. Constituye una puerta franca para el mérito y 
la capacidad, incluso en los nombramientos con motiva- 
ción política. Eso es práctica universal y de todos los 
tiempos, con resultados generalmente plausibles. Los 
mejores hombres, los que han dejado huella en las ins- 
tituciones, los que elevaron el prestigio de las Chanci- 
llerías y Reales Audiencias, los que recordamos, tuvie- 
ron ese origen. 

Pero el caso es que los gobernantes de turno, a juz- 
gar por lo que se recuerda, hicieron muy mal uso de la 
facultad de "hacer" Magistrados. 

La Ley Orgánica -artículo 133- reguló el "cuarto 
turno", la Adicional lo ensanchó desmesuradamente 
-articulo 40-. Un Decreto de 1902 lo cerró, otro de 1904 
lo rehabilitó y, por último, en 1905, fue definitivamente 
suprimido. 

Así pues, la oposición, como sistema exclusivo de in- 
greso en las carreras judicial y fiscal lleva rigiendo menos 
de setenta años, sin que su ordenación, es decir, la ar- 
ticulación de las distintas pruebas en que consiste, haya 
adquirido en este tiempo fijeza. Han sido muchas y muy 
frecuentes las modificaciones introducidas no ya en las 
programas, sino en las mismas pruebas que constituyen 
la  posición en sí. Aún hoy, no se considera todavía lo- 



grada esta ordenación y sigue pensándose en una nece- 
saria reforma del sistema. 

En el fonda, ocurre que el sistema de oposición es un 
tema muy polémico, que concita opiniones muy adver- 
sas, aunque no falten sus defensores a ultranza. Entre 
los que consideran la oposición como un sitema absurdo 
e ilógico, podemos recordar a Marañón ("Torneo espec- 
tacular, antipedagógico y anticientifico", discurso re- 
señado en el diario "Ya" del 8 de febrero de 1958); Elo- 
rriaga ("Segunda bárbara fiesta nacional", en "Mañana 
está en nosotros", 1955); Rúiz Elvira ("Condena de toda 
una generación", en "La Hora" del 3 de enero de 1957); 
Francisco Cossio ("Equiparación, respecto de la cultura, 
de los concursos de sabios de la radio", "ABC" del 13 de 
marzo de 1957); Julio Román ("Charanga y pandereta 
de la vida intelectual española", en "La Hora" del 14 de 
marzo de 1957); Isidoro Martín ("Dejemos de una vez 
para siempre la cantinela de la justicia de las oposicio- 
nes y afirmemos con decisión que las oposiciones son 
intrínsecamente injustas", en "El mito de las oposicio- 
nes", 1955). 

Aún, en nuestros días, el sistema es criticado dura- 
mente, y bien recientemente, dentro desde luego del 
tiempo a que esta Memoria se contrae, han aparecido 
artículos y comentarios en idéntico tono, instando a 
la búsqueda de otros procedimientos más racionales que 
algunos cuerpos destacados de la Administración del 
Estado están ya ensayando. 

Para otros, sin embargo, no es justo ni  prudente con- 
denar un sistema que ha  venido a sanear las filas de 
la Administración y a elevar el tono, la técnica y la efi- 
cacia de sus cuadros. La oposición, con todos sus defec- 
tos, siempre será mejor que la designación libre. Por 
lo menos asegura un cierto nivel intelectual y cultural 
y garantiza, hasta cierto punto, contra el nepotismo, el 
favor y las influencias. 

"El sitema de oposición se defiende entre nosotros 



-decía Beceña- por una cualidad negativa, que no la 
tiene por sí, sino simplemente por contradicción con la 
otra manera de designar el personal judicial por el Eje- 
cutivo. Viva, pues, no por virtudes propias, sino a expen- 
sas de los defectos de otros sistemas que se han ensaya- 
do para el mismo objeto" ("Magistratura y Justicia", 
1928). 

Antes, don Ramón Menéndez Pidal, en la misma línea 
que considera las oposiciones como un mal menor, de- 
cía: "El sistema tantas veces aleatorio de las oposicio- 
nes conviene que subsista porque todavía es el único 
dique contra la arbitrariedad burocrática" ("Esplendor 
y decadencia de la cultura científica española", 1894). 

Jesús López Medel, en el estudio que titula: ''El pro- 
blema de las oposiciones", viene a rechazar esa consi- 
deración de " mal menor", pues no cree que sean in- 
trínsecamente malas, sino, solamente, imperfectas e in- 
completas. 

No son perfectas, pero pueden ser perfeccionadas. No 
valen por sí solas como medio de selección y formación 
profesional, pero son pieza imprescindible en cualquier 
sistema que pudiera pensarse. 

Esta posición es la que ha venido a prevalecer en la 
reunión de Viella: la oposición debe ser mantenida por- 
que asegura un juicio imparcial de la capacidad técnica 
y científica de los aspirantes; pero deben ordenarse sus 
pruebas de un modo más racional que lo están actual- 
mente y deben completarse con una fase selectiva en la 
que se ponderen las cualidades intelectuales y morales 
que son imprescindibles para ejercer dignamente funcio- 
nes judiciales y que no pueden ser apreciadas en las 
pruebas o exámenes en que consista la oposición. 

En resumen, el parecer de la reunión de Fiscales se 
ha inclinado por el mantenimiento de la oposición y de 
la Escuela judicial como las dos piezas del sistema de 
selección y formación de Jueces y Fiscales. 



Respecto a la Escuela Judicial se ha puesto de relie- 
ve la necesidad de vigorizarla y reorganizarla para que 
pueda llegar a cumplir sus fines de selección y forma- 
ción. No han faltado, sin embargo, quienes entendieron 
poco esperanzador el futuro de la Escuela y creyeron 
preferible la resurrección del antiguo Cuerpo de Aspi- 
rantes que, según las antiguas Leyes Orgánicas, debía 
completar la selección realizada por las oposiciones y 
formar adecuadamente para el ejercicio profesional. 

Nuestra Escuela Judicial fue creada por Ley de 
26-V-44. Seguramente que ha sido, en el mundo, el pri- 
mer centro de formación para funcionarios judiciales. 
En esto, como en otras cosas, hemos sido los primeros 
en comprender que los defectos y las limitaciones de las 
pruebas de examen y ejercicios de oposición podían com- 
pletarse y compensarse a través de la Escuela Profe- 
sional. 

Ahora, otros muchos países están siguiendo el mismo 
camino. El ejemplo más próximo lo ha dado Francia que, 
desde 1958, cuenta con el "Centre National dlEtudes 
Judiciaires", hoy "Ecole Nationale de la Magistrature". 

El Centro, con sede en París y en Burdeos, donde 
funciona una sección, tiene una compleja organización 
en la que, por etapas sucesivas, se va atendiendo la pre- 
paración de los aspirantes, encargándoles tareas y tra- 
bajos judiciales bajo una vigilancia directa que com- 
prueba su comportamiento y aptitudes, sometiéndoles 
a pruebas periódicamente, hasta obtener una conceptua- 
ción suficientemente garantizada de las cualidades ne- 
cesarias para la difícil misión de administrar justicia. 

El ingreso consta de dos tipos de prueba selectiva. 
Una previa, que se realiza en el mismo distrito judicial 
de residencia del concursante -para evitar o reducir 
las molestias del desplazamiento a París- y que consis- 
te en cuatro ejercicios escritos: uno sobre un tema 
de cultura general propuesto en el acto y a desarrollar 
en seis horas; otro de Derecho Civil, con ayuda de 



textos legales, de un cuestionario publicado previamen- 
te; otro de Dedecho Penal o Derecho Público, en forma 
análoga, y otro de idiomas. 

Para quienes superen esas pruebas previas, los ejer- 
cicios de ingreso en el Centro consisten en la exposición 
oral de tres temas de Derecho y en el comentario, tam- 
bién oral, sobre un texto jurídico. 

Los períodos o cursos de formación en el Centro son 
dos, cada uno de año y medio de duración, y en los que 
se alternan los períodos de participación en las tareas 
de Tribunales, Fiscalías y otros organismos, bajo muy 
estrecha vigilancia y dirección, con enseñanzas teóricas 
y cursos de conferencias. 

Con mayor detalle se examinó en la reunión el plan 
de estudios del establecimiento francés y, especialmente, 
la variedad de aspectos en que ha de ser examinada y 
valorada la personalidad del aspirante y que comprende 
desde la salud y vigor físico, presencia y buenos moda- 
les, pasando por la capacidad de mando, de trabajo y 
de organización, hasta el grado de perfección de su es- 
tilo literario y facilidad de palabra, su cultura y su for- 
mación en todos sus aspectos. 

Como resumen muy apretado de las conclusiones a 
deducir de lo que los distintos Fiscales han manifestado 
en la reunión, puede decirse que la mayoría se inclina: 

A que la selección y formación de los funcionarios 
Fiscales y de los Jueces, así como de los demás funcio- 
narios de la Administración de Justicia de nivel univer- 
sitario, continúe realizándose a través de la Escuela Ju- 
dicial en la que, igualmente, habrá de continuar la opo- 
sición como medio de ingreso. 

Que los ejercicios de oposición conviene se reordenen 
para corregir, en lo posible, el exceso de memorismo y 
se disminuya el papel decisivo de la suerte, así como se 
ensanche el panorama cultural e intelectual de las 
pruebas. 



En cuanto a la labor selectiva y fonnativa de la Es- 
cuela se considera, hoy por hoy, insuficiente y que con- 
vendría vigorizar dotándola de los medios necesarios y 
de la organización adecuada. Se admite, sin duda algu- 
na, que la función del Juez y la del Fiscal, especialmen- 
te la primera, exigen por encima, o al menos al lado, 
de unos conocimientos técnico-jurídicos de primer orden, 
una vocación decidida y un cierto sentido de la justi- 
cia, una especie de "ojo clínico" insustituible, al lado de 
un gran amor a la profesión, una radical independencia 
que no se confunda con el cerrilismo ni el olímpico des- 
precio a los demás, una serie de condiciones, en fin, que 
no pueden acreditarse en la oposición como medio único 
de selección. 

Cierto que la oposición es un medio de selección ob- 
jetivo, imperfecto, aunque difícil de sustituir. Pero cier- 
to también que no basta por si sola. Ha de ser comple- 
tada, especialmente en todos estos otros aspectos de 
que acabamos de hablar, por la Escuela. Se dice también, 
y con razón, que la mejor escuela es un Juzgado o una 
Fiscalía y de ello no debe cabernos duda alguna. Pero 
éste es un medio de formación, no de selección. Una vez 
en este trance, el Juez o el Fiscal que considere equivo- 
cado su camino o que se encuentre sin fuerzas para afron- 
tar una función realmente dura y de renunciamiento, 
no tiene otro camino que el de la renuncia. 

Por eso la labor de la Escuela Judicial es tan impor- 
tante, tan interesante y, al mismo tiempo, difícil. Exige 
un conocimiento a fondo del alumno, una convivencia 
muy asidua con los profesores y ello nos iieva ya a con- 
siderar esta pieza clave del sistema: el profesorado de 
la Escuela. Parece claro que su misión no consiste en 
impartir una enseñanza, dando las horas semanales de 
clase que el plan de estudios establezca. La Escuela Ju- 
dicial es más un centro de formación profesional que un 
centro de enseñanza, tiene una misi6n distinta y ha de 
tener una exigencia también diferente. Parece induda- 



ble que la plena dedicación es exigible en la parte más 
importante del profesorado, lo que no excluye, por su- 
puesto, la existencia de profesores que no la tengan. Pero 
hace falta conocer al alumno, entrar en su manera de 
ser, valorar sus reacciones, enseñarle la difícil conviven- 
cia de quien tiene que vivir en sociedad sin dejarse arras- 
trar por vínculos e intereses que dificulten su labor. 
Esto no puede hacerse por los métodos habituales. No 
es ahora el momento de esbozar un plan completo de 
actuación, ni nos corresponde hacerlo, pero sí parece 
llegado el momento de plantearse seriamente el proble- 
ma si queremos que la Escuela responda a la complejidad 
de incitaciones que la vida moderna exige de un Juez 
y de un Fiscal. 

Lo que ha quedado patente del amplio cambio de 
impresiones llevado a efecto ha sido: el sistema de selec- 
ción ha de tener dos elementos básicos: la oposición y 
la Escuela. Ambos deben ser profundamente reconside- 
rados. Tal como hoy funcionan no cubren, ni pueden 
cubrir, las exigencias actuales. El sistema de formación 
y de perfeccionamiento exige también una organización 
de la Escuela distinta de aquella que le dio vida: su labor 
no ha de terminar con la salida del opositor, ha de ser- 
vir para mantener su valor formativo a lo largo de la 
vida profesional, para especializar, para infundir nueva 
savia a lo largo de una andadura tan dilatada como la 
que es exigible a quienes dedican su vida a la tarea de 
juzgar. 

b) Ordenación jurídica de los actos contrarios a la 
moral y a las buenas costumbres en los aspectos penal 
y administrativo. 

Fue este otro de los temas tratados en la reunión 
anual, con valiosas aportaciones y un concienzudo es- 
tudio del derecho comparado en esta materia. 

El tratamiento jurídico de la obscenidad y de la por- 
nografía es objeto, en casi todos los países, de una re- 



gulación minuciosa, aunque en otros el grado de per- 
misión y tolerancia sea realmente grande. El análisis 
de la legislación española y la sugerencia de medidas 
posibles fue el principal objeto de este tema, sobre el 
que las comunicaciones enviadas previamente por los 
Fiscales fueron numerosas y de gran valor. La ponen- 
cia, formada por el Fiscal General don José Márquez 
Azcárate y el Secretario Técnico de la Inspección Fis- 
cal, don Félix Hernández Gil, resumió los trabajos y 
redactó un texto final sobre el que se realizó el cambio 
directo de impresiones. 

A título de resumen, podemos entresacar algunos de 
los puntos que fueron objeto de estudio: 

- Sobre las disposiciones de carácter penal 

Dada la imprecisión y ambigüedad de los términos 
empleados en el artículo 431 de nuestro Código Penal, 
se dificulta la tipicidad de los actos atentatorios a las 
buenas costumbres y se hace difícil trazar en un mo- 
mento histórico determinado la línea divisoria entre lo 
lícito y lo delictivo, por lo que sería deseable que la con- 
ducta se definiera más concretamente. Sin embargo, no 
falta quien piensa que la amplia definición contenida 
en dicho artículo es aceptable, porque contiene las con- 
diciones necesarias de técnica legislativa y es lo sufi- 
cientemente flexible para comprender conductas que 
quedarían fuera si se estableciera un tipo más concreto, 
ya que resulta imposible relacionar de manera concreta 
y expresa todos los hechos atentatorios al pudor, ya que 
el efecto que causan en el grupo social es distinto al en- 
contrarse afectado éste por cambios culturales, ambien- 
tales e incluso de nivel religioso, que hacen difícil man- 
tener un concepto inmutable de la moral práctica. 

La tutela de los menores, en el precepto que exami- 
namos, debiera constituir no sólo una agravación, sino 
un tipo específico de configuración distinta al principal, 
ya que la pornografía dirigida a los menores adquiere 



un disvalor social más intenso por el impacto que causa 
en la inmadurez sexual del sujeto pasivo. 

Por lo que se refiere al artículo 432, la expresión "mo- 
ral publica", sin otras especificaciones, no parece la más 
ajustada porque es proclive a interpretaciones subjeti- 
vas; además, la pena asignada en la norma es incon- 
gruente con la gravedad que encierra la pornografía en- 
mascarada y con la publicidad que puede adoptar la 
conducta ante la pluralidad de medios de comunicación, 
distintos de los impresos. 

El artículo 165 bis b)  resulta, a estos efectos, confu- 
so, ambiguo y excesivamente abierto. Debiera ser modi- 
ficado para excluir de él - e n  la materia a que nos esta- 
mos refiriendo- las informaciones peligrosas para la 
moral, llevándolas al artículo 432. 

Las dificultades que hoy crea la compatibilidad de 
los artículos 432 y 165 bis b) sólo pueden resolverse 
entendiendo que el segundo de ellos se refiere a la in- 
serción en periódicos o publicaciones autor&adas de in- 
formaciones peligrosas, en tanto que el 432 se refiere más 
bien a la inserción en publicaciones no autor2ada.s de 
doctrinas contrarias a la moral. Otro criterio expuesto, 
en esta línea, es el de que el artículo 165 bis b) sanciona 
sólo las i n f m c i o n e s  escritas peligrosas para la moral 
y el 432 incluye los grabados, fotografías y otros objetos 
pornográficos. 

En cuanto al artículo 431, se expusieron opiniones de 
que se refiere a cualquier conducta ofensiva al pudor, 
incluida la utilización de impresos, reservándose para el 
165 bis b)  las informacianies peligrosas para la mcrral, 
pues en este punto debe tener consideración de ley es- 
pecial. 

- Sobre la Ley de Peligrosidad y Rehabilitación So- 
cial. 

Examinado especialmente el número 5 del artícu- 
lo 2 . O  de esta Ley, se consideró que, aunque las expre- 



siones "promover" o "fomentar" son muy amplias, en 
su significación propia se refieren al tráfico, comercio o 
exhibición, pero no a otros actos como los de "donación" 
de material pornográfico, los de "tenencia" vinculada al 
ánimo de difundir, los de "propaganda" e "introducción" 
en España de material pornográfico extranjero, por lo 
que debiera el precepto aclararse incluyendo sin dejar 
lugar a dudas tales conductas. 

- Sobre la acomodación de la legislación española 
a los Convenios internacionales. 

España, al ratificar los Convenios de París (1910) y 
Ginebra (1923) sobre represión de la circulación de pu- 
blicaciones obscenas, asumió el compromiso de promul- 
gar las disposiciones necesarias para sancionar adecua- 
damente conductas de tráfico relativas a cualquier tipo 
de impresos y demás objetos pornográficos (producción, 
exhibición pública, importación, exportación, distribu- 
ción y tenencia con fines de comercio). 

En general, parece que el ordenamiento jurídico es- 
pañol no es, en esta materia, lo suficientemente comple- 
to, por lo que debiera, en cumplimiento de los acuerdos 
ratificados por España, acomodar efectivamente su le- 
gislación al contenido de los mismos. 

- Sobre la conveniencia de dictar disposiciones de 
carácter administrativo sobre esta materia. 

Parece oportuna la publicación de normas adminis- 
trativas que regulen de forma más completa y sistemá- 
tica toda esta materia. No deben, por supuesto, mezclar- 
se las normas penales con otras de carácter adminis- 
trativo, por lo que la solución que se apunta es la de 
estudiar dos tipos de disposiciones diferentes: una de 
carácter penal, que retocase los artículos del Código Pe- 
nal, incluyendo las figuras necesarias para una tipi- 
ficación completa; otra de carácter administrativo, in- 
cluyendo en ella las reguladoras de los envíos postales, 



las normas de Policía, las facultades de exhibición de 
ciertas publicaciones autorizadas, que podrían reservar- 
se para determinada clase de público, etc. 

Incluir en un Estatuto especial de la pornografía 
las normas aplicables a esta materia, simplificada, desde 
el punto de vista de las medidas administrativas, la 
accibn contra esta clase de actividades. En esta norma 
podría comprenderse: 

- La producción, divulgación, tráfico, exhibición pu- 
blica o tenencia con fines de difusion, de escritos, gra- 
bados, fotografías, cintas cinematográficas, grabaciones 
sonoras y de cualquier otro tipo que se considerasen pe- 
ligrosas para la moral, sin perjuicio de la acción penal 
cuando pudieran ser constitutivas de delito por atentar 
directamente contra el pudor o las buenas costumbres. 

- La importación, exportación, anuncio o propa- 
ganda de material pornográfico o peligroso. 

- La información escrita y reflejada en medios au- 
dio-visuales, que relate circunstancias capaces de rela- 
jar la moral, tanto en crónicas de publicación periódica, 
como en dibujos, anuncios, discos, "cassettes", etc. 

Debiera también efectuarse una recopilación siste- 
mática de las disposicones vigentes, dándoles sentido de 
unidad. 

En otro orden, no específicamente relacionado con 
la pornografía, debe revisarse y ponerse al día toda la 
legislación administrativa y de Policía sobre espectácu- 
los públicos, salas de fiestas, "boites", "discotecas", salas 
de juventud, etc., evitando la publicación de disposicio- 
nes ya caducadas, abrogadas por el desuso y cuyo cum- 
plimento nadie exige, pero, en cambio, actualizando toda 
al normativa necesaria sobre la base de una exigencia 
meticulosa. 

Como resumen de todo el examen del tema, la opi- 
nión general coincidió en que las medidas exclusivamen- 



te penales no son ni serán nunca suficientes para atajar 
una tendencia tan marcada como la actual a la rela- 
jación de costumbres. Es preferible disponer de una nor- 
mativa de carácter administrativo, ágil y eficaz, reser- 
vando para las normas penales los hechos límite de in- 
soslayable valor penal, ya que intentar aplicar normas 
penales basadas en el concepto de "escándalo" o de 
"ofensa al pudor" o de ataque a "las buenas costumbres" 
en un mundo tan vertiginosamente cambiante, es ex- 
poner el tema a una regulación jurisprudencia1 que, al 
no poder admitir la existencia de delito claramente co- 
metido, no tendría otro camino que el de ir produciendo 
resoluciones absolutorias que vendrían a consolidar el 
nivel, cada vez más bajo, de relajación. 

c)  Los delitos contra el Estado. 

Con ponencia de don Luis Beneytez, fue también tra- 
tado este tema, del que sintetizamos a continuación un 
resumen. 

Las conclusiones de la ponencia tienen uno de sus 
presupuestos más importantes en la interdependencia 
dinámica entre realidad y Derecho, de especial signifi- 
cación dentro del Derecho Penal, cuando se trata de los 
delitos contra el Estado. 

El Derecho está llamado a encarnarse en la realidad 
social para conformarla. La norma jurídica solamente 
es valiosa si, estando de acuerdo con un estado de con- 
ciencia de la comunidad a que se destina, responde a 
sus necesidades reales y está a la altura de sus ideas y 
aspiraciones. 

Si esto es cierto respecto de cualquier norma es es- 
pecialmente exigible cuando se trata de normas penales. 
La norma penal no puede nunca estar en desacuerdo 
con los juicios de valor vigentes en el espacio de su 
aplicación, si no quiere convertirse en letra muerta. 

La consecuencia de esta afirmación es que, partiendo 
de que la sociedad es una realidad dinámica, que vive 



en cada momento de un distinto repertorio de actitudes, 
ideas y sentimientos, impone una movilidad de las nor- 
mas jurídicas que han de irse ajustando continuamente 
al cambio social. 

Basta tomar un Código Penal, como el francés o el 
alemán y hojearlo para constatar que muchos de sus 
preceptos originarios se han modifcado o han desapa- 
recido. La significación de este fenómeno material con- 
site en que muchos juicios de valor vigentes al tiempo 
de su promulgación han variado y los legisladores han 
debido realizar la necesaria reforma legal. 

Este fenómeno ciertamente se produce en algunas 
áreas del Derecho Penal con mayor intensidad que en 
otras. 

Los delitos contra el Estado constituyen un sector 
del Derecho Penal agudamente necesitado de un conti- 
nuo ajuste a la realidad social. La realidad social es esen- 
cialmente dinámica, es el resultado de un ilimitado p r e  
ceso de integración y desintegración. Sobre esa realidad 
cambiante se inserta la organización del Estado como 
una instancia de la permanencia y unidad. En un orden 
racionalmente establecido la organización del Estado no 
está llamada a destruir las energías que nacen del seno 
de la sociedad en que se asienta, sino a dirigirlas y en- 
cauzarlas. La función directiva del Estado se realiza 
mediante el ejercicio del poder político. El poder polí- 
tico sólo puede ser ejercido de acuerdo con unas normas 
constitucionales, pero al propio tiempo necesita garan- 
tías de protección; sus centros de decisión no pueden 
ser perturbados en su legítima función. 

Todo un complejo normativo de carácter fundamen- 
tal establece órganos, confiere atribuciones, traza proce- 
dimientos de actuación. A su lado, como inevitable con- 
secuencia, tiene que situarse otro complejo normativo, 
de carácter sancionador, que determine las consecuen- 
cias del incumplimiento. Cuando la inobservancia de 
esas nonnas se considera sdcientemente grave se aplica 



la sanción penal. Pero el reproche de una conducta de 
esta índole es un juicio de valor fuertemente condicio- 
nado por el desarrollo histórico de la comunidad en que 
se produce. Cualquier inflexión de ese desarrollo histó- 
rico hace necesario el reajuste de las normas punitivas 
en ese sector. 

Sentados estas presupuestos la ponencia desarrolló 
sus conclusiones en tres direcciones distintas: 

A) En la determinación del criterio para la califi- 
cación del delito político (problema del concepto), op- 
tando en este punto por el criterio objetivo con base en 
los siguientes argumentos: 

La teoría objetiva es la más conforme con el princi- 
pio de legalidad porque permite fijar de manera precisa 
los límites del Derecho Penal Político. 

Está dotada de una mayor claridad, ya que todos los 
presupuestos necesarias para que la calificación de la 
politicidad surta todos sus efectos quedan, o pueden que- 
dar, determinados de manera fija cuando se establecen 
los tipos delictivos que arrastran esta calificación por 
su propia naturaleza. 

Es la que está más conforme con nuestro Derecho 
positivo vigente y con nuestro Derecho histórico. Den- 
tro del primer campo así lo demuestran: 

1.O La Ley de 18 de junio de 1870 sobre el ejercicio 
de la gracia de indulto, artículo 3. 

2.O La Ley de 26 de diciembre de 1958, que en su 
artículo 6.O, 1.O, al excluir de la extradición a los delitos 
políticos hace la salvedad de que "el hecho constituya 
esencialmente un delito común o revelase una singular 
perversidad en el delincuente, sean cuales fueren sus ale- 
gaciones respecto a la motivación o finalidad de aquél". 
Esto es expresarse simplemente en términos de doctrina 
objetiva. 

Dentro del campo del derecho histórico se cita como 



ejemplo la Ley de 15 de febrero de 1873 sobre separación 
de presos y detenidos por delitos políticos, que en su 
artículo 2.O hace una delimitación de su campo de apii- 
cación cerradamente objetiva, sin referencia alguna a 
móvil de esta índole. 

B) La segunda cuestión planteada fue el estado 
actual en la doctrina y en las legislaciones del dogma 
del régimen de favor en el tratamiento de los delitos 
políticos, determinando, además, el sentido de la evolu- 
ción de ambos sectores en esta materia. 

Era preciso determinar de modo concreto el conte- 
nido de ese régimen de favor, que se cifra en: 

1.O Una dulcificación general de las penas con que 
se conminan los delitos políticos. 

2." Exclusión en todo caso de la pena de muerte 
para esta clase de delitos. 

3.O Establecimiento de penas especiales de carácter 
no infamante. 

4.O Sumisión del responsable del delito político a un 
juicio por jurados con el fin de garantizar la adecuación 
del juicio de culpabilidad a la opinión pública, que es 
la que debe establecer con absoluta independencia si la 
acción es responsable y en qué medida. 

5.O El establecimiento de un régimen disciplinario 
discriminado de mayor dulzura que el de los delincuen- 
tes comunes. 

6.O La exclusión de la extradición por esta clase de 
delitos. 

En mayor o menor medida, según el grado de per- 
meabilidad de cada uno de los sistemas legislativos y 
con las alternativas derivadas de los cambios de orien- 
tación política, los legisladores europeos del siglo XIX 

procuraron, en general, la adaptación de sus sistemas 
legislativos a estos postulados, 



Dentro de Europa, el punto cuiminante en el régi- 
men de favor tiene lugar en Francia, bajo la llamada 
"Monarquía de julio" (1830-1848). 

A partir de entonces se inicia un movimiento de rece- 
sión que, referido a Francia, se concreta en las disposi- 
ciones siguientes : 

1.O Las Leyes de 18 de diciembre de 1893 y 28 de 
julio de 1894, castigando con penas reservadas a la delin- 
cuencia común los delitos constituidos por los atentados 
anarquistas. 

2." La Ley de 10 de enero de 1936 sobre grupa de 
combate y milicias privadas, creando nuevos tipos pe- 
nales. 

3.O El Decreto-Ley de 29 de julio de 1939, que modi- 
ficó el régimen de los delitos contra la seguridad exte- 
rior del Estado, asimilándolas, para la aplicación de las 
penas, a los crímenes de Derecho común. 

4.O La ordenanza de 6 de mayo de 1944 atribuyendo 
a la competencia del Tribunal correspondiente el cono- 
cimiento de los delitos de prensa. 

5.O La ordenanza de 26 de diciembre de 1944 creó 
el delito de indignidad nacional, castigado con la pena 
de degradación cívica, en relación con los hechos de 
"colaboración". 

La misma línea de progresiva agravación siguen las 
modiRcaciones introducidas en la materia bajo el régi- 
men de la V República, sólo que con un carácter mucho 
más nítido e inequívoco. 

6.O La ordenanza de 4 de junio de 1960 modificando 
el concepto de ataque a la seguridad del Estado y resta- 
bleciendo en los casos más graves la pena de muerte, 
incluso en tiempo de paz, sin negar por ello el carácter 
de delitos políticos a estas infracciones. Al mismo tiempo 
modifica la denominación y el modo de ejecucib de las 
penas aflictivas e infamantes. 



7 . O  La Ley de 4 de febrero de 1960 que autoriza al 
Gobierno para adoptar en el plazo de un año las medi- 
das necesarias para el mantenimiento del orden y la sal- 
vaguardia del Estado. 

8." El Decreto de 4 de junio de 1960 suprime la dis- 
tinción entre los delitos contra la seguridad exterior y 
los delitos contra la seguridad interior. 

9." La Ley de 16 de enero de 1963 modifica el Código 
de Procedimiento Penal en cuanto a la represión de 
crímenes y delitos contra la seguridad del Estado. 

10. La Ley de 15 de enero de 1963 crea el Tribunal 
de Seguridad del Estado, cuya competencia queda deter- 
minada por el artículo 698 del Código de Procedimiento 
Penal, modificado a este efecto, y que puede considerarse 
dirigido en la misma línea a asegurar un cierto rigor 
y una mayor unidad en la represión. 

Podemos preguntarnos a la vista del gran circulo que 
cierra la línea evolutiva del Derecho francés qué queda 
del dogma de la privilegiación del delincuente politico 
en un pais como Francia que puede considerarse no sólo 
la cuna del dogma, sino, además, como el país en que 
tuvo su mayor desarrollo. 

Podemos contestar a esta interrogante con palabras 
de un profesional francés, Paul Aymond, quien concluye, 
después de recoger las distintas normas modificativas del 
Código Penal y del Código de Procedimiento Penal en 
esta materia, que "el estado actual de nuestro Derecho 
(el francés) se caracteriza, en definitiva, por una cierta 
mansedumbre que subsiste respecto de las infracciones 
de escasa importancia y por una severidad creciente res- 
pecto de los delitos de mayor importancia, que pone en 
peligro las instituciones públicas, el funcionalismo de los 
poderes o el equipamiento del país". 

En Alemania el dogma de la privilegiación del delin- 
cuente político no tiene una historia tan brillante como 



en Francia. Eh ningún momento histórico tuvo el privi- 
legio una realización tan completa. 

En Alemania el planteamiento se hizo en torno a las 
penas paralelas de privación de libertad. La discusión ha 
terminado por centrarse en la admisión de una especie 
de "custodia honesta" (Einschliessung) para el delin- 
cuente político y, en general, para el delincuente por 
convicción. 

Como advierte Heinitz, los políticos alemanes se vol- 
vieron contra la privilegiación del delincuente politico 
mediante la aplicación de especiales penas de privación 
de libertad (relegación) en el proyecto de 1889, con fun- 
damento en que la distinción entre móviles dignos e 
indignos no era satisfactoria: concedía un desmedido 
arbitrio judicial y, ante todo, había de llevar necesaria- 
mente de modo indirecto una difamación de quienes 
fueran condenados a penas más severas. 

En el período político posterior a 1918 en Alemania 
no se mantuvo la tendencia a tratar al delincuente polí- 
tico como personalidad digna de respeto. 

Eh un clima poco favorable para ello, Radbruch, en 
el Proyecto del Código Penal de 1925, incluyó un párrafo, 
el 71, que previa una norma especial para aquellos en 
quienes el móvil determinado consistía en la circuns- 
tancia de considerarse obligados a la acción a causa de 
sus convicciones morales, religiosas o políticas. 

Luego se pasa a la redacción del 5 20, hasta hace 
poco vigente, según el cual "donde la Ley permite la 
elección de reclusión (Zuchthans) y custodia (Einsch- 
liessung) sólo puede condenarse a reclusión cuando se 
constata que la acción punible deriva de un sentimiento 
indigno". 

Las experiencias derivadas de la aplicación del 3 20 
no fueron satisfactorias, ya que su desarrollo jurispru- 
dencial fue contradictorio en lo que se refiere a la delin- 
cuencia política. Ello ha hecho que el precepto haya 
desaparecido y con él la última posibilidad de un privile- 



gio del delincuente político trazada genéricamente desde 
el plano legislativo. 

En la actualidad, después de la 2.a Ley de Reforma 
Penal, no existe precepto alguno que haga referencia a 
la delincuencia política. 

Queda únicamente en la redacción del Código Penal 
de 1 de septiembre de 1969 el 5 13, que establece los 
criterios para la medida de la pena, que después de 
establecer que la culpabilidad es el fundamento para la 
medida de la pena enumera las circunstancias que debe 
ponderar el Tribunal tanto en favor como en contra del 
sujeto enjuiciado y entre eilas consigna en primer lugar 
"los móviles y la finalidad del sujeto". 

El estudio de las reformas legales y de las posturas 
dogmáticas en los países europeos de signo democrático 
lleva a establecer la conclusión de que el dogma del régi- 
men de favor de la delincuencia política ha sufrido tan 
fuertes limitaciones que puede considerarse superado. 

C) La Última parte de la ponencia pretende sentar 
unos postulados dogmáticos que han de presidir-el tra- 
tamiento legal de estos delitos, ensayando al propio 
tiempo una ordenación sistemática de esta área del De 
recho Penal que posibilite la comparación de nuestro 
Derecho con otros europeos y su crítica. 

1 . O  Se establecen como postulados de la elaboración 
legislativa: 

El principio del "mínimo penal", en virtud del cual 
sólo debe acudirse a la sanción penal de una conducta 
cuando siendo reprochable en el círculo social en que se 
produce lesiona un bien jurídico auténtico, necesitado 
de este tipo de protección. Pensamos que la norma penal 
sólo está justificada cuando proporciona mayor libertad 
de la que destruye. Debe establecerse una comparación 
entre el daño de bienes jurídicos que la norma penal 
arnenáza o destruye en su realización y los bienes jurí- 
dicos que protege mediante la prohibición de una con- 



ducta, es decir, mediante la limitación de la libertad de 
la persona que establece. 

Este principio, que denominamos "minimo penal", no 
solamente tiene aplicación en el campo de "lege feren- 
da" en el sentido de que está indicando al legislador los 
casos en que no debe acudir a la sanción penal de una 
conducta, sino también en el campo de la aplicación .de 
la norma, sirviendo como criterio de interpretación. 

El resto de los derechos esenciales e imprescriptibles 
de la persona. Por lo que atañe a nuestro tema, este 
postulado impone la proscripción del llamado "delito de 
opinión". El simple hecho de profesar una doctrina, cual- 
quiera que sea, no puede ser objeto de incriminación. Lo 
contrario conduciría a la negación del principio de liber- 
tad de pensamiento, una de las libertades de la persona 
reconocida por todos los sistemas democráticos, y a una 
ilicita invasión en el fuero interno de la persona. 

La consagración del principio de legalidad en este 
campo. Se trata de una exigencia derivada del concepto 
mismo del Estado de Derecho. La consecuencia de la 
organización de un Estado según este patrón consiste 
en que el ejercicio de sus facultades de su poder político 
está limitado por el respeto a unas normas jurídicas que 
en ningún momento pueden desconocer. 

Puede observarse que los principios o postulados a 
que nos hemos referido no son tan específicos del De- 
recho Penal Político que se puede excluir su vigencia en 
otros sectores del Derecho Penal. Sin embargo, la signi- 
ficación que tienen en este campo, es que sirven de pie- 
dra de toque para separar los sistemas jurídicos de los 
que no tienen este carácter. 

La Declaración de los Derechos del Hombre formu- 
lada por la Asamblea General de las Naciones Unidas 
en 1948 adopta estos dos Últimos postulados en sus ar- 
tículos 11, núm. 2 y 19. Además en su preámbulo se es- 
tablece el principio de que "es esencial proteger los de- 
rechos del hombre por su régimen de derecho", 



El perfeccionamiento del Estado de Derecho es una 
elemental exigencia del mundo en que nuestro país está 
inserto y es preciso esforzarse por conseguir ese perfec- 
cionamiento en todos los ámbitos del orden jurídico. 

2." La pauta que se sigue .en la ordenación sistemá- 
tica propuesta combina dos criterios distintos, el de la 
antijuridicidad material en cuanto se contraponen dos 
órdenes distintas de normas, fuentes ambas de deberes ju- 
rídicos para los Estados y sus miembros, y el de la o b  
jetividad de los bienes jurídicos que han de protegerse 
mediante la creación de los correspondientes tipos pe- 
nales. 



LA PREVENCION DEL DELITO 

Un análisis, siquiera sea aproximado y somero, de 
la situación de la criminalidad 'en nuestro país, de su 
evolución y de las tendencias que apunta, ha de bastar 
para concluir la importancia creciente que el tema de 
la prevención del delito tiene. 

Hemos señalado también no sólo en esta Memoria, 
sino en varias de las anteriores, cuál es la situación del 
país en orden a conductas no específicamente delictivas, 
pero si importantes por su incidencia directa sobre el 
nivel general de moralidad pública o social y hemos visto 
cómo de estas conductas, de su proliferación, de la ex- 
tensión que el ambiente de erosión está alcanzando, pue- 
de derivarse, en un futuro próximo, un aumento consi- 
derable de la delincuencia. El aumento de las manifes- 
tasiones de violencia, que es ya una característica de 
nuestro tiempo, tiene, sin duda alguna, este origen. 

Por todo ello, el tema de la prevención del delito pa- 
rece insoslayable y ha de serlo en mayor grado en esta 
ocasión, puesto que bien recientemente ha sido publi- 
cado el Decreto 730/1973, de 15 de marzo, por el que 
se crea la Comisión Nacional prara la Prevención del 
Delito. 

1. Los esfuerzos internacimules en este orden. 

El delito es un fenómeno complejo, con una induda- 
ble importancia desde el punto de vista sociológico, en 
cuyo ámbito ha de considerarse como el efecto de la ac- 
ción recíproca de fuerzas sociales, económicas y cultu- 



rales. Naturaimente, la sociedad reacciona contra el de- 
lito mediante el ejercicio del "jus puniendi" que corres- 
ponde al Estado, como representante o forma jurídica 
de aquélla, pero la complejidad de nuestro mundo no 
admite ya soluciones simples y la imposición de sancio- 
nes jurídicas, la pura aplicación de la ley penal, no se 
considexa ya suficiente para solucionar los arduos y di- 
fíciles problemas que el delito crea. Naturalmente, que 
la severidad en la sanción penal y la aplicación de me- 
didas coactivas resulta y resultará simpre necesaria, pero 
ya no se estima suficiente. Hace falta aplicar otra serie 
de medios de muy variada índole y en a t e  punto es 
donde la prevención resulta fundamental. 

Ya en 1965, el Consejo Económico y Social de las Na- 
ciones Unidas declaró que "la prevención de la delin- 
cuencia juvenil y de la criminalidad de los adultos, así 
como la lucha contra el crimen, deberían ser incorpora- 
dos en los planes de desarrollo económico y social". La 
idea, el razonamiento por que se llega a esta conclusión 
fue puesto de manifiesto en el Cuarto Congreso de las 
Naciones Unidas sobre Prevención del delito y Trata- 
miento del Delincuente, celebrado en Kioto en el año 1970. 

No se trata, naturalmente, de que el desarrollo sea 
causa determinante del aumento de la delincuencia, pero 
no cabe duda de que hay ciertos aspectos del desarrollo 
que tienen, de hecho, un valor criminógeno, como la ma- 
sificación urbana, la industrialización, el crecimiento de- 
mográfico rápido, la migración interna, la movilidad so- 
cial y el cambio tecnológico. En líneas generales, es 
admisible la idea de que cuando un país comienza a abrir- 
se al exterior, supera u olvida su tradición, responde a 
influencias exteriores o a nuevas ideas y nacen en su 
seno presiones internas, surge de inmediato una tenden- 
cia al aumento del delito. Por todo ello parece natural 
que la política de defensa social de un país y su planifi- 
cación para el desarrollo no sean capítulos que dejen de 
estar directamente relacionados. 



Desde otro punto de vista, el delito es de hecho un 
factor de freno para el desarrollo en tanto que afecta 
a la convivencia, a la seguridad individual, al orden in- 
terior. No sólo, también porque económicamente resulta 
negativo en gran proporción, sino especialmente por las 
razones que acabamos de apuntar, parece necesario que 
la planificación del desarrollo tome en cuenta la plani- 
ficación para la prevención del delito. Más adelante es- 
taremos en condiciones de apuntar quizá una serie de 
aspectos concretos de este problema. 

A este f i n  actúan ya expertos de las Naciones Unidas, 
relacionando la política de defensa social con la plani- 
ficación del desarrollo y en Roma tuvo lugar una de estas 
reuniones de expertos en junio de 1969, además de otras 
que a nivel regional han tenido lugar en diversas fechas 
posteriores en Africa, Asia, América Latina y Oriente 
Medio, y es interesante la labor del Instituto de Inves- 
tigaciones de las Naciones Unidas para la defensa Social, 
que radica en Roma. 

Es natural que un análisis de la prevención del delito 
tenga en cuenta, incluso partiendo de las causas remo- 
tas, los factores más acentuadamente crirninógenos de 
la sociedad en desarrollo. Como tales, además de los 
genéricos que hemos mencionado en  uno de los párrafos 
anteriores, el Congreso de Kioto señaló Ias viviendas 
temporales, la desorientación de la vida familiar, el des- 
empleo residual, las presiones sociales creadas por la 
inmigración, la impugnztción de formas tradicionales de 
autoridad y conducta, la despoblación rural y el éxodo 
hacia las grandes ciudades, la desorientación, la soledad 
y la frustración que llevan a intentar ajustes ilegales 
ante las nuevas situaciones con que se enfrenta el in- 
dividuo. A estos factores habría que añadir alguno más, 
especialmente como resultado de análisis concretos sobre 
países y culturas determinadas. Por ejemplo, la falta 
de cultura adecuada -no sólo de instrucción, natural- 
mente- y la baja experimentada es la difusión masiva 



de órganos de comunicación social, puestos a disposicio- 
nes de un grandísimo número de ciudadanos poco prepa- 
rados para asimilar su contenido o demasiado procli- 
ves a intentar sin esfuerzo alcanzar los medios que la 
sociedad de consumo produce. 

La reacción más simple ante la delincuencia, ya  lo 
hemos dicho, es la sanción penal. Sin embargo, preocu- 
pa ya a muchos la necesidad de buscar otras salidas so- 
ciales y otras soluciones de carácter administrativo, qui- 
~á m& prácticas. La vigorización de los controles socia- 
les "oficiosos", como la familia, el vecindario, los grupos 
cie iguahs, la comunidad local, etc., puede desarrollar 
una fuerza de prevención más eficaz (Congreso de 
Kioto) . 

Pero todo ello debe ser planificado adecuadamente, de 
forma que la defensa social sea una parte de la plani- 
ficación para el dasarrollo nacional, ya que este mismo 
fenómeno del desarrollo tiene iqor tac ia  para la pre- 
vención y represión de la delincuencia juvenil y la cri- 
minalidad de adultos. 

Atender, en líneas generales, al fortalecimiento de 
los vínculos familiares y paterno-filiales, a la educación, 
la salud pública, el bienestar y especialmente en rela- 
ción con la juventud, dedicando a su atención órganos 
adecuados de carácter administrativo, a nivel de un 
Ministerio como ocurre en algunos países, o de un ser- 
vicio nacional, como ocurre en otros, es crear diques 
de contención de la criminalidad futura. En este punto, 
la atención a la vivienda, al "habitat", al esparcimiento 
y de manera muy especial, al deporte, es fundamental. 
También en este grupo, especialmente en lo que a la ju- 
ventud se refiere, se entiende que la orientación profe- 
sional, las oficinas consultivas para jóvenes, los servi- 
cios especiales de capacitación y formación profesional, 
los clubs y las instalaciones deportivas, las asociaciones 
juveniles, etc., son medios de gran importancia para esta 
función preventiva. 



A manera de resumen, señalamos aquí las principa- 
les conclusiones formuladas en el Congreso de Kioto, en 
lo que se refiere a las políticas de defensa social en rela- 
ción con la planificación del desarrollo: 

l." Relación adecuada entre planificación de la de- 
fensa social y la planificación nacional. Ningún país 
puede permitirse excluír el elemento de la defensa social 
de su planificación social y económica global. La plani- 
ficación de la defensa social debe ser parte integrante 
de la planificación nacional. No puede emprenderse con 
eficacia la prevención del crimen y el tratamiento del 
delincuente, a menos que estuvieran estrecha e íntima- 
mente vinculados con las condiciones sociales y económi- 
cas. La planificación social y económica no sería realista 
si no se tratara de neutralizar con ella el potencial cri- 
minógeno mediante las inversiones adecuadas en progra- 
mas de desarrollo. 

2." Consideraciones que regulan la planificación y 
pragramación de la defensa social. Deben tomarse las 
medidas adecuadas en lo relativo a información, perso- 
nal capacitado y medios económicos. Las Universidades 
tienen un papel especial que desempeñar en la asisten- 
cia a la investigación y la formación del personal en 
todas las esferas de la prevención del delito. 

3." Especial importancia de la prevención del de- 
lito en su relación con la juventud. E3 no conceder aten- 
ción urgente a la juventud en la planificación de la de- 
fensa social puede dar lugar a un gran aumento del 
delito en todo el mundo. 

4." Cambios sociales y económicos y cambios en la 
estructura jurídica y de la justicia penal. Hay una dis- 
paridad cada vez mayor entre el ritmo de crecimiento 
social y económico en la comunidad y los cambios en el 
sistema jurídico. La planificación de la defensa social 
no sólo debe referirse a la justicia penal como tal, sino 



también a los principios jurídicos fundamentales para 
el mantenimiento de la ley y el orden. 

5.a Desarrollo y perfeccionamiento de las técnicas 
de planificación y programación de la defensa social A 
este fin, la intercomunicación de los distintos países, 
la utilización de bancos de datos, las reuniones naciona- 
les, regionales e internacionales, etc., se hacen cada vez 
más necesarias. 

2. La prevención del delito en España. 

Refiriéndonos solamente a la actividad de carácter 
oficial, España acaba de incorporarse a las corrientes 
que acabamos de señalar, mediante la creación de la Co- 
misión Nacional para la Prevención del Delito, por De- 
creto 730, de 15 de marzo de 1973. Aunque su exposición 
de motivos plantea la necesidad "de que la planificación 
de la defensa social forme parte de la planificación na- 
cional para tratar de neutralizar el potencial criminó- 
geno mediante una acción apropiada que permita eli- 
minar los factores que retrasan y hasta en muchos casos 
impiden el mismo desarrollo" -en la línea, como hemos 
visto de los trabajos del Congreso de K i o t e  lo cierto 
es que su parte dispositiva, como es lógico, regula sus 
funciones desde el punto de vista del análisis, las direc- 
trices para la prevención y la coordinación de los dis- 
tintos organismos interesados. 

En los últimos meses, las reacciones de numerosos 
sectores de la sociedad española, reflejadas en los me- 
dios de comunicación social, ponen de manifiesto una 
preocupación muy intensa en orden a la adopción de 
medidas para atajar el aumento de criminalidad y, más 
específicamente, las alteraciones del orden público y las 
amenazas a la paz social y a la convivencia. Un examen 
de algunos títulos de artículos publicados en la prensa 
diaria en el espacio de algunos meses, nos da idea dme esta 
inquietud: "Diques frente al crimen", "El precio del 



orden", "Orden público y medios", "Represión eficaz 
dentro del derecho", "Una política para el orden públi- 
co", "Energía contra la delincuencia", "Obligada repre- 
sión de la delincuencia", "No estamos con el delito", "La 
sociedad, contra el crimen", etc., etc., por sólo citar al- 
gunos. A ello cabe unir la actuación de organismos y 
entidades, acuciando a los poderes públicos para una 
acción más enérgica: Asociaciones de Padres de Familia, 
Asociaciones vecinales, La Cámara de Comercio de Ma- 
drid, etc., todo ello va dirigido en la misma línea no sólo, 
como es natural, de la represión, aunque a veces se ma- 
nifieste elementalmente en tal sentido, sino especialmen- 
te en orden a la prevención. 

Naturalmente, la prevención del delito es algo más 
complejo que la dotación de mayores medios a las fuer- 
zas encargadas de velar por el orden público, pero tam- 
poco descarta esta necesidad. 

El Ministro de Justicia, en las palabras pronunciadas 
al constituir la Comisión Nacional para la Prevención 
del Delito, indicó con exactitud lo que se pretende. "Cier- 
tamente dijo- la prevención en cualquiera de las acep- 
ciones de la palabra para el ámbito de las ciencias penales 
no es, precisamente, una idea nueva, pero sí lo es cuanto 
a la actividad sistemática que ahora se pretende llevar 
a cabo por la Administración". "Conviene señalar desde 
ahora -añadió- que la prevención de que hemos de ocu- 
parnos no es la que tiene lugar específica y necesaria- 
inente a través de la sanción penal.. . , sino aquella otra 
que, partiendo de una consideración general de la reali- 
dad criminológica, debe intentarse para hacer disminuir 
el número de las infracciones penales antes de que lle- 
guen a cometerse". 

En el mismo acto se refirió a un aspecto importante, 
aunque no sea el de mayor trascendencia, de la preven- 
ción especialmente relacionándola con la planificación 
del desarrollo: el costo aproximado del delito en nues- 
tro país. En muy cerca de los 18.000 millones puede ci- 



frarse en nuestro país este costo. La dedicación de una 
parte de esta cifra a intentar que disminuya un fenó- 
meno de tal entidad, parece a todas luces, necesaria. 

No es momento ni ocasión de formular un esquema 
concreto de medidas de prevención del delito, pero quizá 
sea oportuno sugerir algunas líneas de posible actuación, 
que bien pudieran después considerarse en una línea sis- 
temática, adecuadamente estudiada, para contribuir a 
formular planes específicos de prevención. 

Desde un punto de vista global, las medidas de pre- 
vención pudieran considerarse en el ámbito predelictual 
y también en el postdelictual. En este último caso se 
trata de potenciar al máximo el aspecto rehabilitador de 
la pena y poner en juego las medidas reeducadoras para 
conseguir dos objetivos: primariamente, evitar las rein- 
cidencias, y desde un punto de vista más profundo, con- 
seguir la reinserción social del delincuente primario. 

La medidas de prevención en el ámbito predelictual 
pueden ser muy extensas y de gran interés. Aquí se tra- 
ta sólo de enunciar las líneas principales en que podría 
moverse esta actividad. 

No cabe duda de que ha de ser en la línea de la Ley 
de Peligrosidad y Rehabilitación Social donde ha de or- 
ganizarse un amplio sistema preventivo, principalmente 
porque ésta es la línea elegida de manera fundamental 
por el ordenamiento jurídico español. Dentro de este 
ámbito las medidas de prevención han de tender: a la 
construcción de la red de establecimientos precisa para 
la aplicación de las medidas de seguridad a los declara- 
dos peligrosos, procurando una distribución geográfica 
apropiada para evitar desplazamientos constantes; espe- 
cialización del personal necesario, empezando por los 
Jueces y Fiscales de peligrosidad que antes de hacerse 
cargo de su función debieran al menos seguir un curso 
en la Escuela Judicial; especialización del personal téc- 
nico (médicos, psicólogos, antropólogos, educadores, etc.) ; 
especialización adecuada del personal encargado de la 



vigilancia y régimen interno los establecimientos, dis- 
poniendo de los profesores especialistas necesarios; dis- 
ponibilidad de los Delegados, formándolos adecuadamen- 
te en su misión. 

Para todo ello no hace falta solamente la participa- 
ción oficial, sino que es necesaria la colaboración de ins- 
tituciones sociales y privadas orientadas a estas finali- 
dades, especialmente en lo que se refiere a la disponi- 
bilidad de Delegados y a la colaboración con asistentes 
sociales y grupos sociales que colaboren directamente 
en la reinserción social. 

Otro nivel a considerar con gran detenimiento es el 
de las Instituciones de Protección de Menores. En no 
pocas ocasiones los establecimientos de protección de 
menores han servido en escasa medida para la correc- 
ción y tampoco para la readaptación del menor desvia- 
do. Un análisis meticuloso de la situación nos llevará a 
considerar en qué grado son útiles los establecimientos 
de tipo "reformatorio". Parece llegada la hora de revi- 
sar a fondo el sistema, de reformar profundamente los 
esquemas actuales y de dedicar a la función protectora 
y especialmente a la reformadora unos medios económi- 
cos que han de ser cuantiosos y de los que no se dispone 
hoy. También la especialización del personal adecuado 
ha de ser aquí un elemento de primera magnitud. 

Queremos citar también la Obra de Protección a la 
Mujer, tan necesitada o más de revigorización y reforma 
profunda, como las que acabamos de mencionar. Un es- 
tudio detenido de la situación social actual, de los medios 
adecuadas para la protección eficaz, para la rehabilita- 
ción y la reinserción, se hace cada vez más imprescin- 
dible. 

En todos estos niveles predelictuales, hay que estimu- 
lar la participación social y ciudadana como necesaria. 
Es difícil de conseguir, porque no existen instituciones 
en número suficiente, pero una labor educativa adecuada 
y una orientación bien dirigida serviría, a no dudarlo, 



de estímulo para poner en movimiento muchas iniciati- 
vas en este orden. Esta participación es necesaria, porque 
los organismos estrictamente oficiales no sirven para cu- 
brir todos los fines propuestos. Hace falta un contacto 
humano, una atención constante, una individualización 
absoluta de cada caso, que sólo puede conseguirse por la 
intervención de personas vocacionalmente dedicadas a 
estos fines. 

La prevehción en el campo postdelictual, exigiría un 
análisis también muy detenido, que hay que realizar ya, 
sobre el sistema penitenciario y su aplicación. Hoy exis- 
te un divorcio absoluto entre los Tribunales que impo- 
nen la pena y la administración que se ocupa de su eje- 
cución. Muchas veces, esta ejecución va por caminos 
bien distintos de los que los Tribunales hubieran pre- 
visto, aunque debe reconocerse que están movidos por 
un deseo de procurar un buen resultado en la aplica- 
ción. Sin embargo, ha de reconsiderarse seriamente la 
participación del Tribunal sentenciador y del Ministe- 
rio Fiscal en la aplicación de los procedimientos peniten- 
ciarios. La puesta en práctica de instituciones insusti- 
tuible~, como la condena condicional o la libertad con- 
dicional, exigen un montaje bien distinto y un cuidado 
más intenso del que hoy se sigue. La aplicación de un 
sistema de libertad vigilada, no exclusivamente oficiali- 
zado, es imprescindible en el mundo de hoy para reali- 
zar una buena política de prevención. 

Naturalmente, a todas estas medidas habría que aña- 
dir otras muchas, según la etiología de cada tipo de in- 
fracción penal. Pero éste es un trabajo ambicioso, que 
debe realizarse con detenimiento y en el que aquí no 
podemos entrar. 



C m h o  v 

CUESTIONES DE INTERES DOCTRINAL 
O L~ISTALIVO 

Como venimos haciendo en anteriores ocasiones, que- 
remos también en ésta reflejar algunos puntos de inte- 
rés doctrinal o de propuesta legislativa, en ocasiones 
suscitadas por los Fiscales en sus Memorias, sin perjuicio 
de analizar también alguna cuestión de orden general 
que se haya planteado últimamente y que tenga interés 
para formular sobre ella algunas ideas. 

Una de estas cuestiones que traemos hoy a este capí- 
tulo se refiere al tratamiento que la Sala 2.a del Tribunal 
Supremo viene dando últimamente al concepto legal de 
multirreincidencia. Es un tema que consideramos puede 
tener, al menos, el interés de la oportunidad, puesto que 
ha sido suscitado por varias sentencias dictadas a partir 
de los primeros meses de 1972, a que esta Memoria se 
contrae, y que quizá sugieran la posibilidad de una ne- 
cesaria aclaración legislativa para impedir que se apli- 
que la ley en forma que quizá no coincida exactamen- 
te con lo que fue la "mens legislatoris" en el momento de 
promulgarse el precepto del Código que se analiza en este 
punto. 

Otras cuestiones han suscitado en sus Memorias los 
Fiscales y reflejaremos también aquí, como las que se 
refieren a la responsabilidad civil "ex delicto", plantea- 
da por el Fiscal de Pontevedra; la libertad condicional 
y su normativa, que suscitó el Fiscal de Huesca; el es- 
tudio sobre la estafa procesal que analiza, el Fiscal de 



Orense; la extradición y los problemas que suscita la 
autorización para tratamientos médico-quirúrgicos, am- 
bos expuestos por el Fiscal de Madrid. Y terminaremos, 
como en todas las ocasiones anteriores, por exponer las 
reformas legislativas que los Fiscales, cumpliendo uno 
de los preceptos que para la confección de sus Memorias 
marcó el Estatuto Fiscal, plantean o proponen en sus 
respectivos informes. 

1. El tratamiento jurispruciem.al de la multirreinci- 
aen&. 

Una de las cuestiones más importantes planteada 
durante el año 1972 a los Tribunales de lo Penal y en las 
Fiscalías, incluyendo la del Tribunal Supremo, la cons- 
tituye el cambio operado en la jurisprudencia de la 
Sala 2." en orden a la interpretación del concepto jurí- 
dico de la multirreincidencia y principalmente ante 
casos en que las condenas anteriores al hecho que se 
juzga se impusieron en una sola sentencia, porque es 
lo cierto que a partir de la sentencia de 25 de enero 
de 1972, con la que se inicia la nueva orientación, ha 
caído por su base una reiterada interpretación jurispru- 
dencial de los preceptos del Código Penal que castigan 
con la pena inmediatamente superior en grado, al cul- 
pable que hubiera sido condenado con anterioridad, por 
dos o más delitos comprendidos en el mismo Título del 
Código. 

Partiendo de nuestra legislación penal codificada, 
es en el Código Penal de 18713 en donde aparece por pri- 
mera vez la norma que ordena la imposición de la pena 
inmediatamente superior en grado a los reos si fueren 
dos o más veces reincidentes; así, en la definición de la 
reincidencia genérica dada en el artículo 10, circuns- 
tancia 18, lo mismo que en la específica para los culpa- 
bles de delitos de hurto (articulo 533) y estafa (artícui 
lo 549). 



Esa idéntica fórmula fue aceptada por el legislador 
de 1932, en los mismas supuestos de hurto (art. 508, 3.') 
y estafa (artículo 524), si bien además concedía a los n i -  
bunales, cuando concurriera la agravante decimoquinta 
del artículo 10, la facultad discrecional, de aplicar la 
pena inmediatamente superior, en el grado que estimen 
conveniente (artículo 67, regla 

Las reformas del texto refundido del Código Penal 
de 1944, y del texto revisado de 1963, se sitúan en la 
misma línea que sus precedentes respecto a los delitos 
de hurto (artículo 516, 3.') y estafa (artículo 530) pres- 
cribiendo la imposición de la pena inmediatamente su- 
perior en grado al culpable si fuere dos o más veces rein- 
cidente. Y en ambos Códigos, además en el artículo 61, 
regla 6.=, se estatuye la imposición de la pena superior 
en uno o dos grados cuando concurra la agravante 15 
del artículo 10 "a pa r t i  de la segunda reincidencia". 

Estos preceptos habían sido interpretados hasta a h e  
ra por la jurisprudencia del Tribunal Supremo, en el 
sentido de que era indiferente que las condenas ante- 
riores se hubieran acordado en varias o en Única sen- 
tencia, para considerar multirreincidente al que vuelve 
a incidir nuevamente en delito comprendido en el mis- 
mo Título del Código. 

Así, en sentencia de 26 de mayo de 1879, se declara- 
ba ya, que la circunstancia de que en una misma sen- 
tencia hayan sido penados los tres hurtos anteriores al 
que ahora ha sido juzgado no es razón para que no sea 
tenido como reincidente dos o más veces y serle apli- 
cable el artículo 533, 3.O, puesto que la ley no exige que 
en distintas sentencias sean penados, sino sólo que eje- 
cutoriamente hubiera sido penado por delitos compren- 
didos en el mismo Título del Código Penal. 

Y en la de 26 de abril de 1888, de dice que no excluye 
la apreciación de la multirreincidencia, "la eventualidad 
de que dos o más hechos justiciables congéneres sean 
perseguidos en una sola causa y penados en una sen- 



tencia, porque esta simultaneidad de procedimiento no 
confunde ni puede confundir la individualidad de cada 
delito". La misma doctrina en la de 21 de octubre de 1902 
y 1'0 de octubre de 1907. 

Más expresiva es la de 19 de febrero de 1915, al se- 
ñalar que el concepto de la reincidencia doble o en mayor 
grado no se deduce del número de sentencias en que se 
estime tal circunstancia, pues esto es accidental, sino 
de las condenas ejecutorias que la hayan motivado, que 
es la esencial, y, por tanto, apareciendo que el procesado 
fue ejecutoriamente condenado por tres delitos de robo, 
aunque haya sido en una sentencia, resulta con amplia 
notoriedad que incurrió en la sanción del artículo 533 
del Código Penal ,en su regla 3.a. 

Coincidiendo con la anterior, la de la misma fecha 
de 19 de febrero de 1915, sienta la doctrina de que la 
reincidencia debe apreciarse múltiple, aunque los delitos 
anteriores hayan sido juzgados en uno o en varios pro- 
cesos y penados en una sola o en diferentes sentencias, 
ya que esta circunstancia no altera la esencialidad de la 
reincidencia, puesto que la reunión de varios delitos en 
una sola causa, no priva a cada uno de ellos de su indi- 
vidualidad, ni resta a la condena ninguno de los carac- 
teres y consecuencias que lleve consigo. Lo mismo en 
la de 18 de abril de 1922. 

La de 7 de febrero de 1910 (aplicación del art. 549) 
considera indiferente que la doble reincidencia resulte 
de una sola causa o de varias porque ésta se estima con- 
sumada respecto de cada uno de los delitos cuando ha 
recaido la sentencia ejecutoria. 

Eh el mismo criterio se insiste ininterrumpidamente 
en resoluciones posteriores, entre ellas la de 3 de diciem- 
bre de 1948, 23 de febrero de 1970, en la que se citan las 
de 25 de enero de 1950, 25 de marzo de 1953, 12 de fe- 
brero de 1959,12 de febrero de 1969 y 1 de marzo de 1969. 
También la de 25 de mayo de 1970, en la que se cita la 



de 3 de diciembre de 1948, y la de 15 de febrero de 1969, 
9 de junio de 1970 y 16 de octubre de 1971. 

Y por Úitiio, dada la relevante doctrina que sienta 
merece especial mención la de 21 de febrero de 1970, al 
observar que si en la misma sentencia se condena por 
dos delitos y a dos penas, es evidente que las condenas 
son dos y no una por más que sean impuestas por un 
mismo decreto judicial, aparte de que la noción de la 
reincidencia recogida en el núm. 15 del artículo 10 del 
Código Penal alude bien claramente a precedentes con- 
denas por otro u otros delitos, sin hacer otra discrimina- 
ción ..., razones que han llevado, sin duda, a la jurispru- 
dencia a sentar el criterio de que es indiferente que las 
distintas condenas hayan sido impuestas en una o en 
sucesivas sentencias, y si bien puede ser tachado tal cri- 
terio definidor de la reincidencia excesivamente forma- 
lista rozando, como tal, las puras esencias de la culpa- 
bilidad, plus cuZpabk que debe ser el alma de toda agra- 
vante, tal rectificación sólo puede ser postulada de lege 
ferenda, debiendo quedar vedada a la casación que sólo 
puede ensayar criterios correctores dentro de la mens 
legis, y tal vez preparar el cambio de la propugnada re- 
forma legal mostrando los efectos, taras 'y lagunas que 
vayan encontrando en la aplicación de la sistemática vi- 
gente más o menos petrificada y en pugna con la rea- 
lidad ambiental, por todo lo cual debe negarse este mo- 
tivo de casación y estimular que hubo aplicación indebi- 
da del artículo 530 del Código Penal. 

Esta doctrina del Tribunal Supremo interpretando el 
concepto legal de la multirreincidencia, fue siempre se- 
guida por el Mínisterio Fiscal en su actuaci6n y la man- 
tuvo, incluso recurriendo contra las sentencias judicia- 
les que la desconocían o impugnando los promovidos por 
quienes mantenían opinión distinta, en base a que por 
lo reiterada, y provenir del más Alto Tribunal de Jus- 
ticia, goza ael prestigio de doctrina legal penal, aunque 
car&a de efectos vinculantes, ya que la fórmula legal 



de la reincidencia de "hay reincidencia cuando al delin- 
quir el culpable hubiera sido ejecutoriamente condenado 
por otro u otros comprendido en el mismo Título de este 
Código" ha permanecido conceptualmente idéntica a tra- 
vés de las numerosas reformas introducidas en el Código 
Penal, hasta el extremo de que, habiendo sido objeto de 
retoques en el Texto Refundido de 1944, solamente se 
sustituyó la expresión "al ser juzgado el culpable" por la 
de "al delinquir el culpable", y en el Código revisado 
de 1953, respetando el texto del artículo 10, circunstan- 
cia 15, en cumplimiento de la Base 19 de la Ley de 23 de 
diciembre de 1961, que ordenaba se procediera "a la de- 
puración de antinomías, anacronismos, repeticiones y a 
la corrección de erratas y de estilo en los artículos que 
lo exijan "se limitó la reforma a modificar en el artícu- 
lo 516-3.O, y 530 la locución "dos o más veces reinciden- 
te" por la de "dos veces reincidente; y en fin, a que 
tanto la reincidencia impropia (reiteración) como en la 
propia (reincidencia) en los supuestos de concurso real 
de delitos, la relación jurídica entre los mismos es me- 
ramente formal y sin otra trascendencia que la de su 
enjuiciamiento en un solo y único procedimiento, y por 
eilo, la conexidad apreciada a estos efectos, no puede 
privar a la sentencia de su contenido primordial, la con- 
dena del reo por los delitos de que se le considera cul- 
pable, con la trascendencia legal del reproche judicial y 
social, por cada uno de los delitos sancionados. 

Esta, ya centenaria, doctrina del Tribunal Supremo, 
sobre el concepto jurídico de multirreincidencia (deriva- 
da de una sola sentencia en que se sancionaban distintos 
delitos conexos), ha  quedado virtualmente derogada, con- 
siderándose errónea, a partir de la sentencia de 25 de 
enero de 1972, en la que se da acogida a la tesis de que 
sólo puede imponerse pena superior en uno o dos grados, 
según la regla 6.a del artículo 61 'del Código Penal, a 
partir de la segunda reincidencia, por lo que resulta ob- 
vio, que sólo puede declararse segunda vez reincidente 



a quien lo fue por primera vez, en anterior sentencia, O 

lo que es lo mismo, que para que haya doble reincidencia 
es preciso que se hayan dictado por lo menos dos sen- 
tencias condenatorias anteriores al hecho que se enjui- 
cia, de modo que en el segundo de tales fallos se haya 
apreciado la primera o simple reincidencia. En el mismo 
sentido, la de 1 de enero de 1973. Con invocación de esta 
doctrina interpretativa de la multirreincidencia las sen- 
tencias de 22 de febrero, 13 de abril, 9 de noviembre y 
1 de diciembre de 1972 declaran que no puede apreciarse 
porque los delitos anteriores fueron incriminados en una 
sola y única sentencia. En la misma línea la de 18 de 
octubre de 1972, tratando de precisar el concepto expues- 
to en la de 25 de enero, de que la doble reincidencia pre- 
cisa que se dicten dos sentencias condenatorias anterio- 
res al hecho que se enjuicia, de modo que en el segundo 
de tales fallos se haya apreciado la primera o simple 
reincidencia, se declara, que esta resolución se estima 
justa y legal, si se atiende a la necesidad de respetar la 
expresa dicción de la norma: a la distinción entre pluri- 
delincuencia (varios delitos) y plurirreincidencia (delitos 
antecedentes que operen en los subsiguientes). . .; a que 
lo esencial no es la condena, sino a la declaración del 
llamado doctrinalmente "estado de reidad". . .; a la eíi- 
cacia del principio humanitario "pro reo". . . y, por fin, 
a que la reincidencia es un concepto jurídico que impide 
que pueda darse segunda reincidencia sin que previa- 
mente hubiera recaído la primera, lo que no resulta via- 
ble sin que al menos se hayan dictado dos sentencias 
condenatorias antes de realizarse el delito en que se 
estime la segunda reincidencia y de que en dicha segun- 
da condena se haya estimado existente la primera rein- 
cidencia, para todo lo que, como quiere tambi6n la mejor 
doctrina científica, no es suficiente que las resoluciones 
judiciales sean de distinta fecha, sino que es preciso que 
la primera de ellas haya sido estimada a virtud de la 
reincidencia de la segunda, lo que debe ser precisado por 



las Audiencias con todo rigor en los hechos probados o, 
al menos, resultar demostrado por deducción fundada, 
de acuerdo con el intervalo de tiempo existente entre 
ellas y las fechas de las causas que las motivaron. 

También las de 16 de mayo y 7 de noviembre de 1972, 
teniendo en cuenta el tiempo que media entre las reso- 
luciones anteriores, cuatro meses y once días, respecti- 
vamente, no aprecian la multirreincidencia al hecho que 
se enjuicia al ser más que dudoso que cuando fueron 
cometidos los hechos de la segunda ya estuviera conde- 
nado el procesado en firme por las que determinaron la 
primera, por lo que no podía apreciarse la reincidencia 
que como previa es presupuesto indeclinable para poder 
estimar la segunda. 

En cambio, la de 26 de octubre, en atención a que 
las anteriores condenas, un delito de hurto y cinco de 
robo, fueron impuestas en sentencias que van desde el 
2 de noviembre de 1962 al 18 de febrero de 1969 y puesto 
que eran ejecutorias al tiempo de comisión del delito 
de robo por el que se formalizó el recurso, se aprecia la 
agravante de reincidencia de carácter múltiple por ha- 
llarse todos los delitos comprendidos en el mismo título 
del Código. La misma doctrina en la de 10 de abril 
de 1973. 

Como es natural, este tema ha despertado también 
el interés de numerosos Fiscales, que se hacen eco de 
él en sus Memorias. Por ejemplo, el Fiscal de Baleares 
incluye en la suya, en relación con esta cuestión, los 
párrafos siguientes: 

"La circunstancia 15 del articulo 10 del Código penal 
es definida por el legislador diciendo: Hay reincidencia 
cuando al delinquir el culpable hubiere sido ejecutoria- 
mente condenado por otro u otros delitos comprendidos 
en el mismo Título de este Código. 

La Jurisprudencia, desde sus primeras sentencias 
hasta la de 25 de enero de 1972, había interpretado siem- 
pre dicha circunstancia en el sentido de que era indife- 



rente para su apreciación que el reo hubiera sido juz- 
gado en uno o varios procesos y penado en una o distin- 
tas sentencias y, en consecuencia, si en una misma sen- 
tencia era condenado por varios delitos comprendidos 
en el mismo Título del Código en que se encontraba a 
su vez comprendido el delito objeto de enjuiciamiento 
se consideraba que todos ellos debían tomarse en cuenta 
por el Tribunal sentenciador para la apreciación de la 
agravante de multirreincidencia a los efectos de la Re- 
gla 6." del artículo 61 del Texto unitivo. 

Y del mismo parecer era la Doctrina de los autores, 
en atención precisamente a las razones por las que la 
reincidencia se valora como circunstancia agravatoria de 
la responsabilidad criminal, entre las que destaca la 
insuficiencia de la pena anterior, demostrada por el reo 
al delinquir de nuevo, insuficiencia todavía más patente 
si fueron varios los delitos por los que fue condenado 
con anterioridad, bien en una o varias sentencias, pues 
en tal caso la personalidad del Agente se revela particu- 
larmente perversa y peligrosa, sobre todo cuando llega 
a ser un delincuente habitual o profesional, perversidad 
y peligrosidad que no puede depender del hecho de que 
por los delitos anteriores hubiera sido condenado en una 
sola o en varias sentencias. Y es más, esta mayor per- 
versidad demostrada por el multirreincidente y, por 
ende, la insuficiencia de las penas impuestas en las ante- 
riores condenas la tuvo precisamente en cuenta el legis- 
lador al darle un trato de mayor dureza a través de la 
Regla 6.a del artículo 61. 

Pero a partir de la sentencia de 25 de enero de 1972 
la jurisprudencia del Tribunal Supremo, al interpretar 
la circunstancia 15 del artículo 10, ha dado un giro real- 
mente espectacular, rompiendo con la anterior doctrina 
que a lo largo de los d o s  venía manteniendo el mismo 
Tribunal, al establecer que cualquiera que sea el número 
de delitos incriminados y sancionados en una sola sen- 
tencia ésta juega como antecedente penal único, es decir; 



que no pueden tenerse en cuenta a los efectos de la 
Regla 6.a del artículo 61 el número de delitos por lo que 
se condena al reo en la misma sentencia, sino el número 
de sentencias anteriores contra el mismo dictadas por 
delitos comprendidos en el mismo Título del Código. 

Tal doctrina, realmente revolucionaria, plantea pro- 
blemas de orden técnico y práctico que brevemente pasa- 
mos a exponer: 

1." Condenar, en sentido jurídico, significa pronun- 
ciar sentencia imponiendo la pena correspondiente y 
como la pena está siempre en relación con el delito, 
cuando en la misma sentencia se sancionan varias con- 
ductas criminales hay tantas condenas como delitos son 
penados y, por lo tanto, a nuestro modesto entender, el 
Tribunal Supremo fuerza la interpretación de la expre- 
sión "Ejecutoriamente condenado por otro u otros deli- 
tos" al considerarla como sinónima de sentencia firme, 
con independencia del número de delitos que en la mis- 
ma se pena, pues el precepto exige, a los efectos de la 
apreciación de la circunstancia, que las condenas se 
dicten en la misma o distinta sentencia ni puede dársele 
más alcance que el de que la sentencia o sentencias en 
donde se contengan los pronunciamientos condenatorios 
uno o múltiples --es indifierente- sean firmes. 

En este aspecto cobra interés la sentencia de 5 de 
mayo de 1972, donde, en cierta medida, parece retor- 
narse al criterio tradicional al desarrollarse en la misma 
los presupuestos subjetivo y objetivo que integran la 
circunstancia de agravación comentada. En la misma se 
dice "que la ratio essendi" de la circunstancia agravante 
de la reincidencia número 15 del artículo 10 se encuen- 
tra subjetivamente en la recaída en el mismo o similar 
delito incluido en el propio Titulo del Código Penal.. . , 
que, sin embargo, para su apreciación resulta indispen- 
sable conocer el presupuesto objetivo o material que se 
deriva del subjetivo indicado de que al volver a delinquir 
el sujeto activo hubiera sido ejecutoriamente condenado 



por otro u otros delitos comprendidos en el mismo Título 
del Código Penal". 

Si en dicha sentencia se afirma que la propia esencia 
de la circunstancia se encuentra en la recaída en el mis- 
mo o similar delito es obvio que no es la sentencia ante- 
rior el antecedente creador de la agravante, sino el delito 
o delitos cometidos con anterioridad, bien se enjuicien 
en una misma sentencia o separadamente en varias. 

2.O El artículo 300 de la Ley de Enjuiciamiento Cri- 
minal establece "que cada delito que conozca la Autori- 
dad Judicial será objeto de un sumario. Los delitos cone- 
xos se comprenderán, sin embargo, en un solo proceso". 

Del examen de dicho precepto se desprende que la 
regla general es que cada delito sea objeto de un pro- 
ceso independiente y que únicamente los delitos conexos 
podrán comprenderse en un solo proceso y, en conse- 
cuencia, la sentencia que se dicte en el mismo, condenar 
por varios delitos. 

Unicamente, pues, pueden ser objeto de condena en 
una misma sentencia los delitos conexos, resultando sor- 
prendente que una norma de carácter adjetivo que res- 
ponde a consideraciones, unas de economía procesal y 
otras de hacer más fácil la completa investigación de 
los delitos íntimamente relacionados entre sí, pueda 
determinar el valor y alcance de una norma de carácter 
sustantivo como es la circunstancia 15 del artículo 10, 
máxime cuando la conexión no supone necesariamente 
que los delitos considerados conexos estén comprendidos, 
ni mucho menos, en el mismo Título del Código Penal, 
pues pueden perfectamente ser de distinta naturaleza, 
sobre todo cuando se trate de delitos cometidos como 
medio para perpetrar otros o facilitar su ejecución. La 
alternativa no puede ser más sencilla: si no existen sen- 
tencias condenatorias anteriores, cualquiera que sea el 
número de delitos conexos enjuiciados comprendidos en 
e! mismo Título del Código Penal que el nuevo delito, 
al penarse en una sola sentencia ésta juega como un solo 



antecedente, vedando la aplicación de la Regla 6." del 
artículo 61. Si, por el contrario, los delitos cometidos 
con anterioridad por el reo no son conexos, al ser pena- 
dos en sentencias separadas determinarán imperativa- 
mente la aplicación de la citada Regla 6.a del artículo 61. 
La conexidad, pues, norma procesal excepcional de com- 
petencia, se convierte en elemento integrador de la cir- 
cunstancia agravante de reincidencia, cuya naturaleza 
de derecho material es indudable y ajena por completo 
a la esfera procesal. 

3 . O  La Doctrina Jurisprudencia1 comentada puede, 
además, llevar en muchos casos a conclusiones arbitra- 
rias, pues la apreciación o no de la multirreincidencia 
y, en consecuencia, de la entrada en juego de la Regla 6." 
del artículo 61 dependerá en casi todos los casos del cri- 
terio más o menos liberal que se haga por los Tribunales 
de la norma de conexión número 5 del artículo 17 de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

4.O El problema se agudiza en el supuesto de que 
en una misma sentencia se condena por varios delitos, 
de los cuales sólo algunos de ellos estén comprendidos en 
el mismo Título y los demás en Títulos distintos del delito 
cometido con posterioridad y sobre el que juega la cir- 
cunstancia agravatoria, pues las condenas por estos últi- 
mos necesariamente deberán jugar como circunstancia 
agravante de reiteración, pues la circunstancia 14 del 
artículo 10 no se exige, como la 15 que el reo "estuviera 
ejecutoriamente condenado por otro u otros delitos com- 
prendidos en el mismo Título", sino que "al delinquir el 
culpable hubiere sido castigado por delito al que la Ley 
señala igual o mayor pena o por dos o más delitos a que 
aquélla señala pena menor", términos estos suficiente- 
mente expresivos y rotundos, a los que sólo cabe dar la 
interpretación que como conceptos jurídicos les corres- 
ponde, esto es, que lo que importa es que el reo hubiese 
sido anteriormente castigado por delitos cometidos con 



anterioridad, siendo indiferente que los mismos fueran 
enjuiciados o no en el mismo proceso y sancionados, por 
tanto, en una misma o en distintas sentencias. 

En este caso tendremos, pues, que conceder a la sen- 
tencia anterior un doble valor: como un solo antece- 
dente a los efectos de la apreciación de la circunstancia 
de reincidencia respecto a las condenas relativas a los 
delitos comprendidos en el mismo Título que el poste- 
riormente cometido y como solo o múltiple antecedente 
respecto a los delitos penados en la misma comprendidos 
en Titulo distinto del de aquél, singularmente cuando 
tengan señalada pena menor del que es objeto de nuevo 
enjuiciamiento. 

La solución en tal caso nos parece un tanto peregrina, 
pero a ella nos fuerza el criterio doctrinal expuesto. 

Claro es que se podría decir en el supuesto indicado 
la sentencia en donde se condena por múltiples delitos 
comprendidos en distintos Títulos del Código sólo tiene 
valor como antecedente a efectos de la reincidencia, olvi- 
dando la reiteración, pero tal solución no lo permite la 
clara definición que de esta Última se da en el artículo 10. 

¿Cómo puede entonces una sentencia en el caso indi- 
cado producir el doble efecto de antecedente a los efec- 
tos de apreciación de las circunstancias de reincidencia 
y reiteración y, si condena sólo por delitos comprendidos 
en el mismo Título que el que es objeto de enjuicia- 
miento posterior, prescindir del número de éstos y de 
sus penas y jugar como un solo antecedente? 

Respetamos, como siempre, el criterio de nuestro más 
alto Tribunal y esperamos confiadamente que resuelva 
las incógnitas planteadas, que muy bien pueden deberse, 
y así lo reconocemos, a un equivocado enfoque del pro- 
ble por nuestra parte." 

También el Fiscal de Madrid muestra su preocupa- 
ción por el tema y lo expone en su Memoria por razón 
de la oportunidad que sugiere la publicación de las Sen- 
tencias que acabamos de comentar. Su planteamiento, 



en línea parecida a lo que hasta aquí llevamos dicho, 
aunque, como es lógico, utilice otro sistema expositivo, 
es el siguiente: 

"El problema de cuándo debe apreciarse la existencia 
de multirreincidencia, a los efectos previstos en la Re- 
gla 6." del artículo 61 del Cjdigo Penal, o de aquellas 
figuras típicas donde aparece como agravante específica 
ha sido objeto de un tratamiento diametralmente opues- 
to a la Jurisprudencia de nuestro Tribunal Supremo a 
partir del pasado año 1972. 

Clásicamente el Tribunal Supremo, las Audiencias y 
las Fiscalías de toda España admitían como axioma 
indiscutible que un acusado era dos o más veces reinci- 
dente, a los efectos de los preceptos citados, si anterior- 
mente a la comisión del delito en que dicha multirrein- 
ciaencia debiera ser apreciada había sido condenado por 
dos o más delitos contenidos en el mismo Título del 
Código, sin que tuviera importancia que esas condenas 
hubieran sido impuestas en una o en varias sentencias 
y, menos aún, que para su estimación se precisase la 
previa declaración de reincidencia. 

En este sentido se ha manifestado nuestro Alto Tri- 
bunal hasta la sentencia de 17 de diciembre de 1971, que 
recogemos por ser la Última que mantiene el criterio 
tradicional al decir : 

"Considerando: Que el cuarto y Úitimo motivo, im- 
pugnando la indebida aplicación del artículo 530 del 
Código Penal, fundamentándolo en haber sido conde- 
nado, efectivamente, el inculpado por 143 delitos de apro- 
piación indebida, pero en la misma sentencia de 13 de 
diciembre de 1962 tampoco puede prosperar, por no alte- 
rar la esencia de la naturaleza jurídica de la multirrein- 
cidencia, que las condenas hayan sido impuestas en la 
misma sentencia por conservar cada uno de los delitos 
sancionados su individualidad propia e independiente, 
viniendo a acrecentar el acervo de peligrosidad y de 
mayor culpabilidad del agente por la repetición de actos 



de análoga naturaleza, pues ni en el artículo 530, antes, 
ni el númaro 15 del artículo 10, en relación con la Re- 
gla 6." del artículo 61, exigen otra cosa que dos condenas 
ejecutorias previas por el mismo o semejante especie de 
delito, teniendo así declarado esta Sala en repetidas sen- 
tencias, desde la relativamente antigua de 14 de abril 
de 1951 hasta la reciente de 23 de febrero de 1970". 

Posteriormente, poco después de emitirse la anterior 
sentencia, cuyo Considerando, fundamental a nuestros 
efectos, hemos recogido, y exactamente el 25 de enero 
de 1972 el Tribunal Supremo dio un giro de 180 grados 
en la interpretación del concepto de multirreincidencia, 
al que ya nos referimos sucintamente en la Memoria del 
pasado año, pero que hoy ha aumentado su importancia 
al crear nueva doctrina, reiteradamente reconocida en 
sentencias posteriores. 

En ella se impone el criterio de que solamente existe 
multirreincidencia cuando con anterioridad no sólo se 
han producido varias condenas por delitos del mismo 
Título, sino que ha sido declarada previamente una ini- 
cial reincidencia, criterio que desarrolla en el Conside- 
rando que transcribimos : 

"Considerando: que, efectivamente, la Sala de ins- 
tancia debió consignar que las dos condenas anteriores 
por robo fueron impuestas al recurrente en una misma 
sentencia, la proferida en 13 de enero de 1968, en que se 
decretaron una pena de tres meses de arresto maym y 
otra de 10.000 pesetas de multa, respectivamente, según 
ha podido comprobar esta Sala con la pertinente com- 
pulsa de los autos, dato complementario que sólo per- 
mite apreciar la simple reincidencia, pero no la doble, 
puesto que de la noción legal de multirreincidencia del 
número 15 del artículo 10 en relación con la Regla 
del artículo 61 del Código Penal se deduce que sólo puede 
imponerse la pena superior en uno o dos grados a partir 
de la segunda reincidencia, por lo que resulta obvio que 
sólo puede declararse segunda vez reincidente a quien 



lo fue por primera vez en anterior sentencia o, lo que es 
lo mismo, que para que haya doble reincidencia es pre- 
ciso que se hayan dictado por lo menos dos sentencias 
condenatorias anteriores al hecho que se enjuicia, de 
modo que en el segundo de tales falios se haya apreciado 
la primera o simple reincidencia, por lo que no ocu- 
rriendo así en el caso del recurso se impone el acogi- 
miento del segundo motivo del mismo y la casación de 
de la sentencia recurrida por indebida aplicación de la 
Regla 6.a del artículo 61 y consiguiente falta de aplica- 
ción de la Regla 2.a del mismo precepto." 

Este cambio trascendental en la interpretación y re- 
conocimiento eficaz de la reincidencia doble o múltiple, 
produce una especial preocupación sumada a la que todo 
cambio jurisprudencia1 inicialmente crea, por cuanto sig- 
nifica, en muchos casos, una doctrina sumamente apete- 
cible y ventajosa para aquellos delincuentes, especialmen- 
te peligrosos, que hacen del delito un hábito o un modo 
de vida. La defensa de la Sociedad contra los delincuentes 
habituales o profesionales, ha de ser más estricta y su san- 
ción mayor y más grave que la de los delincuentes oca- 
sionales, que sólo una vez han infringido la Ley contra- 
viniendo las normas del ordenamiento jurídico punitivo. 

En esta línea razonable de mayor rigor, se encuentra 
la regia del artículo 61 y otros preceptos especiales, 
como los artículos 516 y 530 del Código Penal, pero no 
así la actual doctrina que comentamos. Si la regla 6." del 
artículo 61 autoriza a elevar la pena en un grado, posi- 
bilidad en principio insólita, resulta extraño, anómalo y 
hasta peligroso para la justa defensa de la Sociedad, que 
esta medida de agravación quede supeditada, en su efec- 
tividd, a causas distintas de los hechos delictivos o de la 
personalidad del agente; causas que, siendo accesorias, 
circunstanciales y extrañas a los hechos enjuiciados, de- 
vienen ahora esenciales y trascendentes. 

Conforme a la actual jurisprudencia, la existencia o 
no, de multirreincidencia, se supedita unas veces a la 



mayor o menor lentitud de los Tribunales; a la acurnula- 
ción de dos o más procesos contra el mismo acusado, o a 
que éste haya delinquido repetidísimamente en fechas 
próximas o, por el contrario, espaciadamente. Efectiva- 
mente, si los Tribunales son lentos y las sentencias se 
dictan con grandes demoras, el condenado por segunda o 
tercera vez no se convertirá normalmente en multirrein- 
cidente, como lo hubiera sido si el procedimiento judicial 
fuera breve; la acumulación de los autos, aun de hechas 
cometidos en tiempos distintos, se opone a la multirrein- 
cidencia oficial y mientras el que delinque repetidamen- 
te, pero con gran distancia cronológica entre unos y otros 
hechos será multirreincidente, no lo será quien realiza 
los mismos actos, pero comprimidos en fechas inmediatas. 

No es justo ni consecuente que, quien cometa un d e  
lito en 1960 y es condenado en 1961, vuelva a incidir en 
otro hecho semejante en 1962 y sea condenado en 1963, 
h comisión de un nuevo delito a partir de esa fecha, lleve 
unido el especial estigma y sanción de la multirreinciden- 
cia, mientras que aquél que comete mayor número de 
delitos pero, por cualquiera de las causas citadas, es con- 
denado en una sola sentencia, o en varias, pero posterio- 
res a los Úitimos hechas, sea más tarde tratado más be- 
nignamente que el primero que, en suma, ha incidido 
en las previsiones del Código Penal de forma menos in- 
sistente. 

Los fines de justicia requieren un trato igual para 
los iguales y proporcional para los desiguales, pero con 
una proporcionalidad vinculada directamente a la im- 
portancia de la desigualdad y no de sentido inverso como 
en el supuesto anterior, cuyos resultados nos obligan a 
enjuiciar la bondad y procedencia comparativa de las 
posiciones antagónicas mantenidas por él y que han plas- 
mado en las sentencias que hemos contrapuesto, que 
pueden considerarse tfpicas de sus respectivas posturas. 

La sentencia de 17 de diciembre de 1971, al sostener 
que no altera la esencia de la naturaleza jurídica de la 



multirreincidencia, la circunstancia de que las condenas 
hayan sido impuestas en la misma sentencia, evita las 
consecuencias paradójicas e irregulares que hemos seña- 
lado y, a la par, respeta la finalidad legal de la agrava- 
ción de las penas a los multirreincidentes; por el contra- 
rio, la sentencia de 25 de enero de 1972, salta sobre todo 
ello y, marginando dichas consideraciones, se aferra a 
una interpretación meramente gramatical de los textos 
legales, cuando afirma que no puede ser declarado por 
segunda vez reincidente, quien no lo ha sido antes en 
una ocasión precedente. 

La lectura de esta setencia produce, a primera vista, 
el impacto de lo sencillo y, si no se medita sobre su fondo 
y trascendencia, se adquiere la impresión de haber des- 
cubierto algo elemental y contundente; tan elemental 
y contundente, que a ese primer convencimiento se une, 
de inmediato, el asombro y sorpresa de quien, habiendo 
tenido delante de sí algún objeto mucho tiempo, no se 
ha apercibido de su presencia hasta que alguien se lo 
muestra, cual si nunca lo hubiera podido ver. Pero si, de 
esa primera impresión, se pasa a un análisis más hondo 
y se analizan sus efectos, se obtiene la convicción de que 
la doctrina indicada, tiene mucho de engañoso simplismo. 

En la sentencia que comentamos se recogen, como 
no podía ser menos, los conceptos de reincidencia del 
artículo 10 del Código Penal y la previsión de la regla 6." 
del artículo 61, pero con ellos en la mano, se llega a 
unas soluciones primarias interpretándolos de manera 
puramente gramatical; criterio interpretativo que no 
debe im-perar sobre el criterio ideológico que, con más 
calidad, busca la finalidad pretendida en la Ley y no 
su mera apariencia, amén de que la interpretación gra- 
matical que se hace, tampoco es la única posible y, por 
tanto, no ha de ser forzosamente exacta. 

Parece incuestionable que lo pretendido en nuestro 
ordenamiento penal, al estatuir una mayor sanción a 
partir de la segunda reincidencia, es apreciar adecuada- 



mente el mayor peligro que representa el delincuente 
que repite sus actos delictivos, dentro de una determina- 
da gama de las figuras típicas penales; por lo que, a 
priori, lo determinante ha de ser la repetición por el mis- 
mo autor de delitos similares, no que haya sido senten- 
ciado en una o en varias ocasiones, pues no es lo que 
de desprecio a la primera sentencia lleva en si la se- 
gunda infracción lo que se valora, ya que entonces igual- 
mente agravaría la multirreiteración; y, sin embargo, 
con la nueva doctrina, esta finalidad esencial se olvi- 
dará en numerosas ocasiones, probablemente en los ca- 
sos más agudos, con lo que la interpretación efectuada, 
no resulta admisible en cuanto perjudica los objetivos 
de la Ley. 

Por otra parte, dentro del puro campo de la gramá- 
tica, se puede llegar a soluciones bien distintas de las 
obtenidas; el número 15 del artículo 10 del Código Penal 
nos define la reincidencia, diciendo que "hay reinciden- 
cia cuando, al delinquir, el culpable hubiere sido ejecu- 
toriamente condenado por otro u otros delitos compren- 
didos en el mismo Título de este Código", y la regla 6." 
del artículo 61, establece que se aplicará la pena supe- 
rior en uno o dos grados, a partir de la segunda rein- 
cidencia. La setencia de 25 de enero de 1972 parte, sin 
siquiera dudarlo, de que el concepto del número 15 del 
artículo 10 del Código, no admite en la reincidencia más 
que una modalidad única en la que no caben matizacio- 
nes y, en consecuencia, esta norma y los demás precep- 
tos similares, al emplear las expresiones "segunda rein- 
cidencia" o "dos veces reincidente", exigen, no la con- 
dena anterior por varios delitos, sino la condena ante- 
rior por la agravante de reincidencia. 

La reincidencia, que es una situación fáctica, deviene 
en concepto jurídico por la conveniencia de que la sen- 
tencia judicial sea la que declare su existencia, como ga- 
rantía del justiciable, pero esa sentencia no es nunca 
constitutiva de la reincidencia, sino meramente declara- 



tiva de su existencia para darle eficacia dentro del or- 
denamiento penal. Cuando el artículo 10 se refiere a la 
reincidencia, no separa la única de la múltiple, aunque 
deja el camino abierto para ello al mencionar que lo sea 
por "otro u otros delitos", sin que haya base para recha- 
zar esta posibilidad de que la segunda sentencia conde- 
natoria, declara tantas reincidencias cuantos sean los 
delitos cometidos anteriormente, pues con ello no hace 
sino reconocer una realidad viva anterior y si, por un 
excesivo apego a la letra de la Ley de quien ha incidi- 
do varias veces en el mismo delito (reincidido varias 
veces en la terminología extrajurídica, que coincide exac- 
tamente con la jurídica), se dice que ha reincidido una 
sola vez, se habrá creado una discrepancia entre la rea- 
lidad y la declaración legal, que ni tiene justificación, 
ni resulta conveniente. 

Siendo posible la existencia de una sola setencia de 
varias condenas, si existiese una condena posterior, al 
relacionarla con cada una de las anteriores e indepen- 
dientemente, ya surgiría la reincidencia y, quiérase o no, 
habría tantas reincidencias como condenas, independien- 
temente del número de sentencias o de declaraciones ex- 
presas. 

En conclusión: creemos que la interpretación fina- 
lista de los conceptos legales e incluso una razonable in- 
terpretación gramatical, nos lleva a reconocer la mayor 
exactitud de la doctrina jurisprudencial, que podemos 
denominar tradicional o clásica, pues, como muy bien 
decía, "no altera la naturaleza jurídica de la multirrein- 
cidencia, que las condenas hayan sido impuestas en la 
misma setencia, por conservar cada uno de los delitos 
sancionados, su individualidad propia e independiente". 

2. La reqonsabiZi@ad civil "ex delido" 

Cuando en 1848 se redacta el Código Penal, que ha de 
ser "alma mater" del vigente, falta aún mucho para que 
se publique un C6digo Civil y están vigentes en la mate- 



ria, desde las Partidas y el Fuero Juzgo a la Novísima Re- 
copilación, una serie de Leyes inconexas. Y en materia 
procesal todavía estamos lejos de la Ley de Enjuciamien- 
to Criminal de 1882 y rige como última novedad un Re- 
glamento provisional para la administración de justicia 
en lo respectivo a la Real jurisdicción ordinaria, de 26 de 
septiembre de 1835. 

Los redactores del Código hubieron, pues, de innovar 
y prever. La regulación de la responsabilidad civil, "ex 
delicto", que no faltó quien censurara como impropia de 
un Cuerpo penal, era en aquel Código, y aún en el 
de 1870, completa y, sobre todo, congruente y sin fisura. 

Pero hoy no ocurre así. En el Capítulo 11 del Libro 1, 
el artículo 20 se ha convertido en un precepto incon- 
gruente e inoperante. Incongruente, porque su conte- 
nido, especialmente su regla l.=, no concuerda con el 
artículo 1.903 del Código Civil. Pero, sobre todo inope- 
rante, porque en el sistema procesal hoy vigente, la con- 
currencia en el autor del hecho ilícito de las circunstan- 
cias que en tal articulo se citan, determina un sobre- 
seimiento o absolución, impidiendo ,entrar en el tema 
de la responsabilidad civil y hacer aplicación de ese ar- 
tículo 20 y sus reglas, que se han convertido así en inú- 
tiles y faltas de un cauce procesal para hacerlas cumplir. 

De otro lado, el artículo 22 se ha quedado chato. La 
jurisprudencia se ha visto ya obligada a ampliarlo, in- 
cluso por la vía de una discutible analogía y trasvase 
de doctrinas nacidas en el ámbito civil, como ha ocurrido, 
por ejemplo, en la responsabilidad civil subsidiaria de 
los arrendadores de automóviles sin conductor y, aun- 
que en menor grado, en el de los padres que permiten a 
sus hijos el uso habitual de sus vehículas, con cierta 
utilidad propia. Uno y otro supuesto no encajan, cier- 
tamente, en la letra del artículo 22, pero se han subsu- 
mido en su espíritu. 

Por-ello el tema de la responsabilidad civil merece 



un serio tratamiento sobre la base de ciertos puntos 
claves. 

a) Posibilidad de señalamiento en vía penal, de la 
reparación civil por razón de delito, en los casos de ab- 
solución o sobreseimiento por estimación de una causa 
de inculpabilidad, que deje intacta la antijuicidad del 
daño. (El procedimiento supletorio de la célebre "dispo- 
sición adicional" de la Ley 3/67, señaló ya el camino.) 

b) Ampliación de la responsabilidad civil subsidia- 
ria, no sólo a los supuestos de dependencia, sino a los 
de utilidad o propio lucro ("cujus comrnoda, ejus damna") 
y hasta a los de creación negligente (por culpa "in eli- 
gendo" o "vigilando") de una situación facilitadora del 
delito (así, el que presta su vehículo a un conductor, 
que se revela torpe o imprudente). 

c) Autorización de ejercicio en vía penal, junto con 
la acción por delito, de las acciones subrogatorias que 
puedan efectuar al daño causado por aquél. Así, el per- 
judicado, podría subrogarse en la posición del asegu- 
rado, incluso cuando éste no lo fuera responsable di- 
recto, para exigir del asegurador voluntario de "las res- 
ponsabilidades civiles" el pago del siniestro asegurado, 
evitando así posturas torticeras y enriquecimientos in- 
justos amparados tras el formalismo procesal de la falta 
de legitimación de los ajenos al contrato de seguro. De 
un lado, nada se opone a que el artículo 1.111 C. C. 
pueda tener también su juego en el ámbito penal, y 
de otro, ya va siendo hora de que se reconozca a los be- 
neficiarios de un contrato a favor de tercero a u n  sien- 
do éste indeterminado en el momento de la perfección 
del c o n t r a t ~  cierta legitimación para pedir el curnpli- 
miento, cuando se produzca el hecho previsto en tal 
contrato como determinador del beneficio- en este caso, 
el siniestro que debe serle a él indemnizado-. (Trátase, 
en definitiva, de extender el régimen procesal del segu- 
ro obligatorio a los seguros voluntarios, impidiendo se 



burlen los derechos de las víctimas, en los casos en que se 
enmascara como un comodato, el uso del vehículo por 
un tercero). 

Todo lo que debe ser objeto de una precisa reglamen- 
tación en el futuro Código Penal, si queremos que éste 
sea en verdad efectivo y acomodado a los tiempos en que 
vivimos. 

3. La libertad condicional y su normativa. 

Con el presente comentario pretendemos evidenciar 
unas contradicciones normativas existentes, y que nos 
llaman poderosamente la atención en nuestras perió- 
dicas visitas al Centro Penitenciario de Cumplimiento 
y Diligencias y Centro Nacional de Psicópatas de Hues- 
ca. Nos referimos a la divergencia de criterios que, en 
materia del instituto de Libertad Condicional, nos ofre- 
cen, por una parte, el artículo 98 del Código Penal y, 
por otra, los artículos 601 y 61 del Reglamento de los Ser- 
vicios de Prisiones, en especial en el punto relativo a la 
extensión y duración que han de tener las condenas para 
ser susceptibles de bonificación merced a la institución 
de la Libertad Condicional. 

Este punto fue tratado por las Memorias de la Fisca- 
lía del Tribunal Supremo de fechas 16 de septiembre 
de 1968 (págs. 199 y siguientes) y 15 de septiembre 
de 1971 (págs. 219, 375 y siguentes). Eh estas Memorias, 
en especial la primera, se fijó el criterio interpretativo 
que debía de regir en este punto. Posteriormente, y en 
ese mismo año 1968, se dictaron unas Instrucciones por 
la Dirección General de Instituciones Penitenciarias. 
Pues bien, el problema no sólo continúa exactamente 
igual, sino que en ciertos puntos se ha agudizado la si- 
tuación, haciéndose imperiosa una normativa "ex novo" 
de toda la materia relativa a la libertad condicional. A 
ello vamos a hacer referencia en el presente comentario. 

El beneficio de la Libertad Condicional, regido fun- 
damentalmente por el artículo 98 del Código Penal, está 



acordado básicamente en favor de "los sentenciados a 
más de un año de privación de libertad" en quienes, ade- 
más, concurran las otras circunstancias (que ahora no 
importan) luego enunciadas en dicho artículo, pero a 
continuación de establecer .en su entrada, aquel requi- 
sito básico. 

El sentido que ha de darse a la transcrita locución 
legal quizá se comprende mejor relacionándolo con el 
texto del artículo 93 del mismo Código, básico asimismo 
en orden a otra forma de mitigación de la pena o de la 
Ley Penal, es a saber la institución de la Condena Con- 
dicional, exigente este Último, por su parte, de "que la 
pena consista en privación de libertad, y su duración no 
exceda de un año". 

La coherente aplicación de ambos beneficios despren- 
de la siguiente interpretación: cuando la pena o penas 
no excedan de un año, el beneficio que puede aplicarse 
al reo es el de Condena Condicional; y si la pena o pe- 
nas exceden de un año, el que eventualmente puede me- 
recerse es el de la Libertad Condicional. 

La Condena Condicional, en efecto, se viene aplican- 
do pacíficamente a cuantas penas, aunque sean varias, 
impuestas en la misma o en diversas sentencias y aun 
emanadas éstas de diferentes Tribunales y con tal que 
no correspondan a hechos acaecidos durante el período 
de prueba de conducta subsiguiente a la solemne noti- 
ficación del Auto de concesión del beneficio, se le han 
impuesto a un mismo reo. Sólo, en cuanto al particular 
de la extensión o duración que hemos adoptado como 
punto de vista formal para la observación de la institu- 
ción de la Libertad Condicional, se exige para la de la 
Condena Condicional que las penas que toleran esta mi- 
tigación Últimamente meritada, no excedan, en su pri- 
vativa y singular extensión, de un año y aunque, su- 
madas todas, excedan de ese límite anuo. 

En cambio, la Libertad Condicional en que nos ocu- 
pamos directamente, plantea en la práctica y al filo de 



la extensión o duración de las penas determinantes, di- 
versas cuestiones del más alto interés, originadas muy 
probablemente por la índole administrativo-penitencia- 
ria de la institución, por cuya juricialización se han le- 
vantado voces tan autorizadas como la de la Fiscalía del 
Tribunal Supremo. Sobre esta cuestión volveremos luego 
con más detenimiento. 

La que, como hemos dicho, fija ahora y aquí nuestra 
atención, es la de la extensión o duración, o lo que es 
igual, reformas que pudieran introducirse en cuanto a 
dicho básico particular y también pureza con que el 
precepto legal citado ha sido interpretado y desarrollado 
por los de rango inferior, reglamentarios y hasta sim- 
plemente instructivos, que son éstos -no hay que expli- 
citarlo- los que positivamente se aplican. El comentario 
que subsigue conduce a dos conclusiones contrapuestas 
en algún aspecto por cuanto, si, de una parte pone de 
relieve la ilegalidad de la normativa administrativa, de 
Reglamento para abajo, y la juzga recusable en la mis- 
ma medida en que la ignora el que debiera ser deter- 
minante texto del Código Penal (y no hay por qué razo- 
narlo, por su incuestionable ambigüedad), de otra parte, 
por el contrario, merece el pláceme que atrae el instigar- 
la, aunque con incoherencias que dejaremos señaladas, 
el designio rehabilitante del penado y la preocupación 
por su resocialización, lo que tanto quiere decir como 
que ha de ser la persona del condenado y no las peri- 
pecias de los procesos y su incidencia en las matemá- 
ticas penitenciarias, lo que ha de prevalecer. Sino se 
quiere abandonar ese designio -que tantas disposicie 
nes de todo rango afirman como raíz más profunda de 
todo nuestro dispositivo penal penitenciario- no puede 
prescindirse, por consideración alguna, de la contem- 
plación de cada penado enfrentado con su penalidad, 
provenga ésta de una o va~ias sentencias emitidas por 
el mismo o diversos Tribunales y, en cuanto a aquélla, 
de su consideración y tratamiento unitario, ya que, 11á- 



mase a las penas como se quiera, siempre resultará que 
el condenado que ha de sufrirlas las experimenta y ex- 
tingue con privación de su libertad por un tiempo-suma 
de la duración de todas las que se le han infringido. 

Dejando a un lacio (en un primer momento, ya que 
inmediatamente después lo tomaremos en consideración) 
la redacción del artículo 66 del Reglamento de Servicios 
de Prisiones anterior a su reforma en 1968 y fijando la 
atención en la vigente, aparece que todas las penas su- 
periores a la de arresto "serán consideradas como una 
sola de mayor duración a efectos de aplicación de la Li- 
bertad Condicional". Resulta así que no se respeta la 
exigencia de que la Libertad Condicional se aplique a 
penas que, singular o aisladamente consideradas, no ha- 
yan sido impuestas con extensión superior al año de 
duración; pues, en efecto, basta que las de presidio o 
prisión menores, aun impuestas con extensión o dura- 
ción inferior al año, sumadas todas las impuestas, arro- 
jen una suma superior (lo que ocurrirá siempre, ya que 
el límite diferencial es el de los seis meses y un día; 
"suelo" éste que no puede romperse sin transmutar 
aquellas penas en las de arresto mayor, excluidas expre- 
samente del cómputo), para que se obtenga el beneficio 
o mitigación en que nos ocupamos. Así ocurre cierta- 
mente, constándonos haberse aplicado a penados sen- 
tenciados a sólo los presidios de 0-6-1 de extensión o du- 
ración. La reforma de 1968 no ha hecho, sin embargo, 
sino extender la aplicabilidad del sistema, ya que, con 
anterioridad, las penas ofrecidas como sumandos para 
obtener una suma superior al año de extensión o dura- 
ción eran las "contenidas en una sentencia", al paso 
que en la redacción vigente basta con que "el penado 
sufra dos o más condenas de privación de libertad". El 
tratamiento es el mismo: "se considerarán aquellas al 
efecto de aplicación ... del beneficio de Libertad Condi- 
cional, como una sola de mayor duración", decia el Re- 
glamento de 1956; "serán consideradas (las "dos o más 



condenas") como una sola de mayor duración a los efec- 
tos de aplicación de la Libertad Condicional", dice la 
redacción actual desde 1968. Parece quedar en claro que 
las penas, aun originariamente inferiores todas ellas al 
año, reciben el beneficio cuando la suma exceda del año, 
conclusión que, repetimos, nos parece contraria a la 
dicción del artículo 98 del Código Penal, cuya interpre- 
tación no puede desligarse, dentro del Cuerpo legal en 
que se integra, de la merecida por el 93, otro miembro 
de aquél. El primer artículo parece exigir, por su parte, 
que se trate, segun hemos insinuado, de penas que, sin- 
gular y aisladamente consideradas cada una de por sí, 
sean de extensión de más de un año. La exégesis de con- 
junto de ambos artículos simplemente lo corrobora. Este 
es el criterio confirmado por la mayor autoridad y tras- 
cendencia de la Fiscalía del Tribunal Supremo y que 
queda reflejado en las Memorias ya citadas de 1968 
y 1971. 

Sin embargo, como también notábamos antes, la 
realidad es que, al márgen de la letra del Código Penal 
y de las Leyes que lo precedieron y que en el mismo se 
integraban, el reo se encuentra -y su situación y tra- 
tamiento penintenciario deben partir de esta base de 
realidad vital- con que, cualquiera que sea el origen 
de las condenas, tiene o no tiene que permanecer por 
más de un año privado de su libertad. Tal planteamiento 
realístico exigiría computar los arrestos mayores y me- 
nores. En esto la reforma del Reglamento en 1968 ha 
supuesto un retroceso, pues si bien, como hemos adver- 
tido, avanza por cuanto prescinde de que las penas estén 
"contenidas en una sentencia" para contemplar la sim- 
ple inflicción (en una o en varias sentencias), en cambio, 
precisa (lo que no hmía el texto de 1956) que en la suma 
no han de entrar sino las que sean superiores a las de 
arresto, cuya computación toleraba la redacción susti- 
tuida, aun cuando no sabemos si se hacía tal-cómputo. 

Probablemente, al tomarse conciencia de la ilegali- 



dad que dejamos acusada, fue cuando se dictaron unas 
Instrucciones por la Dirección General de Instituciones 
Penitenciarias, con fecha 20 de abril de 1968, acudién- 
dose al remedio mediante las correspondientes a las 
siglas 2-2, que comentamos a continuación. 

Las 2-2-1 y 2-2-5 aclaran que la acumulación procede 
en referencia "tanto a las (condenas) impuestas en una 
como en varias sentencias" y que es indiferente que 
"hayan sido pronunciadas por el mismo o por distintos 
Tribunales", lo cual parece claro, ya que el texto regla- 
mentario sólo habla de "dos o más condenas" y para 
ello es indiferente lo mismo el número de sentencias que 
el de Tribunales de que las mismas procedan. 

La 2-2-2 insiste, como no podía menos, dado el texto 
reglamentario considerado, en que "en la acumulación 
no debe incluirse las penas de arresto", lo que también 
se lee al final de la 2-2-3. Es la primera parte de esta 
instrucción 2-2-3 la que reclama nuestra atención en 
cuanto establece, probablemente al tomar conciencia de 
la ilegalidad que hemos registrado, la siguiente norma- 
tiva, manifiestamente incoherente con el obvio y literal 
sentido de la reglamentaria: "sólo cabe la acumulación 
de condenas impuestas en distintas sentencias cuando, 
consideradas las pronunciadas en cada una, pudieran 
dar lugar por sí solas a la libertad condicional con a m e  
glo a lo dispuesto en el artículo 98 del Código Penal, de 
manera (explica) que no se acumulará la condena cuando 
el penado no aparezca sentenciado a más de un año de 
privación de libertad, excluidos los arrestos". 

Parece que esta instrucción vuelve al sistema de acu- 
mulación del texto reglamentario de 1965, consistente, 
según ya hemos comprobado, en adicionar entre sí las 
dos o más penas "contenidas en una sentencia"; y ésa 
es la interpretación que creemos ha de darse a la pre- 
vención de que "sólo cabe la acumulación de condenas 
impuestas en distintas sentencias cuando consideradas 
las pronunciadas en mda una pudieran dar lugar por 



si solas a la libertad condicional" en méritos del artícu- 
lo 98 del Código Penal. Pero, si así es, se ha retrocedido 
respecto del texto reglamentario de 1956, que toleraba, 
cuando menos, el conmutar la de arresto con tal estu- 
vieran "contenidas en una sentencia". Si con esta pre- 
ceptiva que pretende satisfacer la exigencia del Código 
Penal (que dice "sentenciados a más de un año" y refi- 
riendo la extensión o duración a la suma de las impues- 
tas en cada ejecutoria) no se ha alcanzado ese designio, 
ya que lo que el texto legal reclama es que cada pena 
considerada (y no la suma de las diversas penas impues- 
tas en cada una 02 las smtencias) sea superior a un 
año, dice de otro modo quiere que la libertar condicional 
se aplique únicamente a esas penas superiores al año, 
sin que, como acabamos de comprobar, se elimine con la 
Instrucción estudiada la (ilegal) extensión del beneficio 
a las penas de menos de un año impuestas en una sen- 
tencia si, sumadas entre sí o con otra u otras superiores 
al año, se tratan unitariamente. Cierto, sin embargo, 
que esta Instrucción 2-2-3 puede entenderse en el sen- 
tido de referir la alocución "por sí solas" a cada una de 
las penas superiores a un año; debe, si esto es lo que 
quiere, explicitarse que en el cómputo acumulativo sólo 
han de entrar Únicamente las tales penas superiores al 
año, ya que son éstas las Únicas que atraen la libertad 
condicional "con arreglo a lo dispuesto en el articulo 98 
del Código Penal", debiendo excluirse de aquel ccímputo 
no tan sólo los arrestos, sino que también las penas de 
duración comprendidas entre 0-6-1 y 1-0-0, ambas inclu- 
sive. Pero esta interpretación, aunque enteramente ajus- 
tada al artículo 98, lo cierto es que describe el artículo 56 
reglamentario, anterior o posterior a su reforma en 1958, 
ya que la primera no hacía exclusiones y ésta Única- 
mente determina la exclusión de los arrestos. 

La problemática no queda agotada con lo expuesto. 
Piénsese en la exclusión de los arrestos y en que entre 
las exigencias que para la libertad condicional requiere 



el articulo 98 no figura la de ser el setenciado un primi- 
delincuente. Puede ocurrir, y de hecho se produce con 
frecuencia, el caso de que habiéndose impuesto varios 
arrestos, excluida la condena condicional por algún ante- 
cedente penal o por discrecional determinación del Tri- 
bunal y aunque opere (en el supuesto para que se halla 
establecido) la Regla 2.a del articulo 70 del Código Penal, 
evitando el cumplimiento de cuanto excedan del triplo 
del de mayor extensión, todavía es dable que un reo con- 
denado a diversos arrestos que, totalizados, excedan al 
año (pueden llegar a los dieciocho meses e incluso dando 
aplicación a la citada Regla 2.a del artículo 703 no alcance 
la libertad condicional que sí beneficia (y ello incuestio- 
nablemente) al condenado a una sola pena de un año y 
un día y que, aun siendo multidelincuente y hasta rein- 
cidente, excusa una cuarta parte del tiempo de priva- 
ción de libertad. 

La Memoria de la Fiscalía del Tribunal Supremo de 
15 de septiembre de 1971, ya considerada, recoge este 
problema en los siguientes términos (págs. 220 y 221): 
"La Ley española parte de la base de que, generalmente, 
a los condenados a penas que no excedan de un año se 
les aplica la remisión condicional y para los condenados 
a penas superiores es aplicable la iibertad condicional; 
con ello parece lógicamente regulada la cuestión con 
arreglo a las distintas cuantías de penas, pero en los casos 
en que no se estime conveniente conceder la suspensión 
de la pena impuesta aparece esta desigualdad, que quie- 
bra la aparente perfección del sistema. Como se ha indi- 
cado, este inconveniente desaparece con el requisito de 
exigir el cumplimiento de cierta parte de la pena im- 
puesta, mas, sin salirnos de nuestro sistema tradicional, 
puede también remediarse esta injusta desigualdad si 
dispusiera la Ley que gozaran de los beneficios de la liber- 
tad condicional los condenados a penas inferiores a un 
año a los que no haya sido aplicada la remisión condi- 
cional". 



Y que ésta era la fórmula del Código Penal aprobado 
por Real Decreto-Ley de 8 de septiembre de 1928, cuyo 
artículo 174 acordaba el beneficio de la libertad condicio- 
nal a los condenados a penas de reclusión y prisión (cu- 
yas, según el artículo 108, alcanzaban desde 0-2-1 a 
30-0-0) que iiegaran al último período de la condena, 
hubieren extinguido las partes alícuotas de ésta estable- 
cidas por los reglamentos y reunieran las sólitas condi- 
ciones de buena conducta y garantías de vida honrosa 
en libertad. 

El Reglamento de Prisiones, aprobado por Decreto 
de 14 de noviembre de 1930, ratificado por Decreto (de 
la República) de 5 de junio de 1931 y restablecido de 
plena vigencia por Decreto de 22 de noviembre de 1936, 
fijaba las aludidas partes alícuota en su artículo 48. 

El restablecimiento del Código de 1870 y la promul- 
gación del de 1932 dieron origen a las Ordenes de 20 de 
diciembre de 1932 y 9 de abril de 1940 disponiendo ate- 
nerse al Código Penal. 

La libertad cmdicicmal y los septuagenarios.-Tam- 
bién, al margen de lo establecido en el artículo 98 del 
Código Penal, el artículo 54 del Reglamento de los Servi- 
cios de Prisiones establece la aplicación de la libertad 
condicional a los septuagenarios. 

El precedente de este supuesto de aplicación de la 
libertad condicional se halla en el Decreto de 22 cTe marzo 
de 1932 (Boletín Oficial del Estado del 24), cuyo artícu- 
lo 1.O dispuso que "los sentenciados por los Tribunales 
de Justicia que durante Ia extinción de sus condenas en 
los ,establecimientos penitenciarios cumplan la edad de 
setenta años, habiendo dado prueba de intachable con- 
dbcta y ofreciendo garantías de hacer vida honrada en 
libertad, serán propuestos para la concesión del beneficio 
de la libertad condicional cualesquiera que sea el período 
de tratamiento en que se encuentren y el tiempo que 
lleven extinguido de sus penas respectivas". 



Un Decreto de 29 de septiembre de 1943 (Boletín 
OficiaL &l Estado de 3 de octubre) autorizó la libertad 
condicional, "dentro de los requisitos legales vigentes y 
cualquiera que sea la extensión de la pena privativa de 
libertad impuesta, a favor de los condenados por el delito 
de rebelión cometido entre el 18 de julio de 1936 y el 
La de abril de 1949 que hayan cumplido los setenta años 
de edad y los que fuesen cumpliendo en lo sucesivo". 

De estos preceptos debió tomar la excepción el Regla- 
mento de los Servicios de Prisiones, aprobado por De- 
creto de 5 de marzo de 1948 (Boletín Oficial del Estado 
de 15 de mayo y siguientes), cuyo artículo 66 dice así: 
"como excepción al artículo anterior, las Juntas de Ré- 
gimen y Administración de las Prkiones deberán for- 
mular expedientes de libertad condicional, adaptándose 
a las normas del artículo 68 de este Reglamento, en 
favor de los penados que hallándose en prisión cumplan 
la edad de sesenta años, cualquiera que sea el tiempo 
de condena que se les haya impuesto y el que lleven en 
prisión extinguido. El Patronato Central de Nuestra Se- 
ñora de la Merced, atendidas las circunstancias que en 
cada caso concurran, podrá o no proponer al Gobierno 
el otorgamiento de dichos beneficios a tales penados". 

He aquí, en nuestro modesto entender, una excep- 
ción a lo establecido en el Código Penal al reglamentar 
la libertad condicional, totalmente improcedente, por 
vía de norma de inferior rango a la del Código, que debía 
suprimirse o, por el contrario, incluirse en el articulado 
del Código. Creemos que la razón de todo ello estriba en 
la circunstancia, ya apuntada por las Memorias de la 
Fiscalía del Tribunal Supremo mencionadas, de la falta 
de judicialización del instituto de la libertad condicional, 
sobre cuyo punto trataremos al final del presente tra- 
bajo. 

Legislación reldiva a la; Zz.taci condicima1 y algu- 
nas peculiwidades.-Como complemento de la proble- 
mática estudiada exponemos a continuación las dispo- 



siciones más importantes (ias que afectan más directa- 
mente al problema planteado) que se han dictado acerca 

S de este instituto. 

La Ley de 23 de julio de 1914 (Gaceta del 30) esta- 
bleciendo la libertad condicional para los sentenciados 
condenados a más de un año de privación de libertad que 
se encuentren en el cuarto período de condena, que hayan 
extinguido las tres cuartas partes de esta condena y que 
sean acreedores a dicho beneficio por pruebas evidentes 
de intachable conducta y ofrezcan garantías de hacer 
vida honrada en libertad. Concretamente el artículo 1 . O  

decía así: "Se establece la libertad condicional para los 
penados sentenciados a más de un año de privación de 
libertad que se encuentren en el cuarto período de con- 
dena y hayan extinguido las tres cuartas de ésta, que 
sean acreedores a dicho beneficio por pmebas evidentes 
de intachable conducta y ofrezcan garantías de hacer 
vida honrada en libertad como ciudadanos pacíficos y 
obreros laboriosos." 

La Ley de 8 de septiembre de 1932, de Bases para 
la Reforma del Código Penal de 1870 (Gaceta del 15). La 
base 13 decía así: "Se incorporarán al Código las Leyes 
de Condena Condicional y Libertaid Condicional, supri- 
miendo de aquélla las excepciones de su artículo 3."" 

Código Penal reformado, aprobado por Ley de 27 de 
octubre de 1932. El artículo 10'1 decía: "Se establece la 
libertad condicional para los penados sentenciadas a más 
de un año de privación de libertad que se encuentren en 
el Último período de condena y que hayan extinguido las 
tres cuartas partes de ésta, que sean acreedores a dicho 
beneficio por pruebas evidentes de intachable conducta 
y ofrezcan garantías de hacer vida honrada en libertad 
como ciudadanos pacíficos y laboriosos." 

Código Penal, Texto Refundido Cie 1944 y revisado 
en 1963. El artículo 98 dice: "Se establece la libertad con- 
dicional para los sentenciados a más de un año de pri- 



vación de libertad en quienes concurran las siguientes 
circunstancias: l." que se encuentren en el último perío- 
do de condena; 2." que hayan extinguido las tres cuartas 
partes de ésta; 3." que merezcan dicho beneficio por su 
intachable conducta, y 4." que ofrezcan garantías de 
hacer vida honrada en libertad." 

El Reglamento de los Servicios de Prisiones, aprobado 
por Decreto de 5 de marzo de 1948 (Boletín Oficial del 
Estado de 5 de mayo y siguientes). El articulo 77 decía: 
"Cuando en una misma sentencia se imponga a un pe- 
nado más de una pena de privación de libertad, siempre 
que sean superiores a las de arresto, se considerarán éstas 
como una sola de mayor duración para los efectos de la 
libertad condicional y propuesta de la misma. Si dichas 
penas hubiesen de cumplir en cada una para rebajarlo 
de la suma total de las penas, haciendo lo mismo con la 
prisión preventiva, abonada en la sentencia." 

Reglamento de los Servicios de Prisiones, aprobado 
por Decreto de 2 de febrero de 1956 (Boletín Oficial del 
Estado núm. 75, del 15 de marzo), el artículo 56 decía: 
"Cuando algún penado sufra dos o más penas de priva- 
ción de libertad contenidas en una sentencia se consi- 
derarán aquéllas, al objeto de aplicación al mismo del 
beneficio de libertad condicional, como una sola de mayor 
duración. Si dicho penado hubiese sido objeto de indulto 
se sumará igualmente el tiempo dispensado en cada una 
para rebajarle de la suma total. Cuando en virtud de dis- 
tintas sentencias sufra dos o más condenas, que habrá 
de extinguir por su orden, no se aplazará, caso de apro- 
bársele, el beneficio en alguna, el cumplimiento de las 
restantes, sino que extinguirá todas sucesivamente y el 
tiempo que se le-otorgue de beneficio también se acumu- 
lará para que lo disfrute del mismo modo sucesivo en 
libertad condicional." 

Decreto 162/1968, de 25 de enero, sobre modificación 
de determinados artículos del Reglamento de los Servi- 
cios de Prisiones (Boktín Oficial del Estado núm. 31, 





artículos 1.01 y 1~0Q del Código Penal a los condenados "a 
penas inferiores a seis años y un día, cualquiera que sea 
el tiempo que lleven cumpliendo la condena" (artícu- 
lo 1.O) y "cuando la pena sea de seis años y un día a 
doce años y lleven los interesados cumplida la mitad de 
la condena" (art. 2.O). 

La Ley de 1.O de octubre del mismo año 1940 (Boletín 
Oficial del Estado núm. 275, del 1) hizo extensivo el 
artículo 2.O de la de 4 de junio de 1940 "a los condenados 
a doce años y un día" (art. único). 

La Ley de 1.O de abril de 1941 (Boletin Oficial del 
Estado núm. 91, del 1) hizo nueva extensión hasta "los 
sentenciados a penas de prisión que no excedan de doce 
años". 

La Ley de 16 de octubre de 1942 (Bold ín  Oficia2 del 
Estadd núm. 295, del 22) lo amplió en favor de los con- 
denados a "penas de privación de libertad que no exce- 
dan de catorce años y ocho meses". 

La Ley de 13 de marzo de 1943 (Boletín Oficial del 
Estado del 31 y del 1.O de abril), extiende la libertad con- 
dicional a "los condenados a penas que no excedan de 
veinte años" (artículo 1.O). 

El "climax" concluyó con los Derechos de 17 de di- 
ciembre de 1943 (Boletín Oficial del Estado del 20) y 
26 de octubre de 1945 (Boletín Oficial del Estado del 10 
de noviembre), ampliando el primero la aplicación de la 
libertad condicional a los condenados a veinte años y 
un día con, entre otros, d requisito de haber cumplido 
o redimido por el trabajo cinco años de condena, y, con 
el condicionado de su artículo segundo, a los condena- 
dos a más de veinte años y un día, y prescindiendo el se- 
gundo del requisito del cumplimiento o redención de 
chco años en el primer caso y del condicionado en el se- 
gundo. 

Parece que, desde estas disposiciones, no se exigió 
otro requisito que el del apartado c) del articulo primero 
del Decreto de 1943: "Que en la sentencia no aparezcan 



como responsables de homicidios, crueldades u otros he- 
chos análogas, ya en concepto de ejecutores, instigad* 
res o autoridades que los ordenasen". 

Pero todavía resultaba más beneficiosa que la libertad 
condicional y la desplazaba, el Decreto de Indulto Gene- 
ral de 9 de octubre de 1945 (Boletín Oficial del Estado 
del 20), total de la pena impuesta o que procediera im- 
poner por los delitos de rebelión militar, contra la segu- 
ridad interior del Estado o el orden público, cometidos 
hasta el 1.O de abril de 1939 y "siempre que no conste 
-decía el artículo primero- que los referidos delincuen- 
tes hubieran tomado parte en actos de crueldad, muertes, 
violaciones, profanaciones, latrocinios u otros hechos que 
por su índole repugnen a todo hombre honrado, cualquie- 
ra que fuera su ideologíav. 

Acaso sólo el alcance, al parecer mayor, de esta ex- 
cepción al Indulto General, en comparación con aquella 
excepción del Decreto de 1943, podía explicar la coexis- 
tencia de ambas disposiciones. 

Consúltese, por Último, el Decreto-Ley 10/1969, de 
31 de marzo, por el que se declara la prescripción de 
todos los delitos cometidos con anterioridad al 1.O de 
abril de 1969 (Boletin Oficial ciel Estado núm. 78, de 1.O de 
abril). 

El carácter judicial cEe la  Zibertaü condicional. Sobre 
la índole o carácter jurídico-penal de la libertad condi- 
cional, ya se pronunció la Fiscalía del Tribunal Supre- 
mo en la Memoria de 16 de septiembre de 1968 (pági- 
nas 202 y siguientes) argumetando, sobre la base de los 
artículos 2.O de la Ley Orgánica Provisional del Poder 
Judicial, 9.O de la de Enjuiciamiento Criminal y 99 del 
Código Penal, y especialmente el 31 de la Ley Orgánica 
del Estado, de rango fundamental, que, siendo una clase 
o forma de condena que está sujeta a los requisitos se- 
ñalados en la Ley o una modificación de la pena que 
atenúa el rigor de su cumplimiento o ejecución, debe 
quedar encomendada a la Autoridad Judicial. En igual 



sentido, volvió a pronunciarse en la de 1971 (Memoria 
de 15 de septiembre, págs. 224 y siguientes). 

El mal es de origen, por cuanto la Ley de 23 de ju- 
lio de 1914 concibió la libertad condicional con un ca- 
rácter más bien social que penal o penitenciario, lo que 
ha permitido que se concluya administrativizándola casi 
totalmente. Para comprobarlo, basta con atender a la 
composición de las Comisiones de Libertad Condicional 
que estableció en cada provincia y en que, siendo presi- 
dente el de la Junta de Patronato y de la Audiencia Te- 
rritorial o Provincial, se integró al de la Diputación Prc- 
vincial, Alcalde del Ayuntamiento, Director de mayor 
categoría de las prisiones comprendidas dentro de la 
respectiva provincia, un Cura párroco de la capital co- 
rrespondiente y dos vecinos de la misma capital, "que 
habrán de ser -establecía- de las personalidades más 
salientes por su ciencia, por su filantropía, por su re- 
presentación social o por su posición'económica". Pero 
en las capitales en que se hallasen constituidas o se 
constituyesen en lo sucesivo Asociaciones debidas a la 
iniciativa privada, que tuviesen por objeto el patrocinio 
y rehabilitación del delincuente, uno de los vecinos ha- 
bía de ser el respectivo Presidente, Mayordomo o Direc- 
tor de la Asociación, y en caso de que existiesen varias, 
el de la más antigua (artículo primero). "Las Comisio- 
nes -aclaraba el artículo 8.O- se valdrán de los medios 
que su filantropía y su celo les sugieran para proteger 
al libertado condicionalmente, para buscarle colocación 
al salir del Establecimiento penitenciario, para obser- 
var su conducta y para proceder, en consecuencia a la 
misma". El que, entre las condiciones posibilitantes de 
la libertad condicional figurarán nuclearmente las ga- 
rantías de hacer vida honrada 'en libertad "como ciu- 
dadanos .pacíficos y obreros laboriosos", que pasó, l i t e  
ralmente, al artículo 101 del Código Penal de 1932 y 
que no desapareció hasta el texto refundido de 1944, 
artículo 98, exigente únicamente de "Que ofrezcan ga- 



rantías de hacer vida honrada en libertad" (circunstan- 
cia 4.7, ofrece la índole filantrópica, muy de su tiempo, 
de la Institución. La Ekposición de Motivos con que fue 
presentado a las Cortes el Proyecto de Ley (y que no 
inserta la Coleción Legislativa, tomo 11, págs. 99 y si- 
guientes) decía a este propósito (puede leerse en el 
Apéndice de 1914 al Diccionario de la Administración 
Española, de Alcubiila, bajo el epígrafe, no oficial, "Tri- 
ple carácter de la libertad condicional"): "La libertad 
anticipada, con las limitaciones que su naturaleza re- 
quiere, otorgada a los penados por su ejemplar proceaer, 
tiene el triple carácter de institución penitenciaria, por 
el régimen a que han de estar sometidos durante su re- 
clusión; jurídica, social, por lo que a la sociedad importa 
observar al liberado en el período de prueba y por el 
patrocinio que debe prestar al levantado por el trata- 
miento reformador en el recinto penitenciario, para sos- 
tenerle en el nuevo arnbtente libre y para evitar su re- 
caída en el crimen". 

Las Comisiones Provinciales tenían destacada inter- 
vención no sólo, como actualmente, en la selección de 
las propuestas, sino también en la tutela del penado du- 
rante el período y en la revocación del beneficio (véase 
el Reglamento para la aplicación de la Ley de Libertad 
Condicional, aprobado por Real Decreto de 28 de octubre 
de 1914, en particular artículos 25 y siguientes). 

Eh el Reglamento de Prisiones de 14 de noviembre 
de 1930, dictado para dar cumplimiento al Código Penal 
de 1928, las Juntas de Disciplina tramitaban las pro- 
puestas de libertad condicional para los penados hasta 
dos años y las resolvía el Tribunal sentenciador (artícu- 
lo 48), y a tales Juntas de Disciplina les estaba confiada 
principalmente la función de patrocinio (artículo 62); 
subsistiendo, no obstante, las Comisiones Provinciales 
para las propuestas en favor de los restantes penados 
(artículo 49) y para la revocación (artículo M), ofrecien- 
do la composición (artículo 50) siguiente: En las capi- 



tales de Audiencia Territorial, el Presidente de ésta, 
que lo era también de la Comisión, el Fiscal de la misma 
Audiencia, el Presidente de la Audiencia Provincial, un 
miembro de la Junta de Patronato, un Cura párroco de 
la capital y dos vecinos "que se hayan distinguido por 
sus conocimientos en materias penitenciarias, obras be- 
néficas o por su altruismo o significación social, elegi- 
dos libremente por la Presidencia"; y en donde no exis- 
tía Audiencia Territorial, el Presidente de la Provincial, 
como Presidente, y como Vocales, el Fiscal, el Magis- 
trado más antiguo, un cura párroco y dos vecinos. En 
uno y otro caso se integraban también los Directores de 
las prisiones centrales y provinciales radicadas en la 
provincia. Esta es, sustancialmente, la composición ac- 
tual de las Comisiones, desde el Reglamento de los Ser- 
vicios de Prisiones de 5 de marzo de 1948, artículo 73, 
al de 2 de febrero de 1956, artículo 60, siquiera los veci- 
nos están sustituidos por el Presidente de la Junta local 
del Patronato &e Nuestra Señora de la Merced para la 
Redención de las Penas por el Trabajo y, novísimamen- 
te, desde la Orden de 23 de octubre de 1969, por la que 
se reorganizan las Delegaciones del Patronato de Nues- 
tra Señora de la Merced (Boletín Oficial del Estado nú- 
mero 284, del 4 de noviembre), por el Presidente de la 
Delegación Provincial. 

El cambio en la naturaleza de la Institución (que 
vuelve a inspirarse, acaso, sin clara conciencia de ello, 
en la motivación de la Ley de 1914 y principalmente en 
el "carácter social") se verifica comprobando que a las 
Juntas de Disciplina de 1930 las sucedió, 'en sus come- 
tidos de patrocinio, el Servicio de Libertad Vigilada, el 
cual, pensado originariamente para la vigilancia de los 
libertos condicionales e indultados penados por los Tri- 
bunales Militares por hechos ocurridos entre el 18 de 
julio de 1936 y el 1.O de abril de 1939 (Decreto fundacio- 
nal del Servicio de Libertad Vigilada de 22 de mayo 
de 1943, Boletin Oficial del Estado del 10 de junio), ex- 



tendió su competencia (a partir de la Orden de 24 de 
enero de 1946, Boletin Oficial del Estado del 28) a los 
penados por delito común, sujetando a estos libertos 
condicionales al mismo régimen de observación y califi- 
cación de conducta y de control de domicilio, relativos 
a los liberados no comunes (véase el folleto "El Servicio 
de Libertad Vigilada", publicado por la Subsecretaría 
del Ministerio de Justicia, Madrid, 1946, y, posteriormen- 
te, la Orden de 29 de noviembre de 1954 e Instrucción 
de 26 de enero de 1955, Boletin Oficial del Estado nú- 
meros 354 del 20 y 30 del 30, respectivamente). Ahora 
bien, las Juntas Provinciales, especiales y locales de este 
Servicio, eran organismos, aunque integrados en ellos, 
eventual o forzosamente, funcionarios, judiciales o fis- 
cales, íntegramente administrativos y aun políticos, por 
la adscripción del Jefe Local y del de Investigación de 
FET y de las JONS a las Juntas Locales. El Servicio de 
Libertad Vigilada desapareció merced al Reglamento Or- 
gánico del Ministerio de Justicia, en el que deben con- 
sultarse, el capítulo m, dedicado a la Dirección General 
de Instituciones Penitenciarias; artículos 72 a 95, los 
98 a 105, dedicados al Patronato de Nuestra Señora de 
la Merced, y el Anexo, con su cuadro derogatorio. Si la 
estructura de la Comisión de Protección y Tutela (que, 
y la nueva Comisión Penitenciaria, sustituyen a la Co- 
misión asesora de 1914), a la que se atribuye "prestar 
asistencia material y moral a los internos en estableci- 
mientos penitenciarios, a los liberados condicional o de- 
finitivamente, y a sus familias" (artículo 103) se estruc- 
tura orgánicamente con carácter casi íntegramente ad- 
ministrativo (artículo 104), la antes referida Orden de 
23 de octubre de 1969 constituye las Delegaciones Pro- 
vinciales con personas -el Presidente y los cinco o tres 
vocales, con sólo la excepción del Secretario, que es un 
funcionario penitenciario al que atribuyen además las 
funciones de los delegados patrocinadores de los liber- 
tos- de extracción social, que no Judicial ni administra- 



tiva, siendo estos cargos de "carácter honorífico y gra- 
tuito" (articulo l . O ,  número cuatro, párrafo primero); 
se habla también de "Asistentes sociales, visitadores y 
colaboradores adscritos" a las Delegaciones Provinciales 
(artículo 2.O). 

Como se comprueba, pues, creemos que con claridad 
meridiana, la judicialización de la libertad condicional 
retrocede y más bien ha de decirse que, en conformidad 
con sus orígenes, se resocializa. 

Actualmente (diciembre 1972), la organización de la 
libertad condicional es la siguiente: 

- A nivel ministerial, Dirección General de Institu- 
ciones Penitencias, Servicio Técnico y Jurídico de Asun- 
tos Penitenciarios, Sección de Libertad Condicional y Re- 
dención de Penas. 

A esta Sección (articulo 78 del Reglamento Orgá- 
nico del Ministerio de Justicia), le corresponde, en rela- 
ción con la libertad condicional, en que nos ocupamos: 
a) "Estudiar, preparar, tramitar y formular las propues- 
tas de resolución de los expedientes sobre libertad con- 
dicional y ejecutar los acuerdos adpotados", y b) "Celar 
el funcionamiento de los Órganos encargados de la ob- 
servación de conducta de los penados en régimen de li- 
bertad condicional. 

- Como Organismo dependiente del Ministerio de 
Justicia (artículo 967, 02) se enuncia "El Patronato de 
Nuestra Señora de la Merced", estructurado (artículos 98 
a 105) en un Consejo General y las Comisiones, Peniten- 
ciaria y de Protección y Tutela, existiendo además la 
Secretaria General del Patronato. En la competencia 
(articulo 98) del Patronato se inscribe: a) "Asistir y p r e  
teger material y moralmente a los internos en estableci- 
mientos penitenciarios, a los liberados y a sus respecti- 
vas familias", o c) "Informar las concesiones de libertad 
condicional, proteger y tutelar a los penados que se 
encuentren en el citado grado de cumplimiento de la 



condena, procurándoles trabajo, ayuda y consejo para 
superar las dificultades que puedan encontrar en su rein- 
corporación a la sociedad, así como observar su conduc- 
ta durante dicho grado". 

A la competencia específica de la Comisión Peniten- 
ciaria del Patronato pertenece (artículo 101) a) "infor- 
mar y dictaminar las propuestas de concesión de la li- 
bertad condicional" y b) "Observar y calificar la conduc- 
ta de los penados en régimen de libertad condicional, 
informando en su caso acerca de la procedencia de la 
revocación del beneficio". De esta Comisión Penitencia- 
ria dependen los delegados patrocinadores citados en el 
artículo 58, reformado, del Reglamento de los Servicios 
de Prisiones, que después de la Orden de 23 de octubre 
de 1969 a que seguidamente hacemos referencia, son 
los Secretarios de las Delegaciones Provinciales del Pa- 
tronato de Nuestra Señora de la Merced y, en su caso, 
Subdelegados, todos ellos funcionarios penitenciarios; 
y también dependen de la misma Comisión las Provin- 
ciales de Libertad Condicional de los artículos 601 y 61 
(éste, reformado) del Reglamento de los Servicios de 
Prisiones. Debemos anotar aquí la confusión que se pro- 
duce por efecto del párrafo segundo de este artículo 11 
reglamentario del Ministerio de Justicia al estatuir que 
a estas Comisiones Provinciales de Libertad Condicional, 
con los Delegados patrocinadores, les corresponde "asu- 
mir además las funciones de los órganos locales deter- 
minados en la Orden de 29 de noviembre de 1954 e ins- 
trucción de 26 de enero de 1955" (Boletín Oficial del 
Esta& núm. 354, del 20 de diciembre, y Boktin Oficial 
de2 Estado núm. 30, del 30 de enero, respectivamente); 
pues, en efecto, las citadas Orden e instrucción, si apa- 
recen derogadas en el Cuadro derogatorio que figura 
como Anexo del Reglamento Orgánico del Ministerio de 
Justicia (2,51), pero la derogación es Únicamente "en 
cuanto se refiere a la determinación de las estructuras 
orgánicas, composición, dependencia y funcionamiento 



de los Organos del Servicio de Libertad Vigilada", desa- 
parecido; y quedan subsistentes en lo que a las "funcio- 
nes" se contiene en Orden e Instrucción, cuyas "funcio- 
nas" son "asumidas" por las Comisiones Provinciales 
de Libertad Condicional y Delegados patrocinadores 
(esto es, repetimos, los Secretarios y, en caso de existir, 
Subdelegados de las Comisiones Provinciales del Patro- 
nato de Nuestra Señora de la Merced). La distribución 
y, sobre todo la subsistencia de los "asuntos" relaciona- 
dos en el artículo 5.O de la Instrucción, no es cuestión 
baladí. Por ejemplo, cabría preguntar si las autoriza- 
ciones de cambio de residencia de los libertos condicio- 
nales corresponden a las Comisiones de Libertad Con- 
dicional o a los delegados patrocinadores y, lo que es aún 
más importante por cuanto de embarazo por el liberto 
arrastra, si subsiste el apartado c) sobre permisos para 
viajar, en sus diversas modalidades. 

- A nivel Provincial, las Comisiones Provinciales de 
Libertad Condicional ya meritadas (artículos 60 y 61 del 
Reglamento de los Servicios de Prisiones) y las también 
aludidas Delegaciones Provinciales del Patronato de 
Nuestra Señora de la Merced, regidas por la ya citada 
Orden de 23 de octubre de 1969, que, por cierto, deroga 
expresamente por su disposición final, la de 14 de di- 
ciembre de 1942, que mantuvo el Reglamento Orgáni- 
co del Ministerio de Justicia en su artículo 104-3. 
- A nivel local, únicamente existen, y ello eventual- 

mente, los Subdelegados del artículo 1."-3 de la Orden 
de 23 de octubre de 1969. Fácilmente se desprende la di- 
ficultad de efectuar la observación de la conducta de los 
libertos que no residen en la sede que la Comisión Pro- 
vincial, cuando no exista Subdelegado en la localidad. 
Resulta chocante que los Secretarios de las Delegaciones 
Provinciales, último escalón del Patronato, reunifiquen 
los aspectos penitenciario y tutelar, diversificados en la 
cúspide. Por tanto, la aproximación de la persona del 
penado no matiza ni menos distingue lo que en la teoría 
de altura se quiere diferenciar. 



Como puede deducirse de todo lo expuesto, urge una 
profunda reforma del Instituto de la Libertad Condicio- 
nal y una apremiante necesidad de "judicializarla". 

4. La 1lamaü.a "estafa procesal" 

La doctrina y la jurisprudencia de nuestro Tribunal 
Supremo -aunque no son muchas las resoluciones en 
este sentido dictadas- lo ha dado estado jurídico con 
su fundamentado y abierto razonar en el campo de nues- 
tro Dedecho Penal; la normativa penal sustantiva ha 
seguido en su labor jurídico-constructiva al enfrentarse 
con este problema y materia de la estafa en la acepción 
y concepto general de esta figura penal, el camino o 
tendencia de la enumeración con la marcada finalidad 
y correcto propósito de poder encuadrar dentro del sis- 
tema preponderante casuístico el mayor y más amplio 
número de supuestos que la realidad de la vida va pre- 
sentando a la valoración del juzgador, pero como el de- 
recho, par mucha que sea la capacidad de previsibilidad 
y de vivencia que el legislador aporte y agregue a su 
obra de formación y estudio de las leyes, bien pronto 
se va dando cuenta de que la vida se caracteriza igual- 
mente por la variada aportación de comportamientos, de 
medios y artificios rodeados de engaño que el hombre, 
con el ejercicio de su mente y con el despliegue de su 
facultad imaginativa de que es capaz, va desenvolviendo 
y desarrollando en el devenir de su más o menos prolon- 
gada existencia, cuando se aparta del camino que de 
consuno le señala y marca su conciencia, determinada 
y condicionada por los preceptos del derecho y de la 
moral, no dejando de tener cierta influencia en la for- 
mación y presencia de nuevas facetas del ilícito actuar 
humano, los medios que el progreso y la técnica pone 
a su alcance a veces de marcada significación dentro del 
pensamiento y actuación del hombre, influencia que 
sobre él se ejerce, unas veces, para el progreso y bien 



de la humanidad, y otras, para su desgracia y maldad 
cuando no las utiliza dentro de un orden natural de las 
cosas, sino como medio para actuar y realizar el mal y 
el dafio a sus semejantes, por eso el legislador, dándose 
cuenta de esta limitación, se vio obligado a abandonar 
su sistema de númerus clausus (artículo 529 del Código 
Penal), sustituyéndolo por un anunciado de gran am- 
plitud comprensivo de principios y fórmulas de concep- 
ción y ámbito amplio, ya que no otra cosa nos parece 
es la recogida en el citado artículo 529, párrafo 1.O, en 
su último inciso, o igual finalidad y alcance debe darse 
al artículo 533. 

Difícil es buscar a esta figura antecedentes que en 
nuestros viejos textos legales, teniendo que llegar a un 
recorrido inmenso de los mismos al Código de las Par- 
tidas, donde, según se dice por el profesor Oliva, no nos 
dan los perfiles de la estafa, resultando también la idea 
de la defraudación a través del proceso, llegando ya en- 
tonces a admitirse la posibilidad del engaño al Jum (la 
estafa procesal, págs. 20 y 21). 

Cuando examinemos los elementos y características 
del delito de estafa nos encontramos con que el sujeto 
pasivo por haber sido influenciada su voluntad, desarro- 
lla generalmente una función y actividad que hace posi- 
ble que el sujeto activo pueda así llevar a cabo sus de- 
signios de defraudación, pero esta voluntad, que pudié- 
ramos llamar colaboradoi-a e insciente en su finalidad, 
que es esencia de la estafa general, falta en su modalidad 
o especie procesal por la especial constitución de esta 
figura, ya que teniendo en cuenta cómo se desenvuelve 
y llega a su efectividad, el sujeto perjudicado permane- 
ce en su gestación ausente del conocimiento de la argu- 
cia y maquinación que una de las partes despliega a 
través de los distintos trámites y actos procesales, y, 
en definitiva, ignora la actuación engañosa que se vie- 
ne dando en el proceso aparente, que, según nos dice 
Frank, se produce u origina cuando las partes se con- 



fabulan para en un proceso perjudicar al tercero (citado 
por Oliva en la obra mencionada), circunstancia o modo 
de actuar que recae sobre el sujeto que es víctima del 
engaño, que en este caso sobre el que reflexionamos 
recayó sobre el Juez, y en este aspecto ha dado un avan- 
ce la doctrina y la jurisprudencia, que ha llegado a ad- 
mitir dentro de sus esferas de influencia, que en la es- 
tafa procesal el sujeto engañado y el sujeto o persona 
perjudicada pueden ser distintos, y entonces sí se ad- 
mite y se da por buena esta separación o dualidad de su- 
jetos ya vislumbrados que esa característica de la estafa 
de colaboración y ayuda, movida por el error y comple- 
mento de la acción por parte del pasivo, aparece más 
clara y menos nebulosa, pues hoy no admite que el Juez, 
en determinadas clases de procedimiento (especialmente 
en los ejecutivos y en aquellos en que no se produce 
y queda interrumpido el principio de contradicción), 
puede, y de hecho resulta engañado, especialmente cuan- 
do las partes se confabulan en designios con finalidad 
de engaño, como creemos sucede en este caso en que 
se ve bien claro que hubo colusión entre ellas, procurada 
con la actitud negativa de no comparecer el demandado 
a contestar la demanda, es decir, como señala Viemanos, 
se hace uso de medios, artificios y engaños para sor- 
prender la buena fe (Comentarios al Código Penal, según 
referencia recogida por el citado profesor Oliva). 

En el supuesto que estudiamos se dan las dos carac- 
terísticas o elementos de engaño y ánimo de lucro, pre- 
supuestos dogmáticos de estas conductas de estafa. 
¿Cabe, nos preguntamos, el supuesto de hecho dentro de 
la sereña o encasillado que se hace de las conductas 
en el artículo 529, o, por el contrario, tendría su mejor 
encaje en la también fórmula analógica del artículo 533? 
Sobre la posible y mejor tipificación de estos hechos 
habremos de ocuparnos más adelante. 

Muchos de los tratadistas españoles aue se han ocu- 
pado del estudio de este problema: Quintano en su Tra- 



tado de Derecho Penal, Ferrer Sama y Cerezo Mir en 
documentados trabajos publicados en el Anuario de 
Derecho Penal, llegan a la conclusión de que, dados los 
términos y conceptos de amplitud que se recogen en 
las citadas fórmulas analógicas de nuestra normativa 
penal (arts. 529 y 533), la estafa procesal puede conflgu- 
rarse como materia penal y, así, nos dice a este respecto 
Ferrer Sama en su citado trabajo "que el artículo 529 
declara como constitutivo de estafa cualquier engaño 
semejante, refiriéndose tal semejanza a los engaños a 
que se alude en los siguientes apartados del mismo" e 
insistiendo en sus razonamientos continúa manifes- 
tando: "por si tal amplitud no fuera suficiente, en el 
artículo 534 se castiga al que defraudare o perjudicare 
a otro usando de cualquier engaño que no se halle ex- 
presado en los artíoulos anteriores", y llega a entender 
este profesor que la única nota diferencial y caracteris- 
tica de este tipo de estafas -como especie del fraude 
procesal- no es otra sino la que resulta del hecho de 
dirigirse el engaño a persona distinta del perjudicado o 
sujeto pasivo y que no hay base suficiente para con- 
siderar excluido dicho elemento por el hecho de que 
el engañado no sea sujeto pasivo del delito, sino el 
juzgador, y Corozo Mir (Anuario de Derecho Penal, 
Tomo XiX) habla de estafa procesal cuando una parte, 
con su conducta engañosa realizada con ánimo de lucro, 
induce a error al Juez, y éste, como consecuencia del 
error dicta una sentencia injusta que causa un perjuicio 
patrimonial a la parte contraria o a un tercero. No se 
muestra de acuerdo en esta postura doctrinal en su 
tratado el profesor Rodrígiuez Dovesa, que llega en su 
razohar a estimar que dentro de nuestro ordenamiento 
no cabe la estafa procesal (Tratado de Derecho Penal, 
Tomo TI, pág. 443). 

Aunque hoy quizá esté en crisis el criterio de la clasi- 
ficación de los delitos atendiendo a la naturaleza del bien 
jurídico o derecho protegido, nos parece, en nuestra m@ 



desta opinión, que en el terreno de "lege ferenda" tiene 
o debe tener una importante trascendencia en orden a 
la misma existencia y autonomía de estas dos figuras 
jurídicas del fraude y estafa procesal, la preeminencia y 
mayor valor y entidad que se de a los derechos y situa- 
ciones que cada una de ellas se poponen defender y am- 
parar, es decir, si desde un punto de vista penal y aten- 
dido una escala de valores, merece especial protección y 
alcance la función jurisdiccional ante la posibilidad de 
que determinada conducta y comportamiento se encuen- 
tre encaminado a favorecer error y engaño en el Juez, 
pasando a posterior plano y consideración los efectos 
que a través de esa posible resolución equivocada y mor- 
damente conseguida, pueda tener sobre el patrimonio 
de una persona a quien, en definitiva, se propone defrau- 
dar, o, por el contrario, scon arreglo a una doctrina de 
tendencia finalistica de acción (relevancia que los ele- 
mentos sujestivos de la antijurididad) considerar y valo- 
rar como digna de mayor interés y dolo más destacado 
la defensa del bien jurídico de la propiedad o patri- 
monio, de esta manera indirecta, atacada y vulnerada; 
no se nos oculta que la tesis hoy más extendida y reco- 
gida incluso en los ordenamientos penales, es la de que 
esas dos figuras son perfectamente compatibles como 
institutos independientes y autónomos como se observa 
en la legislación italiana, desde la reforma de Rocco 
de 1938, que recoge ambas tipificaciones (estafa, artícu- 
lo 640, y fraude procesal, artículo 374), sin embargo, 
el resultado práctico en el actuar de los Tribunales de 
dicha nación fue la disminución de las sentencias en 
las que se daba lugar a la estafa procesal, las que, en 
cambio, se habían dictado con cierta profusión bajo la 
vigencia del Código Zanardelli, que no reglamentaba 
en su articulado aquella figura del fraude procesal. 

En la doctrina extranjera se recoge por Cerezo Mir, 
en la citada monografía, la opinión del profesor Gruhut, 
que, formulando ciertas objeciones a la estafa procesal, 



se expresa de este modo: "una figura delictiva no es 
adecuada para mencionar un abuso de las instituciones 
jurisdiccionales del Estado; para sancionar estos abu- 
sos existen ya las figuras delictivas de las falsedades 
documentales y el falso testimonio, y pueden crearse 
otras nuevas, pero siempre sobre la base de que sean la 
fe pública o la administración de justicia los bienes juri- 
dicos protegidos y no el patrimonio", Orubhut propone 
por ello la creación de una nueva figura dentro de los 
deiitos contra la administración de justicia, y cita C@ 
rezo Mir en este mismo sentido el criterio del profesor 
Dahn cuando dice "que si alguien causa un perjuicio a 
otro med~iante el engaño de un particular, es algo com- 
pletamente distinto que si abusa del Juez, el Derecho 
y el Estado, utilizándolos como instrumento para los 
fines propios; la figura abstracta de la estafa procesal 
pone en relación fenómenos vitales que, según su na- 
turaleza, son diferentes entre sí. La inclusión de estas 
conductas en el tipo de la estafa no es correcta ni re- 
sulta adecuada al tipo de autor, porque la verdadera 
razón en que podría basarse su punibilidad es el me- 
nosprecio al Tribunal y el peligro de la administración 
de justicia". 

Penando el fraude procesal -aunque el sujeto ac- 
tivo está movído en su actuar por el ánimo de lucro, 
característica o elemento que inspira el comportamien- 
to delectivo en la mayoría de los casos, dando prefe- 
rencia al bien jurídico de fortalecimiento y defensa de la 
administración de la justicia e incluso de otras institu- 
ciones que hoy fundamentan las estructuras económicas 
y sociales del Estado- se conseguiría uno de los princi- 
pales fines que el ordenamiento jurídico de las naciones 
que funcionan bajo un estado de derecho, tratan de al- 
canzar, es decir, que los perjuicios que pueden producirse 
contra los intereses privados de una persona - e n  sus 
bienes y derechos subjetivos- estarían indirectamente 
mejor protegidos al situar a las jurisdicciones en general 



en un medio que los librase de las acechanzas de perso- 
nas que les ponen en peligro de ser desviadas en su cons- 
tante propósito de elaborar y dictar sus resoluciones 
ajustándose a un orden de derecho y moral, evitando que 
pudiendo faltar las partes a la verdad y al darles su- 
puestos que modifican y alteran datos o elementos obje- 
tivos, los desvían de una valoración de la prueba acer- 
tada; de esta manera podría evitarse esa distinción entre 
las figuras de la estafa y fraude procesal, fundamenta- 
da en la existencia en la primera de ánimo de lucro, ele- 
mento difícil, a nuestro modesto entender, de separar 
y asimilar como motivo de culpabilidad diferenciador 
de ellas, encontrhdonos en esta dificultad de visión 
acompañados por la opinión de autor de tanto prestigio 
como es el tratadista Manzini cuando dice: "La figura 
del fraude absorbería aquellas actuaciones de tan difícil 
distinción entre ambas figuras con su examen de la 
más compleja cuestión de diferenciar el dolo civil del 
dolo penal". 

La conveniencia que estamos propugnando de la crea- 
ción de un nuevo tipo dklictivo, tendría quizá la conse- 
cuencia que tal medida legal tuvo en la Corte de Casa- 
zione de Italia a partir de la vigencia del Código Rocco 
(artículo 3741, es decir, los escasos pronunciamientos de 
estafa procesal, pero ello nos llevaría como contrapartida 
a no dejar impunes conductas que estimamos abierta- 
mente delictivas por falta de tipificación que evidente- 
mente se separan con caracteres y en forma destacada 
del ilícito o dolo civil, que muchas veces hay que admi- 
tir para evitar una ampliación excesiva del campo delic- 
tivo, en el que no debe olvidarse el criterio tradicional- 
mente admitido de que debe quedar circunscrita a la 
defensa del mínimun ético que, formando el núcleo del 
Derecho Pehal hace posible una convivencia y una orde- 
nación legal entre las personas bajo los principios de 
una moralidad media, aunque quizá sea este término 
no muy correcto dentro de un total sentido moral en 



que se debe inspirar la conducta y comportamiento del 
hombre, pero pensemos que el Derecho Penal no tiene 
por misión una moralización de las costumbres y con- 
ductas que debe venir de doctrinas y disciplinas de na- 
turaleza religiosa y moral, que para alcanzar un mejor 
y más justo vivir, debe tener como guía los principios 
máximos del cristianismo del que, con pensamiento op- 
timista, cabe esperar la renovación del hombre y de un 
mundo mejor. 

5. Las normas sobre extradición. 

La extradición ha  sido regulada por Ley de 26 de 
diciembre de 1958. Antes de su promulgación, las fuen- 
tes legales aplicables se reducían a los tratados de extra- 
dición suscritos por España y todos de carácter bilateral, 
completados por los convenios de reciprocidad. 

La publicación de la Ley especial no h a  derogado 
los Tratados bilaterales, que, por disposición del artícu- 
lo 1.O de aquélla, son aplicables con preferencia a lo dis- 
puesto en la Ley. Esta tiene carácter supletorio respecto 
a lo convenido, y sólo es aplicable como fuente de primer 
grado a falta de tratado. 

Con ello se da una pluralidad de normas cuya aplica- 
ción plantea algunos problemas en la práctica, en espe- 
cial en aquellos casos en que existe contradicción entre 
los principios inspiradores de un tratado y los de la pro- 
pia Ley. El ejemplo más claro lo ofrece d Tratado de 14 
de diciembre de 1877, suscrito por España y la Repfiblica 
Francesa. En él no se condiciona la entrega de delin- 
cuentes posibles de pena capital a la conmutación de 
ésta por otra pena que no tenga tal carácter. A su vez 
el articulo 7 . O  de la Ley de 1958, con expresión tenni- 
nante, condiciona "siempre" la concesión de extradición 
a la conmutación de la pena capital, siguiendo las más 
modernas orientaciones doctrinales, que excluyen la apli- 
cación de esta pena a los extradictos. 



El ejemplo se ha repetido en la práctica. Las autori- 
dades francesas reclaman la entrega sin condiciones 
-que no existen en el Tratado- de los delincuentes 
acusados de hechos que, según su legislación, merecen 
la pena de muerte. El Tribunal español acuerda la extra- 
dición condicionándola a la conmutación de la pena 
capital, por aplicación de dicho articulo 7.", 1 . O  de la Ley 
de 26 de diciembre de 1958. Al insistir ambas autorida- 
des en sus posiciones respectivas se llega a la conclusión 
de tener que dejar sin efecto la entrega, por aplicación 
del artículo 21 de la Ley. 

Este es el supuesto que interesa destacar: su causa 
está en la contradicción entre los principios generales 
de la propia Ley y los de algunos Tratados, contradic- 
ción que seguramente no fue desconocida por el legisla- 
dor, que estableció la norma contenida en el artículo 2.O 
de laLey, que faculta al Gobierno para prometer y acor- 
dar reciprocidad y concertar tratados de extradición que 
habrán de ajustarse, "en lo posible", al texto legal. 

Nada dice la Ley respecto de los Tratados vigentes 
porque no corresponde a las Cortes ni al Jefe del Estado, 
en el ejercicio de la función legislativa, la denuncia de 
Tratados y, por tanto, sólo hubieran podido establecer 
un mandato al Gobierno para que, en la vía diplomá- 
tica, gestionase la reforma de los existentes, ajustándolos 
también a los principios de la Ley. No lo hizo así y no 
corresponde al Fiscal que suscribe examinar críticamente 
los motivos del legislador, pero esto no excluye su deber, 
que cumple, de poner de manifiesto el problema a través 
de uno de sus aspectos. 

Y entiende que su solución correcta está en la revi- 
sión de los Tratados en vía diplomática, para concertar 
otros nuevos, que, "en lo posible", sean desarrollo y apli- 
cación de los principios que inspiran la Ley de 26 de 
diciembre de 1958. 



6. Autarixaciolz para tratamientos médico-quirúrgicos. 

La terrible influencia de la televisión unida a la pro- 
pagación de una idea religiosa desconocida en España 
hasta hace poco actualizan un problema médico legal, 
antiguo ya en los tratadistas, pero con pocas soluciones 
legales. Varias veces han venido al Juzgado de Guardia 
directores de hospitales a comunicar que tienen un enfer- 
mo grave que precisa una intervención quirúrgica muy 
urgente y al pedir autorización a los familiares para reali- 
zarla éstos se niegan porque su religión les prohibe cola- 
borar en todo derramamiento de sangre. Hay que decir 
en su honor que estos familiares se muestran acongo- 
jados ante la actitud que, en conciencia, mantienen. 

En algún caso el Juez de Guardia, de criterio amplio, 
ha sustituido a los familiares, concediendo esta autori- 
zación; otras, han contestado que ellos no tienen nada 
que ver con el problema; a veces se ha indicado al mé- 
dico que como en España no hay ningún precepto que 
exija esta autorización familiar, si el médico cree indis- 
pensable para salvar la vida del enfermo practicar esta 
operación, están obligados a realizarla, so pena de incu- 
rrir en delito de denegación de auxilio, pero ninguna de 
estas posturas encuentra sólida base legal y por ello se 
plantea el problema, que posiblemente exija un precepto 
nuevo para regularizarlo. 

En España no conocemos precepto legal que exija la 
autorización escrita ni de palabra. Generalmente, el mé- 
dico explica lo que se propone realizar, pero sin pedirle 
permiso, y los familiares no discuten el asunto, lo que 
equivale a autorización tácita. Si el enfermo no está 
interna& a veces se consulta con otro doctor o eligen 
otro operador, pero nadie rechaza el plan de los médicos. 
Seguramente, a la vista de tantas películas americanas 
en que el argumento gira en torno a la oposición fami- 
liar, o bien a la ausencia de persona que pueda dar la 
autorización, van cambiando las cosas y se va generali- 



zando esta petición de autorización para operar. Como 
además esta conducta coincide con la existencia de esa 
minoría religiosa que rechaza por principio todo derra- 
mamiento de sangre los conflictos se van presentando 
cada vez con más frecuencia. 

No es que el problema no haya preocupado en España, 
pues los tratadistas se han ocupado de él reiteradamente, 
pero parece como si los españoles estuviésemos acostum- 
brados a ponernos en manos del médico para todo. 

Hasta la reforma del Código Penal, de 24 de enero 
de 1963, con el nuevo artículo 428, que considera autor 
de lesiones a quien las practica con el consentimiento 
del lesionado, faltaba todo precepto penal. 

Aunque esta nueva norma parece aplicable a nuestro 
problema, de hecho no lo es porque nosotros tratamos 
de intervenciones realizadas exclusivamente en beneficio 
del enfermo y con el convencimiento por parte del ciru- 
jano de que de no realizarla se le ocasionará un perjuicio 
grave. 

Otra cosa son las intervenciones realizadas a una 
persona en beneficio de otra. Aquí sí que hay delito grave 
si no hay consentimiento expreso del enfermo o sus fami- 
liares, si éste no puede emitirlo. 

Veamos las teorías más interesantes de los penalistas: 
Para Corlos Stoos la voluntad de curar excluye la 

intención de producir lesiones corporales porque el tra- 
tamiento curativo es, objetivamente, cosa bien distinta 
del daño a la salud y de las lesiones y malos tratos. Stoos 
demuestra que lo que falta en el tratamiento operatorio 
es el tipo legal: "El cirujano que opera a un enfermo 
no daña su cuerpo o su salud y no quiere dañarlos. Todos 
sus esfuerzos van dirigidos a mejorar al paciente y no 
a dañarle. Trata al paciente y no le maltrata." En defi- 
nitiva, la doctrina de Stoos fundamenta la exención de 
pena de la actividad médica en la ausencia de adecua- 
ción típica por el elemento subjetivo, que excluye lo 
injusto. 



Franz von Liszt dice que "resulta de las instituciones 
del Estado, educativas y sanitarias, que éste reconoce 
como fin justificado, y le fomenta, la conservación y el 
restablecimiento de la salud". El tratamiento médico- 
quirúrgico como acto que persigue un fin salutífero se 
justifica por ser un medio apropiado para la consecución 
de un fin públicamente reconocido. En suma, todos los 
actos ejecutados en persecución de dicho fin son entera- 
mente lícitos, ya se consiga por el medio el objeto, ya 
fracase. No hay que tomar en cuenta el desenlace ad- 
verso más que cuando haya imprudencia o impericia. 
Se trata, en definitiva, de una justificación supralegal, 
en cuanto que la actividad médico-quirúrgica se ejecuta 
en cumplimiento de un fin reconocido por el Estado que 
excluye la antijuricidad del hecho. 

Desde el punto de vista de una justificación intrín- 
seca es claro que la actividad curativa, más que encajar 
en el ejercicio de oficio o cargo, se legitima por la valua- 
ción de bienes o intereses. Esta es la posición de Mezger: 
"Las posibles amputaciones, las incisiones, el internado 
posoperatorio, etc. son privaciones de bienes que se pro- 
ducen para que otros superiores -la salud, la vida- se 
aseguren y prevalezcan. Dentro de esta fórmula, las ope- 
raciones médico-quirúrgicas y toda actividad curativa 
son justas. El fin curativo es lo que legitima la interven- 
ción, abstracción hecha de su resultado, lisonjero o fra- 
caso." 

Cuello Calon dice que "el delito existe aun cuando 
la intervención tenga resultado favorable si no media el 
consentimiento, pues todo individuo tiene derecho a 
rechazar un tratamiento o intervención que cause heri- 
das o mutilaciones"; exceptúa, sin embargo, el caso de 
necesidad. A nuestro juicio, cabe interpretar esta opi- 
nión en isentido de que se refiere al delito de coacción, 
ya que, por cuanto hemos dejado expuesto, carece de 
sentido hablar de delito de lesiones en la intervención 



médica. Y no olvidemos que opina antes de la inserción 
del artículo 428. 

Como interesante en este sentido es una sentencia 
alemana que declara que es penalmente responsable por 
imprudencia el médico que no aplica en caso de inmi- 
nente peligro mero antidiftérico a un menor, aunque el 
padre lo prohiba, o se dirige al Tribunal de Tutela o a la 
Policía para que intervengan frente a tal abuso de la 
patria potestad; se estima que el precitado deber emana 
de la relación personal entre el facultativo y el menor 
fundada en el hecho del tratamiento médico. 

El Derecho anglosajón y el de los Estados Unidos 
han mantenido la tesis del consentimiento, con excep- 
ción del caso de que la operación sea necesaria para sal- 
var al enfermo en grave peiigro; el hecho de que el 
paciente no estuviera en condiciones de dar su consenti- 
miento justificaría la intervención practicada sin dicho 
consentimiento, pues, en caso contrario, la sinrazón sería 
evidente: si una persona, a causa de un accidente, estu- 
viera sin conocimiento, ¿el cirujano debería dejarla mo- 
rir, sin realizar la operación que podría salvar su vida? 

En Francia no sólo se mantiene la misma tesis de la 
irrelevancia del consentimiento en casos urgentes, sino 
en todos aquellos en que se ejerce el llamado derecho de 
curar, que son todos 16s demás aunque no sean urgentes. 

Pueden verse alusiones al consentimiento del enfer- 
mo en: 

Eduardo Benzo Cano: La responsebilidad profesional 
del médico, prólogo de Gregorio Marañón, Editorial Esce- 
licer, S. A., Buenos Aires, sin fecha. 

En la página 608 dice asi: "Al médico se le exige, 
pues, además de la sabiduría y experiencia profesional, 
la máxima buena fe para con su cliente; por eso, si sos- 
pecha que no puede realizar la cura o que el tratamiento 
indicado no será probablemente beneficioso debe dar 
cuenta de ello al enfermo o a sus familiares y, si no 10 



hace, es culpable de infracción de este deber" (48 C. J., 
1.133, cit. del 62). 

En la página 614 dice: "Aunque en algunos casos 
pueda no ser factible por determinadas circunstancias 
es conveniente para el médico recabar el consentimiento 
del enfermo antes de aventurar un tratamiento, de modo 
especial si se trata de una intervención quirúrgica y sobre 
todo si el paciente es un menor de edad o un incapaci- 
tado mental, cuyo consentimiento otorgará entonces la 
persona que legalmente lo represente. En algunos casos 
es conveniente el consentimiento del cónyuge (48 C. J., 
1.131). 

A continuación trata de un supuesto ocurrido en los 
Estados Unidos, consistente en un enfermo al que el ope- 
rador se comprometió a operar gratuitamente de hernia. 
En la mesa de operaciones y anestesiado el paciente se 
descubrió otra hernia, de la que también se l e  operó. 

El operado reclama indemnización por esta segunda 
operación, que el Tribunal de primera instancia otorga, 
por haber practicado la misma sin consentimiento. 

Se recurrió y el Tribunal Supremo estima la apela- 
ción diciendo que, "... cuando una persona ha elegido 
un cirujano para que le opere y no otra que lo repre- 
sente mientras está sin conocimiento ..., la Ley lo cons- 
tituye -al cirujano- por ilación implicita, en repre- 
sentante "pro hac vice" de su paciente, y le impone, 
dentro del alcance a que tal ilación implícita se aplica, 
la obligación de actuar con tal carácter en beneficio del 
enfermo.. . ". 

Hay que tener en cuenta que, en Estados Unidos el 
sistema judicial penal es, más que de Derecho positivo, 
de derecho creado por los Tribunales, al punto de que 
allí, la jurisprudencia se cita como aquí los artículos. 
Por ello, resulta muy difícil tomar exacta medida de lo 
allí hecho sobre el tema. 

Jiménez Asúa se ocupa del problema en el tomo IV 
de su Tratado de Derecho Penal, págs. 652 a 674. Segiin 



él, la actividad del médico que receta y opera puede ser 
amparada en España y en Argentina en el mero ejerci- 
cio profesional, puesto que nuestros Códigos hablan de 
oficio o cargo. Como el problema puede darse, tanto en 
intervenciones quirúrgicais como en tratamientos mé- 
dicos, siguiendo a tratadistas alemanes amplía la cues- 
tión, refiriéndose a "intervenciones curativas", con lo 
que quedarían fuera, en cambio, las encaminadas a in- 
vestigación, aunque sean en beneficio de la sociedad y 
el narcoanálisis con fines de investigación forense. 

Nuestro penalista cita como remoto antecedente Las 
Partidas, donde se inicia la responsabilidad del médico 
que abandonó al enfermo y la del ignorante o negligen- 
te. El Fuero Juzgo, penaba las intervenciones realizadas 
en mujeres sin consentimiento del marido o sus fami- 
liares. Los Códigos penales españoles guardan silencio 
respecto a la autorización, e incluyen entre las causas 
de justificación al médico por el ejercicio del cargo. Lo 
malo es que, con ello, se excluye de la justificación a los 
legos que, aislados de todo socorro, tratan de salvar la 
vida del otro. Mezger, sin embargo, los justifica también. 
Igualmente Carrara, al basar la justificación en la fina- 
lidad y no en el oficio, hace posible la justificación del 
lego, agregando que la verdadera razón de la inocencia 
de tales actos, reside en el fin inocente que excluye el 
dolo. Respecto al consentimiento, en Alemania es ha 
sostenido que la justificación viene de la autorización 
del enfermo, pero relacionándolo con el estado de nece- 
sidad y con la gestión de negocios sin mandato. 

Pero, habiéndose escrito tanto sobre la justificación 
de la intervención con o sin autorización, pocos se han 
referido a la realizada contra la expresa voluntad del 
enfermo o sus familiares. Jiménez Asua afirma que la 
intervención necesaria para salvar la vida del enfermo, 
o evitar el peligro de muerte, está plenamente justifica- 
da en los casos en que se niegue expresamente el con- 
sentimiento, cuando el tratamiento es absolutamente ne- 



cesario y exista un porcentaje grande de éxito. Pero, 
no sólo se justifican algunos tratamientos imprescindi- 
bles para la vida, en casos en que se ha negado expresa- 
mente el consentimiento, sino también, a veces, pensan- 
do en la salud general, como las vacunas en casos de 
epidemia. En los casos de aborto en beneficio de la ma- 
dre, la moral cristiana es más severa que la ciencia. 

En Francia se ha discutido si puede forzarse la in- 
tervención cuando, por un accidente del trabajo, el le- 
sionado ha quedado inválido, pudiendo desaparecer esta 
invalidez por vía quirúrgica. En estos casos, la negativa 
podría hacer discutible el derecho a pensión. Si la ope- 
ración implica riesgo, no podría ni imponerse, ni la ne- 
gativa privaría de la indemnización por incapacidad. 

Los criterios respecto a fracasos en cirugía estética 
son muy severos, puesto que no entra en juego la vida 
ni la salud del enfermo. 

Un aspecto nuevo del problema se da en la trans- 
fusión de sangre, con o sin autorización, radicalmente 
prohibida por algunas religiones por estimarla contra- 
ria a los dictados de Dios. También justifican algunos la 
transfusión de sangre, contra la voluntad expresa del 
dador, en casos extremos en cuanto a la necesidad de 
la misma por el enfermo, y la ausencia de todo riesgo 
respecto al donante. Pero, aqui, parece que el delito de 
coacción no podría evitarse. 

La solución exacta resulta poco menos que imposi- 
ble. Ello obedece a la lucha de los intereses individuales 
frente al Estado. 

Este no debe ni puede imponer a la libre manifesta- 
ción individual de una creencia o una situación, que en 
principio sólo al individuo pertenece. El problema entra 
cuando se juegan intereses de terceros, por ejemplo, hi- 
jos, marido, mujer, padres. 

El problema de los hijos menores, podría resolverse 
sobre la base de una suspensión de la patria potestad 
ordenada por el Juez, a instancia del Ministerio Fiscal, 



por el juego del artículo 171 del Código Civil en relación 
con el 584, 5 . O  y párrafo último del Código Penal. 

Evidentemente, puede resultar un poco retorcido, 
pero no antijurídico. Denunciado por el médico al Mi- 
nisterio Fiscal el hecho, éste podría interesar la priva- 
ción de la patria potestad y el Juez acordarla inmedia- 
tamente, por providencia, autorizando la operación, te- 
niendo en cuenta que el procedimiento deberá ser expe- 
ditivo para que la autorización judicial no llegue tarde. 

En los casos en que la jurisdicción corresponda a los 
Tribunales Tutelares de Menores, cabría buscar la solu- 
ción en el artículo 9 . O ,  3 . O  del Decreto de 11 de junio 
de 1948, suspendiendo la patria potestad en actividad 
protectora, relacionándolo con el número 5 del articu- 
lo 584 del Código Penal, pero siempre previo expediente. 

Este mismo artículo podría utilizarse por los Jueces 
Municipales y Comarcales en juicio de faltas, puesto que 
faculta al Juez para suspender en el ejercicio de la pa- 
tria potestad a los padres incursos en el mismo; pero 
habría que condenar a los padres como autores de falta, 
lo que sería injusto cuando la negativa de los padres obe- 
dezca a motivos religiosos. 

Como resumen de cuanto antecede, se establecen las 
siguientes conclusiones: 

l." La actividad médico-quirúrgica se justifica, en 
sí misma, por el fin de curar, reconocido por el Estado, 
y que fundamente su licitud conforme a la doctrina de 
la valuación de bienes. 

2." El consentimiento no es casua de justificación 
de la intervención; sólo queda justificada a tenor de la 
conclusión anterior. 

El consentimiento irrelevante a todos los efectos en 
las operaciones absolutamente necesarim, incluso pue- 
den representar una obligación para el médico por incu- 
rrir en delito de omisión del deber de socorro, si no la 
realiza. En la intervenciones convenientes y en las de 
cirugia plástica, sí el tratqmiento o intervención se prac- 



ticase contra la voluntad del enfermo o de su represen- 
tante legal, se produciría el caso de tratamiento médico- 
quirúrgico arbitrario sancionable penalmente como deli- 
to de la coacción, ya que la falta de consentimiento, al 
excluir la oportunidad de la intervención, significaría 
violencia sobre la persona del enfermo al practicarla. 

3." El tratamiento médico-quirúrgico en España 
está amparado por la circunstancia 11 del artículo 8 .O 
del Código Penal. 

4." Naturalmente, la justificación del tratamiento, 
en sí, no elimina la responsabilidad del médico impru- 
dente, negligente o imperito, exigible de conformidad 
con el artículo 565 del Código Penal. 

7. Reformas legislativas propuestas por los Fiscales. 

a) Código Penal. 

Los señores Fiscales proponen modificaciones del ma- 
yor interés en el vigente Código Penal, las que a conti- 
nuación señalamos: 

El actual desfase existente entre el orden social y 
el jurídico pone de relieve la acuciante necesidad de sus- 
tituir el Código Penal por otro que responda a la pre- 
sente dinámica social, en donde se protejan junto a los 
valores individuales, los comunitarios que tanto chocan 
con la inspiración liberal del actual Código (Palma de 
Mallorca). Es urgente el cambio del Código Penal por 
otro nuevo, pues el actual está rebasado por las condi- 
ciones de vida (Valladolid). 

En la reforma del Código Penal, podría acogerse en 
el mismo "la sentencia indeterminada", que es expo- 
nente de un mayor arbitrio judicial, meta hacia la que 
debemos caminar; o al menos "la sentencia relativamen- 
te indeterminada", que señalase una pena dentro de un 
límite mínimo y un límite máximo inalterables (Orense). 

El mayor nivel cultural de la juventud actual y su 



madurez mucho más temprana que la de las genera- 
ciones anteriores, aconsejan que la protección penal del 
menor no se extienda como ahora hasta los veintitrés 
años, sino que se limite a la minoría de edad civil (Palma 
de MalIorca). La actual edad penal de dieciséis años 
debe ser rebajada, pues en diversas esferas de la vida 
(estudios primarios, edad para poder testar, edad mi- 
nima para el matrimonio) se consideran con desarrollo 
suficiente a las personas a los cotorce años; pero el pleno 
desarrollo debe considerarse que existe a los veinte años, 
y así la atenuante debe encuadrarse en las edades de 
catorce a veinte años (Valladolid). Es aconsejable que 
la responsabilidad penal comience a los quince años 
(Lugo). Un cambio en las condiciones de vida social como 
el experimentado actualmente, permite concluir que si 
el Legislador, para épocas de más lenta evolución hacia 
la madurez, fijó la edad penal en los dieciséis años, 
ahora será necesario para actualizarse, reducir aquella 
edad a los cotorce o quince años. Pero no debe resolverse 
con criterio lógico matemático, lo que pertenece a la 
pura ciencia del espíritu; en la mente de todos late el 
deseo de solucionar el problema, reformando, educando 
y protegiendo a l  menor, no castigándole (León). Si la 
mayoria de edad penal debe mantenerse en los dieciocho 
años, la responsabilidad atenuada debe empezar a los 
catorce; pero la atenuación por razón de la edad no debe 
aplicarse cuando los actos revelen una grave intensi- 
dad criminosa (Huelva) . 

Está superada la conceptuación del sordomudo de 
origen carente de instrucción, como inimputable, a no 
ser que concurra en él alguna deficiencia mental, y no 
es muy acertado el elemento "instrucción"; y debiera 
valorarse la capacidad de comunicación, aun siendo mí- 
mica; hay sordomudos carentes de instrucción, que hoy 
se desenvuelven con normalidad en su vida de relación. 
Debería ser una circunstancia atenuante en lugar de exi- 
mente (Lugo) . 



En el Código Penal de 1932, la circunstancia de rei- 
teración tenía un carácter elástico. Los Tribunales la 
podían tener o no en consideración, según las condicio- 
nes del delincuente y la naturaleza, los motivos y los 
efectos del delito. Es deseable que volvamos a esa an- 
tigua elasticidad, si se tiene en cuenta que hoy hay de- 
litos sumamente extraños entre sí. Y en ese régimen de 
elasticidad, es lo más justo que se atienda a la natura- 
leza del delito (Badajoz). Si basamos la reincidencia en 
la falta de eficacia, respecto al reo, de la condena ante- 
rior, deberá tomarse conciencia respecto al tiempo trans- 
currido entre una y otra infracción; pues un lapso de 
tiempo demasiado largo, no demostrará por sí sólo tal 
falta de eficacia; y debería admitirse que el instituto de 
la prescripción, tenga también eficacia en orden a esta 
agravante (León). La agravante de reincidencia, deberá 
redactarse de forma que se concrete a la llamada "rein- 
cidencia propia", en que se trate de delitos de la misma 
naturaleza (Lugo) . 

Suscita problemas la forma en que el Código Penal 
recoge el parentesco como elemento de hecho, para la 
configuración de numerosos tipos de delitos o circuns- 
tancias modificativas de la responsabilidad. Hay inse- 
guridad en la utilización del término genérico "familia". 
Se utiliza en los artículos 67, 104, 493 y 423. Eh los tres 
primeros, la familia a que se refiere el Código, es la víc- 
tima; en el 4 . O  la referencia es la familia del propio de- 
lincuente. Pero, ¿qué se entiende por familia?, no hay 
definición legal. El Profesor Castán contempla en ese 
término un sentido migar, otro sentido jurídico amplio 
(que comprende todas las relaciones parentales) y otro 
sentido jurídico estricto (que la constriñe a las relacio- 
nes conyugales y paterno-filiales). ¿A cuál de estos sen- 
tidos se refiere el Código Penal? (Albacete). 

E2 artículo 18 del Código Penal exime de pena a los 
encubridores que lo sean de su cónyuge, de sus ascen- 
dientes y hermanos. Esto, ¿es siempre justo? ¿No estaría 



indicado señalar que tal excepción no aprovecha si la 
víctima es pariente en grado m& próximo que el acu- 
sado? ¿Es justo, por ejemplo, excluir a un cuñado, autor 
de la muerte del padre del encubridor? (Jaén). 

Deben unificarse las penas; bastaría con dejar tres 
clases: Arresto, prisión y reclusión (Valladolid). 

El artículo 22 del Código Penal extiende la respon- 
sabilidad civil subsidiaria, a los amos, maestros, perso- 
nas, entidades, organismos y empresas dedicadas a cual- 
quier género de industria, por los delitos o faltas en que 
hubiesen incurrido sus criados, di~cípulos, oficiales, 
aprendices, empleados o dependientes en el desempeño 
de sus obligaciones o servicios. Hay urgencia de refor- 
mar ese precepto, por la necesidad de ampliar la res- 
ponsabilidad civil subsidiaria y por el forzado encaje de 
las situaciones creadas en el uso de vehículos de motor, 
en dicho artículo 22 del Código. La jurisprudencia se abre 
camino en esa "selva de condicionamientos" del precepto, 
para penetrar en casos o situaciones, que guardan simi- 
litud con aquellos a los que se refiere el Código. Pero 
puede ser una interpretación extensiva que repugna al 
Derecho Penal (Santander) . 

No puede seguirse entendiendo que el tiempo de pri- 
sión indebidamente sufrido durante la instrucción de 
un procedimiento, quede así en perjuicio de quien la su* 
frió; sin que incluso se permita reparar el daño sufrido, 
cuando ese tiempo pudiese ser absorbido por otra res- 
ponsabilidad firme, exigida en causa penal distinta. Con- 
sidero inadmisible el proceder de aquellos instructores, 
que temiendo una sentencia absolutoria ante hechos que 
ellos consideran punibles, usurpen las facultades juzga- 
doras, adelantándose a ellas al dictar una prisión sin 
fianza y con fianza imposible de prestar. La Justicia 
sufre un quebranto y la reparación al perjudicado de- 
biera venir a renglón seguido (responsabilidad del fun- 
cionario, indemnización por el Estado, etc.). Es frecuen- 
te que ante alteraciones de orden público se ponga a los 



detenidos a disposición del Juzgado de Orden Público, 
al mismo tiempo que el Gobernador civil impone una 
multa con arresto sustitutorio; ocurre a las veces, que 
a los dos, tres o cuatro meses de prisión preventiva, el 
Juzgado dispone la libertad y entonces el Gobernador 
desconoce ese tiempo y exige el cumplimiento a partir 
de la liberación, del mes de arresto sustitutorio por él 
impuesto (Bilbao). 

Cuando concurra alguna atenuante muy calificada, 
exista o no alguna agravante, debieran tener los Tri- 
bunales facultad de rebajar la pena (Valladolid). La re- 
gla 5.a del artículo 61 debe ser modificada. Esta regla 
dice: "Cuando sean dos o más las circunstancias ate- 
nuantes, o una sola muy calificada y no concurriera 
agravante alguna, los Tribunales podrán imponer la pena 
inmediatamente inferior en uno o dos grados a la se- 
ñalada.. .". Ese impedimento de concurrir alguna agra- 
vante, veda a 10s Tribunales muchas veces, el hacer uso 
de esta regla; lo cual, en no pocos casos, resulta alta- 
mente injusto, si se tiene en cuenta la naturaleza y 
entidad de la atenuante muy calificada o el número de 
las atenuantes genéricas concurrentes, en relación con 
la mínima entidad de la agravante que, en no pocos 
supuestos, es de naturaleza meramente objetiva y acci- 
dental al hecho, totalmente ajena a la voluntariedad 
del agente. Además, esa regla 5.a del artículo 61, con- 
templa el caso de que concurran dos o más atenuantes, 
o una sola muy calificada, pero nada dice para cuando 
concurran dos atenuantes muy calificadas (La Coruña). 

Sería conveniente reformar el artículo 65 del Código 
Penal. Conforme al mismo, la pena impuesta al mayor 
de dieciséis años y menor de dieciocho, puede ser sus- 
U$tuida por internamiento en institución especial @ 
reforma por tiempo indeterminado, hasta conseguir la 
corrección del culpable. Pero, ¿y si no se consigue esa 
corrección? ¿Habrá el culpable de seguir internado de 



por vida? La contestación afirmativa parece absurda 
(Albacete). 

Conforme al artículo 75 del Código Penal "en los 
casos en que la Ley señale una pena superior a otra 
determinada sin designar especialmente cual sea, sino 
hubiere pena superior en la escala respectiva o aquélla 
fuese la de muerte, se considerarán como inmediatamen- 
te superiores.. . l." Si la pena determinada fuese la de 
reclusión mayor, la misma pena, con la cláusula de que 
su duración será de cuarenta años...". Hemos tenido 
ocasión de aplicar esta regla en la calificación de un 
caso de robo con violación; y al ser el reo multirreinci- 
dente, hubo necesidad de solicitar y la Sala tuvo que 
imponer cuarenta años de reclusión, sin que le quedara 
al Tribunal el menor margen de arbitrio para graduar 
la pena entre treinta y cuarenta años, dada la redac- 
ción de la regla 1." del artículo 75 (Toledo). 

Debe evitarse la rutinaria aplicación de la condena 
condicional; denegarse cuando el autor hubiere cometi- 
do con anterioridad faltas de igual naturaleza, así como 
en los casos de delincuencia múltiple sin reincidencia; 
y aplicarse cuando ha transcurrido largo tiempo (Lugo). 
Debiera existir la posibilidad de que la remisión condi- 
cional fuere de sólo parte de la pena (Huelva). Según 
el artículo 92 del Código, el plazo de suspensión en la 
ejecución de la pena, en la remisión condicional, es de 
dos a cinco años. Debería rebajarse tal período de tiem- 
po, al de uno o dos años. Un año de prueba, para quien 
no es persona inclinada al delito, es suficiente para d e  
mostrar que no volverá a delinquir. Y si es persona in- 
clinada al delito, reincidirá aún en tan breve lapso de 
tiempo (La Coruña.). El beneficio de condena condicio- 
nal podría, por motivos de equidad, aplicarse a los con- 
denados por delito de imprudencia temeraria. Debía afia- 
dirse al artículo 93 que marca las condiciones indispen- 
sables para suspender el cumplimiento de la condena, 
un párrafo que dijese: "La ampliación del beneficio a 



que se refiere el párrafo anterior, podrá aprovechar en 
los casos de imprudencia temeraria" (Granada). El re- 
quisito de no haber sido declarado en rebeldía, que exi- 
ge el artículo 93 del Código Penal, para obtener el be- 
neficio de suspensión de condena, debe suprimirse; 
porque en gran número de casos, la rebeldía no es una 
ausencia buscada, sino una situación de no presencia, 
no pocas veces impuesta por las condiciones de traba- 
jo y obligados desplazamientos, cuando no por la emi- 
gración. El Último párrafo del citado artículo 93, que 
permite ampliar el beneficio de condena condicional, a 
los reos condenados a penas hasta de dos d o s ,  si en 
el hecho concurre alguna atenuante muy calificada, 
debe añadirse "o cuando en la sentencia se aprecie el 
mayor número de los requisitos establecidos para decla- 
rar la exención de responsabilidad con arreglo a este 
Código" (La Coruña). 

Los Juzgados y las Salas no consideran como terceros 
perjudicados a los médicos; pero convendría darles ac- 
ceso a los Tribunales con cierta ampliación interpreta- 
tiva del artículo 104 del Código Penal, a fin de que 
pudieran reclamar sus honorarios, devengados en los 
supuestos en que tienen que intervenir (Zaragoza). 

Si se otorga el perdón y el perdonado ha sido ya 
sentenciado, se le remitirá la pena en virtud del perdón, 
pero subsistirán los antecedentes penales con todas sus 
consecuencias. Mas con la pena debieran remitirse di- 
chos antecedentes, introduciéndose a tal efecto la co- 
rrespondiente modificación en el número 5P del artícu- 
lo 112 del Código Penal (Palma de Mallorca). En el per- 
d6n otorgado por el representante legal, debe distinguir- 
se: Si ha recaído sentencia condenatoria, en donde es 
lógico que corresponda al Tribunal la aprobación del 
perdón; pero si todavía no hay sentencia, sólo al Fiscal 
le corresponde decidir si ha de seguir ejercitando al ac- 
ción penal, pues no hay ninguna razón para que el Tri- 



bunal imponga o deniegue al Fiscal el ejercicio de una 
acción penal (Palencia) . 

Se discute sobre la compatibilidad de la rebeldía y 
la prescripción. Parece irreprochable el argumento de 
que, en donde no hay abandono en la persecución del 
delito y delincuente, sino sólo obstáculos puestos por 
éste, como en la rebeldía sucede, no debe haber pres- 
cripción; pero el castigo de hechos delictivos después 
de transcurridos largos períodos de tiempo de inactivi- 
dad, puede resultar improcedente ante la rebeldía podrá 
optarse por el señalamiento de plazos algo más largos de 
los normales de prescripción del delito (León). Debiera 
madificarse el Último párrafo del artículo 118 del Códi- 
go Penal que hace que la inscripción cancelada de an- 
tecedentes penales, reviva ante la comisión de nuevo d e  
lito, para que una vez cancelado el antecedente, se con- 
sidere prescrito a todos los efectos (Palma de Mallorca). 
Son cortos los plazos de rehabilitación que señala el 
artículo 118 del Código Penal; esos plazos debieran ser 
equivalentes a los de prescripción del delito (Badajoz) . 
Podría darse nueva redacción al artículo 118 del Código 
Penal, que abarque la ampliación del beneficio a cuan- 
tos hayan extinguido su pena, que se fije un sistema legal 
y definitivo para el cómputo de los plazos de rehabilita- 
ción, que el informe preceptivo sea emitido por un solo 
Juez o Tribunal sentenciador (el que dictó la Última sen- 
tencia) y que se suprima el primer requisito del articu- 
lo 118, de no haber delinquido durante los plazos de 
rehabilitación, pues este supuesto no debe determinar 
la imposibilidad del beneficio, sino que el cómputo de 
tiempo se verifique en forma diferente (Alicante). 

Los artículos 136 y 137 del Código Penal se refieren 
a la protección de la vida de los Jefes de Estado, mien- 
tras se encuentren en territorio nacional. Pero se nota 
la falta de un precepto cual el artículo 246 del Código 
Penal de 1928: "serán castigados.. . los que en territorio 
español atentasen en cualquier forma contra la segu- 



ridad exterior o interior de una potencia extranjera que 
no se halle en guerra con España". Así, siguiendo la 
forma de Códigos de otras naciones, se recogería un pre- 
cepto protector de los intereses personales o materiales 
de los Jefes de Estado de naciones amigas, con el ré- 
gimen de reciprocidad que debe informar esta materia 
(Orense). 

En los delitos contra la Seguridad Interior del Esta- 
do, debería crearse una Sección denominada "Delitos 
electorales", entre los que podrían figurar: los fraudes 
con motivo de una elección; las corrupciones o cohechos 
relacionadas a la votación; las violencia, la información 
engañosa, la violación del secreto del voto o del escruti- 
nio; los disturbios con motivo de las elecciones, etcé- 
tera (Jaén). 

El artículo 191 del Código Penal, inserto en la Sec- 
ción "De los delitos cometidos por los funcionarios pú- 
blicas contra el ejercicio de los derechos de la persona 
reconocidos por las Leyes" protege de forma exclusiva 
al súbdito español. Estaría más en iínea con la protec- 
ción que hoy se otorga a toda persona residente en un 
país, aunque sea extranjera, que en este precepto se sus- 
tituyere la expresión "súbdito español" por la de "es- 
pañol o extranjero", o por la de "una persona" o de 
"un tercero" (Jaén) . 

Propugna la modificación de los preceptos que tipi- 
fican el falso testimonio, artículos 326 y siguientes del 
Código Penal. En nuestro Código, este delito no se con- 
cibe como un atentado a la fe pública, ni como un aten- 
tado a un juramento, sino como una amenaza al recto 
y normal desenvolvimiento de la actividad judicial. Sería 
conveniente encuadrarlo dentro del título de las fal- 
sedades, como falta al juramento prestado, y sancionar- 
lo aún cuando el testigo se retracte de sus declaraciones, 
pues el testigo no es el procesado, en el que es de toda 
lógica faltar a la verdad, por su legítimo derecho de de- 
fensa (Alicante). 



Castiga el artículo 384 del Código Penal, al funciona- 
rio de prisiones que solicitare a una mujer sujeta a su 
guarda, o a la esposa, hija, hermana o afín en los 
mismos grados de personas que tuviere bajo su custo- 
dia. Pero este precepto tiene una auténtica laguna le- 
gal, al omitir entre las personas solicitadas a la madre 
(Jaén) . 

Deben suprimirse los artículos 410 y 414, que tipi- 
fican el infanticidio y el aborto "honoris causa": son 
dos delitos anacrónicos, que tuvieron su razón de ser 
cuando la mujer llevaba una vida retirada de la sacie- 
dad, pero hoy más que el miedo al deshonor, lo que im- 
pulsa a la mujer es el temor de verse en dificultades 
para subsistir; y la levísima punición hoy establecida, 
puede llegar a ser un incentivo (Huelva). 

El sistema del Código para calificar las lesiones se 
refiere a criterios de duración de las mismas; debiera ser 
tal criterio abandonado porque los avances de la técni- 
ca médica hacen que actos que de suyo tienen la enti- 
dad de homicidio, queden en mínimos delitos o en faltas 
(Jaén) . 

El artículo 413 del Código Penal, tipificador de los 
delitos de escándalo público, alude a hechos que se dan 
con demasiada frecuencia y su penalidad es más bien 
aparente que real. Debiera suprimirse la pena de multa 
y desde luego la de inhabilitación especial, que se reser- 
varía para los casos en que el sutor ejerciere funciones 
públicas, y sancionarse los hechos con prisión menor, 
que por su extensión, permitiría a los Tribunales un 
amplio arbitrio (Zaragoza). 

E3 artículo 434 del Código Penal (estupro de una 
doncella mayor de doce y menor de veintitrés años) y el 
437 de igual Código (estupro de patrono o jefe con mu- 
jer menor de veintitrés años), responden a idéntica ra- 
zón. Pero la redacción del artículo 434 es de una época 
social pasada, tanto en las formas de cualificación del 
sujeto activo como en el requisito de la doncellez del 



sujeto pasivo, concepto físico de la integridad moral 
femenina propio de otras épocas, lo que ha obligado al 
Tribunal Supremo a fórmulas presuntas. La refundi- 
ción de ambas figuras en una más amplia y actual y la 
sustitución del requisito de la doncellez por el de la ho- 
nestidad, son puntos dignos de meditación para una re- 
forma (Pontevedra) . 

Dede fijarse en veintiún años el tope máximo de 
edad para que una mujer pueda ser objeto pasivo de 
los delitos de estupro y rapto (Huelva). Si la protección 
penal de la libertad sexual de la mujer en los delitos de 
estupro y rapto, responde al propósito de garantizar la 
plena maduración psíquica en la esfera de la sexualidad 
y cesa a los veintitrés años por entenderse con presun- 
ción "de iure" que desde esa edad la mujer puede res- 
ponder adecuadamente a las acechanzas contra la ho- 
nestidad; es lógico pensar que cuando se produce más 
tempranamente la madurez, la protección penal debe 
retroceder en igual medida. La mujer está hoy en con- 
diciones psíquicas más que suficientes para defender, 
si quiere, su honestidad (Oviedo). La edad de veintitrés 
años, fijada todavía como meta para la protección de 
la mujer en lo referente al delito de estupro, pugna 
abiertamente con no sólo la realidad de la vida y expe- 
riencia adquirida por la joven, sino con la mayoría de 
edad civil que la hace plenamente capaz a partir de 
los veintiún años, resultando incongruente que la que 
es plenamente capaz para todos los actos de la vida 
civil, no lo sea para disponer sabre algo tan íntimo y 
entrañable como es su libertad sexual. Así, todas las 
referencias que en el Código Penal se hacen a los vein- 
titrés años, deberían ser sustituidas por veintiún años. 
Sin embargo, otras penas deben ser elevadas para dar 
más relevancia penal a determinadas figuras de estu- 
pro, en que no juega el libre consentimiento de la ofen- 
dida, que en no pocos casos no es libre de escoger entre 
defenderse o ceder (La Coruña). 



No ha sido afortunado el legislador español, en la 
configuración de los delitos de prostitución. Se advierte 
el excesivo casuismo con que están descritas y a veces 
de modo poco preciso, las respectivas tipologías. Otro de 
los defectos, es la incongruencia de las sanciones pena- 
les. Tales anomalías han conducido a los Tribunales a 
la inaplicación de los preceptos, a usar con mayor fre- 
cuencia del delito de escándalo público, o a violentar 
la estructura de los tipos llevando al artículo 452 bis d) 
(referente a la prostitución locativa) conductas típicas 
de promoción o favorecimiento (Oviedo). En los delitos 
relativos a la prostitución, aun debiéndose estimar ma- 
yor responsabilidad para quienes ejercen actos en ofen- 
sa de menores (aquí de veintitrés años), que para los 
que puedan actuar en menoscabo de la honestidad de 
personas de más edad, la pena de prisión menor queda 
concretada a su grado máximo en estos últimos casos 
(artículo 452 bis a)), pudiendo recorrerse en cambio los 
grados medio y máximo de esta misma pena, cuando la 
persona ofendida fuere menor de veintitrés años (Mur- 
cia). Igual detalle señalan los Fiscales de Santander y 
San Sebastián. 

Es de excesiva benevolencia la penalidad del artícu- 
lo 494, en el que la jurisprudencia incluye el "chantaje". 
Piénsese que los intereses jurídicamente protegidos son 
fundamentalmente el honor y la seguridad de la fami- 
lia; y piénsese en la típica situación de la víctima, que 
para evitar la destrucción de su hogar y el patrimonio 
moral de sus hijos, puede verse condenada a la ruina 
económica en completa indefensión (Zaragoza). 

El título de los delitos contra la propiedad debiera 
referirse a los delitos de un exclusivo contenido econó- 
mico y eliminar el hurto de uso, el incendio, los daños 
y el cheque en descubierto (Lugo). La devaluación de 
nuestra moneda es evidente, por lo que resulta insuii- 
ciente la elevación cuantitativa de los delitos de robo, 
hurtos, estafas, apropiaciones indebidas y daños que llevó 



a cabo la Ley de 8 de abril de 1967. El criterio cuantita- 
tivo para la determinación de las penas en los delitos 
contra la propiedad está desfasado, porque, sobre todo 
en los delitos de robo y hurto, el autor no pretende sus- 
traer una cantidad determinada, sino la mayor cantidad 
posible, por lo que aquel criterio debería sustituirse por 
el de peligrosidad del agente (Paima de Mallorca). Si el 
autor de un delito de hurto sustrae 105.000 pesetas a 
la víctima es castigado con pena de presidio mayor, con- 
forme al núm. 1 . O  del artículo 515 del Código Penal, pero 
si este mismo apoderamiento lo hace empleando violen- 
cia sobre la víctima y causándole lesiones de menos de 
treinta días de duración la pena, conforme al núm. 5." 
del artículo 501, es sólo presidio menor. Conclusión: si 
el delincuente sabe esto no dudará en dar un golpe a su 
víctima porque con ello rebaja la pena en un grado 
(Jaén). Al hablar de llaves falsas (art. 510 del Código 
Penal) aparece discrepancia en la doctrina que el Tri- 
bunal Supremo va tratando de formar con sus acertadas 
decisiones, no consiguiéndolo a veces por la equívoca 
frase de "llaves legítimas sustraídas", que, como con- 
cepto genérico, se presta a distintas interpretaciones. 
Quizá podrían emplearse estas frases: "las llaves utili- 
zadas por el propietario cuando se usasen sin el consen- 
timiento del mismo" (Orense). 

El el artículo 516 bis, que tipifica el robo y hurto de 
vehículos de motor, debiera establecerse alguna distin- 
ción. Con la redacción actual se da el contrasentido de 
que de igual manera es sancionado aquel culpable que 
por mero deseo de esparcimiento toma el vehículo ajeno 
que aquel otro que realiza el mismo acto para cometer 
un delito, siendo así que ambos culpables están clara- 
mente diferenciados en función de la escasa o nula peli- 
grosidad en el primer supuesto y la muy acusada en el 
segundo (La Coruña). El artículo 516 bis, que trata del 
robo y hurto de uso de vehículos de motor, es muy bené- 
volo al establecer pena de arresto mayor o multa si el 



hurto o robo dura menos de veinticuatro horas y extre- 
madamente riguroso cuando el uso ha excedido de ese 
tiempo. Además establece una presunción para cuando 
transcurren las veinticuatro horas sin restituir o aban- 
donar el vehículo y siempre "presunciones en Derecho 
Penal no suelen ser afortunadas" (Zaragoza). Debe 
aumentarse el rigor de las penas que sancionan los deli- 
tos de robo y hurto de uso, como único remefio contra 
el incremento que está tomando su perpetración (Huel- 
va). Puede ser sanción adecuada al hurto de uso de 
vehículos de motor el arresto dominical, pues un tanto 
por ciento muy elevado de estos delitos se comete por 
jóvenes (Valladolid). En caso de hurto de una motoci- 
cleta de valor inferior a 2.500 pesetas, si se estima come- 
tido el delito previsto en el artículo 516 bis (hurto de uso 
de vehículo de motor), resultará penado dicho hecho con 
pena más grave que si la sustración se hubiere realizado 
con ánimo de hacerla suya. Esto es algo anómalo. El 
remedio es crear en el Libro 3 . O  del Código Penal una 
modalidad de falta contra la propiedad, semejante al 
delito de hurto de uso, que comprendiese el hurto de 
uso de un ciclomotor o de una motocicleta cuyo valor 
no sea superior a las 2.50'0 pesetas (Granada). 

Dentro de las defraudaciones deberia tipificarse una 
amplia figura que proteja a los miles de consumidores 
(de aceites, enlatados, productos congelados y artículos 
en general) de los habituales engaños que se les hacen 
por vendedores y fabricantes respecto a la calidad de la 
cosa. Sería una figura de estafa en que no fuera nece- 
sario precisar la cuantía ni el daño a la salud, sino exclu- 
sivamente atender al engaño mismo (Jaén). No tiene 
explicación la leve penalidad de las estafas del artícu- 
lo 531 del Código Penal (vender o gravar una cosa inmue- 
ble fingiéndose dueño de la misma o venderla como libre 
estando gravada). Los perjuicios a terceros son eviden- 
tes y, generalmente, lo sufren personas de condición mo- 
desta, en las compras de viviendas económicas, porque 



las de lujo se adquieren con más garantía. Es lamentable 
ver la frecuencia con que llegan a nuestros despachos 
denuncias y visitas de personas que perdieron los ahorros 
de toda su vida por las maniobras de estos desaprensivos 
defraudadores, es uno de los problemas más graves que 
tenemos planteados en la actualidad (San Sebastihn). 

Es criticable, por elevada, la pena que se impone en 
el artículo 546 bis a) a los reos habituales de delitos de 
receptación. La experiencia nos enseña que las Salas de 
Justicia, en casos clarísimos de imposición de este pre- 
cepto y ante la gravedad de las penas a imponer no se 
atreven y hacen juegos malabares con los hechos proba- 
dos, omitiendo la cualidad de comerciante en el recep- 
tador o tratando de que la cuantía de lo hurtado no pase 
de 25.000 pesetas (Zaragoza). 

El delito de cheque en descubierto plantea una de las 
problemáticas más interesantes de nuestra legislación 
penal. Podríamos preguntarnos, ¿es conveniente la vigen- 
te redacción del artículo 535 bis? ¿Es conveniente san- 
cionar en todo caso con carácter objetivo todo talón que 
carezca de provisión de fondos? ¿Es conveniente atar al 
Juzgador a un tipo tan frío, imposibilitándole de eva- 
dirse de la aplicación de la sanción penal en casos incluso 
de buena fe? El legislador, llevado de un afán de agotar 
todas las manifestaciones del deiito, sanciona no sólo al 
librador, sino incluso al tomador que entrega a otro un 
talón sin provisión de fondos; esto, sin duda, supone un 
desvirtuamiento del delito de libramiento de cheque y 
se ha tomado del campo de la estafa parte de su conte- 
nido (Alicante). No han desaparecido los problemas téc- 
nicos de la figura penal de dación de cheque sin provi- 
sión de fondos pese a la reforma de 15 de noviembre 
de 1971. No se ha previsto el llamado bloqueo de cuenta, 
toda vez que el pretender incluirlo en la modalidad de 
estafa sería dar al precepto del núm. 1.O del articulo 529 
del Código Penal una extensión excesiva y, por otra 
parte, de no acreditarse de forma cierta el ánimo defrau- 



datorio nos encontraríamos ante un supuesto de atipi- 
cidad. En el caso de entrega de un talón o cheque con 
ánimo defraudatorio si el importe del mismo es inferior 
a 2.500 pesetas dicha emisión de cheque no tendrá rango 
de delito, sino sólo será constitutiva de la falta tipificada 
en el articulo 587, núm. 3.O del Código Penal, esto es, 
que se daría la contradicción de que una emisión de 
cheque en descubierto, conjuntada con el ánimo defrau- 
datorio, sería sancionada con menos pena que si no 
hubiera existido dicho ánimo (Almería). 

Sería necesario añadir al artículo 533 (fraude o per- 
juicio usando engaño que no se halle expresado en los 
artículos enumerativos de las estafas) un segundo pá- 
rrafo, que sancione la retención maliciosa de la cosa 
mueble arrendada o vendida a plazos, pero entonces sería 
también preciso limitar el concepto de fraude al perjuicio 
efectivo y cierto y al margen comercial normal, pues 
esos contratos suelen amparar cantidades muy superio- 
res a los perjuicios. Así, se cita un caso en que un vehículo 
había sido estimado en 95.000 pesetas, pero se cargaron 
en factura 180.00D pesetas e, interesada por el Fiscal la 
tasación real de perjuicios, los peritos los estimaron en 
4.000 pesetas (Gerona) . 

El artículo 564 del Código exceptúa de responsabi- 
lidad penal a parientes por delitos de robo sin violencia 
o intimidación en las personas, hurtos, defraudaciones, 
apropiación indebida o daños; esa excusa absolutoria 
debería incluir los delitos de receptación y de usurpación 
(Las Palmas). 

La suavidad de las penas en la imprudencia viene 
justificada por la falta de dolo, pero la malicia aparece 
cuando el culpable trata de esquivar su responsabilidad 
dándose a la fuga o destruyendo las pruebas que le acu- 
san; para estos casos debiera establecerse una pena agra- 
vada en relación con la de la imprudencia (Gerona). 
Sería conveniente modificar el párrafo 3.O del artículo 565 
del Código Penal, sustituyendo los términos actuales "en 



la aplicación de estas penas proceder án..." por los de 
"en el castigo de estas conductas procederán.. .". Esta 
conclusión la hace el Fiscal de Huesca después de un 
detenido y ponderado estudio sobre el arbitrio que a los 
Tribunales concede dicho párrafo 3.", refiriéndose a las 
penas ordenadas en los dos primeros párrafos del pre- 
cepto respecto de las imprudencias temerarias o de las 
simples con infracción de reglamentos y a la consecuen- 
cia de tener hoy la privación del carnet de conductor la 
naturaleza de pena, común a las penas graves y a las 
penas leves, según el artículo 27 del Código Penal 
(Huesca) . 

El número 6 . O  del artículo 577 del Código Penal debe- 
ría quedar redactado así: "Los que arrojaren animales 
muertos, basuras o escombros en las calles o en sitios 
públicos donde esté prohibido hacerlo, ensuciar las fuen- 
tes y abrevaderos o en días de asueto en jardines, par- 
ques o lugares del campo, públicos o particulares, excepto 
los dueños en este último caso, dejaren abandonados cas- 
cos de botellas vacías, envases, papeles, restos de comi- 
das o semejantes." En los lugares de la serranía cordo- 
besa que frecuentan los "domingueros" da grima y miedo 
ver cómo queda el lugar de botellas rotas, cáscaras de 
frutas, latas de pescado en conserva abiertas, con sus 
bordes hirientes, etc. (Córdoba). 

Es punto de interés que recogen los Fiscales Munici- 
pales y Comarcales el de la pena de privación del per- 
miso de conducir en las faltas de imprudencia cometidas 
mediante la utilización de vehículos de motor. Se ocu- 
pan de la necesidad de permitir esa pena de privación 
en las faltas del artículo 608 y de la necesidad de hacer 
más flexible la imposición de tal pena, llegando incluso 
a hacerla potestativa del Tribunal. Cabría la posibilidad 
de que la privación del permiso de conducir se pudiese 
imponer en la modalidad de "fines de semana" (Alba- 
cete). 

. . - .  > 
-. - 



" ' Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

las cuestiones prejudiciales, en el supuesto de que 
el Tribunal de lo penal haga declaraciones en el orden 
civil o administrativo que no sean pertinentes por no 
tener las condiciones indispensables que la Ley marca, 
debiera poder interponerse recurso de casación por que- 
brantamiento de forma, al amparo del núm. 3 .O del 
artículo 851, modificado a tal efecto (Castellón). 

Sería procedente una ampliación legal del concepto 
de conexidad (Soria) . 

Debe derogarse la causa de recusación del núm. 12 
del artículo 54, pues, como según la Ley de 8 de abril 
de 1967, el propio Instructor es el encargado de dictar 
sentencia no tiene razón de ser la pervivencia de la causa 
que se refiere a haber sido el Juez recusado instructor del 
proceso (Santander). 

Convendría dar nueva redacción al artículo 110, en 
el sent lue se amplíe al máximo el plazo durante .ido de I 

pueda 
. . 

el que personarse el perjudicado y se resuelvan 
los problemas de interpretación y los de congruencia 
entre dicho precepto y el artículo 783 (Cuenca). 

Debe hacerse posible el nombramiento de Procurador 
por comparecencia "apud acta" ante el Secretario (Lé- 
rida) . 

Convendría refundir la legislación en materia de Ta- 
sas, para mayor claridad en las tasaciones de costas, y 
eliminar el trámite del traslado al Abogado del Estado 
para que éste formule la nota de exención de impuestos 
en las anotaciones preventivas de embargo ordenadas por 
el Juez (Ciudad Real). 

Cuando una sentencia recurrida sea confirmada de- 
biera condenarse a abonar el interés legal de la cantidad 
concedida como indemnización desde la fecha de la sen- 
tencia definitiva (Lérida). 

Sería conveniente una reforma de la Policía Judicial 
por la que quede más vinculada al Ministerio Fiscal. Y 



la creación del cuerpo forense de tasadores de daños 
(Burgos) . 

Debe reformarse el artículo 302 en el sentido de que 
sea preceptivo el dictamen previo del Fiscal para dar 
vista o no darla, del sumario a los procesados (Huelva). 

La facultad que el artículo 733 (planteamiento de 
la tesis por el Tribunal a las partes) concede a los Tribu- 
nales debiera derogarse; porque: a) es contrario al sis- 
tema acusatorio; b) es contrario al principio "pro reo", 
y c) resulta depresivo para los funcionarios del Ministe- 
rio Fiscal (Casteilón) . 

Parece necesario establecer en los procedimientos de 
urgencia, uno abreviado para resolver las tercerías, tan- 
to de dominio como de mejor derecho (Las Palmas). 

Conviene la supresión del núm. 1." del artículo 785, 
reproducido casi literalmente en la reforma de 8 de abril 
de 1967, por el que se autoriza a que las declaracio- 
nes de los testigos puedan practicarse conjuntamente y 
documentadas "en acta breve"; con ello, no se gana 
nada o muy poco en celeridad y, en cambio, son notorios 
los inconvenientes (Huesca) . 

Debiera modificarse el apartado d )  de la regla del 
artículo 785 en el sentido de que su nueva redacción 
fuese: "La interposición de recursos, incluido el de casa- 
ción, no suspenderá el pago de la pensión" (Cuenca). 

Es aconsejable la modificación de la regla 6.a del ar- 
ticulo 791, en el sentido de que el Fiscal esté facultado 
para interponer recurso de apelación contra el Auto 
de apertura del juicio oral cuando solicitado el sobresei- 
miento por el Fiscal, el acusador particular solicita di- 
cha apertura (Palma de Mallorca). 
Eh la regla del artículo 791 debieran hacerse 

las siguientes reformas: a) La constinuación del juicio 
oral sin la presencia del acusado cuando la citación esté 
hecha no solamente al acusado personalmente, sino tam- 
bién a la persona designada para recibir las notificacio- 
nes por los extranjeros que hubieran sido autorizados 



para ausentarse fuera de España. b) Supresión del pá- 
rrafo 3 . O  de la referida regla que autoriza al letrado 
designado de oficio, que ejerza en otra población, para 
formular por escrito la defensa. c)  Aclaración del pá- 
rrafo final de la citada regla que se refiere al supuesto 
de que la pena solicitada por la acusación particular ex- 
ceda de la competencia del Juez, en el sentido de que 
dicho Juez pueda, sin esperar a dictar sentencia, decidir, 
mediante Auto, su competencia (San Sebastián). 

Eh  los supuestos de desistimiento en los recursos de 
apelación interpuestos contra las sentencias dictadas por 
los Jueces de Instrucción, en los procesos por los ilarna- 
dos delitos menores, la Ley no regula el procedimiento 
a que ha de ajustarse tal desistimiento; esta laguna legal 
podría suplirse aplicando lo dispuesto para los recursos 
de casación, donde se exige que el desistimiento se haga 
mediante "la previa ratificación del interesado o presen- 
tando un Procurador poder suficiente para ello" 
(Huesca). 

Debiera reformarse el artículo 792 en un doble sen- 
tido: en relación a que en las apelaciones de las senten- 
cias de los Jueces de Instrucción se suprimiese la vista 
sustituyéadola por una tramitación escrita; y que las 
apelaciones de juicios de faltas en las que se ha impues- 
to o solicitado indemnización superior a 100.00lO pesetas, 
fuesen tramitadas en la Audiencia Provincial (Gerona). 

Seria conveniente crear un procedimiento especial 
para el enjuiciamiento de ciertas faltas, principalmente 
las cometidas con vehículo de motor, que sea algo pa- 
recido a lo que representó el juicio de cognición en ma- 
teria civil; esto es, un procedimiento más técnico en 
relación con el actual juicio de faltas, lo que sería fac- 
tible, ya que tanto los Jueces como los Fiscales de la 
Justicia municipal son técnicos en Derecho (Albacete). 

Debe arbitrarse la posibilidad de interponer el recur- 
so de casación contra las resoluciones de los Tribunales 
en materia de liquidación de condena (Oviedo). 



e) Reformas en el Código Civil. 

La presunción del artículo 108 del Código Civil pa- 
rece tajante cuando se dan supuestos y mientras en el 
correspondiente procedimiento no se verifique la prueba 
a que se refiere su párrafo segundo; no obstante, con 
mejor criterio y consiguiendo así que Registro y realidad 
corran parejos por encima de artificiosas presunciones, 
la Jurisprudencia de la Dirección General de los Re- 
gistros ha desvirtuado aquella presunción, impidiendo 
que consten como legítimas, filiaciones que a 1; luz del 
artículo 108 deberían publicarse como tales; entre otros 
puntos se señalan: estar y pasar el nacido en la reali- 
dad social por situación de hecho contraria a la legitimi- 
dad; no reclamación de legitimidad; negación de la le 
gitimidad por el marido de la madre; afirmación por 
ésta del origen extramatrimonial (resolución de 19 de 
octubre de 1965,6 de mayo de 1967 y 5 de marw de 1969). 
A la vista de las argumentaciones contenidas en ellas, 
sería conveniente meditar sobre la vigencia del artícu- 
lo 108 al menos en el ámbito registral, donde, de hecho, 
debería desplegar su eficacia con mayor frecuencia (Pon- 
tevedra) . 

Una cuestión plantea el artículo 137 del Código Civil. 
La Ley del Registro Civil representa un proceso sobre el 
citado precepto, al hacer oportunas las constataciones 
de filiación natural, aun cuando hayan transcurrido los 
plazos de caducidad impuestos en esa norma; así se des- 
prende de los artículos 49 de la Ley y 188 del Reglamen- 
to, ambos del Registro Civil, tal como afirman las reso- 
luciones de la Dirección General de los Registros de 8 de 
octubre de 1964 y 26 de diciembre de 1968. Por eiio sería 
conveniente revisar los criterios que informaron el cita- 
do artículo 137 y pensar en una reforma que, sincronizs- 
da con los avances del Derecho Comparado, haga más 
factible la concordancia entre la filiación legal y la b i ~  
lógica (Pontevedra), 



Es necesaria la reforma de las siguientes materias: 
a) que la accesión industrial tenga una regulación me- 
nos casuística para dar entrada a normas generales que 
obedezcan a unos mismos principios, despojándola del 
casuismo romano; b) debe reglamentarse la responsa- 
bilidad de los codeudores a base de la solidaridad como 
regla general, porque la garantía crediticia, de tanta 
importancia en la sociedad actual, lo reclama; c) orde- 
nación legal del negocio jurídico consistente en la trans- 
misión del solar a cambio de la construcción de pisos y 
en el que se concedería una garantía real al transmiten- 
te para evitar fraudes; d )  generalización de la llamada 
acción directa, no solamente para una mayor eficacia 
del crédito, sino también por razones de economía pro- 
cesal; e) fortalecer la capacidad de la mujer casada, con 
la finalidad de que el matrimonio no le imponga la "capi- 
tis diminutio" actual en relación con las que permane- 
cen solteras (Eurgos) . 

Debe desaparecer la terminología anticuada y veja- 
toria de filiación legítima y filiación ilegítima, sustitu- 
yéndola por la más realista de filiación matrimonial y 
filiación extramatrimonial. De otra parte, hay que pro- 
curar lograr el paralelismo entre la filiación biológica y 
la real y precisamente por eilo hay que permitir mode- 
radamente la ampliación de la investigación de la pater- 
nidad, aun en el caso de que el pretendido padre y la 
madre hayan vivido durante el período legal de concep- 
ción en relación concubinaria y haya observado la mad 
dre una conducta ejemplar, sin tener relaciones sexuales 
con otros hombres. Además, debe admitirse el recono- 
cimiento de los hijos adulterinos, sobre todo en el caso 
de que los progenitores contraigan después matrimonio 
y debe admitirse una excepción a su reconocimiento cuan- 
do el hijo tiene ya una filiación legítima establecida por 
la posesión de estado. La mujer separada de hecho de 
su marido por tiempo superior a tres años, deberfa ser 
equiparada a la mujer soltera, con la consecuencia de 



no precisar licencia marital para adquirir o enajenar 
determinados bienes o comparecer en juicio; tampoco 
estos cónyuges estarían obligados a darse alimentos re- 
ciprocamente ni tendrían derechos sucesorios (Cáceres). 

l 

d )  Reformas relacionadas con leyes y disposiciones 
especiales. 

Debe darse intervención al Fiscal en procedimientos 
"ante cualquier jurisdicción, que tenga por objeto acci- 
dentes laborales, que hayan producido muerte o incapa- 
cidad y que quepa subsumir en tipos penales, bien a tí- 
tulo de delito o de falta". Hoy, un defecto radica en la 
falta de información y asesoramiento de las gentes, mu- 
chas de las cuales cuando se les hace el ofrecimiento de 
acciones del artículo 109 de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, renuncian a las mismas, por creer errónea- 
mente que nadie ha querido el mal acaecido y que, en 
todo caso, ya les han notificado que percibirán una pen- 
sión o cierta suma en metálico para los gastos de sepelio 
y primeras necesidades, sin saber que cierto tipo de 
indemnizaciones son compatibles entre sí (Cuenca). 

Sería útil la reforma del artículo 2.O núm. 3 . O  de la 
Ley de Peligrosidad y Rehabilitación Social de 4 de agos- 
to de 1970, "en razón a que tal como se anuncia en el 
precepto, realización de actos homosexuales es de menor 
entidad que el término habitualidad". Y, sin embaxgo, 
la Sala de Apelaciones en sentencia de 22 de diciembre 
de 1971 se expresa asi: "Lo que caracteriza al homo- 
sexual, a los efectos de aplicar las pertinentes medidas 
de seguridad, además de un  acto deteminado e inequí- 
voco de naturaleza homosexual, es la circunstancia de 
haber efectuado con anterioridad otro u otros actos aná- 
logos". Por ello el precepto señalado podría tener la si- 
guiente redacción: "Los que realicen actos homosexua- 
les de modo habitual" (Granada). 

'Sobre dicha Ley de Peligrosidad Sociail y en cuanto 



al concepto de sujeto activo, no debieran considerarse 
excluidas las personas jurídicas, dado el carácter pre- 
ventivo, de defensa social que tiene aquella norma. Y 
salvadas consideraciones técnico-jurídicas en torno a la 
imputabilidad, responsabilidad y culpabilidad de las per- 
sonas colectivas "es perfectamente concebible que una 
sociedad, una empresa aparentemente honorable, cuyos 
fines sean formalmente lícitos, desenvuelva realmente 
otra clase de actividades muy distintas, tales como trá- 
fico de drogas, etcétera". Por ello podría disponerse que 
si el declarado peligroso fuera un ente colectivo, la multa 
fuese de 5.0080 a 1.000.000 de pesetas; añadiendo una 
nueva medida de seguridad, la 16, consistente en diso- 
lución de la persona jurídica; haciéndose las adiciones 
congruentes en el artículo 6.O, núm 14 (Palma de Ma- 
llorca). 

Es necesaria la reforma del artículo 23 del Regla- 
mento del Seguro Obligatorio de Responsabilidad Civil 
derivada del uso y circulación de vehículos de motor, 
para dejar bien claro y sentado el derecho de la víctima 
a percibir con cargo directo a dicho seguro la indemni- 
zación que por meras lesiones se conceda en la sentencia 
y el límite de esta obligación de asegurador, si es que 
debe tener límites, para evitar así las dudas surgidas en 
la interpretación del precepto que han llegado hasta 
excluir de esta obligación al asegurador (Albacete). 

Así como prescriben los delitos y las penas, incluso 
la de muerte, deben también prescribir las anotacio- 
nes de condena en el Registro Central de Penados y Re- 
beldes. Es en esto antecedente legislativo el Real Decre- 
to-ley de 14 de noviembre de 1925, en cuyo artículo 18, 
párrafo 2.O, se disponía: Que los efectos de la reinciden- 
cia, como circunstancia agravante, cesarán cuando haya 
pasado el tiempo necesario para la prescripción del delito 
que sirva-para apreciarla (Badajoz) . 

Con referencia al artículo 132 del C6dlgo de la Circu- 
lación resalta- la -.Conveniencia de que se exija permiso 



de circulación para los ciclomotores. De esta forma, no 
sería tan fácil disponer de los sustraídos, como sucede 
ahora en que a los autores de esta clase de hechos tan 
frecuentes, les basta con pintar el vehículo de otro color 
para su venta (Córdoba). 

Del Reglamento Orgánico del Estatuto del Ministerio 
Fiscal de 27 de febrero de 1969, debiera suprimirse el 
párrafo 2.O del artículo 7.O,  en el que se dispone que los 
Fiscales Jefes de cada Audiencia darán cuenta de la po- 
sesión y cese de los funcionarios de sus plantillas a los 
Jefes de la Policía Judicial y Autoridades Provinciales 
en general. La posesión es un acto público en sí, y como 
tal va en ella implícito lo que dispone el artículo citado, 
pues se trata de actos de obligada cortesía que se cum- 
plen en todo caso sin necesidad de precepto expreso 
(Jaén) . 

En relación con la Reglamentación Orgánica y fun- 
cional de los Fiscales Municipales y Comarcales, en la 
base ?X de la Ley de 19 de junio de 1944, se autorizaba 
expresamente ya la posibilidad de simultanear el cargo 
en dos o más Juzgados. Se crearon después las Agrupa- 
ciones de Fiscalías olvidando un tanto la fijación de las 
plantillas, siendo una realidad la evolución y el aumento 
de trabajo que se acumula y muy especialmente desde 
la reforma de 8 de abril de 1967 al establecerse el proce- 
dimiento especial de los llamados delitos menores. Por 
todo ello es necesario afrontar un detenido estudio y re- 
considerar el territorio que debe adscribirse a cada agru- 
pación y proceder en consecuencia para fijar las dotacio- 
nes y medios materiales, personal, locales adecuados 
para su instalación, todo ello de acuerdo con el ver- 
dadero volumen de servicios en cada caso (Valencia). 

Por lo que se refiere al Secretariado de la Adminis- 
tración de Justicia, se plantea la cuestión de si verdade- 
deramente es necesaria la existencia del Secretario o si 
puede suprimirse bastando con un órgano resolutorio 
y el personal auxiliar correspondiente. Por otra parte, 



de existir el Secretario, se plantea el tema de si debe 
ser un miembro autónomo o considerarse dependiente 
del Tribunal. La existencia del Secretario parece repre- 
sentar una desconfianza hacia el Juez, como se despren- 
de de las fórmulas empleadas "ante mi" "certifico", et- 
cétera. Destaca además un contrasentido, que el fun- 
cionario a quien corresponde dar fe esté subordinado 
jerárquicamente al propio órgano fundamental. El Se- 
cretario debiera considerarse como independiente o autó- 
nomo en postura similar a la del Ministerio Fiscal (Lé- 
rida) . 

En las cuestiones relacionadas con la nueva Ley de 
Caza, merecen destacarse ciertas observaciones: Son ex- 
cesivamente graves las sanciones impuestas en supues- 
tos tan genéricos como los comprendidos en el artícu- 
lo 48. 1 y 2 del Reglamento. El artículo 48.1.4 sanciona 
como infracción grave el falseamiento de Emites o su- 
perficies y el artículo 48.3.52 falsear los datos en la so- 
licitud de licencia. Estas conductas o constituyen verda- 
deros delitos de falsedad definidos en el Código Penal 
o bien, si los datos alterados no tienen interés, el hecho 
no debe adquirir siquiera el carácter de infracción ad- 
ministrativa. También reviste importancia el tema de 
la retirada de armas. El artículo 51 del Reglamento re- 
gulador de la materia plantea algunos problemas: cuan- 
do concurren en un mismo hecho, infracciones penales y 
administrativas graves o menos graves, ¿será suficiente 
para obtener la devolución del arma pagar un solo res- 
cate o es preciso abonar los impuestos en la vía judicial 
y en vía administrativa? Realmente si se aplica el cri- 
terio establecido en el artículo 49.10.b) del k.eglamento 
sólo debería sancionarse la infracción más grave, que 
es la constitutiva de delito o de falta y, por tanto, no 
debería provocarse da duplicidad. Otra cuestión, es si 
existe algún plazo para rescatar las armas. La regulación 
vigente ha dejado en blanco dos cuestiones; una es el 
plazo del rescate cuando se trate de infracciones cons- 



titutivas de delitos o faltas, materia prevista antes en 
el artículo 57 del Reglamento de 1903; será conveniente 
que el Juez, en la sentencia, fije un plazo para rescatar. 
La otra cuestión es el destino que haya de darse al im- 
porte obtenido en la subasta de armas; deducidos los 
gastos de subasta, tanto la Guardia Civil como los Par- 
ques de Artillería, deberán remitir al Juzgado el produc- 
to obtenido para aplicarlo al pago de las responsabilida- 
des del penado a tenor del artículo 48 del Código Penal 
(Ciudad Real). 

Se hace necesaria una nueva redacción de los artícu- 
los 50.2 de la Ley de Caza y 50.5.a) de su Reglamento, 
sobre comiso de animales usados como medios de caza, 
pues tal como ahora están redactados, dicho comiso 
puede ser sustituido por una cantidad no superior a 
1.000 pesetas por cada animal; y como no se hace sal- 
vedad alguna en orden a la autorización reglamentaria 
para su tenencia, puede darse el caso curioso de que en 
el mismo momento en que los dueños de tales animales 
los reciben por haber satisfecho la cantidad correspon- 
diente, incurran automáticamente en una infracción ad- 
ministrativa de carácter leve, pues los artículos 31.18 de 
la Ley de Caza y 48.3.46 del Reglamento así califican la 
mera tenencia no autorizada de aves de cetrería, huro- 
nes y reclamos. Por elio sería de desear que en esos pre- 
ceptos se especificara que los artificios, aves de cetrería, 
hurones, reclamos, etc., decomisados puedan recuperarse 
mediante el abono de la cantidad correspondiente siem- 
pre que sus dueños estén provistos de la documentación 
reglamentaria, decretándose en otro caso el comiso sin 
posibilidad de recuperación (Palencia) . 



CIRCULARES 



CIRCULAR NUM. 1/1972 

Ultimados ya los trámites y adoptadas las medidas 
necesarias para la plena aplicación de la Ley de Peli- 
grosidad y Rehabilitación Social (Ley 16/1970, de 4 de 
agosto), publicado el Reglamento para su aplicación y 
la Orden de 1 de junio de 1971 por la que se determi- 
nana los establecimientos de rehabilitación y los desti- 
nados al cumplimiento de las medidas de seguridad y la 
de 3 de junio de 1971, por la que se dictan normas com- 
plementarias del Reglamento para la aplicación de la 
Ley de Peligrosidad Social, es llegado el momento de 
adoptar, en el ámbito de las funciones del Ministerio Fis- 
cal, las medidas convenientes para una mayor efectivi- 
dad de lo establecido en las disposiciones más arriba 
citadas. 

Designados ya los Fiscales de Peligrosidad Social en 
cada una de las provincias, se hace necesario establecer 
normas de actuación orgánica que facilite la función 
del Ministerio Fiscal en el ámbito de la peligrosidad m 
cial y promueva la necesaria unidad de criterio en las 
intervenciones de nuestro Ministerio. A tales efectos, de- 
ben tenerse en cuenta las normas siguientes: 

1." Los Fiscales de Peligrosidad Social, tanto si 
desempeñan sus funciones ante Juzgado con cometido 
único o ante el Juzgado de Instrucción encargado en 
cada provincia de los expedientes de peligrosidad, segui- 
rán dependiendo a todos los efectos orgánicos y disci- 
plinarios del Fiscal de la Audiencia Territorial o Pro- 
vincial respectiva y tendrán informados a sus respec- 
tivos Jefes del desarrollo de su función, marcha general 



del Juzgado en materia de Peligrosidad Social, problemas 
que en su actuación encuentren y formularán por su 
conducto las consultas que estimen pertinente elevar a 
la Superioridad. 

Sin embargo, habrán de mantener con la Fiscalía 
del Tribunal Supremo, siempre con conocimiento de sus 
Jefes inmediatos, la necesaria relación, especialmente 
en los aspectos que se detallan en el punto siguiente. 

2.a Cuidarán los Fiscales de Peligrosidad Social, con 
sujeción a lo que se establece en el número anterior, de 
mantener relación permanente con la Fiscalía del Tri- 
bunal Supremo en los siguientes extremos: 

a) Cuidar de que la iniciación de cada expediente 
se ponga en conocimiento del Fiscal de la Sala de Ape- 
lación y de que en tal comunicación se dé cuenta del 
número de indentificación del expediente y de la per- 
sona contra quien se dirige. El Fiscal de la Sala de Ape- 
lación, única hasta hoy existente, radica en la Fiscalía 
del Tribunal Supremo y es un Abogado Fiscal de la 
misma, como se especificará más adelante. 

b) El Fiscal de Peligrosidad de cada Juzgado cui- 
dará de que todas las incidencias de cada expediente y 
sus principales trámites procesales, se reflejen en una 
carpetilla a custodiar en la Fiscalía a la que pertenezca, 
similar a las que se utilizan en la actualidad para el 
control de los asuntos criminales, aunque con las espe- 
cificaciones necesarias. 

c)  Las consultas que deban producirse, serán ele- 
vadas, por conducto del Fiscal Jefe respectivo, a la Fis- 
calía del Tribunal Supremo, Sección de Peligrosidad 
Social, a la que se comunicarán también todos aquellos 
extremos que el Fiscal considere de interés deben ser 
conocidos por la Fiscalía del Tribunal Supremo en orden 
a la actividad general, dificultades encontradas o pro- 
blemas existentes en la actuación de los Juzgados de 
Peligrosidad Social. 

d )  El Fiscal Jefe de cada Audiencia adoptará las 



medidas necesarias para que el Fiscal de Peligrosidad 
Social pueda disponer, a los efectos de su función, del 
personal y material necesarios, aunque sin dedicación 
exclusiva, salvo los casos de los Juzgados de cometido 
único de Madrid y Barcelona, en los que procurará per- 
feccionarse, siempre que sea posible, el actual sistema 
de organización de las respectivas Fiscalías. 

e) Los Fiscales Jefes de las Audiencias o los F'is- 
cales de Peligrosidad Social, con su autorización, debe- 
rán exponer a la Fiscalía del Tribunal Supremo, Sección 
de Peligrosidad, con carácter urgente, aquellos puntos 
de dudosa interpretación o difícil aplicación en la prác- 
tica que la Ley o su Reglamento y disposiciones comple- 
mentarias planteen, a fin de tomarlos en consideración 
en la redacción de una circular con instrucciones sobre 
interpretación y aplicación de la Ley y su Reglamento, 
que está confeccionando esta Fiscalía en estos momentos. 

3." Las sustituciones de los Fiscales de Peligrosidad 
Social, en casos de enfermedad, vacaciones, licencias, 
etcétera, se efectuarán en la forma que establece el ar- 
tículo 75 del Reglamento para aplicación de la Ley de 
Peligrosidad Social. 

4.a En la Fiscalía del Tribunal Supremo se crea la 
Sección de Peligrosidad Social, cuya Jefatura estará 
desempeñada por el Teniente Fiscal del Tribunal Supre- 
mo, auxiliado por el Abogado Fiscal designado para la 
Sala de Apelaciones en materia de Peligrosidad Social. 
A esta Sección deben ser dirigidas todas las comunica- 
ciones, consultas, estadísticas, etc., que se produzcan 
en materia de Peligrosidad Social, en forma tal que, sin 
romper la dependencia orgánica de los Fiscales de.Pe- 
ligrosidad Social respecto de sus Jefes inmediatos, se 
establezca una específica dependencia funcional que 
produzca la unidad de criterio necesaria para la apli- 
cación de las normas legales sobre Peligrosidad Social. 

Dios guarde a V. E. muchos años. 
Madrid, 13 de enero de 1972. 



CIRCULAR NUM. 2/1972 

(La nueva Ley de Peligrosidad y Rehabilitación Social) 

La Circular núm. 2/1972 coincide en su texto con el 
contenido del Capítulo V de la Memoria del año anterior, 
páginas 119 a 297. Por su extensión, porque el texto fue 
publicado en la Memoria del año anterior y porque se 
remitió impresa a todos los Fiscales, prescindimos de pu- 
blicarla en esta Memoria. 

CIRCULAR NUM. 3/1972 

En nuestro Código Penal sólo está legitimada de 
modo pleno para otorgar eficazmente el perdón la parte 
ofendida (artículos 25 y 112, 5.7 siempre que sea mayor 
de edad y no se halle incapacitada. Para algunos deli- 
tos de rigor se acentúa, siendo exigible una especial ca- 
pacidad no coincidente con la plena capacidad civil 
(artículo 443, párrafo 4.O), pero al mismo tiempo se omite 
cualquier alusión al perdón expreso o implícito del in- 
capaz (artículo 443, párrafo 5.9. Si la intervención del 
Ministerio Fiscal es en estos delitos preceptiva, también 
es esencial su dictamen para formar válidamente la es- 
tructura del acto jurídico del perdón expreso cuando éste 
emane de un representante legal o cuando proceda de 
mayores de edad que no hayan cumplido veintitrés años. 

Como resulta que la ordenación que hace el Código 
del perdón en el caso de que los agraviados sean inca- 
paces no es completa y han surgido dudas en el seno 
de algunas Fiscalías, se hacen necesarias unas orienta- 
ciones dirigidas a marcar las directrices generales sobre 
la materia. 



En los delitos que sólo pueden ser perseguidos me- 
diante denuncia o querella del agraviado, el perdón es 
figura jurídica que determina la extinción de la acción 
penal o de la pena impuesta o en ejecución (artículos 25, 
112.5.O, 443, 451, 452, 467 y 487 del Código Penal). Con- 
cretándonos al área específica de aquellos delitos que 
no exigen necesariamente una querella para la iniciación 
del proceso, el tema que interesa aclarar se concreta en 
la legitimación para concluir el acto jurídico de perdón 
y en la capacidad requerida para que produzca sus tí- 
picos efectos liberatorios. 

El artículo 25 no ayuda mucho a la interpretación, 
ya que por su letra sólo conocemos quién es el titular 
directo del derecho: la parte ofendida o agraviada. El 
artículo 112, 5.O, ofrece ya un desarrollo más particula- 
rizado, pues si es cierto que el párrafo primero se limita 
a señalar que la responsabilidad penal puede extinguirse 
por perdón del ofendido, su segundo inciso determina 
que cuando concurra esa cualidad en personas menores 
o incapacitadas el perdón deberá ser otorgado por sus 
representantes. Igualmente, de la norma en cuestión se 
infiere que cuando le conceda el ofendido mayor de edad 
y no incapacitado el perdón despliega sus efectos ipso 
iure y que en el caso de que el perdón emane del repre- 
sentante legal del menor o del incapacitado la eficacia 
de la voluntad de perdonar se condiciona tanto a que 
en el acto intervenga el Ministerio Fiscal como a que no 
sea rechazado el perdón por el Tribunal. 

Estas precisas reglas, que contraponen el perdón per- 
sonal del ofendido mayor de edad al perdón emitido por 
el representante legal (del menor o del incapacitado), no 
están exactamente recogidas en las disposiciones rela- 
tivas a los delitos de violación, abusos deshonestos, estu- 
pro, rapto (art. 443, párrafos 4." y 5.") y abandono de 



familia (art. 487, párrafo último). Para estos delitos se 
prevén los siguientes supuestos de perdón expreso: el 
que provenga del ofendido mayor de veintitrés años, el 
otorgado por persona mayor de edad, pero menor de 
veintitrés años, y el conferido por el representante legal, 
protector o guardador de hecho del menor de edad. De 
ellos tan sólo es un acto propio de plena eficacia extin- 
tiva y sin límites que puedan derivar de otra persona U 

órgano el perdón del mayor de veintitrés años; en las 
otras dos hipótesis los efectos peculiares del perdón están 
condicionados a una resolución aprobatoria del Tribu- 
nal. Un análisis detenido de los artículos 112, núm. 5.O, 
y 443 nos muestra: 

- Que, según el tenor del artículo 112, 5.O, a toda 
persona mayor de edad y no incapacitada le está atri- 
buida la facultad de perdonar, en tanto que en el artícu- 
lo 443, párrafo 4.O, el acto jurídico de perdón no es por 
sí sólo eficaz si quien le concede, siendo mayor de edad 
y capaz, no ha cumplido veintitrés años. 

- Que el artículo 443, párrafo 5.O, sólo contempla el 
perdón del representante legal del menor, pero no alude 
al perdón que pueda provenir del representante del inca- 
pacitado, situación implícita en el artículo 112, 5.O, en 
donde la expresión representantes se relaciona con los 
menores y con los incapacitados. 

- Que, de otro lado, se presenta un problema de 
límites entre los artículos 112, 5.O, y 443, párrafos 4." y 5.O 
Esta Úitima norma, que se aplica también al delito de 
abandono de familia (art. 487), es especial, por lo que 
tendrá eficacia derogatoria sobre la general (art. 112, 5.O) 
en aquellas materias que estén reguladas en ambos pre- 
ceptos; lo no previsto en la ley especial se someterá a 
los cauces de la lea: genera&. La especialidad del artícu- 
lo 443 abarca a los delitos en que basta la denuncia del 
ofendido para perseguirlos; el artículo 112, 5.O, regirá 
íntegramente para aquellas infracciones en que su per- 



secución se condiciona inexorablemente a la formulación 
de querella (arts. 450: 452 y 467). 

Hechas estas aclaraciones procede examinar el tema 
propio de la Circular. 

En interpretación literal de la norma (art. 443, pá- 
rrafo 4.O) podría llegarse a la conclusión de que toda 
persona mayor de veintitrés años -incapacitada o no- 
puede otorgar perdón válido, pues el precepto no distin- 
gue y el párrafo que sigue (art. 443, inciso 5.O) se refiere 
únicamente al representante del menor. Sin embargo, el 
hecho de que en la actual redacción el artículo 443 no 
mencione expresamente a los representantes de los inca- 
pacitados ofendidos por el delito no debe conducir a pen- 
sar que estas personas poseen capacidad para perdonar. 
La imposibilidad de que el incapacitado por enfermedad 
mental otorgue un perdón liberatorio deriva de dos datos 
básicos para la interpretación: los elementos histórico y 
lógico. 

Si bien 10s Códigos Penales de 1870 (arts. 132 y 463) 
y 1932 (arts. 115 y 443) se limitaron a exponer que el 
perdón del ofendido extinguía la acción penal, el Código 
de 1928 (art. 195) señaló ya que si el ofendido es menor 
de edad o incapacitado el Tribunal, a su prudente arbi- 
trio, podrá conceder o negar eficacia al perdón otorgado 
por sus representantes. Que ésta era también la idea del 
Código Penal de 1944 se justifica con el artículo 443, en 
el que estaban contenidos el perdón del ofendido capm 
legalntente y el del representante legal; ello significaba, 
positivamente, que la capacidad para perdonar se predi- 
caba de quienes ostentaran la plena capacidad de obrar 
y, negativamente, que la capacidad para perdonar no la 
tienen quienes actúan a través de representantes legales 
(menores e incapacitados). 



La Ley de 20 de diciembre de 1952, modificativa del 
artículo 443, sustituyó la frase "del ofendido capaz legal- 
mente" por la "del ofendido mayor de veintitrés años" 
y la que se iniciaba con "el perdón del representante 
legal" por la de "el perdón del representante legal.. . del 
menor de edad". Aunque el espíritu de la reforma debió 
ser tan sólo exigir un plus de capacidad excedente de la 
capacidad para los actos civiles es lo cierto que con la 
actual redacción el texto positivo ya no contempla, 
directa ni indirectamente, al incapacitado en el acto de 
otorgamiento del perdón por delitos de violación, abusos 
deshonestos, estupro o rapto. Ante este silencio será nece- 
sario acudir a la norma general (art. 112, 5 .O) ,  de la que 
resulta que el perdón otorgado por los incapacitados no 
es válido y que la declaración de voluntad en que se 
exteriorice deberá ser emitida por su representante 
legal. 

Para la validez del perdón resuelto en un acto con 
proyección moral exclusiva quizá fuera suficiente la 
capacidad natural, con lo que podrían concederle perso- 
nas sin capacidad plena; pero si, como ocurre en nuestro 
sistema penal, el perdón tiene además la naturaleza de 
causa extintiva de la acción y de la responsabilidad ya 
declarada es lógico que al concedente se le exija la plena 
capacidad de obrar, cualidad que está en antítesis con el 
significado de la incapacitación. Desde otro punto de 
vista, si el perdón, como acto, es la manifestación de un 
sentimiento o la perfección de hechos interiores tiene 
también el carácter de declaración de voluntad, a la que 
serán aplicables tanto las normas sobre vicios en la for- 
mación de la voluntad como las reglas relativas a la 
capacidad; por tanto, la voluntad de perdonar debe no 
sólo estar exenta de vicios que invaliden la declaración, 
sino que para producir, per se, efectos extintivos ha de 
proceder de personas con capacidad legal plena. 

De cuanto procede deriva que los incapacitad& por 
enfermedad mental no pueden otorgar un perdón eficaz 



cuando hayan sido ofendidos por un delito, sino que el 
perdón del mayor incapacitado adquiere el carácter de 
acto concluido por representante. 

Un supuesto especial es el de los incapaces presuntos 
o no incapacitados. El perdón que pueda provenir de los 
incapaces de hecho mayores de edad resulta claro que 
no está sujeto a las normas que regulan los requisitos 
de validez del perdón cuando el ofendido es un incapa- 
citado; por tanto, como la condición jurídica del enfermo 
mental no incapacitado es equiparable a la de las perso- 
nas normales, realmente el perdón debería ser válido, 
pues toda persona no incapacitada tiene a su favor la 
presunción de capacidad plena. Mas en la práctica hay 
medios para evitar que el perdón de un incapaz de hecho 
extinga la responsabilidad de los ofensores; en efecto, 
puede pensarse en alguno de estos procedimientos: 
- Uno es equiparar el incapaz de hecho a las perso- 

nas desvalidas, con lo que seria requisito necesario para 
la validez del perdón que pudiera concederse la interven- 
ción del Ministerio Fiscal, que de este modo supliría el 
defecto de capacidad del ofendido. Esta interpretación 
debe rechazarse. En primer lugar porque la intervención 
del Ministerio Fiscal en favor de las personas desvalidas 
no se configura en el articulo 443, párrafo 3 . O ,  como com- 
plementaria de capacidad, sino más bien como sustitu- 
tiva de la actividad de aquellas personas, y ello aparte 
de no poder identificarse la expresión persona desvalida 
con la de persona presuntamente incapaz. Por otro lado, 
la actuación del Ministerio Público está prevista en aquel 
precepto sólo para la iniciación del procedimiento, pero 
no para decidir si es procedente la extinción por el per- 
dón. La interpretación aceptada de que el Fiscal actúa 
en defensa de las personas desvalidas sólo para denunciar 



el delito cometido encuentra su apoyo en los anteceden- 
tes del párrafo 3.O del artículo 443, artículos 371 del Cb- 
digo de 1850, 463 del Código de 1870 y 443 del Código 
Penal de 1932. El de 1928 también previó exclusivamente 
la denuncia del Fiscal cuando la mujer ofendida, por 
su edad o estado mental, careciese de personalidad para 
comparacer en juicio y resulte, además, de todo punto 
desvalida (art. 613). 

- El otro criterio consiste en que la medida inme- 
diata a adoptar ante incapaces de hecho ofendidos por 
el delito es instar la incapacitación conforme a lo preve- 
nido en el articulo 2, núm. 5, del Estatuto del Ministerio 
Fiscal y en los artículos 215 y 293 del Código Civil, con 
la oportuna constitución de los órganos de la tutela. 
A este procedimiento de cauce-extrapenal es al que deberá 
acudirse tan pronto como tenga noticias el Fiscal de los 
síntomas reveladores de la enfermedad o deficiencia men- 
tal, hecho que en el proceso puede ser ostensible a partir 
de la denuncia, o bien en el momento del ofrecimiento 
de acciones (el art. 109 de la Ley de Enjuiciamiento Cri- 
minal dispone que si el ofendido no tuviere la capacidad 
legal necesaria se hará el ofrecimiento de acciones al 
representante). 

Una vez obtenida la declaración de incapacidad el 
Fiscal se halla legitimado para intervenir (arts. 112, 5.O, 
y 443) y oponerse, en su caso, al perdón del represen- 
tante, así como para asumir la representación del ofen- 
dido cuando el perdón de aquél sea rechazado por el Tri- 
bunal. 

Dios guarde a V. E. y a V. 1. muchos años. 
Madrid, 7 de diciembre de 1972. 

'. No resulta-infrecuente el hecho de que la Fiscalía del 
Tribunal Supremo conozca, a través de diversos medios, 



que en los escritos de calificación o en sentencias consen- 
tidas por el Ministerio Fiscal, se siguen valorando, a efec- 
tos de apreciar la circunstancia 14 del articulo 10 del 
Código Penal, los antecedentes derivados de delitos de r e  
belión militar, contra la seguridad del Estado o el orden 
público cometidos hasta el 1 de abril de 1939. Como tal 
proceder no se ajusta a nuestro ordenamiento jurídico, 
esta Circular no tiene más finalidad que recordar el con- 
tenido del Decreto del indulto de 1 de abril de 1964, cuyo 
artículo 2.O declaraba que los antecedentes penales, por 
los delitos antes referidos, se reputarán como inexistentes 
en lo sucesivo sin que puedan producir efecto alguno en 
casos de reincidencia, reiteración o condena condicional. 

Tal norma ha sido rectamente interpretada por el 
Tribunal Supremo en Sentencias de 8 de febrero de 1966, 
11 de mayo de 1966,13 de diciembre de 1966,28 de marzo 
de 1969 y 20 de noviembre de 1972. Esta Última, en acer- 
tada doctrina, expone que "conjuntando fines de gene- 
rosidad y de estrechamiento comunitario de los españo- 
les, abriendo y facilitando el camino de la normalización 
progresiva de la vida y desenvolvimiento de la Nación, 
el Decreto de 9 de octubre de 1945 concedió indulto total 
de la pena principal impuesta a que procediere imponer 
a los responsables de delitos de rebelión militar, seguri- 
dad del Estado o de orden público cometidos hasta el 1 
de abril de 1939, cuyo Decreto fue posteriormente com- 
plementado con el de 1 de abril de 1964, que ordenó se 
eliminaran del Registro Central de Penados y Rebeldes 
los antecedentes correspondientes a los delitos compren- 
didos en el anterior Decreto por reputarse inexistentes 
en la sucesivo . . . y acreditándose de los hechos probados 
que el recurrente, aunque condenado por la jurisdicción 
militar el 18 de abril de 1944, resultó beneficiado por los 
indultos mencionados, no cabe apreciar la circunstancia 
agravante de reiteración núm. 14 del artículo 10 del 
Código Penal toda vez que la misma estaba legalmente 
extinguida de los antecedentes penales del procesado al 



realizar los hechos por los que se le condena en esta 
causa". 

Por consiguiente, en armonía con las disposiciones 
citadas y con la reiterada dirección jurisprudencia1 que 
las interpreta, si en los antecedentes de algún procesado 
apereciesen condenas por los delitos recogidos en los De- 
cretos de 9 de octubre de 1945 y l de abril de 1964 el 
Ministerio Fiscal no los tendrá en cuenta para construir 
la circunstancia agravante de reiteración y, en el su- 
puesto excepcional de que por los Tribunales se consi- 
derare que esas condenas son aún válidas para configu- 
rar la agravante, el Fiscal deberá preparar recurso de 
casación por infracción de Ley, autorizado por el núme- 
ro 1." del artículo 849 de la Ley de hijuiciamiento Cri- 
minal, dado que una sentencia así concebida incide en 
el vicio procesal de indebida aplicación de la circunstan- 
cia 14 del artículo 10 del Código Penal. 

Dios guarde a V. E. y a V. 1. muchos años. 
Madrid, 11 de diciembre de 1972. 

CIRCULlLR NUM. 5/1972 

Conforme a específicas disposiciones de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, la sentencia, como acto de 
carácter jurisdiccional que resuelve deñnitivamente un 
proceso, debe estar en relación de dependencia íntima 
con los escritos de las partes acusadoras y de la defensa 
y si su contenido material se halla rigurosamente condi- 
cionado por los elementos de hecho aportados al debate 
el acogerlos o no es una simple facultad del Tribunal, 
nutrida solamente por el resultado de las pruebas apre- 
ciado en conciencia (arts. 471, 472 y 802). 

Junto a la premisa fáctica o de concretos comporta- 
mientos forman parte de la estructura de la sentencia 
la premisa normativa o calificación juridica de los hechos 
(integrada por los elementos tipicidad-culpabiiidaü) y el 



fallo o conclusión, que viene a ser la consecuencia infe- 
rida del análisis de las premisas. 

Todos los requisitos de la sentencia están sometidos 
en su formulación externa a normas especiales, concre- 
tadas en el artículo 142 de la Ley de Enjuiciamiento Cri- 
minal, al enumerar exhaustivamente las reglas impera- 
tivas que habrán de observarse en la más característica 
de las resoluciones judiciales. Aunque las normas refe- 
rentes al contenido material y formal de las sentencias 
son sobraclamente conocidas por el ministerio Fiscal con- 
viene recordarlas, ya que se ha observado por la Fiscalía 
del Tribunal Supremo al estudiar los recursos de casa- 
ción que algunas sentencias, afortunadamente pocas, 
carecen de algo tan indispensable como es la claridad en 
la expresión de los hechos probados; que la precisión, la 
plenitud y el rigor expositivo son exigencias de lo que 
ha de decidirse lo prueba el artículo 142, cuya Regla 2.a 
señala como contenido necesario del Resultando, que 
contenga "declaración expresa y terminante" de los 
hechos que se estimen probados, y que en el articu- 
lo 851, 1.O, la falta de claridad abre la vía de la casación. 
Por eiio, no deberán consertirse las sentencias redacta- 
das en forma tal que el hecho histórico descrito resulte 
ininteligible o de difícil comprensión, pues de este modo 
vendrían a ratificarse por el Ministerio Fiscal defectos 
procesales, como la ausencia de claridad y precisión en 
que, por su gravedad, la Ley autoriza la censura en casa- 
ción. De igual modo la incongruencia interna o falta de 
correlación entre los diversos pasajes de la premisa fác- 
tica implica realmente incorrección determinante de 
oscuridad, ya que los hechos probados han de ser com- 
patibles o conciliables, incidiéndose, en caso contrario, 
en el vicio procesal que se acoge también en el artícu- 
lo 851, l.", de la Ley de Enjuiciamiento Criminal (mani- 
fiesta contradicción entre los hechos probadas). 

A fin de que el propio órgano jurisdiccional que las 
dicte pueda, en lo posible, salvar las irregularidades ob- 



servadas en la redacción de las sentencias el articulo 161 
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, partiendo de su 
invariabilidad después de firmadas, admite con carácter 
excepcional la aclaración de algún concepto oscuro, su- 
plir cualquier omisión que contengan o rectificar alguna 
equivocación importante. 

Esta facultad de solicitar la aclaración de sentencias 
que se concede también al Ministerio Fiscal está anali- 
zada en la Circular de esta Fiscalía de 12 de noviembre 
de 1943 (Memoria 1944, pág. 139), en donde se precisa 
que "el alcance de tal recurso no se refiere concreta y 
exclusivamente al fallo, sino a la totalidad de la senten- 
cia, es decir, que se puede utilizar para cualquiera de 
los extremos que comprende esta clase de resoluciones 
judiciales, tal como las define el artículo 142 de la Ley 
Rituaria. En una palabra, que la aclaración puede pedirse 
en cualquier punto oscuro, omisión o equivocación impor- 
tante que aparezca en el cuerpo de la sentencia, bien 
sea en el ecabezamiento, en la resultancia de hechos, 
en las declaraciones o consideraciones de derecho o en 
el fallo o parte dispositiva". 

En Instrucciones especiales dadas a los Fiscales de 
Audiencias también se ha puntualizado la esencialidad 
del requisito de la claridad de las sentencias, ya sea en 
los hechos base o en sus circunstancias materiales o 
intencionales, advirtiendo que aquella falta debe subsa- 
narse en virtud del recurso que autoriza el artículo 161 
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y, si no prospera 
o permaneciese la oscuridad tras la aclaración, a través 
del recurso de casación por quebrantamiento de forma 
(Memorias de la Fiscalía del Tribunal Supremo de 1893, 
págs. 125 y 126; de 1895, pág. 115). 

En suma, al tiempo de la notificación de las senten- 
cias el Fiscal debe llevar a cabo una lectura detenida, 
analítica y no formularia de las mismas y en cuanto 
advierta que falta la claridad sobre *algún extremo sus- 
taqcial de la resolución, en el breve plazo que la Ley 



prevé, deberá pedir aclaración, con lo que podrá evitarse 
la nulidad de muchas sentencias impugnadas por que- 
brantamiento de forma; a este medio definitivo (articu- 
lo 851, l . O ,  de la Ley de Enjuiciamiento Criminal) deberá 
acudirse también, pero de modo subsidiario, esto es, en 
aquellos supuestos en que con la aclaración no fuere o 
no hubiera sido posible enmendar el defecto advertido 
en la redacción de las sentencias. 

Dios guarde a V. E. y a V. 1. muchos años. 
&drid, 20 de diciembre de 1972. 



CONSULTAS 



>( CONSULTA N W .  1/72 

MMO. SR.: 
Se ha recibido en esta Fiscalía copia de la resolución 

dictada por el Tribunal de esa Audiencia Provincial en 
la que se rechaza el recurso de súplica interpuesto por 
el Ministerio Fiscal contra el auto que otorgaba los bene- 
ficios de la remisión condicional a personas condenadas 
a dos años de presidio menor; este criterio halla su fun- 
damento en el Decreto de Indulto de 23 de septiembre 
de 1971, pues debido a su aplicación al caso concreto la 
pena impuesta en la sentencia se redujo a un año, con lo 
que, según la Audiencia, concurre el requisito del núme- 
ro 3 . O  del artículo 93 del Código Penal de haber sido el 
culpable condenado a pena que no excede de un año. 

Al resolver el recurso de súplica el Tribunal insiste 
en su punto de vista y agrega que si bien el articulo 92 
del Código Penal se refiere a "la condena condicional que 
deja en suspenso la ejecución de la pena no dice este pre- 
cepto que la pena que se suspende sea la impuesta en la 
sentencia, por lo que entiende que, al menos, se suscita 
la duda de si la pena a suspender es siempre la que se 
imponga en la sentencia o también es objeto de la con- 
dena condicional la pena no indultada aunque la im- 
puesta rebase el tope legal; a todo ello agrega en justi- 
ficación de su tesis que el artículo 55 del Reglamento 
de Prisiones, de 2 de febrero de 1956, a los efectos de 
aplicar los beneficios de la libertad condicional ordena 
que el tiempo de condena que fuere objeto de indulto 
se rebajará al penado, procediendo como si se tratara 
de una nueva pena de inferior duración. Y dado, viene 
por último a decirse, que tanto la condena condicional 



como la libertad condicional son instituciones cuya fina- 
lidad es mitigar los rigores de las penas privativas de 
libertad, la solución para ambas debe ser idéntica, con 
lo que resultará que la parte de pena no indultada es 
una nueva pena, a la que, si concurren los requisitos lega- 
les, deben aplicarse los beneficios de la suspensión de 
condena. 

Esta interpretación de las disposiciones reguladoras 
de la condena condicional es del todo improcedente, pues 
no tiene en cuenta, como acertadamente se exponía por 
el Fiscal en el recurso de súplica, que la pena tipo que 
determina la aplicación o no de la condena condicional 
es la impuesta en la sentencia. 

La sentencia recaída en el proceso penal es la que 
debe cumplirse objetivamente y con sujeción a las pres- 
cripciones legales y reglamentarias; sin sentencia previa 
condenatoria no cabe hablar de pena impuesta ni de eje- 
cución de la misma, a menos que se desconozcan los prin- 
cipios fundamentales de las garantías penales consagra- 
dos en el Fuero de los Españoles (art. 19), Ley Orgánica 
del Poder Judicial (art. 2), Código Penal (arts. 80 y 81), 
Ley de Enjuiciamiento Criminal (arts. 1 y 988 principal- 
mente). 

La condena condicional es un beneficio legal encami- 
nado a que las penas privativas de libertad impuestas en 
sentencia firme se cumplan gozando el reo de libertad y 
para que proceda se exige, junto a circunstancias subje- 
tivas del condenado, la objetiva de una duración deter- 
minada de la pena impuesta en la sentencia, que no 
exceda de un año. La extensión del beneficio a penas de 
hasta dos años es excepcional, pues precisa que en la 
sentencia se aprecie la concurrencia de alguna circuns- 
tancia atenuante muy calificada (art. 93, párrafo últi- 
mo). Luego es claro que las penas privativa. de libertad 
que excedan de un año y no rebasen los dos, en circuns- 
tancias normales, no pueden situarse en el radio benefi- 
cioso de la condena condicional. 



Es cierto que en la hipótesis de la Consulta no ha 
sido sólo la duración de la pena impuesta en la sentencia 
la causa de la aplicación de la suspensión de condena, 
sino esa duración complementada con el Decreto de 
indulto Último, que la redujo a la mitad; mas la pena 
de ese modo reducida hasta el marco en que despliega 
sus efectos la condena condicional no es hábil para cum- 
plir el presupuesto del artículo 93, 3 .O ,  del Código Penal, 
que nos habla, lo mismo que otros preceptos (art. 92, 
párrafo segundo), de pena impuesta. La pena base, con- 
dición objetiva para la aplicabilidad de la condena con- 
dicional, es precisamente la impuesta en la sentencia, 
no el resto de la pena en la medida que resulte tras el 
indulto, esto es, la pena de un año obtenida tras la reduc- 
ción de la pena originaria por el indulto no es la pena 
impuesta, sino la mitad de la pena impuesta. Ei indulto 
último de 23 de septiembre de 1971 sólo influye en el 
tiempo del cumplimiento de la pena, disminuyéndolo o 
extinguiéndolo, pero nunca puede, por sus efectos, cam- 
biar la naturaleza de la pena impuesta (pena de prisión 
en pena de arresto, de prisión mayor en prisión menor, 
etcétera), ni cuando modifique la misma pena reducién- 
dola a los límites de la condena condicional a esa pena 
así originada, en su duración real, pueden aplicársele los 
beneficios aludidos porque el índice o módulo regulador 
es el de la pena impuesta, no el de la pena afectada por 
el indulto. Que la pena impuesta es la única valorable 
para la concesión o no de la condena condicional lo de- 
muestra además el hecho de que los efectos de la pena, 
con excepción del cumplimiento (antecedentes penales, 
liquidación de condena, etc.), permanecen invariables 
aunque se haga aplicación de las normas contenidas en 
los artículos 92 y siguientes del Código Penal. 

Por ello son las penas impuestas en la sentencia -las 
mismas que se recogen en el auto acordado la suspen- 
sión de condena- las que se inscriben en el Registro 
Central de Penadds, sección especial de condena condi- 



cional del Ministerio de Justicia, y en los libros registros 
que se llevan en las Secretarías de Gobierno de las 
Audiencias y Juzgados de Instrucción, según disponen 
los artículos 11 y 1.O de la Ley de 17 de marzo de 1908 
y el Real Decreto de 23 de marzo de 1908 (arts. 5 y 8) 
sobre condena condicional. 

Así, la condena condicional, atendidas las disposicio- 
nes especiales reguladoras y el lugar que ocupa en la 
estructura del Código Penal -capítulo referente a la 
ejecución de las penas- es una institución que suspende 
el cumplimiento de las penas efectivamente impuestas 
en la sentencia; en este sentido las penas son inaltera- 
bles aunque concurra alguna causa de extinción de la 
responsabilidad criminal, como el indulto. 

El indulto de 23 de septiembre de 1971 es total para 
las penas de arresto y las pecuniarias no satisfechas y 
parcial para las demás penas privativas de libertad, con 
el alcance que se señala en el artículo 1 del Decreto. Las 
demás penas privativas de libertad --como las superio- 
res a seis meses, sin exceder de dos años, que es la im- 
puesta en la causa a que nos estamos refiriende que- 
dan extinguidas en su mitad, con reducción mínima de 
seis meses en todo caso, respecto de la duración fijada 
en la sentencia. Pero la reducción del tiempo de cumpli- 
miento de la pena por indulto no produce transforma- 
ción de la pena ni significa que la pena no indultada se 
configure como pena autónoma y diferente de la im- 
puesta en la sentencia, porque una cosa es la pena im- 
puesta por el delito enjuiciado en la sentencia y otra muy 
distinta la forma de su cumplimiento. Insistimos que, a 
efectos de la remisión condicional, rige la sanción im- 
puesta y no la pendiente de cumplir disminuida por el 
indulto, pues en otro caso, en los diversos supuestos de 
concurrencia de causas de extinción, como el cumpli- 
miento (art. 112, 2.O, del Código Penal), e interpretando 
el artículo 93, 3.O, al modo como lo ha hecho la Audien- 
cia, también habría que distinguir entre pena impuesta 



y pena pendiente y cuando sólo restare un año aplicar 
al penado la condena condicional. 

La disposición contenida en el artículo 55 del Regla- 
mento de Prisiones es una simple consecuencia lógica del 
régimen penitenciario establecido para el cumplimiento 
de las penas de reclusión, presidio y prisión (art. 48 del 
Reglamento) según el sistema progresivo, que comprende 
cuatro grados, el Último de los cuales es el de libertad 
condicional; para la formación de estos grados, y sin 
perjuicio de la progresión en el tratamiento del penado 
según la conducta que observe -que permite situarle 
en un grado superior, salvo el de la libertad condicio- 
nal-, se precisaseñalar la totalidad de la pena que debe 
cumplirse, razón por la que no cuenta la parte de pena 
extinguida por indulto. 

Que no es válida para la condena condicional la apli- 
cación de una norma prevista para la libertad condicio- 
nal, como es el artículo 55 del Reglamento de Prisiones, 
se deduce también que en el Código Penal no hay remi- 
sión alguna al Reglamento de Prisiones en materia de 
suspensión de condena, en tanto que existe esa remisión 
implícita a la legislación penitenciaria para la libertad 
condicional (art. 84 del Código Penal). 

Además, obsérvese que el contenido del articulo 55 
del Reglamento de Prisiones sólo va referido a la libertad 
condicional, que para nada alude -ni, por otra parte, 
podría hacerlo con eficacia dadas su naturaleza y rango 
normativos- a la condena condicional y que ni siquiera 
afirma que la pena rebajada por el indulto sea una nueva 
pena, sino simplemente que se procederá "como si se tra- 
tara de una nueva pena". 

De todo ello se desprende que, relativamente al cum- 
plimiento de las penas, no pueden situarse en una misma 
línea libertad condicional y condena condicional, pues 
si tienen una finalidad común cual es el pretender mi- 
tigar los rigores de las penas @vativas de libertad, la 
condena condicional se ha establecido principalmente 



para que los condenados a penas de corta duración cum- 
plan la pena impuesta en régimen de libertad, pero ello 
suspensivamente condicionado a que durante el plazo 
legal que se determine no delincan nuevamente; en cam- 
bio, la llamada libertad condicional es uno de los p e  
ríodos de cumplimiento de la pena impuesta, cierta- 
mente en libertad, pero durante 61 el penado continúa 
vinculado al Establecimiento penitenciario en que obtu- 
vo el beneficio con los fines señalados en el artículo 63 
del Reglamento de Prisiones. d 

Por considerar acertado el criterio sustentado por esa 
Fiscalía en la interpretación del apartado 3.O del articu- 
lo 93 del Código Penal en relación con el articulo 1.O del 
Decreto de indulto de 23-IX-1971, debe seguir impugnan- 
do las resoluciones del Tribunal que se produzcan en 
el mismo sentido que los autos, cuyas copias ha remiti- 
do, dando cuenta a este Centro de los recursos que en- 
table contra las decisiones judiciales que tan errónea- 
mente interpretan las disposiciones citadas. 

Dios guarde a V. E. y a V. 1. muchos años. 
Madrid, 10 de febrero de 1972. 

CONSULTA NUM. 2/1972 

Exmo. SR.: 
Se ha recibido en esta Fiscalfa consulta de V. E so- 

bre la interpretación del articulo 803 en relación con 
el 988, párrafo altimo, de la Ley de Enjuiciamiento Cri- 
minal a propósito de si los Magistrados de ejecutorias, 
en las Audiencias donde exista, tienen competencia para 
dictar el auto fijando el límite de cumplimiento &e las 
penas impuestas al culpable de varias infracciones pe- 
nales en distintos procedimientos, por hechos que, dada 
su conexidati, pudieron haberse enjuiciado en uno solo 
(regla 2." del a,rtfciilO 70 del C6dig6 Penal). 

Los llamados Magistrados de ejecutorias fueron crea- 



dos por Decreto de 2 de junio de 1960, agregándose a 
cada una de las Secciones de las Audiencias Provinciales 
de Madrid y Barcelona, y su "única misión será la de 
actuar como Ponente en todas aquellas causas que pen- 
dan de ejecución de sentencia firme". La Ley de 8 de 
abril de 1967 introdujo en las normas relativas al proce- 
dimiento de urgencia el Capítulo iV, con la rúbrica "De 
la ejecución de sentencias" e integrado por un  solo ar- 
tículo, el 803, de cuyo contenido interesa destacar a los 
fines de la consulta: 

a) Que atribuye competencia para la ejecución al 
"Juez o Tribunal que hubiere dictado la sentencia en 
primera instancia", añadiendo seguidamente que "se 
encargaran de la ejecución de estos fallos, en las Audien- 
cias donde existan, los Magistrados de ejecutorias, quie 
nes tendrán idénticas atribuciones que aquellos a quie- 
nes se les encomienda en esta Ley". Constituyen así estos 
Magistrados un órgano que actúa no por delegación, 
sino en virtud de la competencia que la Ley les asigna 
expresamente; en un campo de jurisdicciones sucesivas 
sobre un mismo objeto procesal los Magistrados de eje- 
cutorias despliegan su actividad en la fase de ejecución 
con las mismas facultades que las atribuidas a los Magis- 
trados que intervienen en la etapa procesal que termina 
con la firmeza de la sentencia; de ahí el que tal clase 
de Magistrados ostenten todas las funciones necesarias 
para una completa y eficaz ejecución de la relación 
jurídico-penal contenida en el fallo, potestad que, por 
supuesto, se extenderá a dictar las resoluciones que afec- 
ten al cumplimiento de la pena impuesta. 

b) Que como normas aplicables a la ejecución de 
sentencias el párrafo primero del artículo 803 remite "a 
las disposiciones generales de la Ley", es decir, a las con- 
tenidas en el Libro VII, que son las que regulan la eje- 
cución de sentencias de todos los procedimientos comu- 
nes u ordinarios y especiales de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal. 



Entre las disposiciones generales de la norma remi- 
tida figura el artículo 988, reformado precisamente para 
añadirle el Último párrafo, que se refiere, como antes se 
expuso, a la fijación del límite de cumplimiento de penas 
impuestas al culpable de varias infracciones penales en 
distintos procesos por hechos que, en razón de conexi- 
dad, pudieron ser enjuiciados en uno solo; en este pre- 
cepto se atribuye competencia para dictar la resolución 
judicial correspondiente al Juez o Tribunal que hubiere 
dictado la Última sentencia. Como la reforma de esta 
disposición legal se iievó a cabo por la Ley de 8 de abril 
de 1967 al mismo tiempo que la de los artículos 803 de 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal y 70, Regla 2.: del 
Código Penal, el hecho de negar competencia a los Magis- 
trados de ejecutorias para una determinada incidencia 
procesal de la fase de cumplimiento de la sentencia dic- 
tada por el Tribunal al que figuran adscritos implicaría 
una interpretación improcedente de la reforma procesal 
y penal e incluso opuesta al propósito legislativo que la 
inspiró. 

Refuerza aún más el criterio interpretativo favorable 
a la competencia de los Magistrados de ejecutorias para 
dictar el referido auto la consideración sistemática de 
que en el procedimiento de urgencia para determinados 
delitos, previsto en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, 
la competencia para conocer de las conductas delic- 
tivas se atribuye a los Juzgados de Instrucción y a 
las Audiencias Provinciales y tanto el Juez como los Tri- 
bunales quedan situados en la misma línea de igualdad 
procesal respecto a la competencia para acordar la fija- 
ción del máximo de tiempo de cumplimiento de las penas. 
Por ello en las Audiencias donde existan los Magistrados 
de ejecutorias serán estos Magistrados los que asuman 
las atribuciones del Tribunal al que figuran adscritos 
para la ejecución de la sentencia (art. 803, Regla pri- 
mera). 

No es obstáculo a esta tesis el hecho de que el auto 



que se dicte en el caso del párrafo 3 .O del artículo 988 
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal sea recurrible en 
casación por el Ministerio Fiscal y el condenado. Esta 
norma supone ciertamente una modificación al régimen 
común del recurso de casación penal porque, referido a 
los autos, sólo procede contra los dictados por las Audien- 
cias (art. 848, párrafo l.", de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal), y para la validez formal de estas resoluciones 
en las causas cuyo conocimiento corresponde a las 
Audiencias serán necesarios tres Magistrados (art. 145, 
párrafo 2.O, de la Ley de Enjuiciamiento Criminal). Que 
el artículo 988 en relación con el artículo 803, ambos de 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal, representan para el 
procedimiento de urgencia la derogación de alguno de 
los principios generales sobre los que está construido el 
recurso es patente. En efecto, de una parte, se concede 
el recurso de casación contra resoluciones dictadas en 
ejecución de sentencias que, de por sí, no fueron recu- 
rridas o no eran susceptibles de ese recurso, y, de otra, 
en oposición con el artículo 848 de la Ley de Enjuicia- 
miento Criminal, es claro que se autoriza el recurso de 
casación contra autos dictados por un órgano uniperso- 
nal o por el Magistrado de ejecutorias. El que un auto 
dictado en la fase de ejecución de sentencia legitime el 
recurso de casación tiene por causa su especial natu- 
raleza, pues su contenido, a la inversa de otras muchas 
resoluciones acordadas en esta etapa procesal, no es me- 
ramente material o de puro trámite, sino que se resuel- 
ven en él cuestiones de interés jurídico, como son proble- 
mas de conexidad que están implícitos en el tema. 

Por las .anteriores consideraciones, si la última sen- 
tencia condenatoria, que es la que determina la compe- 
tencia del órgano jurisdiccional, ha sido dictada en el 
procedimiento de urgencia para delitos cuyo fallo com- 
pete a los Juzgados de Instrucción, el auto a que se refiere 
el artícuio 988 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal ha 
de dictarlo el Juez de Instrucción; si la última sentencia 



fue pronunciada en el procedimiento de urgencia para 
delitos competencia de las Audiencias dicho auto ha  de 
dictarlo el Magistrado de ejecutoria en las Audiencias 
donde existan y cuando la sentencia se haya pronun- 
ciado en causa por delito cuyo procedimiento se aco- 
mode a las normas comunes del procedimiento criminal 
el auto ha de dictarlo el Tribunal que haya conocido del 
proceso, en el que el Magistrado de ejecutoria actúa como 
ponente. 

Dios guarde a V. E. y a V. 1. muchos años. 
Madrid, 11 de febrero de 1972. 

CONSULTA NUM. 3/1972 

Exmo. SR.: 
Se refiere en su consulca a la frecuencia con que a la 

vez se vienen incoando contra la misma persona diligen- 
cias de carácter criminal, transformadas normalmente 
en sumario y expediente de peligrosidad social; esta 
coincidencia, según V. E., es posible, entre otros casos, 
en los supuestos de conductas que encajan en los núme- 
ros 2, 5 y 8 del artículo 2." de la Ley de Peligrosidad 
(rufianes y proxenetas, pornografía, tráfico de drogas), 
que pueden corresponderse con los delitos deíinidos en 
los artículos 452 bis, 431 y 344 del Código Penal. La dupli- 
cidad de procedimientos y la mayor rapidez del expe- 
diente de peligrosidad pueden dar lugar a diferencias 
interpretativas entre los Juzgados de Instrucción y los 
de Peligrosidad y Rehabilitación Social en orden a los 
criterios de imputación y de privación de libertad -ya 
sea por prisión provisional o por internamiento preven- 
tivo- y del cumplimiento de penas y medidas de segu- 
ridad, a resolver con las normas contenidas en el pá- 
rrafo 2 . O  del artículo 25 de la Ley y en los artículos 96 
y 97 del Reglamento. Entre las varias sbluci6nes posiljles 
se inclina hacia la consistente en que "no se incoe el 



expediente hasta que recaiga sentencia firme, para que 
pueda darse lugar al cumplimiento preferente de la pena, 
evitándose igualmente con elio la duplicidad de procedi- 
mientos por el mismo hecho"; tampoco excluye la idea 
de acudir en todos los casos de concurrencia de delito 
y estado peligroso "a lo establecido para los peligrosos 
poseedores de armas que también sean autores del delito 
de tenecia ilícita y multirreincidentes, en cuanto a las 
medidas a aplicar a los mismos establecidas en los núme- 
ros 7 y 13 del artículo 6." de la Ley, en que se concede 
la facultad de aplicar simultáneamente alguna o algu- 
nas de aquéllas, lo que no se hace en los números 2, 4 
y 6 del mismo artículo en los demás casos de delito y 
peligrosidad conjunta". 

Los Juzgados de Instrucción y de Peligrosidad Social 
son órganos jurisdiccionales, independientes entre sí para 
conocer de los delitos y estados peligrosos propios de sus 
respectivas competencias, en procedimientos cuya fina- 
lidad es también distinta, pues en tanto los sumarios 
tienden a la comprobación de hechos delictivos y de la 
culpabilidad de los responsables del mismo, los expedien- 
tes de peligrosidad social tienen como fin el enjuicia- 
miento no de un acto aislado, sino de conductas y situa- 
ciones personales de hábito o reiteración que, estando 
tipificadas en la Ley, representen además un peligro 
cierto para la sociedad. De aquí se desprende que, con 
carácter general, no se produce la ruptura, sino que en 
la Ley se mantiene el principio m bis in idem; la con- 
ducta peligrosa cuenta con un iter más extenso, es más 
amplia que el concreto acto delictivo. Precisamente por 
esta razón se atiende al conocimiento de la personalidad 
y del mundo circundante en que el presunto peligroso 
desenvuelve sus actividades vitales, a la investigación 
antropológica, psíquica y patológica del mismo y a la 
repercusión de su comportamiento en la comunidad, 
debiendo seguirse un expediente por cada denunciado o 



presunto peligroso (arts. 12 y 16 de la Ley y 83 a 86 del 
Reglamento para su aplicación). 

Por ello es intrascendente, a efectos de su eiijuicia- 
miento, que la culpabilidad criminal y la peligrosidad 
social surjan de una situación de hecho capaz de origi- 
nar al mismo tiempo la incoación de sumarios y de expe- 
dientes de peligrosidad social; tanto en este caso como 
si entre los hechos que originan los sumarios y expedien- 
tes no existe más relación entre sí que la participación 
de la misma persona pueden coincidir el cumplimiento 
de medidas de seguridad y penas. 

El artículo 13 de la Ley prevé los casos en que de 
unos mismos hechos deriven presuntas responsabilidades 
delictivas y estados peligrosos y prescribe que cuando un 
Tribunal o Juzgado que entiende de un proceso penal 
conozca, por razón del mismo, de alguna conducta que 
pueda estar incursa en alguno de los estados de peligro- 
sidad que definen los artículos 2, 3 y 4 remitirá testi- 
monio de los antecedentes necesarios al Juzgado a quien 
competa la tramitación del expediente de peligrosidad 
social. Y la misma prevención hace a los Juzgados de Peli- 
grosidad Social y a las Salas especiales para que remitan 
a los Juzgados competentes testimonio de actuaciones 
de las que puedan resultar la comisión de hechos delic- 
tivos o la participación de los encartados en ellos. 

De igual manera la Ley atiende a la posible concu- 
rrencia de la ejecución de medidas de seguridad con 
penas total o parcialmente pendientes de cumplimiento 
simultáneo y dispone que "se ejecutará preferentemente 
la pena" (art. 25, párrafo segundo de la Ley). 

Conforme a estos preceptos, los sumarios y expedien- 
tes de peligrosidad social pueden y deben iniciarse y ter- 
minarse según el tenor de las normas procesales que los 
regulan, sin que la mera coincidencia temporal en su 
iniciación permita ni autorice retrasos y dilaciones en 
los diversos trámites del procedimiento. 

Si estando extinguiendo el reo la pena impuesta e n  



la sentencia tuviere que cumplir medidas de seguridad, 
el Juez de Peligrosidad Social, oído el Ministerio Fiscal, 
se pronunciará sobre la posibilidad del cumplimiento 
simultáneo de cualquier medida de seguridad con la pena 
(art. 96 del Reglamento). Las dificultades pueden pre- 
sentarse cuando se trate de la ejecución de la medida de 
internamiento; también en este caso decidirá el Juez 
tras las informaciones que estime oportunas. Pero si el 
cumplimiento simultáneo de pena y medida de seguri- 
dad no fuera posible ésta se ejecutará una vez cumplida 
la pena, sin perjuicio de que se soliciten informes rela- 
tivos a la incidencia que sobre la peligrosidad declarada 
haya podido tener el cumplimiento de la pena, para adop- 
tar la resolución procedente sobre el cese de la medida, 
por haber cesado el estado peligroso o la revisión de ésta 
cuando a ello hubiere lugar (art. 97 del Reglamento y 
26 de la Ley). 

En los supuestos de concurrencia en el cumplimien- 
to de penas y medidas de seguridad, el Ministerio Fiscal, 
en sus dictámenes, debe procurar, cuando de medidas 
de internamiento se trate, que la Dirección General de 
Instituticiones Penitenciarias informe, especialmente en 
los casos de enfermos deficientes mentales, de inversión 
sexual y de ebrios y toxicómanos, sobre si es posible que 
pena y medida de seguridad se cumplan en los estable- 
cimientos especiales previstos para estos estados peligro- 
sos, ya que en el tratamiento penitenciario debe pres- 
tarse atención preferente a la acción médica especiali- 
zada. Y tratándose de otras medidas de seguridad, el 
cumplimiento simultáneo o sucesivo con la pena, depen- 
derá de la naturaleza de la medida de seguridad y de 
la disposición legal que la regule, mas siempre teniendo 
en cuenta las citadas normas de los artículos 96 y 97 del 
Reglamento, y artículos 25 y 26 de la Ley. 

Con este mismo criterio de atender primordialmente 
al cumplimiento de la pena debe resolverse la posible 
concurrencia de la detención provisional acordada en los 



procmcs penales con la medida cautelar de interna- 
miento preventivo de los presuntos sujetos peligrosos; 
asi se decide además en el artículo 20 del Reglamento 
al disponer que se llevarán a efecto aquellas medidas en 
los establecimientos ordinarios disponibles, bajo el ré- 
gimen de absoluta separación de los demás internos. 

De cuanto antecede pueden extraerse las siguientes 
consecuencias : 

A) Relativas a la fase de ejecucih. , 
De acuerdo con el artículo 25, párrafo 2.O, de la Ley 

si en la fase de ejecución de la medida de seguridad 
surge una situación conflictiva o de concurrencia por 
ser condenado el sujeto peligroso a pena privativa de 
libertad, es preciso distinguir : 
- Si pena y medida de seguridad son susceptibles 

de cumplimiento simultáneo, no hay problema. 
- Si pena y medida de seguridad, por la naturaleza 

de ésta, resultan incompatibles, el cumplimiento será 
sucesivo y, por imperativo legal, en la prelación se an- 
tepone la ejecución de la pena suspendiéndose la ejecu- 
ción de la medida en tanto no se extinga la pena. 

B) Relativas a la fase de instrucción. 

Aaunque con caracteres de provisionalidad, la concu- 
rrencia es igualmente posible durante la tramitación de 
expedientes de peligrosidad y procesos penales, porque 
mientras que en éstos puede acordarse la prisión provi- 
sional, en los expedientes de peligrosidad ha podido de- 
cidirse la medida cautelar de internamiento preventivo 
a que se refieren los artículos 19, número 3.O de la Ley, 
y 79 y 80 del Reglamento. 

El internamiento preventivo se lleva a cabo 1 b o a  

en los centros que correspondan al supuesto de peligro- 
sidad por el cual se siga el expediente o en los ordina- 
rios (artículo 20 del Reglamento) ; la prisión provisional 



se cumple en los establecimientos carcelarios correspon- 
dientes. Así, ambas medidas -internamiento preventivo 
y prisión provisional- tienen de común la privación de 
libertad en el mismo o en distinto centro penitenciario, 
con lo que es previsible una incompatibilad en el cum- 
plimiento preventivo simultáneo de pena y medida de 
seguridad. Para estas hipótesis surge la cuestión de si 
rige también el principio de la preferencia de las medi- 
das provisionales nacidas del proceso penal sobre las me- 
didas preventivas derivadas del expediente de peligrosi- 
dad; si el cumplimiento anticipado o preventivo de me- 
dida y pena coinciden por razón del lugar -estableci- 
miento ordinario- debe imputarse a la extinción de la 
pena, pues si bien a efectos de ejecución de la sanción 
tanto el internamiento como la prisión preventiva (ar- 
tículos 94 del Reglamento de la Ley de Peligrosidad y 
33 del Código Penal) son abonables, a tenor del artícu- 
lo 97 del Reglamento en relación con el artículo 26 de 
la Ley de Peligrosidad, la medida de seguridad haya po- 
dido tener el cumplimiento de la pena. 

C) Relativas a otras pmOles concurrencias. 

Cabe, por último, la posibilidad de que las actuacio- 
nes criminales y el expediente de peligrosidad se hallen 
en situaciones procesales distintas, por estar terminado 
el expediente y en tramitación, o terminado, pero sin 
sentencia firme, el procedimiento penal; si en éste está 
acordada la prisión surge el conflicto, si la medida es 
de internamiento que se resolverá teniéndose en cuenta 
que por regla general siempre es preferible el criterio 
de la preferencia de las medidas judiciales sobre las me- 
didas de seguridad, de las medidas punitivas sobre las 
rehabilitantes; y si bien este principio está recogido ex- 
presamente en la Ley sólo para algunos supuestos, su 
espíritu es que se extienda a todos los casos de simul- 
taneidad. 



Atendiendo a las anteriores consideraciones, los ex- 
pedientes de peligrosidad social, deberán iniciarse y tra- 
mitarse conforme a las disposiciones que los regulan, 
sin retrasos ni dilaciones injustificadas, hasta que re- 
caiga sentencia cuyo cumplimiento deberá llevarse a 
efecto según las disposiciones contenidas en el Capítu- 
lo ii del Reglamento y Capítulo iii del Tít. 11 de la Ley 
de Peligrosidad y Rehabilitación Social. 

Dios guarde a V. E. y a V. 1. muchos años. 
Madrid, 24 de febrero de 1972. 

CONSTJLTA NUM. 4/1972 

ILTMO. SR.: 
Consulta V. 1. la cuestión suscitada en sumario 

seguido por un Juzgado de la capital en el que, a instan- 
' cias del defensor del procesado, se solicita la elevación 

de actuaciones a la Sala Segunda del Tribunal Supremo; 
tal petición se funda en el articulo 46, segundo, de la 
Ley de Régimen Jurídico de la Administración del Estado 
por entender que el cargo de Delegado Provincial del Mi- 
nisterio de la Vivienda que ostenta su defendido es equi- 
valente al de Jefe Superior de Administración Civil y, 
como consecuencia, procede declarar la nulidad del pro- 
cesamiento acordado. 

Fundamenta principalmente esta equiparación -la 
de Delegado Provincial del Ministerio de la Vivienda y 
la de Jefe Superior de Administración Civil- en el De- 
creto de 12 de julio de 1968 sobre orden de precedencia 
en los actos oficiales, en el sueldo asignado en la Ley de 
30 de julio de 1959 a estos Delegados, en el Reglamento 
de Dietas y Viáticos de 7 de julio de 1949 y en la Orden 
de la Presidencia del Gobierno de 31 de octubre de 1958, 
que incluye a los Delegados de la Vivienda en el Grupo 2." 
del Anexo, junto a los Directores Generales y Jefes Supe  
riores de Administración Civil. 



Coincidiendo con el criterio sustentado por V. I., esti- 
mo que estas disposiciones carecen de rango legal suff- 
ciente para atribuir a estos Delegados fuero especiaL La 
Ley de Régimen Jurídico de la Administración del Estado 
de 26 de julio de 1957 (a la que se remite el art. 81 de 
la Ley articulada de Funcionarios Civiles del Estado de 
7 de febrero de 1964) establece en su artículo 46 que el 
enjuiciamiento de los funcionarios con categoría de Jefes 
Superiores de Administración, por delitos cometidos en 
el ejercicio de su cargo, corresponde a la Sala de lo Cri- 
minal del Tribunal Supremo. Pero el precepto de refe- 
rencia se halla fundamentalmente modificado en este 
particular por la citada Ley de Funcionarios Civiles del 
Estado al suprimir las categorías administrativas y esta- 
blecer que no hay más que dos clases de funcionarios: de 
carrera o de empleo. Al no existir ya categorías adminis- 
trativas carece de significado fundar la competencia del 
Tribunal Supremo en que se ostenta una categoría deter- 
minada. 

Las Delegaciones Provinciales del Ministerio de la 
Vivienda se estructuran en el Decreto de 18 de enero 
de 1968 sobre reorganización del Ministerio de la Vivien- 
da. Dependen en su actuación del Subsecretario del 
Departamento a través de la Inspección General, sin per- 
juicio de la competencia de los distintos Centros Direc- 
tivos (art. 35-2). Y los Delegados Provinciales "serán nom- 
brados y separados por Decreto acordado en Consejo de 
Ministros, a propuesta del de la Vivienda, cuya repre- 
sentación atentarán en las provincias a todos los efec- 
tos" (art. 36-1). Son, por tanto, funcionarios políticos, de 
nombramiento y remoción libre, con funciones delegadas 
y sin categoría administrativa legalmente determinada. 

La responsabilidad penal de las Autoridades y Fun- 
cionarios del Estado por delitos específicos cometidos en 
ejercicio de su cargo tiene el carácter de aforamiento, 
conforme al artículo 46 de la Ley de Régimen Jurídico 
de la Administración del Estado, cuando se trata de Mi- 



nístros, Subsecretarios, Directores Generales y Goberna- 
dores Civiles. Sólo en estos casos el Tribunal Supremo 
tiene competencia para conocer del juicio y atender a 
la instrucción del sumario. En los demás, como no existe 
fuero, es la Audiencia Provincial la competente para el 
enjuiciamiento de los delitos, lo que no supone una fun- 
ción específica y distinta de la normal, y la instrucción 
del sumario corresponde a los Jueces de Instrucción 
(véase Consulta resuelta por esta Fiscalía en 16 de junio 
de 1969, Memoria 1970, pág. 295, sobre interpretación 
del art. 46, párrafo tercero, de la Ley de Régimen Jurí- 
dico de la Administración del Estado, Texto refundido 
de 1957, en relación con el procedimiento de urgencia 
introducido en la Ley de Enjuiciamiento Criminal por la 
reforma de 8 de abril de 1967). 

Las excepciones a estas normas generales las esta- 
blece la propia Ley para los supuestos de responsabilidad 
penal de militares y funcionarios de las Carreras Judicial 
y Fiscal, que será exigida conforme a las disposiciones 
especiales por que se rigen. También pueden considerarse 
como excepciones a las disposiciones de la Ley aquellas 
otras establecidas o que puedan establecerse por dispo- 
siciones especiales. 

iificación del articulo 46-2 de la Ley de Régi- 
me ico de la Administración del Estado por la de 
Funcionarios civiles, con la trascendencia antes indicada, 
ha sido re la expresamente por la Sala Segunda 
del Tribun remo al rechazar s u  competencia para 
conocer de u ~ l l ~ l c i a s  formuladas contra funcionarios a 
qui kegoría de Jefe de Administra- 
ció le 16 de enero de 1969 declaró 
"que no existienao en la vigente Ley de Funcionarios 
Públicos, de 7 de febrero de 1964, la categoría de Jefes 
Superiores de Administración, estableciéndose en ellas la 
clasificación por "plazas" y "puestos de trabajo" sin 
correspondencia con una categoría administrativa deter- 
minada, es indudable la desaparición del fuero por razón 
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de la persona a tales funcionarios de la Administración 
General del Estado y con mayor motivo para los perte- 
necientes a Organismos Autónomos". El auto de 14 de 
enero de 1970 resolvió "que no obstante ser los Delega- 
dos Provinciales de Hacienda representantes perrnanen- 
tes de su Ministerio en el territorio de su jurisdicción y 
gozar de prerrogativas y tener las atribuciones que espe- 
cifica el Capítulo 11, Sección l.a del Decreto de 3 de julio 
de 1965, por el que se organizó la Administración Terri- 
torial de la Hacienda Pública, es lo cierto que no figuran 
nominalmente comprendidos en el artículo 46-2 de la 
Ley de Régimen Jurídico de la Administración del Es- 
tado, de 26 de julio de 1957, entre las autoridades cuyo 
enjuiciamiento corresponde a esta Sala de lo Criminal 
por delitos cometidos en el ejercicio de las funciones de 
su cargo y que, abandonada en la Ley de Funcionarios 
Civiles del Estado, de 7 de febrero de 1964, la categoría 
de Jefes Superiores de Administración, que venía siendo 
admitida por la Ley de Bases, de 22 de julio de 1918, y 
su Reglamento, de 7 de septiembre del mismo año, hasta 
su derogación por la disposición final 3.*-1 de aquella 
Ley, reguladora de la situación funcionarial, en la que, 
de acuerdo con la Base primera, tres, de la Ley de 20 d e  
julio de 1963, se silencia la expresada categoría y sólo en 
el artículo 3.O-1 son reconocidos funcionarios de "carrera 
y de empleo", no es posible en la legalidad vigente y me- 
nos a la vista del Decreto de 23 de diciembre de 1964, 
que, en cumplimiento de la disposición final tercera-dos 
de la Ley de Funcionarios mencionada, derogó el Real 
Decreto de 27 de noviembre de 1930, que regulaba el 
procedimiento para alcanzar la categoría de Jefe Supe- 
rior de Administración en el Ministerio de Hacienda, y 
del artículo 27 de la Ley de Presupuestos del Estado, de 
21 de diciembre de 1965, en el que expresamente se reco- 
gieron la supresión de tan repetida categoría adminis- 
trativa, no es factible, se repite, considerar que los Dele- 
gados de Hacienda están sometidos a Tribunal excepcio- 



nal por los delitos que comentan en funciones propias 
de su cargo, ya que para entender lo contrario se preci- 
saría una disposición con rango de Ley que les sustra- 
jera de las normas competenciales ordinarias de los ar- 
tículos 14 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, 272 y 
276 de la Provisional, sobre Organización del Poder Judi- 
cial, y 46, párrafo tercero, de la de Régimen Jurídico de 
la Administración del Estado, conforme a los cuales 
deben de ser las Audiencias Provinciales o los Jueces de 
Instrucción, según los casos, quienes conozcan de los 
delitos que los Delegados Provinciales de Hacienda co- 
metan. 

La doctrina sustentada por la Sala Segunda del Tri- 
bunal Supremo en los aludidos autos es de perfecta apli- 
cación al tema objeto de la Consulta, ya que la argu- 
mentación básica de la defensa del procesado se cifra en 
que los Delegados Provinciales del Ministerio de la Vi- 
vienda estuvieron equiparados a Jefes Superiores de Ad- 
ministración. 

Dios guarde a V. E. y a V. 1. muchos años. 
Madrid, 19 de abril de 1972. 

CONSULTA NUM. 5/1972 

Expone V. 1. que realiza las visitas al Establecimiento 
Penitenciario de la capital en la forma prevenida (Real 
Decreto de 5 de mayo de 1913, arts. 182-184; Reglamento 
de los Servicios de Prisiones, art. 95, y Ley de Enjuicia- 
miento Criminal, arts. 526 y 990, 4) y consulta si deben 
hacerse extensivos a quienes están sujetos preventiva o 
definitivamente a la Ley de Peligrosidad y a los que se 
hallen a disposición de la jurisdicción castrense. 



a) La materia objeto de la Consulta denota ya de 
por sí una loable preocupación de quien la formula en 
orden al exacto cumplimiento de una de las más impor- 
tantes obligaciones impuestas por la Ley a los órganos 
de la jurisdicción ordinaria en salvaguarda de derechos 
fundamentales de la persona, reconocidos en los artícu- 
los 18 y 19 del Fuero de los Españoles. No basta en nin- 
gún caso (como se exponía en la Memoria de la Fiscalía 
del Tribunal Supremo de 1952, pág. 85) con que los 
juicios se celebren rápidamente y se impongan condenas; 
es preciso también que se ejecuten y sobre su ejecución 
se ejerza la necesaria vigilancia, sin que pueda admitirse 
que estén suprimidas las visitas generales de presos y 
penados ni excusarse la intervención del Juzgado o Tri- 
bunal para recoger noticias sobre situación y estado de 
la población recluida y atender sus reclamaciones. De la 
importancia de estas visitas se hizo eco ya la Memoria 
Fiscal de 1883 (Instrucciones n h s .  23 y 24), señalando 
que deben realizarlas los Fiscales de las Audiencias, sin 
delegar en los Fiscales Municipales. 

La Inspección Central de Tribunales, en Circular nú- 
mero 27, de 17 de febrero de 1958, refiriéndose a las visi- 
tas de cárceles observaba que "no como mero consejo, 
sino como imperativo mandato, el artículo 526 de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal, no derogado por disposición 
posterior alguna, estatuye que los Jueces y Tribunales 
visiten semanalmente las prisiones de su localidad, obli- 
gación que ha venido cayendo en lamentable olvido, con 
no poco daño para los servicios de la Justicia, ya que por 
el desconocimiento muchas veces, por unos u otros moti- 
vos, de la verdadera situación de los reclusos surgen no 
pocos conflictos de ilegalidad . . . que no se hubieran ori- 
ginado si con regularidad se hubieren observado las pres- 
cripciones legales a que se deja hecha referencia". 

A la obligación de visitar los centros penitenciarios 
se refería ya la Novisima Recopilación (12, 39, 1) cuando 
ordenaba que "dos de nuestro Consejo vayan a las cár- 



celes para que ... se informen particularmente del tra- 
tamiento que se hace a los presos". Otro precedente legis- 
lativo se concreta en la Ley de 26 de julio de 1849, que 
regula el régimen general de Prisiones y Casas de Correc- 
ción, sus artículos 30 y 34 establecen el derecho de visita 
de Depósitos y Cárceles, que se atribuye a la Autoridad 
Judicial y al Ministerio Fiscal, "para enterarse de que se 
cumplen con exactitud las providencias judiciales y para 
evitar que los presos o detenidos, aunque sean guberna- 
tivos, sufran detenciones ilegales" y también para cono- 
cer "si se cumplen las condenas en el modo y forma con 
que hubieren sido impuestas". 

Estos son los antecedentes más próximos de las dis- 
posiciones que contiene la Ley de Enjuiciamiento C"rimi- 
nal referidas a las visitas de cárceles por el Juez de Ins- 
trucción y el Tribunal de la Audiencia; su fin es enterarse 
de todo lo concerniente a la situación de los presos o 
detenidos, corregir los abusos que notaren (art. 526) y, 
en la ejecución de sentencia, ejercer las facultades que 
las leyes y reglamentos les atribuyan sobre la manera de 
cumplirse las penas (arts. 990 a 994). 

El vigente Reglamento de los Servicios de Prisiones, 
de 2 de febrero de 1956, reformado por Decreto de 25 de 
enero de 1968, tras clasificar los Establecimientos Peni- 
tenciarios en Prisiones preventivas y de corrección (ar- 
tículo 3 . O ) ,  se refiere en el artículo 93 a las visitas gene- 
rales de presos y penados que los Jueces y Tribunales 
Lleven a cabo para comprobar la situación procesal de 
los recluidos o la forma en que cumplen sus condenas. 

B )  La ejecución de las medidas de seguridad está 
atribuida a los Juzgados de Peligrosidad y Rehabilita- 
ción Social. Como declara el artículo 25 de la Ley, firme 
la sentencia o el auto de revisión, el Juez cuidará del 
cumplimiento de las medidas de seguridad impuestas y 
del tratamiento eficaz del peligroso, con el ñn de que se 
observe cuanto la Ley y el Reglamento disponen sobre el 
particular. En la rehabilitación social del peligroso son 



factores decisivos los establecimientos de cumplimiento. 
Ya en la Memoria de la Fiscalía del Tribunal Supremo 
correspondiente al año 1945 (pág. 62) se pone de relieve 
que no basta con la declaración del peligro y la adopción 
de las medidas oportunas de seguridad, sino que lo inte- 
resante es su ejecución; si no hay establecimientos ade- 
cuados las medidas de seguridad se transforman, frente 
a su cumplimiento, en verdaderas penas y los individuos 
salen de las prisiones, no de los establecimientos de re- 
forma. 

La exposición de motivos de la nueva Ley dice que 
los establecimientos en que han de cumplirse las medi- 
das de seguridad serán "especializados" y dotados del 
personal idóneo necesario para cumplir su finalidad de 
que "garantizaran la refonna y rehabilitación social del 
peligroso con medios de la más depurada técnica". La 
especialidad del tratamiento de las medidas de seguri- 
dad se reafirma en el preámbulo del Reglamento, así 
como la "conveniencia de separar a los sujetos a ella del 
sistema penitenciario general". 

Esta preocupación de mantener la separación entre 
los Establecimientos de medidas y los Centros peniten- 
ciarios se refleja en el articulado del ~ e ~ l a m e n t o ,  que 
dedica el capítulo IV a los Establecimientos de cumpli- 
miento de las medidas de seguridad, organizándolos con 
absoluta separación de los demás penitenciarios, respon- 
diendo así a la situación distinta de medida de seguri- 
dad y pena. Sólo con carácter excepcional, o sea cuando 
el tratamiento y régimen de los internos sean semejan- 
tes, puede en el mismo establecimiento cumplirse pena 
y medida de seguridad, pero adoptando las prevenciones 
necesarias para la debida separación de los sometidos a 
medidas de seguridad de los demás internos; esta habili- 
tación ha de estar además autorizada por Orden minis- 
teriaL 



La distinción entre establecimientos penitenciarios 
para el cumplimiento de penas (art. 3 del Reglamento 
de los Servicios de Prisiones) y establecimientos de cum- 
plimiento de medidas de seguridad (cap. IV del Regla- 
mento de 13 de mayo de 1971), así como la intervención 
que expresamente se atribuye al Juez de Peligrosidad y 
Rehabilitación Social en el cumplimiento de las medidas 
de seguridad y en el tratamiento eficaz del peligroso, 
plantea la cuestión suscitada en la Consulta de si los 
Tribunales de las Audiencias pueden extender las visitas 
que hagan a los establecimientos penitenciarios a los 
sujetos preventiva o definitivamente a la Ley de Peligro- 
sidad y Rehabilitación Social. 

\ - Las visitas a los establecimientos penitenciarios 
tienen como finalidad primordial que los Jueces de Ins- 
trucción y Tribunales de las Audiencias vigilen e inspec- 
cionen la situación procesal de los detenidos o presos en 
los mismos, así como la forma de cumplimiento de las 
condenas. Esta facultad se concede a los Jueces y Tribu- 
nales en cuya jurisdicción territorial estén sitos los esta- 
blecimientos y, en la esfera personal, no se limita a aque- 
110s detenidos o internados que lo sean a consecuencia 
de sus acuerdos de detención o prisión o que cumplan 
sentencias impuestas por estos órganos jurisdiccionales, 
sino que se extender& a todos los internados en el esta- 
blecimiento, sin limitación ni distinciones. 
- Estos mismos principios rigen y son de aplicación 

a las visitas de los establecimientos en que los sometidos 
a expediente estén preventivamente detenidos o interna- 
dos o cumpliendo medidas de seguridad, bien se trate de 
Centros en que, excepcionalmente, pueden coincidir dete- 
nidos o penados y peligrosos sujetos a la jurisdicción 
ordinaria y especial o de los destinados exclusivamente 
al cumplimiento de medidas de seguridad. Esta inter- 
pretación se funda en el artículo 34 de la Ley de Peligro- 



sidad Social, que admite como norma supletoria las dis- 
posiciones de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, salvo 
en cuanto a recursos, pues no hay motivos para eliminar 
de las normas supletorias las disposiciones de los artícu- 
los 526 y 990 a 994, referentes a las visitas de cárceles 
y vigilancia en el cumplimiento de las sentencias. 
- El artículo 11 1 del Reglamento no excluye los esta- 

blecimientos en que se cumplen medidas de seguridad de 
la inspección mediante visitas hechas por los Tribunales 
de Justicia, por cuya razón debe admitirse esa interven- 
ción, al igual que se establece la del Ministerio Fiscal. 

Como la finalidad que persiguen las visitas es compre 
bar si se cumplen las disposiciones legales y reglamen- 
tarias sobre detención y cumplimiento de penas y medi- 
das de seguridad y, situado sobre estas Últimas el objeto 
de la Consulta, las anomalías observadas durante las visi- 
tas deben participarse al Juez de Peligrosidad que decretó 
la medida motivo del internamiento para que pueda 
adoptar las resoluciones procedentes; la solución es para- 
lela a la prevista para las visitas a los establecimientos 
penitenciarios, pues en éstas las quejas producidas y el 
incumplimiento de las disposiciones del Tribunal senten- 
ciador se comunican a éste para que proceda en conse- 
cuencia, sin perjuicio de que la propia autoridad que 
practica la visita corrija los abusos que notare. 

Las visitas a los establecimientos penitenciarios es 
una obligación específica del Ministerio Fiscal; el Esta- 
tuto, en su artículo 2, núm. 8, le impone el deber de 
"investigar con la mayor diligencia las detenciones arbi- 
trarias"; en el núm. 12 del mismo artículo la de "velar 
por el cumplimiento de las sentencias en las causas cri- 
minales en que haya sido parte" y en el Reglamento 
Orgánico para la aplicación del Estatuto (art. 6) se indica 



la actividad que deben desplegar los Fiscales de las 
Audiencias, visitando ' la prisión o prisiones de la capital 
cua,ndo lo estimen conveniente, sin perjuicio de las visi- 
tas que, cumpliendo los preceptos legales o reglamenta- 
rios, deben realizar con los Tribunales". También, como 
queda anteriormente indicado, en el articulo 111 del 
Reglamento de Peligrosidad Social se admite de modo 
expreso la facultad del Ministerio Fiscal para intervenir 
en la inspección sobre funcionarios, establecimientos y 
demás servicios relacionados con el cumplimiento de las 
medidas de seguridad. 

En consecuencia, el Fiscal debe cuidar de que se cum- 
pla el tratamiento prescrito para los sometidos a medi- 
das de seguridad en los establecimientos especialmente 
dedicadas a la rehabilitación del sujeto peligroso de que 
se trate, a cuyo efecto debe visitar de manera directa 
los establecimientos habilitados o que en lo sucesivo se 
habiliten existentes dentro del territorio de su jurisdic- 
ción para comprobar si se dan en ellos las siguientes 
condiciones : 

- Separación entre establecimientos de rehabilita- 
ción y establecimientos penitenciarios o que los locales 
de cumplimiento de medidas de seguridad sean indepen- 
dientes de los de cumplimiento de penas. 

- Absoluta separación entre sujetos peligrosos y los 
reclusos que se encuentren cumpliendo condena. 

- Especialización del personal que atienda los esta- 
blecimientos de rehabilitación, concretamente los de ca- 
cárter técnico: médicos, psicólogos, antropólogos, etc. 

- Y que se observe lo dispuesto en el Reglamento, 
artículos 19 a 22, respecto a los centros preventivos y 23 
al 35 en lo referente a los establecimientos de cumpli- 
miento. 

Cuando estas condiciones no se cumplan deben comu- 
nicarlo a este Centro, sin perjuicio de ponerlo en cano- 



cimiento del Juez que decretó la medida de seguridad y 
al Fiscal adscrito al Juzgado para que puedan adoptar 
las resoluciones procedentes. 

También se consulta si hay que exceptuar de las visi- 
tas a los presos sometidos a la Jurisdicción castrense. 

Según el Código de Justicia Militar (arts. 243 y 244), 
las penas impuestas por la Jurisdicción castrense se cum- 
plen en "Establecimiento militar" o en "Establecimien- 
tos penitenciarios ordinarios". En estos últimos se cum- 
plen condenas impuestas por delitos comunes o por 
delitos que produzcan la separación del servicio o el des- 
tino a cuerpo de disciplina y como son Establecimientos 
penitenciarios dependientes de la Dirección General de 
Instituciones Penitenciarias del Ministerio de Justicia la 
visita se extiende a esta clase de detenidos o penados, 
por lo que: 

1." Tantu los Tribunales como el Ministerio Fiscal 
están obligados a indagar quiénes sufren detención o 
prisión en los Establecimientos penitenciarios, el motivo 
de ésta y la Autoridad que la haya decretado. 

2.O Si cuando al practicar las visitas alguno de los 
que se hallen cumpliendo condena o estén detenidos a 
disposición de la Autoridad militar se presentare porque 
desea formular alguna reclamación debe oírsele para 
segun la pretensión que deduzcan orientarle y, si proce- 
diera, comunicarlo a la Autoridad militar correspondien- 
te, pero sin que en ningún caso se admita reclamación 
alguna respecto al contenido de la resolución judicial 
determinante de la prisión o condena ni a la forma de 
su cumplimiento, conforme a las prescripciones acorda- 
das por la jurisdicción castrense. 



Con las anteriores consideraciones pueden resolverse 
las dudas consultadas en el sentido de que las visitas a 
los Establecimientos penitenciarios o de cumplimiento 
de medidas de seguridad es obligación del Ministerio Fis- 
cal efectuarlas personalmente y con el Tribunal cuando 
por éste se practiquen para comprobar si con todos los 
detenidos o que cumplen condenas y medidas de segu- 
ridad se observan las prescripciones legales y reglamen- 
tarias en orden al cumplimiento de las mismas y en los 
Establecimientos adecuados; en las visitas pueden aten- 
derse, si proceden, las reclamaciones que formulen los 
internados cualquiera que sea la Autoridad que haya 
decretado su o condena. 

L malías denunciadas o que se comprueben, 
tantc :to al tratamiento como al lugar y modo de 
cumplirse las resoluciones judiciales, deben participarse 
con toda urgencia al Tribunal, Juzgado de Instrucción o 
Autoridad que hubiere acordado la prisión, condena o 
medida de seguridad. 

Dios guarde a V. E. y a V. 1. muchos años. 
Madrid, 19 de mayo de 1972. 

NUM. 6/1972 

1 

ILTMO. SR.: 
Admitido por expresa disposición del artículo 344 del 

Cádigo Penal que los Tribunales pueden imponer la 
pena inferior o superior en grado a la señalada tras aten- 
der a las circunstancias del culpable y del hecho, con- 
sulta V. 1. si esa facultad es concedida también al Minis- 
terio público, pudiendo, en consecuencia, solicitar den- 
tro de los límites legales la pena que estime más ajus- 
tada. 



La solución no puede ser otra que la afirmativa, 
propuesta por V. I., pues realmente no existe causa que 
impida el ejercicio de esta facultad en los escritos de ca- 
lificación. 

La norma a interpretar ("los Tribunales, atendidas 
las circunstancias del culpable y del hecho, podrán im- 
poner la pena inferior o superior en un grado, según 
proceda") no representa novedad alguna en nuestro 
ordenamiento. 

A) Tiene relación con las disposiciones generales 
establecidas para la aplicación de las penas según el 
grado de ejecución, las personas responsables y las cir- 
cunstancias atenuantes y agravantes (Cap. IV, Tít. 111, 
Libro 1 del Código Penal). 

B )  De igual modo sus consecuencias no se alejan 
de las reglas dictadas para algunos delitos, en los que 
se prevén atenuantes o agravantes de apreciación obli- 
gatoria, cuando concurran a la ejecución del hecho es- 
peciales circunstancias objetivas (extensión del daño o 
peligro originado), subjetivas (culpabilidad, fin propues- 
to por el culpable) o subjetivas y objetivas, que dan lu- 
gar a formas típicas atenuadas o agravadas y para las 
cuales se señala la pena en el grado mínimo o máximo 
o la inferior o superior en grado al tipo base. 

Tipicidades atenuadas son las de los artículos 241, 
326, párrafo último, y 336, párrafo segundo. 

Formas agravadas se hallan en los artículos 203, 206, 
208, 249, 316, 330, 343, 411, 415, 441, 487, 483, 1.O, pá- 
rrafo segundo; 501, párrafo último; 506, 526 y 527, pá- 
rrafo segundo. 

Ejemplos de tipos penales para los que se prevé la 
pena inmeditamente inferior en grado son los artícu- 
los 127, 224, 226, 274, 279, 287, 3104, 307, 315 y 527. 



La pena superior en grado se encuentra en las figu- 
ras de delito que definen los artículos 176, 183, 208, pá- 
rrafo último; 240, 506, 506, 2.O, párrafo segundo; 516 
y 530: 

En todos estos casos la imposición de las penas en los 
grados que se determinan es preceptiva ("se impondrá", 
"serán castigados", son términos que emplea el Código 
con frecuencia) y se trata siempre de formas típicas in- 
tegradas por elementos subjetivos u objetivos específica- 
mente determinados que suponen una expresa modifi- 
cación del tipo básico. Para fijar en ellos la cuantía de 
la pena, los criterios o directrices de actuación del arbi- 
trio concedido a los Tribunales, secudan, como ocurre 
en los delitos base, bien en la naturaleza del delito y del 
culpable (articulo 61, 2.7, en la gravedad del hecho y 
personalidad del delincuente (artículo 61, 4.O) o en aten- 
ción a las circunstancias atenuantes o agravantes con- 
currentes (artículos 61 y siguientes). Constituyen su- 
puestos excepcionales los delitos de los artículos 3408 bis a) 
y 566, pues en ellos se concede a los Tribunales la facul- 
tad d e  aplicar la pena según su prudente arbitrio sin 
sujeción a las reglas que prescribe el articulo 61. 

C) El paralelismo es más acusado con aquellas mo- 
dalidades delictivas en que la imposición de la pena in- 
mediatamente inferior o superior en grado se deja al 
arbitrio del Tribunal, atendidas las circunstancias del 
culpable y del hecho. 

Los artículos 148 bis, 174, 23, 256, 260, 3 . O ,  264 y 318 
responden a supuestos en que los Tribunales podrán im- 
poner la pena inmeditamente inferior en grado a la se- 
ñalada al delito, en tanto que los artículos 344 bis 4 . O ,  

párrafo último, 348, 511 y 563 bis facultan a los Tribu- 
nales para imponer la pena inrneditamente superior al 
delito de que se trate. 

En todos estos casos como las circunstancias a valo- 
rar, ya se refieran al hecho o al culpable, son de aprecia- 
ción potestativa, el alcance agravatorio o atenuatorio 



afecta sólo a la pena, permaneciendo inalterable el tipo 
delictivo. Estas circunstancias, dado su carácter espe- 
cífico, prevalecen sobre las genéricas que pudieran in- 
tegrarse con los mismos hechos, y según doctrina del 
Tribunal Supremo no son revisables en casación (SS. de 
22-X-1948, 18-X-1955, 5-VI-1960, 31-X-1963, 6-111 1964, 
entre otras). 

De esta facultad o arbitrio judicial para la fijación 
de la pena en cada caso concreto según las circunstan- 
cias del culpable y del hecho, siempre el Ministerio Fis- 
cal ha hecho un uso adecuado en sus calificaciones. Tam- 
bién se ha observado en el supuesto legal más grave, 
esto es, cuando la pena señalada al delito se extiende 
desde la privación de libertad a muerte, y concurre una 
circunstancia agravante que abliga a imponer la pena 
en su grado máximo (artículo 61, 2.a), pues el precepto 
faculta a los Tribunales ("podrán"), para dejar de im- 
poner la pena de muerte, teniendo en cuenta la natu- 
raleza y circunstancias del delito y del culpable. A esta 
facultad de dejar de imponer el Tribunal y de pedir el 
Fiscal la pena de muerte, se refiere la Memoria de la 
Fiscalía del Tribunal Supremo correspondiente al 
año 1945 (Circular de 31 de enero, página 123) cuando 
señala que "un principio consignado en la Ley de Ba- 
ses, en relación con la pena de muerte recoge el Código 
en sus preceptos: el de que nunca se imponga como 
única. Con ello contribuye a dar a la penalidad, en sus 
aspectos más graves, la necesaria elasticidad para que, 
tanto el Fiscal en su actuación como el Tribunal en su 
sentencia, aquilaten escrupulosamente cuantas circuns- 
tancias puedan presentarse en cada caso y no coloca a 
los Magistrados ante un precepto categórico insalvable". 

El articulo 344, al que se refiere especificamente la 
consulta, es un tipo más de norma potestativa sujeta al 
imperio del arbitrio, siendo sus destinatarios los Tribu- 
nales; fundados en ella y atendiendo a las circunstan- 
cias que concurran en el culpable y en el hecho, podrán 



imponer la pena inmediadamente inferior o superior en 
grado a la señalada por la ley al delito. Pero nótese que 
no se trata de una facultad limitada sin otros principios 
que el del automatismo de su aplicación, sino que su 
ejercicio se condiciona al análisis verdadero y particula- 
rizado de las circunstancias, ya sean subjetivas (del cul- 
pable") u objetivas ("del hecho"). El arbitrio es propio 
de sociedades evolucionadas, evita el casuismo excesivo 
en las Códigos y facilita a los Tribunales la determina- 
ción de la pena más ajustada al caso concreto, más 
las normas que lo acogen exigen que se valore la acción 
con exactitud, justificándose todas las circunstancias 
que hagan aconsejable el arbitrio, lo que no es incom- 
patible con el principio de la libre convicción sicológica 
o de apreciación de las pruebas en conciencia. El Fiscal, 
cuando proceda, no debe hacer un uso simple del arbi- 
trio en el sentido de solicitar las penas correspondientes 
a los límites mínimo y máximo, sino que está obligado 
a examinar y exponer con precisión en sus escritos todas 
las circunstancias que lo determinan; por regla general, 
deberá moverse dentro de la pena tipo y sólo en casos 
excepcionales de escasa o notable gravedad hará entrar 
en juego las penas inferior o superior en grado abarca- 
das por el arbitrio. 

Dada la amplitud de la pena prevista en el artícu- 
lo 344 (entre seis meses y un día y veinte años) y para 
poder regular y vigilar la aplicación que se haga de 
esta norma, cuando el Fiscal utilice el arbitrio en cual- 
quiera de sus formas, para subir o bajar un grado de la 
pena tipo deberá ponerlo en conocimiento de la Fisca- 
lía del Tribunal Supremo en escrito razonado. 

El otro extremo de la consulta es de naturaleza pro- 
cesal y debe resolverse así: cuando en la calificación el 
Fiscal, haciendo uso de la facultad que le concede el 



artículo 344 del Código Penal, solicite pena inferior en 
grado (prisión menor) la conformidad del procesado y 
de su defensor, vincula al Tribunal, ya que a tenor del 
artículo 655 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, la 
continuación del juicio solamente puede acordarse cuan- 
do la pena no sea la procedente, según la calificación 
mutuamente aceptada, sino otra mayor. Porque el ob- 
jeto de la setencia es el hecho genérico del proceso y 
no un tipo o figura delictiva, la calificación puede va- 
riar, pero sin romper la unidad del hecho en que se con- 
cretó la acción ejercitada en la calificación. Cuando fun- 
dándose en la calificación mutuamente aceptada el Tri- 
bunal estima que el hecho debió calificarse en forma 
más grave, es cuando puede acordar la continuación 
del juicio. Y puede hacerlo en aquellos casos a que nos 
hemos referido, en que circunstancias específicas moti- 
van una calificación más grave, tipos agravados en que 
la pena se conmina en el grado máximo o en el grado 
inmediatamente superior, pero cuando no sea así, cuan- 
do es el arbitrio el que actúa, la facultad de que hagan 
uso las acusaciones para atemperar al hecho la pena 
que solicitan, entonces, esta pena, como es la consigna- 
da para el delito de que se trate, debe aceptarse por el 
Tribunal. 

Dios guarde a V. E. y a V. 1. muchos años. 
Madrid, 16 de junio de 1972. 

CONSULTA NUM'. 7/1972. 

ILTMO. SR.: 
Expone V. 1. en su consulta, que en el año 1966 y 

en un pueblo de la provincia, fue concertado un pacto 
entre un contratista de obras y veintiún vecinos de la  
localidad, por virtud del cual aquel se comprometió a 
construir veintiún pisos para su venta a estos %timos. En 
los años siguientes se construyeron los pisos con la in- 



tervención del arquitecto autor del proyecto y de un apa- 
rejador. Una vez concluidos, se entregaron provisional- 
mente los pisos a los adquirentes, y, a la vez, se interesó 
de la Delegación Provincial del Ministerio de la Vivien- 
da, la calificación definitiva de viviendas subvenciona- 
das con los efectos ordinarios y, en particular, para que 
se hiciera efectiva por aquel organismo la cantidad de 
30.000 pesetas a fondo perdido que por cada piso ha- 
bría de recibir el constructor. La calificación definitiva 
fue denegada por estimarse que la construcción adolecía 
de sensibles vicios, principalmente en lo referente a la 
calidad de los materiales, que eran de condición muy in- 
ferior a la proyectada, y también en relación a la forma 
de realizar algunos elementos de las obras, que no coin- 
cidían, en perjuicio de los compradores, con lo estable- 
cido en la Memoria de obras. 

El arquitecto, en el expediente en que fue denegada 
la calificación definitiva, se limitó, una vez terminadas 
las obras, a certificar, de forma muy amplia, que lo rea- 
lizado reunía las condiciones de higiene y seguridad exi- 
gidas. 

Procesado el contratista a instancias del Fiscal como 
presunto autor de un delito definido en el artículo 528 
del Código Penal, le surge a V. 1. la duda, que consulta, 
de si, declarada la insolvencia del procesado, puede exi- 
girse al arquitecto y al aparejador la responsabilidad 
civil subsidiaria a que se refiere el artículo 22 del Código 
Penal. 

Descarta ajustadamente, por las razones que señala 
en la consulta, la participación de los técnicos de la 
construcción en el delito perseguido en el sumario, y 
como consecuencia la responsabilidad civil directa de- 
rivada de la criminal; pero admite la posibilidad de cons- 
truir una responsabilidad civil subsidiaria fundada en 
dos motivos. Uno es la relación jurídica que liga al cons- 
tructor con el arquitecto y el aparejador, pues en ella, 
dice, "se atisba una dependencia o subordinación si no 



jurídica sí funcional", ya que aquél debe ajustar la cons- 
trucción a los planos, proyectos y memorias del arqui- 
tecto; otro es, que la Sala 2.a del Tribunal Supremo en 
los Últimos tiempos interpreta ampliamente el artfcu- 
lo 22 del Código Penal. 

No puede desconocerse en el complejo de hechos que 
se manejan la existencia de dos relaciones contractuales 
perfectamente determinadas: el contrato de compra- 
venta de los pisos a construir celebrado entre el cons- 
tructor y los particulares adquirentes, y el contrato de 
prestación de servicios concluido entre el constructor 
y el arquitecto. Tampoco debe olvidarse que estos con- 
tratos son, por norma, independientes salvo, en todo 
caso, para efectos litisconsorciales; si el contratista se 
obligó a entregar los pisos objeto del contrato de compra- 
venta sin vicios o defectos que redujeran a anularen su 
utilidad, el incumplimiento presunto es incumplimiento 
personal; y como los defectos de calidad en los pisos 
pueden rebasar el simple dolo contractual y adquirir el 
rango de engaño constitutivo de estafa, la responsabili- 
dad penal derivaría también del incumplimiento del 
deber de sanear por vicios ocultos impuesto por el Códi- 
go Civil precisamente al vendedor (artículos 1.461, 1.474, 
2.O y 1.484 y siguientes). Así, en este caso, tanto la res- 
ponsabilidad civil como la penal son responsabilidades 
personales del contratista-vendedor. Entonces el único 
tema a ponderar es, si admitidas, siquiera sea provisio- 
nalmente, una responsabilidad penal por incumplimien- 
to de la compraventa y la insolvencia del vendedor, es 
posible declarar la responsabilidad civil del arquitecto 
para que responda subsidiariamente del inexacto cum- 
plimiento de las obligaciones que la ley impone al trans- 
mitente, y ello sin olvidar que las relaciones entre ar- 
quitecto y constructor-vendedor no eran otras que las 
derivadas del contrato de prestación de servicios. Aco- 
tada así la materia, es de destacar que el arquitecto 
se encargó del proyecto de la obra, de su dirección y de 



la vigilancia, pero al contratista, dueño de la obra y 
vendedor en el contrato de compraventa, le corresponde 
la ejecución material de aquélla por medio de sus auxi- 
liares, en la forma y con la calidad requeridas para in- 
tegrar el objeto de la venta que ha de entregarse a los 
compradores. Existe, sí, una remota vinculación entre 
el hecho que ha determinado la presunta responsabili- 
dad del vendedor por vicios de la cosa entregada (la ca- 
lidad de los materiales empleados en la obra) y el ob- 
jeto del contrato de servicios (dirección técnica de esa 
obra) que ni siquiera ha sido denunciado como incum- 
plido, pero es lo cierto que descartaba cualquier tipo 
de intención defraudatoria en los técnicos de la cons- 
trucción, el genérico deber de inspección de la obra no 
debe llevar aparejada una responsabilidad civil subsi- 
diaria hecha derivar de un contrato de compraventa- 
incumplido, cuando la responsabilidad principal tiene 
su causa no en defectos de la construcción en sí, sino 
en la escasa calidad de los materiales empleados, hecho 
éste que habrá determinado, en todo caso, beneficios 
tan sólo para el constructor en cuanto al mismo tiempo 
era vendedor. 

Además, debe observarse que para poder exigir la 
responsabilidad subsidiaria se precisaría la existencia de 
una relación, preestablecida, de dependencia expresa o 
al menos implícita, entre el contratista-vendedor y el 
arquitecto y aparejador que intervinieron en la ejecución 
de la obra conforme al proyecto; y como este nexo de 
dependencia entre el vendedor, presunto responsable 
penalmente, y los directores técnicos de la obra no se 
ha comprobado, la posible responsabilidad civil nacida 
de esta úitima conducta sería autónoma, y habría, en 
su caso, que obtenerla de los preceptos correspondientes 
del Código Civil complementados con las disposiciones 
reguladoras de la actuación de los arquitectos y peri- 
tos de la construcción meal-Decreto de 1 de diciembre 
de 1922, Decreto Üe 13 de junio de 1931, Orden de 23 de 





ñol, dése traslado al Ministerio Fiscal para que informe 
a efectos de cumplimiento de la presente comisión". 

Como los datos referidos en el texto de la comisión 
rogatoria eran incompletos, el Fiscal antes de dictami- 
nar pidió que se aportasen a las actuaciones determi- 
nadas certificaciones y documentos, de los cuales se des- 
prende: 

- Que el 20 de septiembre de 1968 contrajeron ma- 
trimonio civil en Barcelona con arreglo a las formali- 
dades que prescribe el Código Civil, D. A. B. de naciona- 
lidad española, y K. A. S., de nacionalidad alemana. 

- Que la comisión rogatoria se refiere a un litigio 
iniciado en Alemania por divorcio, que se halla pendien- 
te de apelación ante la Sala 2." de lo Civil del Tribunal 
Superior hanseático de Hamburgo, figurando como de- 
mandante K. A. S., residente en Alemania, y como de- 
mandado D. A. B., domiciliado en Barcelona, y que por 
la comisión rogatoria se interesa la declaración de éste. 

- Entre otros hechos, la demanda de divorcio re- 
fería que la demandante ostenta la nacionalidad alema- 
na, profesa la religión evangélica-luterana y salió de 
España el 6 de agosto de 1969; que el demandado no 
pertenece a ninguna comunidad religiosa, ha cometido 
graves delitos conyugales y en 18 de julio de 1969 en- 
tregó a su esposa un escrito en el que manifiestaba su 
conformidad para que iniciara en Alemania los trámites 
precisos para obtener el divorcio de su matrimonio. 

- El Tribunal regional, mediante fallo pronunciado 
el 6 de octubre de 1971, rechazó la demanda de divorcio 
instada por R. A. S., dado que el grave delito conyugal 
alegado no habfa sido probado, pero admitió que era local 
e internacionalmente competente para juzgar el divor- 
cio del matrimonio, puesto que la demandante, domici- 
liada en Hamburgo, habia retenido su nacionalidad ale- 
mana. 
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Con estos antecedentes V. E. llega a la conclusión de 
que debe emitirse informe en el sentido de que no co- 
rresponda aceptar y dar cumplimiento a lo pedido en 
la Comisión rogatoria. La tesis negativa por la que se 
pronuncia es correcta, y está amparada por una muy 
ajustada interpretación jurídica de hechos y normas, 
de las que se extraen los razonamientos, que, ordenados 
y reducidos a sistema, ciframos en los siguientes: 

A) No puede admitirse la declaración formal que 
figura en la comisión rogatoria de que la actora ostente 
la nacionalidad alemana, pues a tenor del articulo 21, 
párrafo l.", del Código Civil, al contraer matrimonio con 
un español adquirió la nacionalidad espaiíola, perdiendo, 
por consiguiente, la alemana; tampoco cabe sostener 
que, de nuevo, haya alquirido la nacionalidad alemana, 
ya que no se cumple el requisito exigido en el articu- 
lo 22, párrafo segundo, inciso Último, del Código Civil, 
de estar separada legalmente de su marido; la separa- 
ción legal, terminología del articulo 22 del Código Ci- 
vil, no puede equipararse a la mera separación de hecho 
o consensual; pero es que, por otra parte, tampoco 
consta que en el supuesto de pérdida de la nacionalidad 
española -tesis que se r e c h a z a  se hubiera inscrito 
dicho acto en el Registro Civil, condición indispensable 
para la producción de los efectos correspondientes (ar- 
tículos 67 de la Ley del Registro Civil y 232 del Regla- 
mento). 

El mismo resultado se obtiene si acudimos al Conve- 
nio de La Haya de 6 de abril de 1930, cuyo articulo 6.O 
trata de los conflictos de nacionalidad; refiriéndose a la 
persona que posea dos nacionalidades y partiendo de 
aquella que se adquiere por el nacimiento, le concede 
al interesado una facultad de opción condicionada al 
cumplimiento de los requisitos exigidos por la legisla- 
ción del Estado, cuya nacionalidad se prentende renun- 



ciar, esto es, que la renuncia para que esa eficaz se su- 
bordina a la autorización del Estado, pero ésta es obli- 
gatoria cuando el interesado haya establecido su resi- 
dencia habitual en el extranjero, circunstancia que con- 
curre en la demandante, que ostenta así la nacionalidad 
española por su matrimonio con un súbdito español (ar- 
tículos 21, párrafo l.", y 22, párrafo 2.O, del Código Ci- 
vil) y por haber establecido el domicilio conyugal en 
Barcelona (artkculos 40, 56 y 58 del Código Civil y ar- 
ticulo 64, párrafo 1.O, de la Ley de Enjuiciamiento Civil), 
pues son principios naturales u ordinarios del Derecho 
internacional privado, que nadie debe tener más de una 
patria y que el matrimonio es causa de adquisición de- 
rivativa de la nacionalidad dejando a salvo la incidencia 

. circun 
que puedan tener los Convenios internacionales sobre 
reconocimiento, en s singulares, de la do- 
ble nacionalidad. 

B )  Si la prueba del matrimonio lleva consigo la 
opción que justificará la nacionalidad española de la 
esposa demandante, sostener que la relación jurídica 
total (en los órdenes procesal y sustantivo) ha  de estar 
regida por los principios correspondientes a la naciona- 
lidad alemana, sería admitir un fraudem legis, pues con 
ello se procuraría una conexión fraudulenta, con base 
en la nacionalidad ab origim y en una residencia extra- 
conyugal, para conseguir el divorcio vincular en el ex- 
tranjero al amparo de una legislación que le da acogida 
y en virtud de múltiples causas. El fraude a la ley es 
patente si se piensa que a la demandante le alcanzan 
los artículos 9 . O  y 11 del Código Civil, que en nuestro 
ordenamiento no puede obtenerse válidamente la diso- 
lución del vinculo matrimonial (artículos 52 y 1M del 
Código Civil) y que en la esfera de la simple separación, 
compatible con la persistencia del vínculo, tampoco la 
genérica causa alegada en la demanda haliaría exacto 
encaje en los preceptos taxativos y estrictos del Código 
Civil (artículo 105); y ello aparte de que las normas que 



declaran la indisolubilidad del vínculo han de reputarse 
como de orden público en España, habiendo resuelto al 
efecto el Tribunal Supremo (Sentencias de 12-V-1944, 
21-XII-1963 y 5-iV-1966), que es inconciliable la disolu- 
ción del matrimonio con los principios morales y jurí- 
dicos que informan el orden público del Estado español, 
y ante el conflicto o colisión entre la ley extranjera apli- 
cable y el orden público nacional debe prevalecer siem- 
pre, sin excepción alguna, este Último. 

C) La autorización concedida por el marido a la 
esposa para que inicie, tanto en Barcelona como en Ale- 
mania, los trámites para conseguir el "divorcio total", 
aparte que teóricamente es innecesaria (artículo 60, pá- 
rrafo 2.O, del Código Civil), debe calificarse como mani- 
festación de voluntad carente de efectos tanto si se 
considera desde el punto de vista sustantivo como si se 
analiza en un orden procesal-formal. 

a) No es productora de eficacia, porque su conte- 
nido tiene como fin la realización de un acto contra 
L e g a ,  pues ni la nulidad del matrimonio por la pre- 
sunta causa alegada está permitida (artículo 101 del Có- 
digo Civil, y en todo caso la acción habría caducado (ar- 
tículo loa, párrafo último, del Código Civil), ni tiene 
existencia jurídica un divorcio que extinga definitiva- 
mente la comunidad conyugal. 

b) Procesalmente la autorización es inútil, como se 
demuestra a través de una triple perspectiva. 

a )  En ningún caso revestirá el carácter de sumi- 
sión expresa o tácita capaz de integrar el núcleo del 
artículo 56 de la Ley de Enjuiciamiento Civil dada su 
naturaleza unilateral y no vislumbrarse una renuncia 
clara y terminante por parte del demandado de su fuero 
propio ni la designación precisa del Tribunal a quien se 
somete. Por lo demás, la jurisprudencia del Tribunal Su- 
premo (SS. de 20-XI-1894, 4-V-1902, 17-1-1912, 25-1-1958 



y 30-V-1961) rechaza la sumisión en favor de Tribuna- 
les extranjeros, salvo que se haya reconocido tal facul- 
tad en Tratados internacionales, con lo que resulta clara 
en el presente caso la ineficacia del pwtum de fm pro- 
rrogando, aunque se partiera de su validez como acto. 

b') Tampoco es representativa de la estructura de 
un negocio transaccional dada la imposibilidad de que 
el objeto de la transacción lo constituyan el estado civil 
o las cuestiones matrimoniales (artículo 1.814 del Có- 
digo Civil). 

c') Como en este tipo de procesos es parte el Mi- 
nisterio Fiscal (artículo 2.O, núm. 4 del Estatuto) y los 
intereses en litigio exceden de lo puramente particular, 
la mera voluntad de los interesados es incapaz de pro- 
rrogar la jurisdicción a juez distinto designado ex lege 
(Consulta de 15-XI-19101 y Circulares de 10-VI-1912, 
16-XI-1925, 13-V-1936 y 3-XII-1971). 

D) En todo caso el litigio planteado por la deman- 
dante sólo podría ser sustanciado ante los Tribunales 
españoles; de una parte, porque el articulo 63, l.a de la 
Ley de hijuiciamiento Civil establece que en las deman- 
das sobre el estado civil será juez competente el del do- 
micilio del demandado, y de otra, porque, conforme al 
articulo 64, inciso primero, de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil, el domicilio de las mujeres casadas que no estén 
separadas legalmente de sus maridos, será el que éstos 
tengan. 

De otro lado, como nuestros Tribunales son compe- 
tentes para conecer de todos los negocios civiles que se 
susciten entre españoles en virtud de estatuto formal 
(Zex Lmii, si el matrimonio fue contraído en Barcelona, 
en su aspecto de contrato matrimonial estará regido por 
el principio lex lo& celebrando, y como institución o 
status se somete a la ley personal común de las partes, 
que es la española, pues la acción promovida deriv8 del 
contrato matrimonial. 



En definitiva, la actora al demandar a su esposo ante 
los Tribunales alemanes ha ejercitado una acción de la 
que carece y la ha fundado en un derecho cuya titulari- 
dad no ostenta. Si al Ministerio Fiscal corresponde velar 
por la observancia y cumplimiento de las leyes y soste- 
ner y defender la integridad de las atribuciones y com- 
petencia de los Juzgados y Tribunales, en este caso con- 
creto, por no acomodarse el proceso iniciado a los prin- 
cipios de nuestro ordenamiento jurídico, el contenido 
del dictamen, como V. E. indica, expresará que no pro- 
cede dar cumplimiento a la comisión rogatoria. 

Dios guarde a V. E. y a V. 1. muchos años. 
MAdrid, 17 de julio de 1972. 

CONSULTA NU1M. 9/1972 

EXCMO. SR.: 
Consulta V. E. la posición jurídica que deba adoptar- 

se ante el eventual conflicto de leyes determinado por 
la vigencia simultánea del artículo 8.O, l.a, párrafo se- 
gundo, del Código Penal, y el artículo 3 . O  de la Ley de 
Peligrosidad y Rehabilitación Social; tal concurrencia 
legislativa la cree posible, dado que, según la primera 
de esas normas es preceptivo el internamiento en un 
establecimiento adecuado del enajenado que hubiere co- 
metido un hecho delictivo, y a tenor de la Ley de Peli- 
grosidad pueden someterse a la medida de seguridad 
de internamiento en establecimiento de preservación los 
enfermos mentales que representen un riesgo para la 
comunidad; en cuanto este Último precepto cubre un 
campo más amplio que el del Código Penal, entiende 
que tienen un espacio de coincidencia, pues la existencia 
del enajenado-criminal supone un riesgo para la co- 
munidad y que sus guardadores ni ejercen sobre 81 la 



debida vigilancia ni le somenten al tratamiento necesa- 
rio. Ante la presencia de disposiciones con igual rango 
que prevén un mismo hecho, concluye que el artícu- 
lo 3.O de la Ley de Peligrosidad, que es especial y pos- 
terior, debe dejar sin contenido al párrafo segundo, 
circunstancia 1." del artículo 8.O del Código Penal, que 
es ley general y anterior. 

Cuando las normas jurídicas pierden definivamente 
su fuerza obligatoria por causas externas surge el con- 
cepto técnico de derogación, al que, entre otros requisi- 
tos, es indispensable la voluntas abrogandi. 

La Ley de Peligrosidad no contiene ni una cláusula 
derogatoria general del artículo 8.O,  l.", párrafo segundo, 
ni siquiera declara que se extiende a las disposiciones 
que se opongan a ella, formas ambas hábiles para origi- 
nar la derogación expresa. La derogación tácita (deno- 
minada abrogación en el antiguo Derecho) se infiere 
tanto si las disposiciones de la Ley nueva son incompa- 
tibles con la anterior como si en la nueva norma se pro- 
duce un disciplinamiento similar, pero más completo; 
luego la eficacia de la derogación implícita estará supe- 
ditada, de una parte, a la incompatibilidad o contradic- 
ción entre los fines de los preceptos y, de otra, a la uni- 
formidad de las materias reguladas. Si es cierto que la 
Ley de Peligrosidad y el Código Penal se hallan en la 
doble relación de ley especial-ley general y de ley pos- 
terior-ley anterior y que las normas sometidas a inter- 
pretación (art. 3 . O  de la Ley de Peligrosidad y art. 8.O,  laa, 
párrafo segundo del Código Penal) conllevan típicas me- 
didas de seguridad no lo es menos que es imposible dedu- 
cir una voluntas abrogandi cuando las situaciones jurí- 
dicas contempladas presentan un radio diverso y una 
firialidad distinta. Que no nos hallamos ante un supuesto 



de derogación implícita o tácita se demuestra con las 
diferencias que median entre la declaración de peligro- 
sidad por enfermedad mental (art. 3." de la Ley de Peli- 
grosidad) y la declaración de irresponsabilidad penal del 
enajenado (art. 8 . O ,  l.", párrafo segundo del Código 
Penal). 

- Para los enfermos mentales, tanto la ley como el 
Código, disponen medidas de seguridad; unas se basan 
en el riesgo y otras en una conducta que, en cuanto 
delictiva, ha rebasado la esfera del mero peligro; se des- 
envuelven, pues, en campos no comunes; la medida que 
prevé el artículo 8 . O ,  l.", es posdeiictual y por ello susti- 
tutiva de la pena; el artículo 3 . O  de la Ley de Peligro- 
sidad, por dar acogida a una medida ante delictum, es 
absolutamente inconciliable con la idea de represión y 
sólo es imaginada para los sujetos cuya potencial peli- 
grosidad no ha plasmado aún en una conducta típica- 
mente delictiva. 

- La medida de seguridad posdelictual (art. 8.O, l.", 
del Código Penal) no tiene necesariamente su origen en 
un estado de abandono o en una falta de tratamiento 
del sujeto declarado inimputable, en tanto que es requi- 
sito básico de la medida de seguridad predelictual un 
enfermo mental abandonado o carente de un trata- 
miento adecuado. 

- Dado el fin que persigue la medida regulada en 
el Código Penal debe asignársela una naturaleza cura- 
tiva: si ha remitido la enfermedad mental apreciada en 
el auto de sobreseimiento o en la sentencia se producirá 
necesariamente la extinción total de la medida de segu- 
ridad, con independencia de que subsista un presunto 
estado de peligrosidad. En la Ley de Peligrosidad, una vez 
cancelada la medida de internamiento, debe cumplirse 
la medida de sumisión a la vigilancia de los delegados 
(art. 6.O, 12.*, b) por tiempo de uno a cinco años, pudiendo 
reemplazarse por la caución de conducta (art. se0, 14.a, 



de la Ley y art. 62 del Reglamento), y, además, es al 
menos discutible que la finalidad de la medida prede- 
lictual sea la curación y no la desaparición de la peligro- 
sidad, con lo que es imaginable la cesación del estado peli- 
groso aunque clínicamente el sujeto a expediente no 
está curado; de ahí el que se admita que la medida de 
seguridad, que consiste en el "internamiento en un esta- 
blecimiento de preservaciOn hasta su curación o hasta 
que, en su defecto, cese el estado de peligrosidad social" 
(art. 5.", 3.a) resulte aplicable a los enfermos mentales 
por el tiempo que sea necesario (art. 6.", 12.", a); la tesis 
de que la curación no es imperativamente exigible para 
extinguir el estado peligroso debe acogerse por no ser 
el dato objetivo de la enfermedad mental el fundamento 
de la declaración de peligrosidad, sino el peligro que 
representa para la comunidad el enfermo abandonado, 
que en cuanto no sea peligroso quedará sujeto a las nor- 
mas hospitalarias comunes. 

En consecuencia, aun cuando el parecer de V. E. en 
el plano de lege ferenda se acomoda a la lógica estricta, 
porque, en efecto, el enfermo mental delincuente ha dado 
muestras de que su peligrosidad es real y no presunta, 
desde el punto de vista de la legalidad siguen estando 
sometidos a esferas jurídicas y tratamientos distintos el 
enajenado declarado inimputable y el enfermo mental 
declarado simplemente peligroso. 

Dios guarde a V. E. y a V. 1. muchos años. 
Madrid, 19 de julio de 1972. 

COK 

LTMO. E 
Consulta v.  L. si en nuestro ordenamiento penal caben 

sanciones por razón de delito inferiores a 5.000 pesetas 
de multa. Llega a la conclusión de que no es posible una 
multa en cuantía inferior a dicha suma cualesquiera que 



sean el grado de ejecución, las personas responsables de 
las infracciones penales y las circunstancias de atenua- 
ción que concurran porque constituiría un contrasentido 
sancionar un delito con pena leve cuando es precisa- 
mente delito por ser sancionado con pena grave y no 
puede transformarse en falta el mismo hecho, que, de 
suyo, por su esencia y naturaleza, siempre y para todos 
los partícipes es delito. Para fundamentar esta tesis halla 
un triple argumento: que cuantitativamente el módulo 
legal valorado en el artículo 6.O del Código Penal para 
definir los delitos es el de que se hallen castigados con 
penas graves' que el artículo 28 considera la multa pena 
grave cuando exceda de 5.000 pesetas y que el artículo 74 
determina que la multa en cuantía de 5.000 a 50.0'00 
pesetas es la última pena de todas las escalas graduales 
previstas para castigar los delitos. 

La solución a que se llega en la consulta, si bien pue- 
de aceptarse para la aplicación de la pena de multa en 
determinados casos, no constituye el régimen jurídico 
general establecido en el Código Penal para regular la 
imposición de tal clase de pena, ordenada diversamente 
en el Libro 11, en función de la variedad delictiva y de 
otras circunstancias específicas. 

Tradicionalmente, en nuestra legislación penal codi- 
ficada la pena de multa figura entre las penas comunes 
a las graves y leves, según fuere su cuantía. Al concretar 
sus límites cuantitativos el Código Penal de 1870, en 
cuanto pena principal, la reputaba aflictiva si excedía 
de 2.500 pesetas, correccional si no excedía de esta can- 
tidad y no bajaba de 125 pesetas y leve si no liegare a 
125 pesetas, norma que hallaba su Única excepción en 
el delito de daños del articulo 579, que establecía como 
limite de la multa 75 pesetas. 

El Código Penal de 1932 sustituye la división tripar- 
tita de la infracción penal de delitos graves, menos gra- 
ves y faltas por la de delitos y faltas y en el artículo 28 
fija los límites de la multa, prescribiendo que cuando se 



impusiere como pena principal se reputará grave si exce- 
diere de 250 pesetas y leve cuando no llegare a dicha 
suma. 

Pero el Código Penal de 1944 modifica el texto del 
artículo 28 del Código Penal de 1932, estableciendo, tam- 
bién en el artículo 28, que la multa si se impusiere como 
pena principal Única se reputara grave cuando fuere de 
mil o más pesetas y leve cuando no llegare a dicha suma. 
Este criterio legislativo del Código Penal de 1944 se man- 
tiene en el Código Penal vigente, texto revisado de 1963 
(art. 28), y en la modificación que de este precepto hizo 
la Ley de 8 de abril de 1967 al disponer que la multa, 
cuando se impusiere como pena principal única, se repu- 
tará grave cuando fuere de 5.000 pesetas o más y leve 
cuando no llegare a esta suma. 

Como puede observarse, salvo en su cuantía, fluc- 
tuante según las épocas y acorde con el valor adquisitivo 
de la moneda, los límites mínimos de la multa capaces 
de atribuirle la naturaleza de pena aflictiva, correc~ional 
o leve en  el Código Penal de 1870 y de grave o leve en el 
Código Penal de 1932 estaban condicionados tan sólo a 
que se impusiera como pena principal; en cambio, en los 
Códigos Penales de 1944 y 1963 los límites de su grave- 
dad o levedad tienen vigencia únicamente cuando se 
impusiere c m o  pena principal única; luego no debe 
existir sometimiento al tope mínimo de 5.000 pesetas 
cuando esté prevista como pena principal-conjunta o en 
concurrencia con otras penas de distinta naturaleza, 
supuestos éstos en que habrá que atenerse a la definición 
legal del hecho punible como delito o falta, sin conside- 
ración de la cuantía mínima de la multa a imponer. 

De este modo las diferencias aparecen claras, pues 
mientras en el sistema anterior la pena de multa no 
podía ser inferior al mínimo legal, ya figurara como pena 
única o conjunta con otras, a partir del Código de 1944 
sólo resulta impeditivo imponerla por debajo de las 5.000 



pesetas cuando la multa sea la única pena asignada al 
delito de que se trate. 

Por consiguiente, en los casos en que la pena de multa 
no esté prevista como principal única, sino como princi- 
pal conjunta con penas privativas o restrictivas de liber- 
tad o de derechos, no quiebra la característica del delito, 
recogida en el artículo 6.O del Código Penal, por el hecho 
de que la multa a imponer en una determinada con- 
ducta punible por el juego de las circunstancias, de la 
participación o del desarrollo de la infracción criminal 
resulte de cuantía inferior a 5.000 pesetas, y eilo porque 
siempre acompañará al delito la pena grave conjunta de 
la multa. 

No representa un obstáculo esencial a lo que aquí se 
sostiene el artículo 74, que considera la multa de 5.000 
a 50.000 pesetas como la última de todas las escalas gra- 
duales, esto es, la pena inferior en grado al arresto, la 
caución y suspensión. Si se aplica el articulo 74 como 
consecuencia de rebajar una pena Única de arresto o de 
suspensión, como la multa es pena sustitutiva, el límite 
de las 5.080 pesetas supone una barrera infranqueable, 
lo mismo que cuando el delito esté Únicamente sancio- 
nado con pena de multa. Tal ocurre en el supuesto del 
artículo 565, párrafo 4.O, del Código Penal; por consi- 
guiente, los delitos tipos que tengan asignada pena de 
arresto cometidos por imprudencia se castigarán con 
multa de 5.000 a 50000 pesetas, que es la inmediata infe- 
rior. En esta dirección la jurisprudencia del Tribunal 
Supremo ha declarado que en la imprudencia la pena 
inferior a la que corresponde no es la del delito doloso, 
síno la marcada en el artículo 73 y, en el caso de impru- 
dencia antirreglamentaria, la reducción debe partir de 
la pena de arresto mayor, que, según la escala 2.a del 
artículo 73, la inferior es la multa, del artículo 74 (sen- 
tencias de 17 de enero de 1962, 2 de abril de 1962 y otras 
muchas posteriores). 

Y es que la pena de multa referida en el articulo 74 



tiene carácter autónomo respecto de las penas pecunia- 
rias que acompañan a algunos delitos, no pudiendo de- 
gradarse en su cuantía mínima cualesquiera sean las 
circunstancias que concurran; no rigen, en consecuen- 
cia, para ella las reglas del artículo 76, relativas a la for- 
mación de los grados superior e inferior de la pena de 
multa, norma que sólo resulta aplicable cuando la pena 
pecuniaria es la determinada para un delito dado. En 
la graduación de la multa como ultima pena de las esca- 
las graduales solamente entrará en juego el artículo 63 
del Código Penal. 

En realidad, y apreciada en su conjunto, la jurispru- 
dencia del Tribunal Supremo no se aparta de la inter- 
pretación dada aquí a los artículos 28 y 74. 

Quedó apuntado que en los Códigos de 1870 y 1932 
la multa cuando se impusiere como pena principal, ya 
fuera en concepto de única o de múltiple, no podía ser 
inferior al mínimo previsto. Acomodándose al texto nor- 
mativo el Tribunal Supremo declaró que sean cuales- 
quiera las circunstancias de atenuación que concurran 
en el hecho y el grado de desarro110 de la infracción en 
ningún caso puede imponerse al culpable de un delito 
pena de multa inferior al mínimo fijado en la Ley (en- 
tencias de 1 de junio de 1878, 16 de enero de 1879, 5 de 
noviembre de 1881, 8 de mayo de 1895, 27 de mayo de 
1905, 8 de diciembre de 1911, 22 de junio de 1935, etc.). 

A partir del Código de 1944, como la inmodificabili- 
dad del límite inferior no es absoluta, sino que está subor- 
dinada a que la pena venga configurada en los tipos 
legales como principal Qnica, es explicable que la mejor 
doctrina jurisprudencia1 haya distinguido claramente dos 
supuestos distintos con soluciones diversas. En efecto, 
si la pena de multa va adherida a la figura de delito 
como pena principal conjunta no existe obstáculo alguno 
para que esté por debajo del mínimo querido por la Ley 
para la multa pena principal Única. Así la sentencia de 
5 de junio de 1959, ante un delito sancionado con pena 



privativa de libertad y multa en cuantía fija cometido 
por imprudencia, observó que "el límite de 1.000 pesetas 
a que se refiere el artículo 28 del Código Penal se circuns- 
cribe a los casos en que la pena pecuniaria se impone 
como principal y única, pero no en los que figura como 
pena conjunta, como lo es en el delito de lesiones, del 
párrafo 4.O del articulo 420 del Código Penal, ni en los 
de ser de cuantía proporcional, por lo cual debe redu- 
cirse la segunda multa, en sustitución a la fijada para 
el delito doloso, en cuantía inferior a 1.000 pesetas". En 
el mismo sentido y ante un supuesto idéntico la senten- 
cia de 20 de enero de 1959; la de 14 de noviembre de 1958, 
valorando un delito castigado con pena privativa de liber- 
tad y multa conjunta en cuantía proporcional, aceptó 
que la pena pecuniaria sea inferior al limite del artícu- 
lo 28, "puesto que de aplicarse la regla general de que la 
multa por razón de delito no puede ser inferior a 1.000 
pesetas se vulneraría la regla específica, que de manera 
taxativa señala la mensura de la multa de un múltiplo 
de cierto valor". 

La jurisprudencia es reiterada en rechazar una multa 
inferior a 5.000 pesetas en los casos de pena principal 
única. 

De cuanto se ha expuesto pueden extraerse las si- 
guientes conclusiones : 

1." La multa de cuantía fija - e n t r e  un máximo y 
un mínimo- considerada como pena principal única no 
puede bajar en ningún caso de 5.0UO pesetas. Tal carác- 
ter presenta en los tipos delictivos recogidos en los si- 
guientes artículos del Código Penal: 192, párrafo 1.O; 
266; 279 bis, párrafo 1.O; 310; 320, párrafo Iíltimo; 323; 
324; 327, párrafo 2."; 332; 338 bis; 340 bis b); 340 bis c); 
345; 373, párrafo 2.O; 489, párrafo 1.O; 489 bis; 516 bis; 
517, párrafo 2."; 537; 546 bis e); 563 bis b) y 372. 

2.* La multa de cuantía fija , configurada como prin- 
cipal conjunta por ir acompañada de otra pena, puede 



bajar del mínimo legalmente previsto en el artícu- 
lo 28, 1.O He aquí los supuestos de concurrencia de la 
multa en cuantía fija con penas de otra naturaleza que 
permiten un quantum inferior a 5.000 pesetas. 

a) Multa y penas privativas de libertad.-A esta 
hipótesis se refieren los delitos comprendidos en los ar- 
tículos 164 bis a),  164 bis b), 165 bis b), 167, 177, 205, 
208, 210, 223, 232, 237, 238, 239, 240, 244, 246, 247, 251, 
275, 277, 278, 279 bis, párrafo 2.O; 281, 282, 291, 292, 293, 
295, 296, 300, 301, párrafo 1.O; 302, 303, 309, 311, 317, 
321, párrafo 2.O; 322, 325, 326, 327, 329, 338, 338 bis, 339, 
340, 341, 342, 343, 343 bis, 344, 346, 347, 348, 349, 420, 
núms. 2.O y 4.O; 422, párrafo 2.O; 441, 454, 455, 459, 468, 
470, 480, 481, 482, 486, 487, 488, 489, 490, 492 bis, 493, 
496, 497, 498, 499, 499 bis, 534, 537, 540, 541, 542, 543, 
544, 546 bis a), 546 bis c), 560 y 561. 

b) Multa, penas privativas de Zz'bertax? y penas pri- 
vativas de ílerechos.-A este supuesto responden los 
siguientes artículos del Código Penal: 132, 148 bis, 174, 
1.O; 212, 251, párrafo Último; 253, 316, 330, 344 bis, 351, 
364, 365, 366, 368, 403 en relación con los artículos 531 
y 532, 415, 416, 431, 445, párrafo 2."; 452 bis a), b) y d )  
y 469. 

c) Multa y penas privativas üe cierechos.-Son los 
casos comprendidos en los artículos 184, 185,188, párrafo 
último; 191, 192, párrafo 2.O; 195, 196, 197, 198, 200, 201, 
202, 204, 312, 340 bis a)  (l), 360, 361, 367, párrafo 1.O; 
369, 371, 373, párrafo 1.O; 374, 376, 377, 380, 382, 390, 
404 y 478. 

d) Multa y penas restrictivas de Zz%ertaü.-los tipos 
penales que las prevén se definen en los artículos 189, 

(1) Se incluye aquí este antícu!io porque tras k rnodificacióni ope- 
nada por Ley de 8-iV-1967 m la, n ~ W e z s  de la Dena de ionvaw6n del 
permiso de conduccibn, ésta time siempre el can&& de &a, principal. 
Cfr. sobre ello la1 Cirnilar de esta Fisdíe núm. 4 del 1971 (Memoria 
de 1972, página 389). 



190, 252, párrafo 2.O; 422, párrafo l.O, y 459, párrafo 2.O 

e) Multa, pena privativa de libertad y p a a  restric- 
tiva de libertad.-Esta modalidad está admitida en el 
artículo 495. 

3.' La multa en cuantía proporcional cuando sea 
la única pena asignada al delito no puede ser inferior 
al mínimo fijado ex lege de 5.000 pesetas. Esta idea se 
manifiesta de modo expreso en los artículos 319, 337, 
392, 395, 402, párrafo 1.O; 517, párrafo 1.O; 518, 533 pá- 
rrafo 1.O; 539, 546 y 563, pues en todos se agrega el giro 
de "sin que pueda bajar de 5.000. pesetas", o bien "sin 
que en ningún caso pueda bajar de 5.000 pesetas". ImplG 
citamente se acepta en los artículos 294 y 301, párrafo 2.O 

4.a La multa en cuantía proporcional, si acompaña 
al delito con otras penas, puede bajar de 5.000 pesetas, 
siempre que la norma no disponga lo contrario. 

La concurrencia de este tipo de multa con las demás 
penas ofrece estas particularidades: 

a) Multa proporcional y penas privativas de libertad. 
De los artículos 290, 297, 298 y 391 en relación con el 386 
se desprende que puede ser inferior a 5.000 pesetas. 

Por el contrario, rige la norma general impeditiva de 
desbordar el mínimo en los artículos 531, 532, 533, 536, 
538 en relación con el 536 y 562. 

b) Multa propmcionul, penas privativas de libertad 
y penas p?udivas  de derechos.-Una multa que no ile- 
gue a las 5.000 pesetas es posible en los artículos 385, 
386, 387 y 388 relacionados con el 389, pero en los artícu- 
los 531, 532 y 533 en relación con el 403 halla el tope de 
no poder bajar de 5:000 pesetas. 

c) Multa proporcional y p m  privativas de dere 
chos.-Según el tenor de los artículos 398, párrafo 1.O, y 
401 es imaginable una multa por debajo de las 5.000 pese- 
tas. Sin embargo, ello no es pcxsible en los artículos 180, 



181, 397, 398, párrafos 2." y 3.O, y 402, párrafo 2.O, ya que 
en todos se contiene la frase de "sin que pueda bajar de 
5.000 pesetas". 

d )  Multa en cuantía jija, multa 078 cuantia propor- 
cional, penas privativm cEe libertaid y privativas de dere- 
chos.-Por aplicación del articulo 331 es viable la multa 
inferior a 5.000 pesetas. 

Todo lo anteriormente expuesto, reducido a síntesis, 
significa : 

- Para I& multa en cuantía fija.-Cuando se trate 
de calificar alguno de los delitos comprendidos en los ar- 
tículos citados en la conclusión l.a, a los que va unido 
como ~ i c a  pena la multa, ésta no podrá bajar en ningún 
caso de 5.000 pesetas. 

El tope mínimo es modificable en todos los supuestos 
comprendidos en la conclusión 2.a 

- Para la multa en cuantía prrrqpordma1.-Prevista 
como pena única, media imposibilidad absoluta de que 
descienda más allá del mínimo legal (conclusión 3.3. 

Si la multa proporcional tiene el carácter de pena 
conjunta con penas privativas de libertad, de derechos o 
pecuniarias, siempre que la Ley no lo prohiba expresa- 
mente, puede ser inferior a 5.0001 pesetas (conclusión 4."). 

- El mínimo previsto para la multa en el artículo 74 
no es modificable en ningún caso por ser una consecuen- 
cia del carácter de pena inferior en grado al arresto, la 
suspensión o la caución. 

A las anteriores consideraciones deberá atenerse cuan- 
do en sus escritos de calificación imputen delitos a los 
que esté asignada como sanción Única o conjunta la pena 
de multa. 

Dios guarde a V. E. y a V. 1. muchos afíos. 
Madrici, 9 de noviembre de 1972. 



CONSULTA Nunil. 11/1972 

ILTMO. SR.: 
Resalta V. 1. en su consulta la frecuencia con que en 

los procedimientos criminales se persona el Instituto Na- 
cional de Previsión con el fin de que se le reintegren los 
gastos sanitarios devengados con motivo de la asistencia 
a las víctimas de accidentes de circulación internadas 
en Centros de la Seguridad Social. Y como el In'stituto 
Nacional de Previsión, lo mismo que las Mutualidades 
Laborales y, en su caso, las Mutuas Patronales empre- 
rias, tienen derecho a reclamar el coste de las prestacio- 
nes sanitarias, para lo cual se les confiere la facultad de 
personarse como terceros perjudicados en el proceso penal 
seguido (art. 97, 3, del Decreto 907/1966, de 21 de abril, 
aprobando el texto articulado de la Ley de Bases de la 
Seguridad Social, de 28 de diciembre de 1963), se some- 
ten a consideración estos temas: 

- Si una vez justificada la realidad de las prestacio- 
nes en favor de un accidentado debe el Ministerio Fiscal 
interesar del'Instructor que investigue su posible condi- 
ción de afecto al Seguro Social Obligatorio y, en caso 
afirmativo, que se requiera al ente social para que remita 
relación y cuantía de las prestaciones. 

- Si las entidades gestoras, Mutua patronal o labo- 
ral o Instituto Nacional de Previsión, pueden remitir 
directamente al Juzgado liquidación de prestaciones sin 
requerimiento judicial previo y sin haberse personado en 
las actuaciones. 

- Si el Ministerio Fiscal, llegado el trámite de cali- 
ficación o, en su caso, de modificación de conclusiones, 
está obligado a interesar indemnización en favor de las 
entidades referidas. 



La disposición citada en la consulta (art. 97.3 del De- 
creto 21 de abril de 1966) constituye en nuestro orde- 
namiento una excepción a la regla jurídica de que las 
obligaciones nacidas de los contratos no pueden exigirse 
en la esfera estrictamente penal, principio consagrado 
por la jurisprudencia del Tribunal Supremo en numero- 
sas resoluciones expresivas de que la responsabilidad civil 
exigible conforme al artículo 104 del Código Penal ha de 
tener su origen en un delito, mas no ex contractu o im- 
puesta por otros ordenamientos jurídicos. Sin embargo, 
al ser admitida por la Ley de modo especifico, el titular 
de la acción de resarcimiento, cuyo contenido sea el coste 
de las prestaciones sanitarias, queda facultado para repe- 
tir contra el tercero responsable del delito o contra los 
subrogados legal o contractualmente en sus obligaciones, 
con lo que su situación jurídico-procesal y las cons, ~cuen- 
cias proyectadas en el plano de la Ley de Ehjuiciamiento 
Criminal son idénticas a cualquiera otro tercero perju- 
dicado. 

Si en un orden formal el titular de la acción que con- 
cede el artículo 97.3, en nada se diferencia del tercero 
perjudicado común, cualitativamente su posición jurídi- 
ca halla límites por que la acción se contrae a exigir el 
coste de las prestaciones sanitarias devengadas en los 
Centros de la Seguridad Social; y para que sea viable 
precisa además que concurran los siguientes requisitos 
previstos en la Ley de Seguridad Social. 

- Que la prestación sanitaria haya tenido como ori- 
gen un supuesto de hecho que implique responsabilidad 
criminal. 

- Que el hecho deiictivo incida en la actividad la- 
boral de la víctima o lo que es lo mismo, que el daño 
corporal sufrido acaeciere con ocasión o como consecuen- 
cia del trabajo. 

- Que se trate de persona amparada por el Seguro 
Obligatorio de la Seguridad Social. 



Faltando estos presupuestos, la entidad que preste 
en sus Centros la asistencia sanitaria carece de legitima- 
ción para actuar en el proceso penal como tercero perju- 
dicado por el delito, según se desprende del artículo 97.3 
del Decreto de 21 de abril de 1966 (Véase la Consuta 
de esta Fiscalía resuelta el 26 de junio de 1967, Memoria 
1968 página 374, sobre asistencia facultativa en acciden- 
tes de circulación prestada en Centros de la Seguridad 
Social). 

Las indemnizaciones por asistencia sanitaria en favor 
de los afiliados al Seguro Obligatorio de la Seguridad 
Social, presentan carácter especial cuando las lesiones 
sufridas por el beneficiario con motivo u ocasión del tra- 
bajo se deban a infracciones penales de circulación co- 
metidas con vehículos de motor, pues en estos casos la 
asistencia sanitaria a las víctimas está. amparada por 
el seguro obligatorio de responsabilidad civil derivado 
del uso y circulación de vehículos de motor (art. 23.1. 
a) del Reglamento del seguro obligatorio de responsa- 
bilidad civil aprobado por Decreto 3787/1964 de 19 de 
noviembre). En efecto, el certificado del seguro obliga- 
torio cubre la reparación de los daños corporales produ- 
cidos que se extiende a la total asistencia médica y hos- 
pitalaria si ésta se produce en alguno de los Centros 
Sanitarios aprobados por el Fondo Nacional de Garantía, 
o hasta un máximo de treinta mil pesetas si no se uti- 
lizan dichos Centros; por lo demás, estas prestaciones 
son compatibles con las indemnizaciones a que tienen 
derecho el accidentado o sus causahabientes cubiertas 
por el Seguro, ya deriven de incapacidad, invalidez o 
muerte. 'En cumplimiento de esta norma reglamentaria 
el Fondo Nacional de Garantía dictó en 21 de enero de 
1966 resolución en la que se relacionan los Ceiitros Sani- 
tarios reconocidos en cada provincia para la total asis- 



tencia médica y hospitalaria a las víctimas de la circu- 
lación 

Precisamente la existencia de Centros Sanitarios es- 
parcidos por todo el territorio nacional y atendidos econó- 
micamente por el Fondo Nacional de- Garantía, debe 
limitar mucho las reclamaciones referidas en el artículo 
97.3, aun en el caso de que la víctima de los accidentes 
de circulación esté amparada por los seguros sociales. 
Para los supuestos en que la víctima haya optado por la 
indemnización en metálico deberá tenerse en cuenta la 
cuantía de los gastos producidos para pedir en su caso 
el afianzamiento y llegado el momento de las conclusiones 
poder solicitar su importe en concepto de indemnización. 

De cuanto antecede se desprende que la solución más 
ajustada para los temas concretos a que se reduce la con- 
sulta se halla en función tanto de la naturaleza que en 
el proceso penal ostentan las entidades citadas, como del 
contenido y de los requisitos necesarios para la efecti- 
vidad de las prestaciones sanitarias. 

En consecuencia: 

- Es indispensable que en el procedimiento penal 
de que se trate quede suficientemente acreditado que la 
víctima del accidente está amparada por el Seguro Social 
obligatorio; justificando este extremo, también se pre- 
senta como esencial la determinación de la cuantía de 
las prestaciones satisfeohas, por lo que, efectivamente, 
deberá requerirse a los titulares de la acción de repetición 
para que remitan documentación con las liquidaciones 
oportunas, hállense o no personado en las actuaciones 
judiciales. 

- Dado que el articulo 97.3, lo que otorga a las en- 
tidades gestoras, Mutua patronal o laboral e instituto 
Nacional de Previsión, es una simple facultad, ton lo que 
pueden o no intervenir directamente en la causa como 
terceros perjudicados, es claro que en el supuesto de que 



no ejerciten su derecho no renunciado, debe el Minis- 
terio Fiscal en el escrito de calificación, pedir indemniza- 
ción en favor de aquellas entidades. 

Dios guarde a V. E. y a V. 1. muchos años. 
Madrid, 30 de noviembre de 1972. 



ESTADlSTlC A 



Estado A 1 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Diligencias previas del Articulo 789 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal . 

A U D I E N C I A S  

Nav@ ........................ 
Aibacete ..................... 

Pendlanlss 
en 

enero ,m 

243 

268 

Iniciadas del 
1.0 enero 

31 dlclembre 
1972 

1.957 

1.626 

Mioante .................... 
Almería .................... ! 
Astunas ..................... 
AviL ........................ 
Bndgm ..................... 
Bd- ..................... 
Barcalona ..................... 
Burgm ........................ 
Cáceres ..................... 
Cádu ........................ 
Cautellón ..................... 
Ciudad Red .................. 
Córdoba ..................... 
Coniiia! (La3 .................. 
Cuenca ..................... 
Geron~a ..................... 
Gi.ma& ..................... 
a ................. 
Guipúzcoa ..................... 
Huelvs! ........................ 
Huesa+ ........................ 

Jaén ........................... 
.................. Las Mmas 

León ........................ 
Lérida ........................ 
Lopnío ..................... 
Lugo ........................ 
Madmd ........................ 
M&@ ........................ 
Murcia ........................ 
Navma ..................... 
Orense ........................ 
Pdencka ..................... 
Pontevedra ..................... 
S8l:mmioa ..................... 
Samb Cruz de Tenwife ......... 

..................... h t m d e r  

Segovia ........................ 
Sevi& ........................ 
So& ........................ 
Tanvagoma ..................... 
Tmel ........................ 
Toledo ........................ 
Vdentia ..................... 
Vall~adolid ..................... 
V i m y a  ..................... 
Zarmanac ........................ 
Zm~gaa ..................... 
Tmbu, nld de Oiuien Público ...... 

TOTAL .................. 

1.602 

3n 
972 

147 

41 1 

665 

11.178 

712 

250 

2.999 

248 

286 

1 O0 

953 

216 

1.631 

396 

185 

674 

243 

196 

446 

744 

399 

350 

218 

255 

4.295 

688 

1.1 94 

404 

158 

158 

500 

82 

422 

59 1 

111 

1.788 

168 

525 

119 

312 

LO74 

479 

1.238 

86 

533 

42.209 

Total 
de las 

dos casillas 
antariores 

2.180 

1.894 

3.379 

9.512 

8.927 

979 

2.912 

5.873 

55.328 

3.842 

1.789 

7.778 

2.518 

2.548 

4.923 

7.233 

789 

5.747 

6.404 

695 

5.348 

3.020 

1.336 

3.169 

5.667 

3.864 

2.647 

1.561 

2.876 

44.056 

12.670 

5.556 

4.05 1 

3.333 

1.448 

5.085 

1.921 

4.633 

3.680 

895 

18.801 

782 

5.215 

893 

2.073 

18.114 

4.187 

110.129 

1.376 

6.194 

98 

1 320.437 

11.114 

3.696 

9.899 

1.126 

3.323 

6.538 

66.506 

4.554 

2.039 

110.777 

2'.766 

2.834 

5.023 

8.186 

1 .M)S 

7.378 

6.800 

8 %O 

6.022 

3.263 

1.532 

3.615 

6.41.1 

4.263 

2.997 

1.779 

3.131 

48.351 

13.358 

6.75'0 

4.455 

3.49 1 

1.606 

5.585 

2.003 

6.055 

4.27 1 

1..006 

20.589 

950 

5.740 

1.012 

2.385 

19.188 

4.666 

11.367 

1.462 

6.727 

98 

1 362.646 

1.721 

378 

1.024 

127 

372 

589 

12.737 

484 

148 

3.501 

512 

276 

274 

1.098 

216 

2:002 

534 

189 

776 

260 

232 

731 

517 

397 

564 

182 

316 

6.567 

831 

1.116 

457 

238 

127 

604 

77 

423 

651 

165 

2.977 

202 

724 

193 

373 

2.187 

507 

1.112 

132 

858 

- - - . 

51.256 

3 02 

1'.005 

3.659 

370 

823 

1.517 

8.1 13 

1.210 

668 

1.738 

705 

888 

1.585 

2.214 

242 

316 

1.296 

122 

880 

656 

323 

930 

1.522 

1.178 

476 

287 

793 

4.594 

2.693 

1.574 

900 

702 

258 

1.585 

682 

1.775 

6403 

300 

4.414 

282 

630 

425 

442 

2.978 

1 . 075 

1.458 

545 

5'1 7 

3 0 - 1 62.923 

. 

Pendientes 
en 

1.- enero 1973 

344 

238 

Archivo por 
no ser delim 

(2 . 7$. .] 

208 

43 5 

5 .. 6 12 

548 

1.558 

160 

702 

1.782 

27.081 

916 

300 

2.354 

298 

353 

1.131 

1.332 

85 

3.150 

1.985 

230 

2.119 

882 

164 

629 

2.187 

854 

636 

508 

443 

27.826 

4.922 

1.291 

1.579 

. 821 

3 1'0 

1 ;O39 

462 

1.671 

788 

194 

7.996 

126 

2.3'07 

69 

383 

9.203 

1.765 

5.410 

224 

2.821 

23 

1 130.065 

Po,'o ngl;oer 

; ;  

530 

3806 

1.185 

687 

k.293 

252 

420 

476 

8.221 

1 :O40 

568 

1.376 

314 

569 

856 

1.460 

206 

664 

1.226 

1 44 

640 

3 92 

354 

606 

788 

689 

593 

136 

1.054 

3.212 

1.212 

804 

652 

1.172 

188 

968 

166 

793 

1 . 046 

182 

2.216 

142 

749 

78 

634 

854 

459 

1.513 

21 1 

1.324 

2 

1 45.700 

TERMINADAS 

D=l=adas 
falta 

tmt . 789/2.*1 

619 

295 

21 1 

130 

241 

21 

123 

23 1 

1.742 

169 

115 

375 

83 

193 

295 

432 

35 

245 

570 

12 

160 

98 

33 

177 

126 

215 

1 2'0 

105 

155 

699 

323 

361 

84 

207 

57 

268 

30 

229 

121 

46 

9 1'0 

19 

23 1 

35 

54 

514 

119 

260 

54 

129 

12 

1 1.1.297 

DURANTE 1971. 

lnhlbidas 
conforme al 
a n  . 789/3.* 

35 

68 

510 

60 

256 

39 

217 

72 

2.717 

2105 

57 

483 

44 

84 

272 

392 

35 

159 

129 

35 

349 

3 3IO 

41 

135 

482 

296 

83 

66 

73 

1 .. 584 

883 

236 

229 

111 

54 

88 

152 

397 

2 03 

30 

41 9 

19 

216 

4 

119 

496 

184 

512 

54 

246 

3 1 

14.008 

1. .S73 

868 

1.868 

157 

666 

1 .. 871 

5.895 

530 

183 

950 

810 

47 1 

610 

1.258 

186 

842 

1.060 

148 

1.098 

645 

385. 

407 

789 

634 

525 

495 

297 

3.869 

2.494 

1.368 

554 

240 

612 

1.033 

438 

767 

859 

89 

1.657 

160 

883 

208 

780 

2.956 

557 

1.1102 

242 

832 

-- - 

47.397 

POR 

Convertldas 
en sumario 
(art . 789/4.*1 

52 

68 

Elevadas a 
preparatorias 
(art . 789j5.q 

392 

4.84 



Estado A 2 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 
Diligencias preparatorias. 

A. Trámite. B. Sentencias y recursos. 

P R O V I N C I A S  

........................ Ma.vo 

Albacete ..................... 
ALi'omte ..................... 
Almería! ..................... 
Asturias ..................... 

........................ 
Eadiajoz ..................... 

Burgos ........................ 
cácm2.s ..................... 
Cádiz ........................ 

..................... Castellón 

Ciudad Real .................. 
Córdoba ..................... 
oanins (La) .................. 

..................... Cuenca 

Geronei ..................... 
a ..................... 

.................. Guaddajam 

G u i p ú m  ..................... 
Huwiva ........................ 
HueW.2 ........................ 
JaRn ........................... 
La3 P* .................. 
León ........................ 
Lérida ........................ 
I.Ogroii0 ..................... 
Lugo ........................ 
Mtadrid ........................ 
MPaga ........................ 

........................ Murcia 

..................... Navma 

chwnw ........................ 
Pa'l.mcia ..................... 
Pontevedra ..................... 
Sd unano;r ..................... 
S n b a  Cruz de Tmemife ......... 
~ m W w  ................... 
scgoviat ..................... 
Sevilla ..................... 

..................... Soma 

Taasamna .................. 
..................... Teniel 

Taledo ..................... 
Valencia. .................. 
Vall,addid .................. 

.................. Vizoairai 

ziiimam ..................... 
zmgora .................. 

... Tfihmd de Orden Públia 



Estado A 3 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Sumarios de Urgenicia. 



Estado A 4 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Sumarios ordinarios y los especiates del libro IV de la Ley de Enjuiciamiento Criminal (excepto Titulo I I I )  . 

A . En el Juzgado . 

A U D I E N C I A S  Inhihldos 

3 

1 

10 

4 

9 

15 

1 

1 

2 

7 

2 

1 

6 

1 

2 

2 

1 

2 

1 

1 

3 

1 

12 

7 

8 

5 

4 

1 

2 

2 

9 

11 

5 

2 

1 

145 

Pendientes 
en 

lncoados 
entre 

1.0 enero y 
31 iembn, 

1972 

14 

112 

268 

213 

424 

37 

74 

653 

437 

69 

118 

1 62 

175 

125 

252 

85 

54 

240 

169 

42 

147 

150 

61 . 
134 

167 

130 

96 

47 

53 

1.540 

P55 

198 

19 

54 

5 1 

143 

57 

298 

179 

41 

43 8 

25 

443 

36 

183 

734 

48 

80 

13 

333 

9.777 

Elevados 
a la  

Audlencls 
con auto de 

conclusidn 

17 

106 

270 

186 

37 1 

45 

26 

606 

370 

65 

109 

198 

182 

127 

242 

82 

57 

217 

176 

43 

158 

147 

66 

120 

153 

136 

78 

58 

53 

1.329 

145 

199 

13 

43 

46 

1 47 

60 

3 20 

173 

43 

425 

32 

43 1 

33 

177 

739 

53 

101 

12 

315 

- 

9.300 

Total 
de las 

dos cas~llas 
antellores 

21 

133 

327 

225 

775 

48 

83 

711 

705 

87 

125 

205 

211 

155 

316 

96 

63 

3 27 

189 

5 1 

183 

169 

79 

152 

224 

148 

122 

66 

58 

1.775 

190 

260 

19 

62 

52 

166 

63 

352 

216 

48 

744 

43 

527 

39 

216 

811 

64 

124 

14 

3 62 

12.201 

Aiilva ........................ 
Aibacete ..................... 
Alicante ..................... 
mería ..................... 
Asturias ..................... 
Avila ........................ 
Baaaja ..................... 
Ba!leases ..................... 
Bmcelona ..................... 
Burgos ........................ 
Cá- ..................... 
Cádiz ........................ 
Castellón ..................... 
Ciudad Real .................. 
Córdoba ..................... 
Caniíiai (La) .................. 
Cuenoa ..................... 

..................... Gerona 

G T ~ &  ..................... 
GuaMajm .................. 
OuipUzcoa ..................... 
Huelva ........................ 
Huesoa ........................ 
J& ........................... 
Las Patmas .................. 
'León ........................ 
Lérida' ........................ 
Lo&rono ..................... 
Lugo ........................ 
Madrid ........................ 
Máhga ........................ 
Murcia ........................ 
Navarra ..................... 
Oreme ........................ 
Pdencia ..................... 
Pontevedra ..................... 

..................... Salamama 

Santa Cruz de Tenesife ......... 
..................... Santander 

........................ Segovia 

........................ Swilla 

........................ Seria 

..................... Tmgona, 

........................ Teme1 

Toledo ........................ 
..................... Valencia 

..................... Valladolid 

..................... Vizcaya 

........................ Zamorrr 

Zaragoza ..................... 
...... Tribumd de Orden Público 

TOTAL .................. 

falta (524) 

2 

1 

26 

4 

2 

1 

2 

1 

1 

3 

3 

1 

1 

16 

7 

2 

1 

1 

3 

1 

79 

Pendientes 
en 

31 diciembre 
1972 

4 

24 

54 

38 

368 

3 

19 

96 

320 

22 

15 

2 

27 

19 

7 1 

12 

4 

104 

12 

8 

22 

20 

11 

28 

68 

11 

25 

5 

4 

43 4 

3 8 

37 

1 

8 

3 

16 

3 

30 

encm m 

6 

21 

59 

l a  

351 

11 

9 

58 

268 

18 

7 

43 

3 6 

380 

64 

11 

9 

87 

2Q 

9 

36 

19 

18 

18 

57 

18 

26 

19 

5 

235 

35 

62 

8 

1 

23 

6 

54 

37 

7 

306 

18 

84 

3 

33 

77 

16 

44 

1 

29 

2.424 

Extinción 
de 

18 

21 

42 

1 

1 

6 

5 

1 

4 

6 

9 

6 

3 

3 

4 

3 

2 

3 

8 

16 

7 

5 

3 

19 

Aperturas 
de 

juicio oral 

14 

27 

98 

54 

214 

5 

20 

93 

229 

23 

6 

74 

24 

25 

78 

40 

6 

98 

28 

4 

17 

26 

14 

37 

72 

22 

25 

9 

11 

27 1 

99 

63 

20 

81 

22 

35 

18 

83 

Sobreselmiento 
por no considerar 
delictivo el hecho 
O "O probarse su 

reallzac~on 
cart . 637/1.. y 2.. 

Y 64111 .o 1 

3 

44 

33 

83 

296 

39 

333 

9 

20 

24 

41 

134 

104 

42 

17 

56 

60 

64 

34 

65 

86 

29 

72 

58 

96 

64 

4.0 

35 

778 

52 

145 

51 

18 

102 

3 6 

152 

5 

7 

6 

5 

1 

1 

3 

224 

20 

6 

145 

4 

38 

24 

126 

32 

65 

4 

54 

2.603 

Sobreselmlento 
PO' estar exentos de 

pe.~p""..l$ . o 
no haberse 

descubierto estos 
(arts . 63713 y 

64112.01 

7 

121 

25 

5 1 
" 

37 

135 

22 

27 

113 

13 

24 

12 

44 

10 

2 

79 

89 

6 

27 

8 

9 

11 

6 

7 

1 

1 

95 

16 

31 

6 

3 

2 

16 

43 1 08 

5 3 8 

310 268 

11 26 

8 1 181 

6 38 

31 117 

72 289 

1'1 20 

2 1 18 

2 2 

45 201 

2.624 4.641 

34 

5 

35 

1 

198 

2 

7 

348 

1 

15 

1 

31 

1.634 

SENTENCIAS 

Pendientes 
en 

3t diciembre 
1972 

10 

6 

86 

9 

182 

85 

309 

16 

1. 

23 

11 

8 

24 

3 

103 

15 

3 

6 

2 

7 

29 

18 

9 

4 

8 

3 

177 

4 

3 

4 

2 

2 

17 

DICTADAS 

Absolutorlas 

7 

12 

28 

1 

14 

46 

5 

14 

6 

21 

4 

1 

1 

5 

1 

4 

4 

1 

7 

13 

2 

1 

1 

2 

3 8 

14 

8 

3 

2 

2 

3 

14 

RECURSOS DE 

Preparados 
'Or 

2 

1 

1 

1 

2 

2 

2 

1 

7 

1 

2 

1 

4 

1 

1 

1 

4 

2 

1 

CONDENATORIAS 

'O:.,": y 

2 

15 

68 

4 

46 

4 

8 

68 

143 

13 

8 

45 

18 

13 

5 

24 

3 

12 

8 

2 

14 

12 

37 

12 

29 

5 

12 

6 

2 

93 

2 1 

18 

1 

2 

12 

31 

10 

44 

38 

1 

20 

10 

5 

153 

TOTAL 

4 

31 

104 

14 

274 

6 

1'4 

90 

226 

20 

' 3 

74 

37 

23 

58 

40 

5 

22 

17 

4 

26 

24 

39 

29 

85 

10 

21 

9 

11 

174 

69 

32 

16 

7 

16 

35 

18 

81 

10 

38 

CASACION 

Preparados 
por 

las partes 

1 

7 

19 

19 

1 

7 

17 

8 

1 

8 

8 

10 

12 

25 

4 

2 

2 

6 

6 

4 

2 

16 

3 

4 

4 

2 

73 

5 

15 

5 

10 

5 

9 

4 

11 

2 

2 

Disconformes 

2 

9 

24 

10 

200 

2 

5 

8 

37 

2 

5 

15 

13 

10 

32 

12 

1 

9 

4 

1 

8 

8 

1 

10 

43 

3 

8 

2 

7 

43 

34 

6 

12 

5 

2 

2 

5 

23 

16 

4 

34 

1 

9 

1 

6 

52 

18 

20 

2 

37 

1.075 

64 6 

2 

33 

1 2 

17 10 4 18 

1 

3 8 3 19 

46 15 2 n 53 

8 2 14 14 

8 5 3 18 

2 

7 5 49 1 8 26 

767 279 2.121 46 43 6 1.509 



Estado B 1 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Diligencias previa i m t m w  en ius distintas provincia de& 1P de enero a 31 de diciembre de 1972. 



Estado B 2 

Delitos 

De3itcs 

&a pui 

relativos 

nMe (no 

al iráíic 

......... 
40 bis, a, : 

Uesgm p rculación (art 

Gs, b)  ... ................. 
)oomi&Ón sin permiso (art 340 bis, 

9 bis) ... 
......... 

6 en Leye 

........ 

FTSCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 
Diligencias P r e p a r a t ~ m  immdm en los Juzgados de Z d s  p ~ o v i n ~ i a ,  desde 1.' de enero a 31 de diciembre de 1972. 

C). 4 

" 
e.. 

... 26 



Estado B 3 

. 340 bis 

k temexan 

ra b cii 

......... 
. c." - 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Sumarios de Urgencia incoados en los Juzgados las provincias, desde 1 . O  & enero a 31 de diciembre de 1972. 



Estado B 4 

15. Imprudei 

16. Delitos I 

ncia pud 

dativos : 
.. 

misión de 

definidos 

casdes  . 

. 340 bis, 

temer&: 

e)  Ri 

bí: 

f) Ccniu~,,,,, sin permiso (art. ,-., Y.--, 

2) 01 (art 389 

I r )  Imprudencia (art. 565) ........... 
17. W'tos 4 

18. Herhm . 

ra la c i r  

......... 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 
~ u m a r i o s  Ordinarios y otros del fitub N, Ley de Enjuiciamiento Criminal, incoados en 10s Juzgados de las provincias, desde l." de enero a 31 de diciembre de 1972. 



Datos generales sobe el volumen de trabajo en la Fiscalía durante el año 1972. 

Estado C 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 



FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 
Estado D . 

Asuntos civiles incoados en los Juzgados de l." Instancia de cada una de las Provincias del Territorio en 1972 . 

l 

AUDIENCIA 
TERRITORIAL DE 

JUZGADOS 
DE U PROV[NC~A DE 

Albacate ............... 
Ciudl R d  ............ 

ALBACETE ............ 
Cuenca .................. 
M&@ .................. 

.................. AsTmUAS ............ Oviedo 

...... ............ BALEARES Pa?lm@ de Mallarca 

Biaúcelw1iai ............... 
Gerimai .................. 

BAROELONA ......... 
&ida .................. 
Trwralgonia ............... 
B'il bao .................. 
Burgos .................. 
hproño ............... 

BURGOS ............... 
Sanmh ............... 
W a  .................. 
V h i a  .................. 

.................. I C~%cems 
CACERES ............... 

Eadaia ............... 
............... 

i 
La C w ñ a  

Lugo .................. 
LA CORUÑA ......... 

Orenise .................. 
Pmtevedw ............ 

............... 

1 
Almenena 

............... Granada 
GRANADA ............ 

..................... J a& 

.................. MPaga 

............ I üas Pdmas 
LAS PALMAS ......... 

Sante Cruz de "iheaife ... 
.................. Aviilai 

. . . . . . . . .  u 

MADRID ............... .................. 
............... Seg0v.b 

.................. Tal& 

............... 1 Pmplmai ............ NAVARRA 
Sebastih. ............ 

.................. 

1 
Cádiz 

............... Córdoba 
SEVELA ............... .................. Huelvai 

.................. Sevill~a 

............... 

i 
f ic -  

VALENCIA ............ CB.Stell&n ............... 
............... Vdmuai 

L&n .................. 
.................. P&Xlcj@ 

......... ............... VALLADOLD S d m w  

............... Vall. adalid 

k o m  ............... 
.................. Huesos' 

............ .................. ZARAGOZA T m d  

Zmgma ............... 
............ TOTAL 

I 

Cuestlc- 
nes de 

;,",",;; 

4 

10 

1 

20 

18 

15 

70 

8 

8 

13 

22 

5 

6 

5 

4 
m 

2 

9 

1. O 

6 

5 

15 

2 

15 

6 

13 

5 

4 

121 

1 

22 

16 

21 

8 

8 

22 

37 

8 

27 

7 

2 

5 

9 

3 

1 
" 

21 

640 
I 

Mayores 
cuantia 

17 

12 

4 

3 8 

72 

79 

299 

58 

24 

43 

86 

39 

17 

46 

7 

16 

13 

19 

105 

40 

15 

49 

11 

42 

9 

25 

46 

3 1 

6 

5 

491 

6 

11 

41 

86 

42 

29 

16 

66 

75 

19 

75 

40 

12 

17 

42 

15 

12 

1 

57 

2.426 
I 

?UBB:C 

92 

75 

22 

150 

317 

196 

1.327 

146 

100 

167 

318 

175 

74 

213 

28 

84 

66 

79 

329 

139 

74 

208 

30 

96 

56 

65 

137 

76 

30 

1'0 

1.187 

36 

44 

194 

21.0 

104 

114 

56 

330 

427 

85 

458 

189 

48 

91 

164 

64 

41 

17 

351 

9.089 
I 

E f ~ ~ i ~ o .  K:,."z 

412 

303 

8 1 

861 

818 

1.646 

5.670 

310 

383 

464 

1.231) 

431 

201 

333 

61 

214 

268 

550 

564 

146 

108 

515 

67 

681 

1 62 

330 

842 

579 

PO2 

43 

11.785 

67 

156 

576 

Y07 

827 

709 

496 

2.345 

2.051 

336 

2.876 

482 

146 

355 

829 

130 

93 

36 

1.146 

44.317 
I 

Suspen- 
sienes de 

pago 

17 

31 

16 

42 

74 

56 

23.8 

3 1 

35 

17 

57 

92 

26 

51 

24 

18 

26 

42 

78 

2 1 

15 

37 

8 

71 

38 

25 

33 

25 

14 

6 

248 

21 

20 

43 

56 

56 

41 

27 

134 

43 

8 

107 

27 

29 

51 

78 

64 

22 

3 

50 

2.392 
I 

1 

4 

3 
" 

7 

63 

1 

4 

2 

3 

2 
" 

1 

1 

2 

2 

2 

1 

4 

1 

2 

1 

" 

28 

" 

5 

2 

2 

4 

3 

7 

9 

3 

3 

1 
.) 

1 
" 

1 
" 

5 

181 
I 

ouiehras 

l .  . 
2 

4 

6 

30 

1 

2 

1 

2 
,, 

1 
" 

,, 

2 

,. 

,, 

16 

1 

3 

2 

4 

3 

3 

1 
" 

.. 
" 

" 

" 

" 

3 

90 
I 

Otms 

"E 
ciosos 

142 

138 

44 

460 

582 

318 

1.869 

165 

110 

244 

347 

192 

7 1 

189 

23 

124 

81 

22 1 

557 

140 

73 

385 

29 

346 

147 

429 

187 

204 

51 

28 

4.706 

229 

108 

205 

273 

406 

478 

165 

601 

538 

121 

1.005 

287 

137 

126 

223 

116 

122 

21 

147 

17.910 
I 

de 
JUri' 

Nbmem 
total de 
asuntos 

incoados 
en los 

Juzgados 

Núgm 
asuntos 
m que 

intervino 
el 

M . F. 

412 

726 

205 

1.010 

1.418 

841 

3.688 

710 

528 

795 

1.436 

5140 

342 

810 

218 

330 

419 

711 

1.101 

323 

107 

568 

194 

600 

550 

503 

1.141 

1.187 

233 

245 

5.310 

33 

449 

457 

472 

1.078 

548 

357 

1.370 

1.085 

606 

2.306 

624 

259 

389 

623 

259 

190 

148 

1.109 

39.533 

Nlimero 
de 

cias 
dictades 

1.098 

1.301 

373 

2.586 

3.303 

3.164 

13.254 

1.430 

1.194 

1.746 

3.501 

1.446 

738 

1.648 

366 

786 

875 

1.633 

2.748 

815 

397 

1.779 

342 

1.855 

969 

1.392 

2.392 

2.106 

436 

337 

23.892 

392 

790 

1.646 

1.624 

2.536 

1.931 

1.128 

4.875 

4.269 

1.189 

6.860 

1.658 

63 3 

1.034 

1.969 

651 

482 

226 

2.883 

116.578 

411 

727 

188 

1.030 

1.293 

784 

3.661 

661 

506 

898 

1.305 

303 

164 

651 

226 

330 

399 

768 

1.179 

354 

123 

575 

182 

7'00 

612 

646 

829 

971 

237 

229 

5.443 

213 

406 

2'0 

539 

1.014 

709 

372 

l.4Q1 

1.088 

595 

2.527 

695 

323 

392 

637 

296 

247 

138 

1.148 

39.545 
I 

1 317 

296 

48 

956 

1.048 

1.801 

6.655 

643 

431 

577 

1.678 

662 

261 

712 

65 

369 

357 

527 

1.079 

311 

191 

841 

85 

676 

214 

501 

1.012 

621 

103 

43 

12.468 

96 

218 

722 

Rol 

816 

726 

400 

2.444 

2.589 

403 

3.034 

551 

185 

400 

1.059 

241 

116 

49 

1.800 

32.189 



Estado E 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Asuntos civiles iniciados en las Audiencias Territoriales desde 1." de enero a 31 de diciembre de 1972. 

JURISDICCION JURISDICCION ASUNTOS EN QUE iNTERVlN0 
AUDIENCIA CONTENCIOSA VOLUNTARIA TOTAL TOTAL EL MINISTERIO FISCAL 

TERRITORIAL DE 

Albacete ............... 
B d e a m  ............... 
Bamelanr ............... 
Burgcs .................. 
cam .................. 
Cauh (La) ............ 
Granada ............... 
Madrid ............... 
&ido .................. 
Las P a b  ............... 
Pamplona ............... 
Sevilla .................. 
Vaientciiai ............... 
Valladwlid ............... 
Zara- ............... 

TOTAL ............ 

Cornpetenclas 

7 

4 

8 

1 

1 

8 

16 

3 

n 

2 

2 

52 

Con relación 
a las Personas 

2 

173 

8 

1 

10 

150 

5 1 

6 

22 

7 

178 

3 

2 

10 

623 

Con relación 
a las cosas 

300 

I 192 

918 

607 

11 

607 

300 

1.276 

219 

108 

270 

392 

534 

422 

267 

6.423 

Con relación Con relaclón 
a las personas a las cosas 

14 3 O 
1 

3 1 
1 .. 

.. 1 
5 8 6 

l 

7 9 

i 

de 
asuntos 
Inic~ados 

3 O7 

198 

1.143 

620 

12 

618 

469 

! ,359 

228 

131 

277 

57 1 

537 

426 

279 

7.1 75 

1 

3 0 47 

de 
sentencias 
dictadas 

213 

134 

782 

509 

2 

515 

278 

815 

180 

128 

217 

484 

377 

311 

227 

5.172 I - 

Numero l3 
da asuntos de dictámenes 

i i  8 
22 

16 

1 

37 

7 

63 

6 

15 

16 

37 1 
7 

53 

6 

1 

6 1 '6 1 
11 

11 

6 

6 

2 08 

35 
l 

l 
14 1 

227 ( 
- 



Estado F 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Asuntos civiles tramitados en la Audiencia PrmOUZndal 
&S& 1." de enero a 31 de diciembre de 1972 . 

. 

A U D I E N C I A S  

Alrwa; ........................ 
Albxek ..................... 
M a t e  ..................... 
h e r í a  ..................... 
AstmUIi1a6 ..................... 
AviEai ........................ 
Ba&joz ..................... 
Bdean-€s ..................... 
B ~ x c ~ l o n s  ..................... 
Burgos ........................ 
Cáceres ..................... 
Cádiz ........................ 
GastellOn ..................... 
Ciudad R 4  .................. 
C6ráobai ..................... 
Coouriai (L3 .................. 
Cuenoa! ..................... 
Gema! ..................... 
Grm& ..................... 
GuaMQjma .................. 
G u i p h .  ..................... 
Hudva ........................ 
H4um ........................ 
Jdn ........................... 
Las Pdme .................. 
León ........................ 
Lén da ........................ 

..................... LO@oñ0 

........................ Lugo 

Mladttid ........................ 
Málamga ........................ 

........................ Murcia 

..................... Navama 

........................ Orensc 

..................... Palenoh 

Pmtevedra ..................... 
..................... ~ ~ w a r l c r u  

......... Smlta h z  de Tenenfe 

.9 ~ k m l e r  ..................... 
*~viiai ........................ 
Sevilla ........................ 

........................ so& 
T m m r t  ..................... 

........................ Tmel 

........................ Toledo 

Valencia ..................... 
Valladolid ..................... 
Vizcaya ..................... 
zannarai ........................ 
zamgora ..................... 

TOTAL .................. 

campaenclas 

n 

1 

1 

n 

3 

1 

4 

1 

" 

1 

6 

1 

3 

-- .- 
22 - 

JURlSDlCClON 

Jurisdicción 
voluntaria 

1 

1 

1 

2 

4 

1 

1 

23 

4 

1 

3 

10 

1 

14 

1 

1 

55 

4 

1 

3 

. 2 

1 

I 

7 

2 

2 

11 

2 

3 

163 

A~iaclones 
procedentes 

Jingmdos de 
1.. ~~~~~~l~ 

6 

7 

43 

29 

37 

6 

10 

24 

141 

14 

6 

29 

7 

6 

22 

46 

2 

25 

43 

2 

16 

12 

4 

. 8 

30 

19 

11 

5 

14 

203 

30 

36 

10 

9 

4 

33 

20 

19 

24 

3 

S8 

5 

U) 

6 

9 

72 

15 

37 

7 

24 
...... 

1.268 

CONTENCIOSA 

de asuntos 
de 

Julgados Mu . 
nicipalea Y 
Comarcalas 

33 

25 

134 

26 

126 

14 

44 

68 

475 

61 

62 

64 

23 

45 

54 

181 

7 

49 

88 

3 

119 

34 

24 

33 

109 

91 

49 

17 

69 

816 

94 

79 

59 

52 

35 

103 

68 

5 1 

169 

15 

213 

17 

67 

4 

30 

1 50 

74 

167 

45 

183 __- 
4.618 

TOTAL 

d&k;z; 
en la 

Audiencle 

40 

33 

178 

57 

1 67 

21 

56 

92 

640 

79 

69 

96 

30 

51 

76 

230 

9 

85 

136 

5 

1 S0 

46 

28 

42 

139 

110 

6 1 

22 

84 

1 . O80 

128 

115 

70 

6 1 

42 

138 

88 

70 

194 

19 

279 

22 

89 

10 

39 

227 

89 

215 

54 

210 

6.07 1 

Ammto¶ 
en que 

imervino el 
Ministerio 

Fiscal 

1 

4 

28 

2 

1 

3 

6 

6 

10 

2 

4 

1 

1 

69 

4 

2 

1 

1 

5 

2 

5 

1 

11 

2 

... - 
175 



Juicios d e  faltas e n  Los Juzgados Municipales, Cmarcales y de  Paz de toda la pmin&. 

Estado G 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 



Estado H 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Asuntos civiles tramitados en los Juzga& Municipales. Comarcales 
y de Paz de toda: la provincia . 

P R O V I N C I A S  

Mava ........................ 
fibaete ..................... 
f i i m t e  ..................... 
Mmerí a. ..................... 
Astwias ..................... 
Avila ........................ 
Badaja ..................... 
Bdeam ..................... 
Barcelona ..................... 
Burgos ........................ 
Cácwes ..................... 
Cádiz ........................ 
Castellón ..................... 
Ciudad Real .................. 
Córdobo ..................... 
Caruñai (La) .................. 
Cuenca ..................... 
Gerona ..................... 
Granada ..................... 

b . . . . . . . . . . . . . . . . . .  Guadalaja.m 

Guipúzcoa ..................... 
Hudw ........................ 
Huesca ........................ 
Jaén ........................... 
Las Fdmas .................. 
León ........................ 
Lérida ........................ 
Logroño ..................... 
Lugo ........................ 
Madnid ........................ 
Máltaga ........................ 
Murcia ........................ 
Navairra . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
0.rcns.z ........................ 
Falencia ..................... 
Pon. tevedra ..................... 
Salam.anca ..................... 
Szn~ta Cruz d. e Tene~ife ......... 
Santannder ..................... 
Segovia ........................ 
Sevilla ........................ 

........................ So~ri'a 

Tamagma ..................... 
......................... Teruel 

Tcledo ........................ 
Vslencia ..................... 
Vdladolid ..................... 
viz?;i. ya ..................... 
Zajmora ........................ 
Zrcapoza ..................... 

TOTAL .................. 

Pendientes 
del 

año anterior 

61 

548 

1.021 

548 

56'0 

87 

317 

552 

1 1.502 

147 

192 

5. 20 

1'89 

250 

389 

546 

11 

349 

324 

19 

317 

301 

129 

283 

910 

430 

195 

116 

299 

12.380 

834 

1.597 

588 

176 

69 

749 

623 

499 

378 

79 

1.983 

74 

694 

19 

276 

3.51 1 

214 

657 

9 1 

660 

147.263 

inmadoa 
durante 
el 

2.1.07 

1.085 

4.592 

1.315 

4.283 

396 

1.178 

3.801 

25.267 

1.420 

1.254 

31008 

880 

1 . 027 

2.387 

1.916 

386 

1~051 

1.784 

215 

1.816 

1.159 

300 

1 !O47 

3.852 

1.777 

844 

909 

756 

26.974 

5.572 

2.248 

1.906 

792 

719 

2.156 

2.353 

2.124 

2.695 

240 

9.824 

326 

1.847 

168 

62.0 

7.927 

1.576 

3.938 

2.242 

4.814 
- - -  - -  

152.873 

ASUNTOS 

TOTAL 

2.168 

1.633 

5.613 

1.863 

4.843 

483 

1.495 

4.353 

36.769 

1.567 

1.446 

3.528. 

1.069 

1.277 

2.776 

2.462 

397 

1 . 4QO 

2.1108 

234 

2.133 

1.460 

429 

1.330 

4.762 

2.207 

1 . 03.9 

1!M5 

1 . 055 

39.354 

6.406 

3.845 

2.494 

968 

788 

2.905 

2.976 

2.623 

3.073 

319 

11.807 

4OD 

2.541 

187 

896 

11.438 

1.790 

4.595 

2.333 

5.474 

200.1 36 

CIVILES 

2.110 

962 

4.252 

1.5881 

4.240 

392 

1.219 

3.785 

28.373 

1.433 

1.256 

3.035 

874 

1 . 020 

1.878 

1.948 

329 

1.200 

1.791 

151 

1.7240 

1.296 

33 1 

1 . 084 

3.232 

1.690 

798 

845 

83 1 

26.479 

3.524 

2.467 

1.920 

8104 

748 

2.297 

2.43 5 

2.238 

2.73 1 

246 

9.578 

329 

1.877 

159 

649 

8.512 

1.544 

3.800 

2.239 

4.472 

152.704 

~ ~ i ~ ~ $  

58 

67 1 

1.361 

282 

603 

91 

276 

568 

8.396 

134 

190 

493 

195 

257 

898 

514 

68 

200 

317 

83 

413 

164 

98 

246 

1.531) 

517 

241 

180 

224 

12.875 

2.882 

1.378 

574 

164 

40 

608 

54 1 

385 

342 

73 

2.229 

7 1 

664 

28 

247 

2.926 

246 

795 

94 

1.002 

47.432 

Casos ni 
que intervino 
ei Ministerio 

Fiscal 

48 

13 

52 

2 

19 

4 

19 

199 

18 

109 

20 

85 

10 

67 

37 

3 

6 

26 

11 

13 

5 

7 

273 

4 

13 

4 

53 

270 

38 

87 

8 

339 

5 

22 

23 

28 

37 

1 

73 
" 

19 
" 

8 

429 

13 

29 

7 

34 

2.590 



Procedimientos incoados en virtud de la Ley de Peligrosidad Social desde 1 . O  de enero a 31 de diciembre de 1972. 

Estado 1 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 



Estado J 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

RESUMEN cEe los asuntos despachados por esta Fiscalz'a en materia civil 
(Sala l." del Tribunal Supremo), desde 1." de enero a 31 de diciembre de 1972. 

.............................. 
........................ Il Desistidos 

Reoum de oasacibn preparados por el F i d .  
I.ii~tenpuestos ... l 

NATURALEZA DE LOS ASUNTOS 

II 

Número 
de m u m  

D3sp1chfdos con l a  note de "Vistos" ...... 
Dcsperhcdos m la nota de 'Visto" ...... 1 394 5 

RBCm de oasaoih imtevestos por 
p V W 4  .................................... 

Cmba15das en la admisión ............... ' 52 

Con dictamen de improcedencia ......... 
' Con dj:o&qnen de v e d m 8 1 s  ............ 

Cm dictamen, de nulidad de aotu.adÓn ... 
Con dktamm de abs'teniéndose ......... 
Con cLictamm, de ad&n&dose ............ 

..................... \ I,ncompe,tencie Sale 

Recursos de rerisión . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Recursos de queja . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Cuestiones de ~ p e ~ ~  ......................................................... 
Expedientes de ejeauoión de sen,tenoias ex.traajems .................................... 
Demandas de responsab?li&d civil ................................................ 
Dictámenes de tasaoi& de costas ................................................... 

2 1 

1 

30 

5 



Estado K 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

RESUMEN de Los asuntos despachados por esta Fiscalia en materZa social, 
desde 1." de enero a 31 de diciemb~e de 1972. 

11 NATURALEZA DE LOS ASUNTOS 

Desistidos .............................. 
Recumos ~preparadw por el F i d  ............ 

........................... I ~n~tenpuetos 

Número 
de asunatos 

6 

29 

1 R 

209 

752 

342 
3. , 

94 

7 

229 

................................. 1 vavjos 

Recunw interpuestos por las paatss ......... 

"Visto" .............................. 
Cambatidos en la. admisión ............... 
Con &tmm de  irnwwes ......... 

............ Con dictamen de ~proceden~tes 

......... Con dnctamen de abtaiéndose 

.................. , Ndiddad die actuaciones 

R e c m  de  misión in*terpuestos por 1.m p- ....................................... 



FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

RESUMEN de los asuntos criminales (Sala 2." del Tribunal Supremo) deqechados 
pw esta Fiscalía, desde 1." de enero a 31 de diciembre de 1972. 

1 

Niimfn-0 
de asunltos 

156 

45 

7 

3 1 

627 

42 1 

3 

545 

I 

Con dictamen de impmcedmdes ......... 
Competencias ............................................................ 
Camas cuyo m o c i O C ~ e a t o  está ,atribuido a' la SOa! de lo w d  &l TTmibunel %prmo ... 
Diotámenes de ta*acih de costas ................................................... 
Dictámenes de varios ............................................................ 

.............................. l TOTAL 

NATURALEZA DE LOS ASUNTOS 

P.med?imi&os h l n i i d m  Toii,bund S u p m o  en Pleno, oonshi~tuido en Sala de Justioiai ... 
........................... Recursos de = i h  por Jnfnaioción de Ley y Iaterpwstos 

q u e b r m ~ e m  do m 1 Desirtidos .............................. dos Fiscales .............................. 
Recursos de reds ih ,  i ru tapuW ,por el W d  ....................................... 

............... ln~Larpu&os por Iras pmtes 
........................ Rwu~mos de &plica 

1nB~~pu~- ,por el Fiscal ............... 
............ ApoyatTm t o d  o pnroidrnmte 

......... Impugrxdos t0t.d o pm~iahemte 
Recumos de casación interpumbx por las p a ~  

les, iucdrado m Junta de Fiecaiia, respecto Formul~ar adhesión ..................... 
de ellos ................................. 

Oponerse a b admisión o ,parcid- 

.............................. mmte 

Recursos de oaeaoih dniwpu&os en benefioio del .m ................................. 
ecwSOS de pm dos ...... In'tevpueubs en beneficio de ,los los 

.............................. Letrados ...... Despachados con la' n& de 'vsto" 

............ Con diatamen de procedentes ........................ Recursos d e  queja 

24 i 
19 1 



Estado LL 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

RESUMEN de los asuntos gubernativm eni los que ha intervenido la Fiscalía, 
desde 1." de enero a 31 de diciembre de 1972. 

NATURALEZA DE LOS ASUNTOS 

I d m e s  erni.bida& m wpedientm de la S& de Gobimw, P~&b,aai de 

euhe TriburuaU Sinp- y Consejo F l W  ............................. 

Consulta6 a dos efectos del amtkdo 644 de la Ley de Enjuliciw'ento Crimimil 

Oauw en qm se han dado . i M o n e s  s los F W e s  de Im Audiienuiw .. 

Gavsas r e o l e s  a los efeotos dd & i d o  838, nh. 15 de Ja Ley Or&- 

nica del P&r judicial ............................................ 

Jun,$ae celebradas con los seüanes Tenienate y Abogados Fiscdes del Tri- 

bull!al ........................................................ 

FUNCIONARIOS QUE LO HAN DESPACHADO 

T O T A L  

-- 

Fiscales 
Cienera.1~ 

Y 
Abogados 
Fiwdes 

FJ1 
F ú d  

l 
Teniente 
Fiscd 

I,nsp2ct<~ 
Fisoa' 
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...................... p o ~  enfemedad m d  
.Núm. 4; Agravantes de reieiimación: ineficacia de deteami- 

,. , mdos. amtecedentes pendes (para camtmirila ... 
Núm.. 5. Sobre la f a l t a  de nlnlarid& en l,m mntencias: 

........................ actitud del R s d  .:. . . .  . . .  . . . . .  
. . . .  

CONSUETAS ? .  . . 

-Núm. . l .  PoeiW& &i& L cza&nh con&cimd 'cL. 
. . pn.m de dos d o s  recincidas e su mitad por 4; 

. Decreto de Indulto de 23 de septiembre de 1971,. 
'Núm. 2.. Ma~giCtriudos de ejecutorias. .Procedimiento de 

urgencia: competenoias para '&oW auto a que - . . -se refiere-el d~tículo 988, Ley de Enju i c i amien to . -  ' . . . . .  Crimid. .............................. .;. .... 



- 
Núm. 3. Penas y medidas de sepurOdad, prefer&,a en su 

,aplicación .................................... 
Núm. 4. Fuma de los funciomaios piíblim: interpreta& 

ción del aa2i'odo 46, núm. 2.', de lb Ley de 
Régimen Jurídico cle la: AdmhlBbraQÓn del ............... Estado de 26 de julio de. 1957 

... Núm. 5. Visitas a los e s t a b l ~ w t o s  penitenoianios 
Núm. 6. Deli,tos tastra la sdud pública: arbi,trio judicid, 

i n ~ t q e t a ~ i ó n  del mtículo 344, pámdo 3.', del 
Código Pend ................................. 

... Núm. 7. Supuesto de responaab'iclad cid1 subsidiaria 

... N h .  8. El cumpihimto de una d a i h  rogato~ia. 
Núm. 9. Coexistencia de las mdlidm de internamiento 

aplicables a tas dmos mentales según el ......... Código Pend y h Ley de Peligrosidad 
Núm. 10. Sobre posiibdidad de samoimm delitos c m  

,pena de multa inf&or ,a 5.500 pesetas ......... 
Núm. 11. El derecho de Las Enhidiades gestoras de %m- 

midad Social ai jpersan~e en el prmxdimiento 
,p.3nalI ....................................... 

ESTADISTICA .......................................... 


